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Con este ciclo de conferencias organizado
por el Consejo Económico y Social del
Principado de Asturias, durante los meses fina-
les del año 2002 y principios del 2003, se pone
en marcha el ejercicio de una de tantas funcio-
nes que la Ley nos encomienda.

El título genérico de “Diálogo Social,
Estado de Bienestar y Mercado de Trabajo”
pretende recorrer un amplio abanico de temas
sociales que conforman la actualidad sociopo-
lítica y económica, aspectos todos ellos que
interesan a todos los ciudadanos en general y a
los asturianos en particular. 

En este ciclo participaron los máximos
representantes, a nivel nacional, de las organi-
zaciones sindicales y empresariales, reputados
expertos en áreas económicas, sociales y labo-
rales de la Universidad de Oviedo, responsa-
bles del Gobierno regional y el Presidente del
CES del Reino de España.

El CES de Asturias, a través de este tipo de
actividades, impulsa su presencia en la socie-
dad asturiana pretendiendo aportar al debate
público una visión independiente, plural y
rigurosa del análisis de la realidad social, eco-
nómica y laboral, contribuyendo de este modo
a la búsqueda de alternativas y soluciones.

Quiero agradecer, en nombre del CES, la
actuación de todos los conferenciantes por sus
brillantes exposiciones, así como a quienes

colaboraron en hacer posible este ciclo: al
Ayuntamiento de Oviedo, que amablemente y
de forma desinteresada nos cedió las salas del
Auditorio de nuestra ciudad, así como a la
Universidad de Oviedo por la cesión de las
vetustas aulas de su edificio histórico, y a la
Fundación de la Universidad de Oviedo.

Agradecimiento también a Cajastur, quien
además de colaborar en el desarrollo de las con-
ferencias, financió la totalidad de esta publica-
ción que presentamos, así como a su Presidente
por la presentación de la obra y al Magnífico
Rector de la Universidad de Oviedo por prolo-
gar este libro; ambas aportaciones enriquecen
la obra que publicamos.

Por último, quiero hacer una mención
especial de agradecimiento al que fue Jefe del
Área Económica de este Consejo, D. Efrén
Viejo de la Guerra, y a Dª Carmen Alcobendas
Paco, Secretaria de Presidencia, sin cuyo
esfuerzo, entrega y aportaciones, estoy seguro,
no se podría haber realizado este ciclo.

El Presidente del Consejo Económico y
Social del Principado de Asturias.

Nicolás Álvarez Álvarez
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PRESENTACIÓN

EL CES, FORO DE CONFIANZA Y ATALAYA DE FUTURO

Manuel Menéndez
Presidente de Cajastur





El Consejo Económico y Social de
Asturias (CES) ha querido, tras su profunda
renovación –podría decirse con mayor rigor
tras su “renacimiento”– mostrar a la sociedad
asturiana su vocación de foro de encuentro y
de debate inteligente y fructífero, mediante un
ciclo de conferencias en el que desde su título,
“Estado de Bienestar, Diálogo Social y
Mercado de Trabajo”, hasta sus ponentes,
pasando por el contenido de las nueve diserta-
ciones, se refleja la madurez de esta institución
y su capacidad para afrontar con perspicacia y
serenidad los retos de futuro.

El proceso de traspaso de competencias, la
profunda reconversión de la estructura econó-
mica regional, los imparables procesos demo-
gráficos y de convergencia en el entorno
comunitario y, en definitiva, la acelerada
reforma y modificación de los usos y hábitos
sociales, económicos y laborales en Asturias
habían empujado en los últimos años a la
obsolescencia a algunas instituciones. El
Consejo Económico y Social, que en el
Principado de Asturias existe legalmente desde
1988, requería una adaptación a un entorno
socioeconómico tan cambiante y cambiado. El
CES, concebido inicialmente como ente vin-
culado a la Administración y al servicio de la
misma como órgano consultivo, necesitaba
aproximarse a la sociedad y ser parte de ella,
para convertirse, como lo está ahora demos-
trando desde su renacimiento, en un agente
social relevante, que no sólo es lugar de
encuentro de los agentes económicos, sino, y
sobre todo, ámbito de reflexión e impulso de
adaptación y modernización.

La remodelación del CES, en la nueva
etapa iniciada hace dos años, ha supuesto la
transformación de esta institución, de tal
forma que se ha convertido en algo más que un
aparato burocrático de la Administración. El
nuevo CES tiene ahora la vocación, pero tam-
bién la obligación de ser al mismo tiempo cáte-
dra social (ámbito de estudio y reflexión), lugar
de interrelación e interacción de los agentes
sociales, vanguardia en el análisis y estudio de
los fenómenos socioeconómicos y, en cierto

modo, augur del devenir de la sociedad y de la
economía regional en el marco nacional y
comunitario.

Estas nuevas misiones del CES se han
mostrado con vigor y de forma brillante en el
ciclo de conferencias “Estado de Bienestar,
Diálogo Social y Mercado de Trabajo”. Por
ello, el CES de Asturias ha sido, mas que anfi-
trión, impulsor en la sociedad asturiana de
este nuevo y esencial debate sobre el presente
y el futuro y sobre las interrogantes de la deno-
minada sociedad del bienestar y sus complejas
y sutiles estructuras y mecanismos de funcio-
namiento. Una de las principales virtudes de
este ciclo ha sido su serena y enriquecedora
pluralidad, crisol de variadas posiciones y
perspectivas.

Desde esa premisa conciliadora y de diálo-
go de ideas, y de igual manera que el CES aglu-
tina sindicatos, empresarios, Universidad,
representantes de la economía social,
Administración municipal (a través de la
Federación Asturiana de Concejos) y
Administración autonómica, el ciclo de confe-
rencias ha mostrado visiones sindicales, empre-
sariales, políticas y académicas sobre la socie-
dad, el bienestar y su futuro, la cual, además,
ha sido analizada desde variadas y complemen-
tarias perspectivas, como la jurídica, la comu-
nitaria, la estadística, la normativa y la política
de empleo.

La lectura conjunta de las nueve conferen-
cias permite disponer de una atalaya intelectual
privilegiada para otear el horizonte de la situa-
ción socioeconómica regional y de los retos a
los que deberemos enfrentarnos a corto y
medio plazo. El análisis de los mejores en cada
uno de los terrenos y enfoques de la sociedad
del bienestar (los máximos dirigentes sindicales
y empresariales, los estudiosos académicos, el
Consejero de Trabajo y el cierre del Presidente
del CES Nacional) pone a disposición de la
sociedad un profundo y sólido conocimiento
del presente regional y nos marca las líneas
sobre las que habrá que reflexionar y actuar
para preservar el desarrollo económico y social.
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En este futuro, el diálogo social, como
apuntan todas las conferencias, es un valor
esencial. Pese a las diferencias políticas, ideoló-
gicas o intelectuales, existe en la sociedad astu-
riana la consciencia de que la credibilidad del
diálogo es un cauce imprescindible para la cre-
ación de empleo y de riqueza, un requisito
inexcusable para el desarrollo y un cimiento
imprescindible de futuro. En una sociedad pos-
tindustrial, adecuadamente estructurada y flexi-
ble ante las circunstancias cambiantes, el papel
del CES es cada día más relevante, porque, ade-
más de otras muchas virtudes, ha de tener, esen-
cialmente, la de ser un espacio de confianza
entre los interlocutores y, por lo tanto, la mejor
puerta de acceso al diálogo social fluido y fruc-
tífero.

Para cumplir con esta expectativa, tan
importante y al tiempo de tanta exigencia para
la institución y para quienes la integran, es pre-
ciso, como ha demostrado el ciclo de conferen-
cias: “Estado del Bienestar, Diálogo Social y
Mercado de Trabajo”, alcanzar la capacidad
para adelantarse a las necesidades normativas y
regulatorias de la sociedad asturiana. En esta
línea se encuentra la creciente actividad del
CES como centro de estudio y análisis de dife-
rentes aspectos sociales, con la elaboración de
trabajos sobre las prejubilaciones, la vivienda,
la sanidad pública, la gestión medioambiental
o los movimientos migratorios. La capacidad
de anticipación frente a los problemas, pero
también ante las ventajas futuras, es un factor

cada vez más determinante en el éxito de las
sociedades. Y el CES es, y debe ser de forma
relevante, una pieza esencial, junto a otras ins-
tituciones regionales, en ese proceso.

No es posible olvidar que Asturias se
enfrenta en estos momentos a un escenario
socioeconómico novedoso y rupturista con
nuestro pasado reciente. En este contexto, exis-
ten grandes interrogantes, pocas respuestas y
muchas expectativas en nuestra sociedad, sobre
el Estado del Bienestar. Los conferenciantes que
desde octubre de 2002 hasta abril de 2003 han
participado en el ciclo fueron, como se aprecia
en este libro recopilatorio de las ponencias, des-
granando los grandes retos a los que Asturias se
enfrenta. Al final, cuando el presidente nacio-
nal del CES, Jaime Montalvo, cerró el ciclo el
23 de abril de 2003, se pusieron de manifiesto
varias realidades: en primer lugar, que el renaci-
do CES de Asturias está logrando su sitio en la
sociedad asturiana, siendo parte viva e impor-
tante de la misma, lugar de encuentro de los
agentes socioeconómicos pero también foro de
estudio y de prospectiva; en segundo término,
que no hay grandes respuestas a los grandes
problemas e incógnitas de futuro, pero que, en
cambio, existe en Asturias una importante
riqueza humana e intelectual que permite tener
plena confianza en el futuro y en la capacidad
de la región como sociedad postindustrial.

Junio de 2003
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PRÓLOGO

EL VALOR DEL DIÁLOGO SOCIAL

Juan A. Vázquez
Rector de la Universidad de Oviedo





Es indudable que el Consejo Económico y
Social del Principado de Asturias (CES) tiene
como uno de sus principales objetivos el de con-
figurarse como un espacio para el diálogo.
También para el análisis, la reflexión y el estudio.
En la trayectoria del CES asturiano ya hay
mucho de todo esto y así lo atestiguan sus activi-
dades y un conjunto de informes y dictámenes
como los realizados sobre grandes establecimien-
tos comerciales, sobre la organización y funcio-
namiento del Consejo de Relaciones Laborales y
del Servicio Público de Empleo o sobre los ante-
proyectos de Ley del Instituto Asturiano de
Prevención de Riesgos Laborales, de Servicios
Sociales y del Plan de Acciones para la Inclusión
Social, entre otros.

Ambos elementos, los del diálogo, por una
parte, y los de la reflexión, el análisis y el estudio,
por otro lado, están en el propósito del ciclo de
conferencias que, con el título Mercado de
Trabajo, Estado de Bienestar y Diálogo Social, ha
organizado el Consejo Económico y Social del
Principado de Asturias. Ese ciclo de conferencias,
que constituye una prueba elocuente de la sensi-
bilidad y el dinamismo que el CES asturiano está
mostrando en los últimos tiempos, se recogen
ahora para dar origen a este libro y dejar así tes-
timonio escrito de muy destacadas intervencio-
nes y reflexiones. 

Convocados por el CES, se han dado cita,
en el ciclo de conferencias, antes, y en este libro
que las edita, ahora, muy atractivas participacio-
nes y muy relevantes personalidades.  Por un
lado, los propios protagonistas del diálogo social
y de las relaciones laborales en primera persona,
para dar testimonio directo de sus experiencias y
conocimientos a través de representantes y líde-
res tan destacados como los Secretarios Generales
de CCOO y UGT, José María Fidalgo y
Cándido Méndez, y del Secretario General de la
CEOE, Juan Jiménez Aguilar.  Por otro lado,
observadores de primera línea tanto en el ámbito
estatal como en el autonómico y éste es el caso de
Jaime Montalvo, Presidente del Consejo
Económico y Social de España y de Graciano
Torre, Consejero de Trabajo y de Promoción de
Empleo del Gobierno de Asturias.  Por último,

reputados expertos y especialistas del ámbito uni-
versitario, y más en particular de nuestra
Universidad de Oviedo, que han dedicado tiem-
po, esfuerzo e inteligencia a lo largo de su bri-
llante trayectoria al análisis riguroso, al estudio
profundo y a la investigación del mercado de tra-
bajo y las relaciones laborales desde diversas pers-
pectivas y ámbitos, como es el caso de los profe-
sores Joaquín Lorences, Florentino Felgueroso,
Rodolfo Gutiérrez, Jesús Arango y Joaquín
García Murcia.

Destacados ponentes y relevantes temas de
análisis, componen el binomio que ha logrado
concitarse en el ciclo de conferencias y en los
trabajos recogidos en las páginas de este libro,
que cuentan con un hilo conductor básico, con
una idea fundamental, con una llamada priori-
taria, la del valor del diálogo social –que ha
permitido avances y acuerdos sociales de la
mayor importancia en la historia reciente de
nuestro país- expresado como testimonio, por
unos, como constatación, por otros, y como
apelación de futuro, por todos, para abordar
los múltiples, cambiantes y decisivos escenarios
de las relaciones laborales, las políticas de
empleo, los cambios del mercado de trabajo y
las nuevas formulaciones de la política social y
del diseño del bienestar.

El valor del diálogo social desde la perspecti-
va de la acción sindical, es el objeto central de la
contribución que nos ofrece el Secretario General
de CCOO, José María Fidalgo, y del recorrido
–bien podría decirse del testimonio- que efectúa
por los diversos acuerdos alcanzados entre orga-
nizaciones sindicales y patronal en nuestro país a
lo largo de los últimos años.  El diálogo, en su
opinión, es igualmente el necesario para plantear
los problemas de una economía como la españo-
la que cuenta todavía con elementos diferenciales
negativos en el espacio europeo, cifrados en unos
niveles de desempleo más elevados, en una tasa
de actividad femenina más reducida, en un
mayor peso de la contratación temporal y el
empleo precario, en el arraigo de un empleo “frá-
gil” tanto por las propias condiciones de contra-
tación como por su carácter poco productivo y
descualificado.
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Y ello es así, nos indica Fidalgo, en una eco-
nomía en la que se marca un agudo contraste
entre los recortes de derechos laborales, del lado
de los trabajadores, y facilidades fiscales e incen-
tivos a la contratación, del lado empresarial; en
que se registran superiores índices de siniestrali-
dad laboral; en que la estrategia de ventaja com-
parativa se sustenta en unos costes laborales más
bajos en vez de en los incrementos de la produc-
tividad. En una economía que, mediante el diá-
logo y la concertación, ha de ser capaz de com-
patibilizar competitividad con cohesión social,
los criterios de crecimiento con los de equidad
distributiva, la defensa de los derechos laborales
con la construcción de un sociedad eficiente y
equitativa, para hacer pervivir el “modelo euro-
peo” de Estado Social.

La defensa de ese modelo social, asentado
sobre el empleo, la protección social, la familia y
un pacto distributivo, la convicción de que la
equidad no solo genera mayor cohesión social
sino también mayor eficiencia económica, cons-
tituye asimismo la línea argumental central del
texto que nos ofrece el Secretario General de
UGT, Cándido Méndez, en un recorrido por la
evolución histórica, por la política social euro-
pea, por sus avances y principales logros, por los
progresos en la revitalización del diálogo social y
el impulso de la negociación colectiva, por ese
reto siempre pendiente de la política europea de
empleo en el que la realidad y el deseo han ido
por caminos divergentes, en que las realizaciones
distan todavía sensiblemente de las formulacio-
nes de objetivos como los de la Cumbre de
Lisboa y en que es amplia todavía la agenda de
tareas pendientes.

Cándido Méndez nos detalla, además, el
largo listado de demandas planteadas por el
movimiento sindical europeo aun por satisfacer y
nos advierte sobre su importancia, sobre la impe-
riosa necesidad de atenderlas, sobre los riesgos de
una posición del gobierno español que se distan-
cia y parece contraria al desarrollo de un verda-
dera política social europea, al tiempo que incide
en las amenazas que suponen el elevado desem-
pleo, los nuevos sistemas de organización del tra-
bajo, la transnacionalización de la actuación de

las empresas y de las decisiones económicas,
mientras contempla, en cambio, esperanzado
algunos de los planteamientos que se van abrien-
do paso en los debates de la Convención sobre el
futuro de Europa.  

Desde la perspectiva empresarial, al igual
que desde la sindical, el valor del diálogo social
como herramienta de extraordinaria utilidad en
la configuración tanto de las relaciones laborales
como de las políticas de protección social –de un
diálogo social que no ha sido ajeno a los logros
del pasado y no podrá estar ausente en los esce-
narios de futuro- es resaltado como territorio de
coincidencia frente al contrapunto de otras dis-
crepancias.  La voz empresarial para ese diálogo,
expresada por el Secretario General de la CEOE,
Juan Jiménez Aguilar, apela a la defensa de mayo-
res dosis de flexibilidad en las relaciones labora-
les, a activar ese “circulo virtuoso” consistente en
aligerar cargas sociales y reducir costes par crear
más empleo y allegar, por esa vía, más recursos a
un sistema de protección social que ha de hacer-
se compatible en el futuro con el crecimiento
económico y que para su viabilidad requiere ele-
vados niveles de empleo. 

La sostenibilidad del sistema de protección
social centra una buena parte de las reflexiones
que nos ofrece Jiménez Aguilar, que cifra en
torno a tres pilares básicos. El primero, la necesi-
dad de una clara y adecuada estructura de finan-
ciación del sistema, tomando como regla básica
la separación de fuentes de financiación entre
prestaciones contributivas o no contributivas, y
complementariamente, una reducción de las
cotizaciones empresariales para evitar un encare-
cimiento de los costes laborales que dificulten la
competitividad externa de las empresas. Ello
sería, en su opinión, especialmente factible en
estos momentos por las liquidaciones excedenta-
rias en cotizaciones sociales del sistema de
Seguridad Social registradas en los últimos años,
que habrían de aplicarse a la dotación del Fondo
de Reserva, a la mejora de prestaciones y a esa
reducción de las cotizaciones empresariales. El
segundo pilar parte de considerar una evolución
demográfica en que la baja natalidad y el acelera-
do proceso de envejecimiento hacen prever el
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surgimiento de tensiones en el sistema hacia el
futuro y que, sin llegar a considerar el efecto
positivo que en este orden está teniendo el fenó-
meno migratorio, va a requerir de manera
imprescindible la consecución de altos niveles de
empleo vinculados al crecimiento económico y a
un potencial de incorporación de mano de obra
femenina que aun se halla constreñido por las
carencias que presentan las políticas de concilia-
ción de la vida familiar y laboral que requieren
actuaciones de políticas públicas capaces de pro-
veer infraestructuras y servicios de ese tipo. Y el
tercer pilar lo constituye la necesidad de moder-
nización de los sistemas de protección social para
su adaptación a los cambios del mercado laboral,
para dotarlos de mayor flexibilidad ante los cam-
bios sociales y ante las nuevas situaciones que,
cada vez de modo más habitual, se plantean en el
mercado de trabajo y se perciben en las propias
demandas de protección de nuevos colectivos.

A promover y facilitar un marco de diálogo
social institucionalizado y de participación de los
agentes sociales, con unos resultados que no cabe
dejar de considerar como muy relevantes, ha dedi-
cado también una buena parte de sus esfuerzos y
de una trayectoria que ya ha rebasado los diez años
en el Consejo Económico y Social de España. La
intervención del Presidente del CES Nacional,
Jaime Montalvo, incide precisamente en ese aspec-
to, en resaltar el valor del diálogo en si mismo y
como expresión de una nueva cultura de coopera-
ción social que se trata de contribuir a fortalecer
desde el CES, un organismo que reconoce y arti-
cula la representación de intereses económicos y
sociales para que puedan ser tenidos en cuenta en
la adopción de decisiones políticas y cuyas funcio-
nes han ido ampliándose más allá de las estricta-
mente consultivas hasta constituirse en órgano de
debate y deliberación de los agentes sociales en
materia socioeconómica y laboral.

A la labor a favor del diálogo, el estudio y la
reflexión de los agentes sociales, se ha sumado, en
efecto, la función del CES como instrumento de
participación en los procesos de formación y
adopción de estrategias y decisiones políticas en
ese tipo de materias, como se constata en la inci-
dencia del amplio conjunto de dictámenes e

informes elaborados y aprobados sobre muy
diversas y relevantes cuestiones a lo largo de toda
su historia y que le han llevado a abordar en el
momento presente temas de tanta importancia y
actualidad como el acceso a la vivienda, la inmi-
gración o el impacto de la nueva ampliación de
la Unión Europea.  El “entendimiento social”,
concluye Montalvo, es la única receta válida para
hacer frente a la rapidez de los cambios y a los
complejos retos que nos depara el futuro.

No solo como factor de indispensable inter-
locución entre los agentes sociales y para la bús-
queda de acuerdos sino como elemento funda-
mental para generar confianza entre los actores
sociales, es como concibe el valor del diálogo
social el Consejero de Trabajo y de Promoción de
Empleo del Principado de Asturias, Graciano Torre.
El Pacto Institucional por el Empleo suscrito por
el Gobierno del Principado con los sindicatos
UGT y CCOO y con la FADE, es considerado
como un ejemplo práctico de diálogo y de con-
certación social en la intervención del Consejero
que se extiende en la descripción de las principa-
les características de ese acuerdo, en sus objetivos
básicos de lucha contra el desempleo, de vincula-
ción de las acciones de políticas activas de
empleo a las de desarrollo económico, de poten-
ciación del desarrollo sostenible y el asentamien-
to de población en las zonas rurales, resaltando
las nuevas orientaciones del Pacto, que ha pasado
de una concepción dedicada en exclusiva a la
contratación de desempleados para realizar obras
de mantenimiento municipales a unir la política
de recursos humanos a la del desarrollo del terri-
torio en la Comunidad Autónoma del
Principado de Asturias.

La necesidad y el valor del diálogo social está
presente igualmente en el bloque de trabajos de
corte académico que se recogen en este volumen.
Desde esa perspectiva académica, a la que une su
privilegiada posición como Director del Área de
Estudios del CES de España, el profesor Rodolfo
Gutiérrez aborda el atractivo tema de las “Políticas
de bienestar y diálogo social”.  Tema y momento
resultan cruciales para definir, tanto en España
como en los países de nuestro entorno, el papel y
la orientación de unas políticas de bienestar que
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han de ser rediseñadas.  En nuestro pais se han
cubierto ya déficits históricos de bienestar y diá-
logo pero se abren ahora nuevos problemas, nue-
vas necesidades, nuevos objetivos, que suscitan
más interrogantes que respuestas, que han de ser
abordados con el recurso al diálogo social como
elemento fundamental.  Con brillantez y rigor, el
profesor Gutiérrez Palacios plantea en su trabajo
cuestiones centrales en torno al diseño y la efica-
cia de las políticas de bienestar.

Por un lado, la interacción imprescindible
de los ámbitos de la familia, el mercado y el
Estado en la definición y desarrollo de esas polí-
ticas de bienestar. Por otro lado, aborda el análi-
sis de los elementos del mercado de trabajo, de
un mercado de trabajo que registra extraordina-
rios cambios, que originan desigualdades de muy
diverso tipo y plantea la necesidad de que, desde
el diálogo social y la negociación colectiva, se
afronten mejoras de la gestión y de la eficacia de
la formación ocupacional y de la inserción labo-
ral de los jóvenes.  Por último, analiza uno de los
asuntos centrales de la política de bienestar, el de
hacer más compatible trabajo y familia, en el que
nuestro país presenta notorias singularidades y,
pese a los avances, enfrenta todavía importantes
déficits de dispositivos privados y públicos de
conciliación. Desde la negociación colectiva se
ha de abordar este problema mediante el desa-
rrollo de medidas como la flexibilidad en la orga-
nización del tiempo de trabajo o la provisión de
diversos servicios públicos. Pero aun subsiste otro
problema, el de las barreras que dificultan la for-
mación y la consolidación de núcleos familiares,
que tiene en el acceso a la vivienda una de sus
expresiones más palpables y uno de los desafíos
sociales más importantes.  No hay respuestas
únicas para afrontar las mejoras de las políticas
de bienestar, pero el trabajo del profesor
Gutiérrez Palacios nos sugiere atractivas orienta-
ciones y una recomendación fundamental: la de
construir esas políticas de bienestar desde el diá-
logo social.

La protección social, en este caso en Europa,
es también el tema al que se dedica el muy inte-
resante y documentado trabajo que nos ofrece el
profesor Jesús Arango. Tras una inicial referencia al

debate sobre los efectos de la intervención del
Estado en la economía, los sistemas de protec-
ción social en Europa y los modelos de Estado de
Bienestar, se adentra en el estudio de unos siste-
mas de protección social de la Unión Europea
(UE) que han permitido durante décadas com-
paginar la prosperidad económica con un eleva-
do nivel de cohesión social.  Esos niveles de pro-
tección social en la UE son, como media, supe-
riores a los de otras realidades como la de Estados
Unidos o Japón, aunque presentan algunas signi-
ficativas diferencias internas que relegan a nues-
tro país a las últimas posiciones y lo sitúan clara-
mente por debajo de la media comunitaria.

El estudio se detiene en la consideración de
las principales características y de la evolución de
la protección social europea.  Por una parte, el
gasto en protección social de la UE, tras experi-
mentar significativos avances en los inicios de la
década de los noventa ha retrocedido y ha redu-
cido su crecimiento por debajo del correspon-
diente al PIB en la segunda mitad de ese mismo
decenio. Ello se ha traducido en el caso de
España en un recorte de casi 4 puntos porcen-
tuales de participación en el PIB entre los años
1993 y 2000 y ha situado nuestro gasto social
medio por habitante en los lugares postreros de
la UE. Por otra parte, la estructura del gasto de
protección social de la UE presenta unas pautas
en las que domina claramente el componente
destinado a las pensiones, seguido de la atención
sanitaria y, ya con menor importancia, otro con-
junto de funciones en las que se establecen los
principales elementos de diferenciación entre la
media comunitaria y la situación española,
dominada por los gastos destinados a la protec-
ción al desempleo en detrimento de funciones
como las de la protección de la familia e infancia,
la vivienda y la exclusión social que registran
valores muy reducidos.

Desde la óptica de la financiación del gasto
en protección social, ésta se compone, en el con-
junto de la UE, en casi dos tercios de las cotiza-
ciones sociales y en algo más de un tercio de las
aportaciones de las administraciones públicas y la
financiación vía impuestos.  Este esquema ha ido
registrando a lo largo de la pasada década una
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tendencia hacia la reducción de la participación
de las cotizaciones sociales, como estrategia para
reducir impuestos y cargas sobre el trabajo a fin
de estimular la creación de empleo. El caso espa-
ñol presenta importantes singularidades en este
aspecto, en la medida en que nuestro país figura
claramente por encima de la media, y en el pri-
mer lugar de los países comunitarios, por la
importancia de la participación de las cotizacio-
nes sociales a cargo de las empresas y se sitúa, en
cambio, claramente por debajo de esa media en
el peso de las cotizaciones a cargo de los trabaja-
dores y, sobre todo, en las aportaciones presu-
puestarias de las Administraciones Públicas.

El trabajo del profesor Arango concluye con
otras dos interesantes aportaciones. Por un lado,
expresando la importante contribución de las
transferencias sociales en los países de la UE a
reducir el porcentaje de población en riesgo de
pobreza relativa. Por otro lado, señalando la
necesidad de abordar los profundos cambios que
se están produciendo en los sistemas de protec-
ción social e indicando los desafíos a que se
enfrentan, que se relacionan con los procesos de
envejecimiento de la población, con las nuevas
estructuras familiares, con la intensa innovación
tecnológica, con la naturaleza cambiante del tra-
bajo, la transformación de los procesos producti-
vos, las nuevas exigencias de cualificaciones, la
globalización económica o la nueva ampliación
de la UE.

El análisis del comportamiento del mercado
de trabajo asturiano y la evolución del empleo
constituye el objeto al que dedican su atención los
profesores Joaquín Lorences y Florentino Felgueroso.
Las conclusiones que recoge este interesante tra-
bajo, fruto de una línea de investigación más
amplia desarrollada desde hace años en el
Departamento de Economía de la Universidad de
Oviedo, son fundamentalmente tres. En primer
lugar, tras una larga etapa de destrucción intensa
de puestos de trabajo, la economía asturiana ha
iniciado desde 1997 un proceso de creación de
empleo que ha logrado reponer en el sector servi-
cios cerca de 100.000 de los 140.000 puestos de
trabajo destruidos en los sectores agrario e indus-
trial. Esta circunstancia, en opinión de los auto-

res, no responde solo a componentes cíclicas sino
también tendenciales, esto es, que terminada la
fase más critica de reconversiones y ajustes parece
que se apunta un cambio de tendencia y el inicio
de una nueva época de generación de empleos
netos en los próximos años. Ello sería el resultado
de las transformaciones experimentadas en la tra-
dicional estructura económica regional, con una
reasignación de recursos productivos y una rede-
finición de las bases de la economía asturiana a
favor de actividades competitivas y en detrimento
de las que se encontraban situadas fuera del mer-
cado y se relacionaría, igualmente, con el reforza-
do papel de un sector privado que ha venido a
reemplazar al sector público en la generación de
puestos de trabajo. Así se pone de relieve, en
segundo lugar, el cambio operado en las formas
de vinculación del empleo regional con la activi-
dad económica, tanto por ese mayor protagonis-
mo del sector privado como por el arrumbamien-
to progresivo de viejas figuras de vinculación
laboral, anteriormente dominantes, a favor de las
que son habituales y características de las econo-
mías desarrolladas.

Ese crecimiento del empleo asturiano en el
último lustro, en tercer lugar, no puede ocultar el
camino que aun queda por recorrer, ya que el
porcentaje de empleados entre los asturianos en
edad de trabajar dista aun de los niveles medios y
nuestra región cuenta con una de las menores
tasas de ocupación de la UE. El objetivo de con-
vergencia hacia las tasas europeas previstas para
finales de la presente década comporta, pues,
importantes esfuerzos y la necesidad de un refor-
zamiento del crecimiento. Para ello resultará
clave la colaboración entre los sectores público y
privado y el conjunto de los agentes sociales, la
superación de algunos problemas que afectan a la
empleabilidad de colectivos como las mujeres,
los mayores de 55 años y los jóvenes y un con-
junto de sugerentes medidas que se recomiendan
en este trabajo y que se resumen en propuestas
como: la contratación a tiempo parcial para
beneficiar al empleo femenino, el aumento del
tamaño del sector servicios, la mejora de la efi-
ciencia del funcionamiento del sistema de for-
mación profesional y el diseño de una oferta for-
mativa regional integrada y coordinada en sus
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diversos niveles, en particular entre la formación
profesional y la enseñanza universitaria, para evi-
tar solapamientos y promover la adecuación
entre la oferta de titulados y las necesidades del
sistema productivo regional.

El diálogo social ha sido también el medio
habitual de concepción y preparación de las nor-
mas de la legislación laboral en las que nos aden-
tra el interesante trabajo del profesor Joaquín
García Murcia, que nos ofrece un recorrido por
el proceso de cambio y de conformación del
ordenamiento jurídico laboral a lo largo de las
pasadas décadas, en una cadena de reformas que
se ha mantenido prácticamente de modo ininte-
rrumpido. Los grandes factores de cambio de la
legislación laboral española en estas últimas déca-
das se han relacionado principalmente con cua-
tro elementos. La inicial tarea de adaptación de
la legislación laboral al marco constitucional
incorporando sus principios y orientaciones,
constituye el primero de esos elementos. El
segundo se relaciona con la configuración de un
sistema de representación sindical y empresarial
asentado en el principio de autonomía y en la
facultad de autoorganización. El sistema laboral
español ha prestado “apoyo logística” pero ha
dejado las decisiones a los interlocutores sociales,
ha conseguido un elevado grado de autonomía
colectiva y un gran espacio para el juego libre de
sindicatos y asociaciones empresariales, señala
García Murcia, y ello es constatable en las nume-
rosas ocasiones de participación y la frecuencia
del diálogo y de la concertación social.

La adaptación a los diversos y profundos
cambios operados en el sistema productivo y a las
exigencias del mercado de trabajo, es el tercero
de esos elementos, que ofrece un balance de cam-
bios normativos que ha contribuido a ampliar los
márgenes empresariales de movilidad y despido
económico y de fórmulas de contratación labo-
ral. Y el cuarto elemento está constituido por el
proceso de armonización con las normas, direc-

trices y orientaciones del derecho social comuni-
tario, que ha supuesto un cambio de semblante
de nuestra legislación laboral y la introducción
de reglas prácticamente desconocidas anterior-
mente así como la apertura a fenómenos trans-
nacionales. Las últimas reformas acometidas
recientemente en la legislación laboral se han
guiado por la atención prioritaria a los problemas
del empleo y del mercado de trabajo. La reforma
laboral, concluye García Murcia, ha resultado en
bastantes ocasiones de un proceso previo de diá-
logo o de concertación con los agentes sociales,
que aun no siendo una exigencia se ha converti-
do ya en una práctica habitual.

El valor del diálogo, como se ve, es el hilo
conductor, el nexo de unión, el punto compartido
por el interesante conjunto de intervenciones
recogidas en este libro que reúne un excepcional
elenco de autores y de temas. La importancia del
libro radica precisamente en ello, en los autores y
en los temas, en las informaciones que ofrece y en
las reflexiones que suscita, en lo que tiene de testi-
monio, de testimonio directo de los protagonistas
de los liderazgos sociales, y por lo que tiene de des-
cubrimiento, de hallazgo, de reflexión, de resulta-
dos de las investigaciones desarrolladas por profe-
sores destacados de la Universidad de Oviedo que,
si me permiten esgrimir ese orgullo, reflejan en sus
trabajos rigor, madurez, brillantez y revelan los
importantes recursos que nuestra Universidad
pone al servicio de la sociedad asturiana. Es este
libro, igualmente, el resultado de una iniciativa
feliz, y por la que debe felicitarse, del Consejo
Económico Social del Principado de Asturias y una
muestra evidente del dinamismo que registra en
los últimos tiempos y de su sensibilidad y atención
hacia las cuestiones más actuales del mundo labo-
ral y del conjunto de la economía asturiana. Tiene
el valor este libro, en fin, de dar testimonio de la
importancia del diálogo social y de convertirse, a
un tiempo, en una llamada de futuro para no per-
der nunca de referencia y por encima de toda cir-
cunstancia el valor del dialogo.
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Quiero comenzar esta exposición agrade-
ciendo al Consejo Económico y Social del
Principado de Asturias la invitación a partici-
par en este interesante ciclo de conferencias.
Me honra la amistad con su presidente,
Nicolás Álvarez, y me honra también abrir el
ciclo. Siempre he pensado que los Consejos
Económicos y Sociales son muy útiles, que son
ámbitos de diálogo de los agentes económicos
y sociales que pueden transmitir a la sociedad y
a sus administraciones propuestas y análisis
equilibrados y de valor.

Por ello, voy a exponer con brevedad mi
reflexión. ¿Qué hace y porqué la Confederación
Sindical de CC.OO. en esta coyuntura? ¿Qué
ofrece y qué quiere para la sociedad española
mi sindicato?

Espero que mi intervención les sea com-
prensible, que no les hastíe y que suscite inte-
rés y debate. Por eso no va a ser muy larga, pero
debo, para explicar las actuaciones recientes de
la Confederación Sindical de CC.OO., asen-
tarlas sobre nuestra manera de ver el devenir de
nuestro país y de la Unión Europea (UE).

A diferencia de los sindicatos corporativos,
una Confederación Sindical tiene su programa
basado en su visión de la realidad. Es una ela-
boración autónoma, pero no imparcial, ya que
defendemos intereses concretos de personas
concretas. Es un programa de acción que pre-
tende insertar la promoción de los derechos de
las personas que viven del trabajo asalariado
dentro de una perspectiva más amplia, de
defensa de intereses generales. Por ello promo-
vemos transformaciones reales de las políticas y
de las instituciones. Quizás por ello se puede
decir que “hacemos política”. Unos lo dicen
con agrado y otros lo critican. Pero lo dicen y
es cierto.

A pesar del gran salto hacia delante que la
sociedad española ha dado en el último cuarto
de siglo, todavía se aprecian grandes déficits
que afectan a las personas, a los servicios públi-
cos y a nuestro aparato productivo. Fueron la
democracia, su institucionalización mediante

la Constitución de 1978, esto es, la libertad, y,
tras ella, la apertura a Europa, los dos factores
clave que pusieron en marcha el periodo más
fecundo de la historia de nuestro país. La aper-
tura política y la económica han tenido como
resultado la mejora de la calidad de vida de las
personas por la elevación de sus retribuciones
salariales, por la puesta en funcionamiento de
sistemas como el sanitario y el educativo que,
con su calidad, contribuyen a la satisfacción de
necesidades subjetivas y objetivas de todas las
personas, o por el desarrollo de unos sistemas
de previsión social que generan seguridad y
cohesión entre generaciones.

La implantación de una fiscalidad suficien-
te y progresiva –reforma Fernández Ordóñez–
fue el cimiento sobre el que se pudo construir
un incipiente Estado de Bienestar y comenzar
a crear infraestructuras para la economía y para
la sociedad que han posibilitado crecimiento y
reparto de la riqueza.

La apertura a la UE y la integración espa-
ñola en este ámbito monetario, económico y
político ha generado un saldo muy positivo en
lo económico y también en lo político.

Durante el periodo de transición de la dic-
tadura a la democracia el espíritu de diálogo
entre opciones políticas enfrentadas, herederas
de las que se habían enfrentado no sólo en la
guerra civil del 36 al 39, sino durante casi dos
siglos, sirvió para producir el cambio más radi-
cal y beneficioso para todos de la historia de
España. Desde entonces, en el plano de la
sociedad civil, los agentes económicos y socia-
les, han contribuido, cuando dialogan en cual-
quier ámbito de representación, empresa, sec-
tor, o confederal, a promover no sólo seguridad
y previsibilidad, sino crecimiento y reparto de
la riqueza. Esto ha consolidado un positivo y
equilibrador espíritu de corresponsabilidad.

Las sociedades que más han progresado,
como la europea, con su modelo social, lo han
hecho, desde la posguerra, sobre el mismo
patrón de entendimiento, explícito o implíci-
to, de las opciones políticas y de los represen-
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tantes de empresarios y trabajadores. Tras dos
guerras mundiales, que se desarrollaron en
gran parte y que nacieron en nuestro conti-
nente, la construcción de la UE es no sólo un
intento trabajoso, sino un monumento racio-
nalista, ejemplo de cohesión social y libertad.
Así nació el Estado Social, hoy referente, para
nosotros, del modelo de globalización alterna-
tiva, la de los derechos y la justicia social.

Pero, siendo estos hechos indudables, hay
otras evidencias que denotan que el camino
por recorrer es aún largo y las dificultades a
superar parecen graves. Somos el país de la UE
con más tasa de desempleo, con una tasa de
actividad femenina bajísima, con un mercado
laboral en el que el peso del contrato temporal
y precario es, a todas luces, excesivo; tenemos
el triste récord de ser los primeros en siniestra-
lidad y mortalidad laboral y no tenemos un
tejido productivo –de bienes y servicios– muy
diligente a la hora de buscar mercados median-
te una producción con cada vez más valor aña-
dido y sólo confiado en el mantenimiento de
una ventaja comparativa con la UE en costes
laborales unitarios, que se irá agotando y que
debería ir siendo sustituida, como factor de
competitividad, por un incremento de la pro-
ductividad del empleo, mejorando el valor
añadido de bienes y servicios.

La actual coyuntura económica y social evi-
dencia con acontecimientos, discursos y cifras
la dificultad existente para buscar sinergias
sociales, económicas y políticas que vayan
cerrando estos diferenciales con la UE a favor
del país que habitamos. Esta situación la viven
también otros países del sur europeo como
Portugal, Italia o Grecia.

En efecto, de nuevo, y esto es cíclicamente
vivido, cuando una economía abierta y depen-
diente como la española vive en un ciclo mun-
dial y europeo expansivo, crece también y crea
empleo. Esto ha ocurrido en los últimos años.
De 1996 a 2001 la tasa media interanual de
crecimiento del PIB fue del 3,5%. En esos años
se crearon tres millones de nuevos empleos. El
empleo creado, bajo la influencia del AIEE de

1997 es, en un 80% con contrato indefinido.
Ahora, sin embargo, es en gran parte temporal.
Es, también, empleo con bajas tasas de pro-
ductividad y en gran parte dependiente de
incentivos económicos legislativos. Cuando
cambia el ciclo económico, como ahora, y, a
pesar de que nuestro país aún está sosteniendo
un crecimiento de la economía de casi el 2%
del PIB, bastante por encima de la tasa de cre-
cimiento de la UE, la creación de empleo cesa.

El comportamiento de una parte importan-
te de nuestro tejido empresarial con dos años
de caída de la inversión empresarial (en los
últimos cinco trimestres la inversión de las
empresas ha caído a un ritmo medio del 3%
cada trimestre) y elevación suicida de los pre-
cios, atenta gravemente contra la competitivi-
dad de los productos españoles, dentro y fuera
de nuestro país. Nuestra balanza comercial es
muy negativa (nuestra balanza por cuenta
corriente es –3,3% de nuestro PIB, la más
negativa de la UE). Nuestra tasa de inflación
dobla a la de la UE, es responsable de efectos
sobre otros países del euro (que demandan,
como Alemania, que el BCE colabore en la
reactivación, moviendo hacia abajo el tipo de
interés y que nos inyectan abundantes fondos
para nuestro desarrollo nacional). La suma de
ambos factores dibuja la siguiente paradoja: se
puede presumir del loable saneamiento de las
cuentas públicas pero, sin un aparato produc-
tivo eficiente, adaptable y no cortoplacista en
el logro de beneficios, no hay seguridad para el
futuro económico y social de una comunidad.
Porque en el modelo del Estado Social la cali-
dad del empleo determina el nivel de cohesión
social.

Los vectores más relevantes de la política
económica del gobierno del PP han derivado
hacia la rebaja de la progresividad y la intensi-
dad de la fiscalidad de las rentas, contribuyen-
do al crecimiento de la inflación en los
momentos en que el consumo no era el pro-
blema y generando dificultades graves para el
tan anunciado equilibrio presupuestario. Esta
caída de la recaudación se ha mal-compensado
con un incremento de las tasas y de los impues-
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tos al consumo (más regresivos e injustos) de
modo que, a pesar de la prédica de “bajada de
impuestos para todos”, la presión fiscal ha
aumentado y la curva de la progresividad del
impuesto ha sido aplanada. La última reforma
del IRPF originó una rebaja de 800.000 millo-
nes de pts/año de los cuales 400.000 beneficia-
ron al 10% de las rentas –las más altas– y los
otros 400.000 millones repartieron sus benefi-
cios entre el 90% restante, y la anunciada para
el próximo ejercicio tiene la misma traza, aun-
que ya no puede (por el carácter del ciclo) lle-
gar a tan ingente gasto fiscal.

Cuando el ciclo económico internacional
ha dejado de tirar de nuestro aparato producti-
vo, el gobierno, abandonando su bandera de
“reformas pactadas” hizo dos reformas del mer-
cado laboral no pactadas, una en primavera de
2001 y otra en primavera de 2002. La segunda
provocó la Huelga General del 20 de junio y la
masiva concentración en Madrid el pasado y
reciente 5 de octubre. Esta reforma, tan dura-
mente contestada, y ahora en franca revisión,
pretendía abaratar el despido, reforzar la con-
tratación temporal y cercenar el carácter anticí-
clico de las prestaciones económicas a las per-
sonas desempleadas.

Era, junto con la política recaudatoria, la
otra pata de la estrategia económica del gobier-
no: rebajar los costes del trabajo como aporte a
la competitividad de un tejido productivo
poco eficiente pero muy glotón, como
demuestra su inmoderado afán de beneficios,
causante de la fortísima inflación y de su parti-
cular huelga de inversiones. Ambas cosas son
malas para el país, pero también malas para el
gobierno, al que le están afeando la imagen y
los resultados de su gestión económica.

El incentivo gubernamental a este tejido
productivo “vago” es una muestra paradójica
del asimétrico comportamiento del equipo
económico del Sr. Aznar ante los factores de
producción, trabajo y capital. Al más eficiente
para la competitividad, el trabajo, que ha con-
tribuido poderosamente, con la moderación
salarial, al alargamiento del ciclo y a la creación

de empleo y con el diálogo y la concertación a
la estabilidad social, se le retribuye con recortes
de derechos. Al más renuente a ceder parte de
sus beneficios –cuantiosos– moderando los pre-
cios y sosteniendo la inversión y así la cuota de
mercado, se le retribuye con rebajas fiscales e
incentivos a la contratación.

El gobierno en su “pecado” lleva y llevará la
“penitencia”: conflicto social y dificultades
para enfrentar un futuro económico incierto si
no negro. Porque ahora, en el ciclo bajo, con
dificultades para mantener la tasa de ocupa-
ción, con caída del consumo de las familias y
de la inversión de las empresas (formación
bruta de capital), las políticas de equilibrio pre-
supuestario que exige el Pacto de Estabilidad y
el sentido común, y el factor anticíclico que
podría ser un presupuesto más expansivo (que
favoreciera la inversión pública y la protección
a las familias para dinamizar el consumo),
están vetados por una política recaudatoria
pensada para el anterior ciclo expansivo y atan
de pies y manos a este gobierno para, median-
te el presupuesto, reactivar la economía.

Y, más grave aún, si no se ha aprovechado la
bonanza para invertir desde lo público y lo pri-
vado en investigación, en tecnología, en inno-
vación empresarial, en cualificación y educa-
ción (y ahora no lo permite ni el ciclo ni la
política desfiscalizadora) el empleo del presen-
te y del futuro será frágil por poco productivo
y descualificado y nuestro país sólo podrá con-
tinuar su senda de integración europea con
precariedad laboral y sus secuelas y con con-
flictividad debida a seguros intentos de recortes
sociales como vía “única” de sostenimiento de
la competitividad.

Cito al profesor Emilio Ontiveros. “Los
últimos indicadores de convergencia real que el
Banco de España nos ofrece en su página web.
son suficientemente explícitos acerca de las
necesidades de inversión de nuestra economía.
Todavía con una renta por habitante del
83,5% del promedio de la UE, el stock de
capital público en relación a la población es del
67,5% del promedio europeo; el del capital
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humano, del 71,7%, y el del capital tecnológi-
co del 40,8%; la relación entre I+D y nuestro
PIB se sitúa en el 57% de la media de Europa
y el gasto público en educación, en el 71%.
Cuando este contraste con el promedio de
Europa se particulariza en los indicadores más
relevantes de tecnologías de la comunicación y
telecomunicaciones, fundamento de la transi-
ción a la sociedad del conocimiento y del cre-
cimiento de la productividad de las economías
más avanzadas los resultados no son menos
decepcionantes”.

A los que dicen que estas necesidades evi-
dentes se resolverían renunciando al equilibrio
presupuestario (el mal llamado “déficit cero”)
les debo responder que España tiene una pre-
sión fiscal bastante inferior a la media comuni-
taria y que al equilibrio presupuestario se
puede llegar ingresando 5 para gastar 5 o ingre-
sando 7 para gastar 7.

La UE está en un momento crucial. La
Convención debe abordar la constitucionaliza-
ción de los Tratados. La ampliación a los países
del centro y el este está en puertas. Pero la
Estrategia de Lisboa, que planteó que al final
de la primera década del siglo la UE llegase al
pleno empleo mediante un crecimiento econó-
mico sostenido del 3% de incremento intera-
nual del PIB, combinando la mejora de la
competitividad de las empresas y el sosteni-
miento del Modelo Social Europeo con las
reformas estructurales necesarias y la participa-
ción de la sociedad civil en las decisiones
(Diálogo Social CES-UNICE), está quebrada.

En efecto, en la UE el crecimiento econó-
mico está bordeando el cero. No se está crean-
do empleo. Los gobiernos europeos, mayorita-
riamente conservadores, con estrategias simila-
res a la española, están provocando conflictivi-
dad social en los países más retrasados en cuan-
to al modelo social (Italia, España, Portugal,
etc.) con recortes de derechos laborales. De
cara a la Convención se aleja la perspectiva de
incluir el modelo social (Protección Social,
Relaciones Laborales, Servicios Públicos) como
garante de que la Carta de Derechos Fundamentales

de los ciudadanos, de incluirse como núcleo
constitucional, no sea más que una bella decla-
ración de ideología.

Los mismos que en Lisboa dijeron que
había un camino hacia el pleno empleo en el
2010 que era capaz de compatibilizar competi-
tividad y cohesión social han tomado decisio-
nes de política económica que no resuelven los
problemas de competitividad y amenazan con
arruinar la cohesión y deslegitimar la construc-
ción política europea. El hecho de que los
debates de la Convención no tengan repercu-
sión alguna en la opinión publicada habla del
corto aliento político del proyecto.

Lo dicho para nuestro país es predicable
para Europa. La encrucijada es: o Europa avan-
za hacia un modelo productivo y social solven-
te o avanza hacia un modelo productivo que
degrada derechos y condiciones de vida y tra-
bajo. Si, además, no se establecen sendas de
coordinación de las políticas económicas (BCE
como instrumento no sólo de la estabilidad de
precios sino como instrumento monetario de
una política económica sinérgica; armoniza-
ción fiscal; relaciones laborales de ámbito euro-
peo), sendas de afianzamiento de una política
exterior y de seguridad común, los riesgos de
fracaso de un proyecto de la UE básico para
preservar la cohesión de un continente con una
historia sangrienta y básico para abrir camino a
un modelo de convivencia que puede ser ejem-
plo de cómo embridar la globalización econó-
mica, la crisis está servida.

Si nosotros contestamos tan duramente con
una Huelga General el llamado “decretazo” y
sostuvimos la resistencia y la tensión con la
concentración del 5 de octubre en Madrid, no
fue para “combatir al gobierno de la derecha
desde la izquierda social”. Fue porque, cohe-
rentemente con lo hasta aquí expuesto, quere-
mos otro modelo productivo para mantener la
cohesión. Si el gobierno y su grupo parlamen-
tario están produciendo ahora reconsideracio-
nes y enmiendas muy sustanciales en el debate
parlamentario es porque han tomado la medi-
da de los riesgos del conflicto social. Ojalá
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tomen también la medida de los riesgos –estra-
tégicos y no tácticos– de esta su manera de con-
ducir la política económica incentivando a sec-
tores no comprometidos con otra cosa que no
sea el beneficio individual.

Los recortes del “decretazo” (salarios de tra-
mitación, cobertura al desempleo, facilitación
de la contratación precaria) no han resuelto
ningún problema económico ni social y no han
beneficiado políticamente a quienes los pro-
movieron. Solo causan daño a trabajadores y
desempleados. Desamparan de una tutela judi-
cial efectiva a los despedidos sin causa objeti-
vable, hacen de la cobertura al desempleo una
prestación variable cuando debe ser un derecho
subjetivo e introduce un nuevo contrato –el de
inserción– que fomentará mayor temporalidad
en el país europeo con mayor temporalidad.

En términos de balance presupuestario
¿cómo puede defenderse en simultáneo la des-
fiscalización de rentas altas abriendo un boque-
te, de nuevo, en la suficiencia fiscal del Estado,
y recortar prestaciones a desempleados de una
caja –INEM– con excedente, cuando el 40%
de los parados no tienen cobertura?

¿Cómo se puede contribuir a descausalizar
el despido de los trabajadores con contrato
indefinido cuando se amplía y se descausaliza
la contratación temporal?

¿Cómo se atenta contra la suficiencia fiscal
del Estado en la coyuntura más difícil –caída
de la actividad económica– y en el país con más
necesidad de gasto en educación –de la que no
se opina en la Ley mal llamada de Calidad de
la Enseñanza– en tecnología y en investigación?

¿Cómo recortar la suficiencia fiscal de las
Administraciones Públicas relegando posibles
acciones que incentiven el bienestar, la autono-
mía de las personas y la movilidad geográfica
de los trabajadores jóvenes o la incorporación
de las mujeres al mercado de trabajo, por ejem-
plo, invirtiendo en parques de viviendas públi-
cas en régimen de alquiler barato y temporal
para jóvenes o en una red de guarderías y

escuelas infantiles? ¿No es el desorbitado precio
de la vivienda un obstáculo a la movilidad geo-
gráfica y a la satisfacción de una necesidad
vital? ¿No serían estas inversiones generadoras
de mucho empleo en el presente y más incen-
tivadoras para el empleo futuro que los incen-
tivos económicos a la contratación?

¿Cómo se inflinge un golpe tan duro y tan
bajo al clima de diálogo y de paz social en el
momento en que más se necesita para generar
confianza y en el país en que estos factores han
sido determinantes para la apertura económica
y social, para la modernización y la integración
europea?

El llamado “decretazo” se hizo con efectos
negativos para mucha gente, y también para
sus promotores, y con nuestra acción se está
reconsiderando afortunadamente. ¿No hubiera
sido mejor, antes de su promulgación, oír
nuestras razones que eran éstas mismas?

CC.OO. practica esta estrategia. No sólo la
proclama.

Nosotros hemos contribuido con las fuerzas
políticas de este país (Pacto de Toledo) y con dos
acuerdos sucesivos (1996 y 2001) suscritos con
el gobierno y el primero con UGT y el segundo
con la CEOE y CEPYME, a consolidar y racio-
nalizar el sistema público de pensiones, median-
te la regulación de un mayor esfuerzo contribu-
tivo (incremento de la carrera de cotización nece-
saria para acceder a una pensión digna) con un
esfuerzo de solidaridad hacia las pensiones más
bajas (mínimas, viudedad y orfandad) garanti-
zando el mantenimiento del poder adquisitivo
de todas las pensiones y creando un fondo de
reserva para coyunturas dificultosas. Y todo ello
programando una clarificación y separación de
las fuentes de financiación de la Seguridad Social
y proyectando una senda de gasto sostenible de
no más del 10% de nuestro PIB presente y futu-
ro en materia de pensiones.

Nosotros hemos suscrito acuerdos (1997)
que abaratan el coste de la extinción de contra-
tos indefinidos al tiempo que causalizan la
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contratación temporal e incentivan al empresa-
rio la contratación indefinida.

Nosotros hemos suscrito varios (no sólo el
de diciembre de 2001) acuerdos con las orga-
nizaciones empresariales que intercambian
moderación de los incrementos salariales a
cambio de estabilizar el empleo y participar en
la necesaria organización del trabajo en la
empresa que permita fomentar la flexibilidad
co-gobernada del contrato indefinido (flexibi-
lidad interna) para reducir la flexibilidad exter-
na (incremento de la temporalidad).

Hemos hecho estas cosas por obligación.
Nos ha obligado y nos obliga nuestra convic-
ción de que en las sociedades abiertas, a las que
no tememos, como creen algunos, es necesaria
una implicación de la sociedad civil en grandes
objetivos acordados para cimentar la creación
de riqueza y un reparto equitativo y eficiente.
Nosotros, con nuestra resistencia antifranquis-
ta y con nuestro esfuerzo por instaurar la
democracia y luego el Estado social hemos
contribuido a crear la sociedad abierta. En ella,
un reparto más amplio de oportunidades crea
movilidad social, un sistema público de pro-
tección social da más sensación de seguridad a
las personas y, por ello, no nos asustamos de
que se desdibujen los perfiles de las clases
sociales y las fronteras entre ellas. Por eso noso-
tros debemos ser excluidos de los “enemigos de
la sociedad abierta” como rezaba el título del
notable análisis de Karl Popper, si alguien nos
incluyó en esa lista.

Nosotros, como consecuentes internaciona-
listas, no nos arredramos ante los evidentes
riesgos de la globalización económica sin glo-
balización democrática porque sabemos que,
como dice Ulrich Beck entre “Libertad o capi-
talismo” hay una antítesis tan irresoluble que
mercado y cohesión social o van hermanados o
“ni mercado ni cohesión”. Por ello apostamos
desde siempre por la UE. Y entendemos la
necesidad de la moneda única y que ésta debe
basarse en la estabilidad de los precios y en
unas finanzas públicas saneadas, pero ya adver-
timos –y desgraciadamente hemos vuelto a

acertar– de los riesgos de la unión monetaria
sin unión económica y para ello política.

Nosotros, que no creemos que el corporati-
vismo y el nacionalismo sean otras cosas que
agresivas y nocivas respuestas resistenciales a
los cambios que se temen y que no se utilizan
para progresar mediante la participación en su
gobierno, queremos seguir siendo un sindicato
útil y, para ello, combinar la defensa de los
derechos laborales con la construcción de una
sociedad estable por eficiente y equitativa, un
sindicato que impulse la transnacionalización
de la política y de los derechos y, por ello,
somos partidarios de transformar a la
Confederación Europea de Sindicatos (CES)
en el sindicato europeo con capacidad de arti-
cular marcos de relaciones industriales europeas
para el mercado europeo, modelo social euro-
peo para la Europa de la libre circulación, no
sólo de mercancías, también de oportunidades
y de trabajadores, armonización fiscal no sólo
para evitar ineficiencias del mercado sino para
evitar “dumping” social mediante “desfiscaliza-
ción competitiva” que se traduce cinco o diez
años después en desmontaje del Estado social y
sus pilares (escuela pública, Seguridad Social,
sanidad pública, etc...) y en un retroceso no
sólo en la cohesión, sino en las oportunidades
para el capital humano del futuro, que es el
que hace país, porque es el que ancla al territo-
rio al otro capital y lo hace productivo y bene-
factor no sólo en el presente sino para más
generaciones.

Nosotros también defendemos la igualdad y
por ello consideramos que la igualdad de dere-
chos entre las personas debe conseguirse
haciendo de la igualdad de oportunidades
entre géneros una política transversal que enfo-
que todas las acciones políticas y de la sociedad
civil (“main streaming”).

Estas convicciones son las que nos hacen
movilizarnos, acordar –y hoy hegemonizar– la
representación de los trabajadores españoles y
con nuestros compañeros de UGT ser un bas-
tión no sólo de fortaleza resistencial sino de
ideas, proyectos y pulsiones de cambios
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imprescindibles en las estructuras y en las con-
ciencias.

No hay en mi ánimo ni en el de mi organi-
zación, en el contraste con otras opiniones o
con comportamientos opuestos a los nuestros,
ningún afán de mostrar “posesión de la verdad”
ni descalificación o imputación negativa. Hay
toda la voluntad de encontrar interlocución y
acuerdo. Es lo más útil. Porque lo útil es la
conjunción de todas las “verdades”. Esta visión
laica y crítica de nuestra propia actuación es la
que nos permite transformarnos sin sonrojo
(somos un proyecto sin terminar porque –y lo
tomo de Günter Grass- nuestras ventanas
miran al futuro) y sin abdicar de nuestra ambi-
ción de trabajo por la justicia social.

Desde nuestra experiencia, sabemos que la
realidad manda y que la realidad la compone-
mos todos. Que la pasividad es resignación y
que ese “delito” no se lava ni cuando se acom-
paña de críticas furibundas. Por ello nos gustaría
que nuestras contrapartes, sobre todo las organi-
zaciones empresariales, asumieran el riesgo de

liderar con ideas y proyectos los cambios que
demanda la sociedad. Que, por ejemplo, convi-
nieran con nosotros en la necesaria didáctica
que modifique conductas individuales, porque
hoy la empresa es un hecho social, de fuertes
repercusiones en la articulación de la sociedad
en un territorio, y que sus dirigentes tienen res-
ponsabilidades sociales. Por ello se habla aquí y
en Europa de “códigos de buena conducta”
(Olivencia, Cadbury, Vienot, Baums, etc.).
Nosotros hemos aprendido mucho y cada vez
somos más conscientemente responsables, desde
la construcción de una ética laica que nos dicta
que “hasta en un país de demonios”, como dice
Adela Cortina, hace falta organizar la conviven-
cia y proseguir sustentando la civilización para
evitar que la falta de libertad de muchas perso-
nas deje libres a demonios tan conocidos y temi-
dos por nosotros.

Así entiendo y entiende CC.OO. el papel
del sindicato en esta coyuntura y el valor del
diálogo social que es tanto como la apuesta
más comprometida por la cohesión y la justicia
social.
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INTRODUCCIÓN

En una primera lectura, la expresión “evolu-
ción de la legislación laboral” parece remitir a
sucesos de reforma laboral cercanos o relativa-
mente próximos; en el contexto actual parece
remitir, más concretamente, a las modificacio-
nes que se han introducido en el ordenamien-
to laboral y social durante el bienio
2001/2002, muy presentes, por diversas razo-
nes, en el debate social. Pero la expresión es lo
suficientemente amplia como para dar cabida a
una reflexión un poco más ambiciosa acerca
del Derecho del Trabajo de nuestro país, una
reflexión capaz de relativizar la trascendencia
de fenómenos más o menos coyunturales y de
adentrarse en el proceso de cambio y confor-
mación de ese sector del ordenamiento jurídi-
co durante las últimas décadas. Sólo desde esta
otra perspectiva puede tomarse conciencia
plena de las vicisitudes experimentadas por ese
conjunto normativo; a decir verdad, las últimas
modificaciones, pese a su importancia cualita-
tiva, no entrañan más que un pequeño eslabón
de una cadena de reformas que prácticamente
no ha tenido interrupciones, y que se ha ido
construyendo a base de acontecimientos muy
variados y mediante operaciones bastante com-
plejas, tanto en sus fines como en sus medios.

Aunque hagamos referencia a ellos al final
de este trabajo, la alusión exclusiva a los últi-
mos cambios ofrecería sin duda una visión
muy estrecha del devenir de la moderna legis-
lación laboral española, que empezó a evolu-
cionar en profundidad hace ya algunas déca-
das. Ciertamente, no tiene sentido en estos
momentos remontarse a los orígenes de lo que
hoy en día conocemos como Derecho del
Trabajo (allá por el siglo XIX), ni siquiera es
pertinente una referencia a su fase de forma-
ción como sector especializado dentro del
ordenamiento jurídico (que viene a ocupar, en
términos generales, las primeras décadas del
siglo XX). Basta, para trazar un semblante
aproximado de su fisonomía actual, con tomar
como punto de partida la aprobación del texto
constitucional en el año 1978, que marca sin
duda alguna el inicio de una nueva etapa para

la legislación laboral y social en España, no
sólo por las exigencias constitucionales, sino
también por el entrecruzamiento de nuevos
problemas (el desempleo), nuevos requeri-
mientos del sistema productivo (flexibiliza-
ción) y un nuevo contexto desde el punto de
vista internacional y comparado (incorpora-
ción de España a la Comunidad Europea).

Para ese recorrido no tiene mucho sentido,
desde luego, detenerse exclusivamente en el
relato de acontecimientos normativos más o
menos señalados, ni tampoco ofrece mayor uti-
lidad, a estas alturas, una mera cita de fechas o
datos. Es más pertinente y provechosa, sin
duda alguna, una reflexión sobre las causas,
motivaciones o detonantes del ya aludido pro-
ceso de reformas; sólo así podrán extraerse los
elementos de juicio necesarios para proceder a
una valoración sosegada y cabal de la situación
y el alcance actual de nuestra normativa labo-
ral. Vale más, por lo tanto, atender a los obje-
tivos y motivaciones de los cambios que a la
plasmación formal de los mismos, aunque ésta
no deje de tener su interés y su relevancia,
como tendremos ocasión de resaltar en adelan-
te. Se trata, en suma, de identificar los grandes
factores de cambio de la legislación laboral
española de las últimas décadas, esto es, aque-
llas motivaciones que, actuando por sí mismas
o en conjunción con otras, han conducido a la
configuración actual de ese bloque normativo.

En verdad, no parece difícil ni muy compli-
cada dicha identificación. El primero de esos
factores es sin duda la adaptación del Derecho
del Trabajo al texto constitucional y a sus prin-
cipios, tanto a los que se describen de forma
expresa en el mismo como a los que  se incor-
poran a nuestro ordenamiento interno por vía
de remisión, al amparo de la cláusula general
del Art.10.2 CE. El segundo, en buena parte
como manifestación particular del anterior, es
la adaptación del sistema legal e institucional a
las exigencias del principio de autonomía
colectiva, que afecta sobre todo, como es natu-
ral, a la ordenación y articulación de las repre-
sentaciones profesionales y a la determinación
de sus actividades. El tercero es la adaptación a
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la “crisis económica” o, por decirlo de manera
más genérica, y también más correcta, la adap-
tación a los cambios del sistema económico y
productivo, a las nuevas necesidades empresa-
riales y a las vicisitudes del mercado de trabajo.
El cuarto y último es, en fin, la adaptación a las
directrices del Derecho social comunitario,
que, por cierto, va imponiendo cada vez con
mayor intensidad sus conocidas exigencias de
armonización.

Son estas cuatro motivaciones las que, a fin
de cuentas, han puesto en marcha las más
modernas líneas de tendencia en la legislación
laboral, y a ellas nos vamos a referir preferente-
mente en los apartados siguientes, sin perjuicio
de alguna precisión posterior acerca de la sin-
gularidad de los cambios introducidos en los
años más recientes. La atención a esas motiva-
ciones conduce preferentemente a una refle-
xión sobre la estructura y la composición
actual de la norma laboral, y, en alguna medi-
da, sobre su contenido y su alcance material.
De todas formas, también dará pie para hacer
alguna consideración, en el tramo final, sobre
los modos o procedimientos seguidos para lle-
var a cabo tales adaptaciones, apartado éste en
el que habrá que hacer referencia, especialmen-
te, al diálogo social como medio habitual de
concepción y preparación de las normas, y al
decreto-ley, instrumento legal que formalmen-
te está destinado a intervenciones de carácter
urgente y extraordinario pero que de hecho se
ha convertido en una especie de soporte inicial
y provisional de los correspondientes mandatos
normativos, en tanto que no se trasladan a ley
formal, con la que alcanzan su configuración y
redacción definitivas.

EL OBJETIVO DE ADAPTACIÓN AL
TEXTO CONSTITUCIONAL

La primera de esas motivaciones ha sido, así
pues, la necesaria adaptación de la norma labo-
ral al texto constitucional, que debía ser tam-
bién, como hemos dicho, adaptación a las exi-
gencias o directrices de Derecho Internacional
que del mismo se derivan (singularmente, en

materia de derechos y libertades públicas).
Este particular proceso de adaptación ha teni-
do sobre todo tres grandes manifestaciones:
incorporación a las leyes laborales de los prin-
cipios constitucionales (distintos de los que
estuvieron presentes en el Régimen anterior),
cumplimiento de los encargos constituciona-
les en materia laboral, y desarrollo de los dere-
chos o preceptos constitucionales de conteni-
do laboral.

La principal ley de adaptación de la legisla-
ción laboral a la CE iba a ser –tenía que ser– el
ET, sencillamente por la específica previsión
que en tal sentido incluía el art.35.2 CE. La
Ley del ET fue aprobada relativamente pronto
(en 1980), y la tarea de adaptación a la CE
pudo apreciarse en la misma a través de diver-
sas previsiones, especialmente en aquella que
incluía una tabla muy completa y actualizada
de derechos en el articulado de esa norma bási-
ca (art.4) y de aquellas otras que, con el fin de
preservarlos o de facilitar su aplicación, se
dedicaban específicamente al desarrollo o tute-
la de los mismos (como el art.17 para la no dis-
criminación, o los arts.18 y 20 para la dignidad
e intimidad). También supuso el ET la regula-
ción postconstitucional de alguna de las mate-
rias laborales contempladas en la CE, como la
negociación colectiva (art.37.1 CE) o la parti-
cipación en la empresa (art.129.2 CE).

Pero la labor de trasplante de principios
constitucionales a las relaciones de trabajo por
parte del ET fue bastante limitada, por muchas
razones. En primer término, porque el ET no
dio cabida a todos los derechos laborales reco-
nocidos en la CE. En parte, porque tenía la con-
dición de ley  “ordinaria”, y no podía dar entra-
da a la regulación de la libertad sindical o de la
huelga, que siguieron reguladas por leyes pre-
constitucionales, algunas de ellas con acusados
problemas de ajuste al texto constitucional
(como la normativa sobre huelga y conflictos
colectivos). Y en parte, porque no fue capaz de
trasplantar al terreno laboral el conjunto de
derechos reconocidos a los ciudadanos en el
texto constitucional, lo que obligó a la jurispru-
dencia (especialmente a la constitucional) a una
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continua labor de incrustación de los derechos
fundamentales en la relación de trabajo, con las
salvedades pertinentes.

Por otra parte, la regulación de la negocia-
ción colectiva y de la participación en la
empresa dentro del ET fue bastante continuis-
ta. La primera sigue girando, al igual que la
legislación franquista, alrededor de un tipo de
convenio colectivo que es bastante insólito en
el panorama comparado: el convenio de efica-
cia general, que se sostiene sobre una represen-
tación “institucional” o cuasicorporativa de
sindicatos y asociaciones empresariales, y que
exige un procedimiento de negociación excesi-
vamente pautado, que es excluyente de los
sujetos que no alcancen una determinada
representatividad, que exige la constitución
formal de órganos estáticos de negociación y
que probablemente reste dinamismo y capaci-
dad de adaptación o de respuesta a los conti-
nuos cambios de la vida laboral. Por su lado, el
sistema actual de representaciones unitarias en
las empresas y centros de trabajo debe mucho
a las fórmulas existentes con anterioridad, y es
en buena medida resultado del fracaso inicial
en la configuración de las representaciones sin-
dicales como cauce principal de defensa de
intereses en ese ámbito (pedido por UGT pero
rechazado por CCOO).

Tampoco fue el ET capaz de abordar –en
este caso, con toda seguridad, por falta de
“espacio”, aunque también, muy probable-
mente, por razones sistemáticas— la adapta-
ción del ordenamiento laboral a otras exigen-
cias constitucionales de orden más general,
como las derivadas del derecho a la tutela judi-
cial efectiva, las comprendidas en el principio
de legalidad y tipicidad en la sanción pública,
o las que forman parte del objetivo de pleno
empleo. Por esa razón, el ET, siendo desde el
primer momento la norma básica y nuclear del
nuevo Derecho del Trabajo, quedó lejos de ser
un auténtico “código” laboral: necesitó, por el
contrario, la ayuda de otras disposiciones lega-
les para cubrir importantes aspectos de las rela-
ciones de trabajo. Esta regulación de acompa-
ñamiento  fue elaborándose paulatinamente (a

veces de forma muy tardía, como la LISOS), y
desde un punto de vista estructural ha supues-
to una notable fragmentación del ordenamien-
to laboral (que ya se arrastraba de periodos
anteriores, ciertamente).

El ET no es, en fin, una regulación propia-
mente dicha de los derechos laborales. Aunque
su contenido no estaba predeterminado por la
CE, lo cierto es que el ET español no fue con-
cebido al modo del ET italiano (un estatuto de
derechos, fundamentalmente de derechos sin-
dicales o de participación en la empresa); tam-
poco procedió, como ya dijimos, a una regula-
ción directa de derechos fundamentales en el
contrato de trabajo (intimidad, libertades de
expresión e información, honor y propia ima-
gen, etc.). El ET llegó a verse, incluso, como
una norma “retrógrada”, en el sentido de que
disminuía niveles de tutela o protección del
trabajador alcanzados ya con la LCT o, sobre
todo, con la LRL de 1976. Bien es verdad que
la jurisprudencia (constitucional y ordinaria)
ha ido remediando en términos aceptables esas
posibles carencias de la norma estatutaria, al
hacer valer los derechos fundamentales en la
relación de trabajo con bastante rigor e inten-
sidad, pero seguramente puede decirse que
nuestra ley básica del trabajo –muy alabada en
el extranjero, dicho sea de paso—ofrece aún
algunas carencias significativas, sobre todo en
aspectos que vienen preocupando últimamen-
te a los trabajadores y que vienen siendo obje-
to de regulación en otros ordenamientos (acoso
sexual o moral, instrumentos de vigilancia de
la actividad en la empresa, uso de medios
informáticos en el medio de trabajo, etc.). 

LA PLASMACIÓN LEGAL DEL PRINCI-
PIO DE AUTONOMÍA COLECTIVA

Uno de los signos de cambio de la etapa
constitucional respecto de la anterior era sin
duda el reconocimiento pleno de la autonomía
colectiva, como facultad de autoorganización y
de acción colectiva de trabajadores y empresa-
rios, y como palanca de actuación, a la postre,
de los sindicatos y las asociaciones empresaria-
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les. Era necesaria, así pues, una acomodación
específica del ordenamiento laboral preconsti-
tucional a las exigencias de ese principio cardi-
nal de las relaciones de trabajo. La autonomía
colectiva requería tal vez una regulación apro-
piada de los sujetos llamados a representar a
trabajadores y empresarios (sobre todo de los
sindicatos, a la vista de la experiencia), pero
también reclamaba, quizá en mayor medida
aún,  una “liberación” de espacios en favor de
los mismos, para el adecuado desarrollo de la
actividad que les es propia, particularmente la
de negociación colectiva. Se necesitaba, a la
postre, una regulación de desarrollo del
art.28.1 CE, que había reconocido la libertad
sindical y que simbolizaba el eje de este impor-
tante bloque normativo.

Ya hemos dicho que esa regulación no pudo
ser asumida por el ET, por su carácter de ley
ordinaria, circunstancia un tanto anodina
desde el punto de vista jurídico, pero que, sin
embargo, originó ciertas dificultades para aco-
meter esa tarea en los primeros años de rodaje
de la CE, en parte porque ya existía una regu-
lación anterior (Ley de 1977) y en parte por-
que se trataba de una cuestión delicada, habida
cuenta que el sindicato pedía no sólo una
norma de constitución, sino sobre todo una
norma de “actividad” y de sentido promocio-
nal. Por ello hubo que esperar a un Gobierno
cercano a las tesis sindicales, que puso en mar-
cha el proyecto en 1984, aunque apareció con
fecha de 1985. La LOLS, resultante de ese pro-
ceso, es en muchos aspectos, efectivamente,
una ley de “promoción” sindical y, especial-
mente, de promoción de los sindicatos “más
representativos”, que con ella adquieren una
posición jurídica singular muy ventajosa con
vistas al desarrollo de su actividad y a la obten-
ción de medios de financiación. Hay que decir
que en el sostenimiento de esa especial posi-
ción colaboró el ET, primero a través de la
reforma experimentada en 1984 (que confirió
a dichos sindicatos mayores facultades en la
promoción de elecciones sindicales y en la
negociación colectiva estatutaria) y después
con la reforma laboral de 1994 (acordada con
los sindicatos probablemente, aunque rechaza-

da finalmente por éstos), que supuso la conso-
lidación del mapa representativo. La LOLS fue
objeto de impugnación por diversas razones,
entre otras, precisamente, porque puso en mar-
cha –o consolidó, más bien—un sistema de
representación sindical fundado en la técnica
de la representatividad, que supuso un gran
espacio de juego para los sindicatos con éxito
electoral pero prácticamente la desaparición o
relegación de otras iniciativas sindicales (con
excepción, en algunos casos, de los sindicatos
“profesionales”).

La liberación de espacios en favor de la
acción colectiva requería una labor más discreta
y perseverante, que se llevó a cabo por diversas
vías: la derogación de las reglamentaciones y
ordenanzas laborales, para que el convenio fuese
la norma real y preferente de la profesión; la
relegación o abandono de la ley en la regulación
de materias laborales (tiempo de trabajo, por
ejemplo), o la remisión directa al convenio para
perfilar el espacio de actuación de las institucio-
nes legales (uso de contratos temporales), entre
otros muchos ejemplos. Hay que decir, no obs-
tante, que los sujetos colectivos dieron la impre-
sión muchas veces de sentirse atenazados por su
responsabilidad (por ejemplo, en el proceso de
sustitución de ordenanzas laborales), o que
hicieron un uso desviado de los amplios márge-
nes cedidos por la ley (por ejemplo, en la regu-
lación de contratos eventuales).

En todo caso, el sistema español ha logrado
un alto grado de autonomía colectiva, es decir,
un gran espacio para el juego libre de sindica-
tos y asociaciones empresariales, no sólo en su
función de representación y defensa de intere-
ses a través de la negociación o el conflicto,
sino también en su papel de sujetos que con-
tribuyen a la configuración del sistema: las
numerosas previsiones y ocasiones de partici-
pación institucional, la frecuencia del diálogo o
la concertación social, o el abandono conscien-
te por parte de la ley de determinados territo-
rios, ha propiciado sin duda la existencia de
ámbitos o cuestiones laborales que hoy en día
están dominados y controlados por los interlo-
cutores sociales. La solución autónoma de los
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conflictos de trabajo, o la elaboración y aplica-
ción de programas de formación continua, son
buena muestra de ello. La ley ha decidido deli-
beradamente no entrar en esos terrenos, sin
dejar de prestar el apoyo “logístico (financiero
o institucional) a las decisiones de los interlo-
cutores sociales.

LA ATENCIÓN A LOS PROBLEMAS DEL
SISTEMA PRODUCTIVO Y DEL MER-
CADO DE TRABAJO

Los años de puesta en marcha de la moderna
legislación laboral fueron también años de crisis
económica, y por ello hubo que proceder a la
aprobación de normas de crisis o “emergencia”,
atentas a los problemas de la empresa (reconver-
sión, reestructuración, desaparición, quiebra,
etc.) y a sus consecuencias en el ámbito del
empleo (despidos masivos, paro, dificultades de
acceso de las nuevas generaciones, etc.).
Ciertamente, las grandes crisis del sistema eco-
nómico fueron superadas, al menos en aparien-
cia, pero la normativa laboral se ha visto obliga-
da desde entonces a prestar suma atención a las
vicisitudes de orden productivo y empresarial
(cambios tecnológicos, fusiones y reorganizacio-
nes, nuevos productos y servicios, etc.), no sólo
por sus conocidas repercusiones en las condicio-
nes de trabajo sino también, y sobre todo, por su
impacto en los niveles de empleo y en el funcio-
namiento del mercado de trabajo.

La evolución seguida por la legislación labo-
ral desde esta singular perspectiva ofrece muchas
vicisitudes, frecuentes altibajos y notables cam-
bios de tendencia. El ET nació en un contexto
de crisis y de cambio de la economía, y trató de
hacerse cargo de ello en alguno de sus preceptos
(art.17.3), al mismo tiempo que propició la
aprobación de una Ley paralela para afrontar
específicamente los problemas de la colocación
y el empleo (LBE de 1980). Pero la virtualidad
de aquellas previsiones se mostró pronto insufi-
ciente: poco tiempo después de su aprobación,
el ET (y la legislación complementaria en mate-
ria económica o de empleo) empezó a ser obje-
to de cambios, con el fin de adaptar sus previ-

siones a las nuevas exigencias de la economía y
del mercado de trabajo. Este ánimo de adapta-
ción ha estado presente prácticamente en todas
las reformas experimentadas por el ET a lo largo
de su historia (que ya superan la veintena), y ha
dado lugar a intervenciones muy variadas, en
sus objetivos concretos y en su contenido. Se
pueden advertir cuatro grandes periodos desde
ese punto de vista.

El primero discurre entre las reformas de
1984 y de 1994, y supuso sobre todo la
ampliación de las posibilidades de uso de la
contratación temporal, mediante el contrato
para fomento del empleo, en el que se prescin-
día de las tradicionales exigencias causales (esto
es, que el trabajo objeto del contrato tuviese
naturaleza temporal), todo ello como incentivo
a las empresas para animarles a la colocación de
mayor número de trabajadores. A esa modali-
dad contractual (que había sido iniciada antes
de 1984, pero que se institucionalizó y genera-
lizó a partir de aquella reforma legal) se unió
otra más novedosa aún que perseguía fines
similares, que contó con una configuración
legal bastante parecida y a la que se dio el
sugestivo y simbólico nombre de “lanzamiento
de nueva actividad”.

Tras ese amplio e importante periodo cabría
distinguir otros tres, también de gran trascen-
dencia aunque de duración más limitada: el
periodo que transcurre de 1994 a 1997, en el
que se registra una notable ampliación de los
márgenes de gestión empresarial en relación
con los recursos humanos (nuevas agencias de
colocación, legalización de las empresas de tra-
bajo temporal, flexibilización de las reglas
sobre movilidad, flexibilización de los despidos
colectivos “menores”, reducción del coste de
despido improcedente, etc.); el periodo que
transcurre de 1997 a 2000, que se caracteriza
sobre todo por la incentivación de la contrata-
ción indefinida (con ayudas económicas y con
ayudas “institucionales”) y por la remodelación
del contrato a tiempo parcial, no sólo para
fomentarlo sino también para revestirlo de
ciertas garantías; y el periodo que transcurre de
2000 a 2002, en el que las reformas se proyec-
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tan fundamentalmente sobre el lado de la
demanda de empleo, reestructurando las reglas
de jubilación (y, a la postre, de acotación de la
vida activa), remodelando el sistema de protec-
ción del desempleo (para empujar en mayor
medida a la búsqueda de un nuevo empleo), y
proporcionando rentas subsidiarias con fines
de inserción laboral.

La repercusión de todas estas actuaciones en
el devenir de las empresas es difícil de evaluar,
como difícil es valorar su impacto en los nive-
les de empleo; a la postre, tanto el sistema pro-
ductivo como la tasa de empleo y de paro son
realidades que dependen de manera muy estre-
cha de las variables puramente económicas y
financieras, mucho más que de los instrumen-
tos normativos e institucionales. Pero cabe
hacer, al menos, dos consideraciones sobre ello:
por un lado, y en lo que se refiere a los poderes
empresariales de movilidad y despido econó-
mico, es indudable que hoy en día existen
mayores márgenes dentro de nuestra legisla-
ción laboral, con las pertinentes consecuencias;
por otro, y en lo que se refiere a la contratación
laboral, hay que decir no obstante que la cifra
relativa de contratos temporales no ha dismi-
nuido sensiblemente, y que modalidades que
pudieron ofrecerse como alternativa a la no
colocación o como incentivo para el acceso al
mercado de trabajo  (tiempo parcial) no han
alcanzado la extensión apetecida.

LA TRANSPOSICIÓN DEL DERECHO
SOCIAL COMUNITARIO

A los grandes retos suscitados por la entrada
en vigor de la Constitución y por las transfor-
maciones del sistema económico y productivo
se unió, en la experiencia española, la exigencia
de armonización respecto del Derecho social
comunitario. Ciertamente, este otro factor de
cambio ya había estado presente en el legisla-
dor español desde los finales de los años seten-
ta, pero empezó a mostrar toda su intensidad,
como es natural, a partir de la entrada de
España en la Comunidad Europea, que tuvo
lugar con efectos de 1 de enero de 1986. La

tarea que llevaba implícita la adaptación a las
directrices comunitarias era ciertamente ingen-
te, pero en realidad, vista con alguna distancia,
no parece que haya ofrecido grandes proble-
mas. En parte, porque, como acabamos de
decir, la legislación española ya se había ido fra-
guando al calor de esas tendencias, aun antes
de la integración, y en parte porque el ordena-
miento español ha revestido tradicionalmente
unos niveles de protección parangonables, o
incluso superiores en algunos casos,  a los que
como suelo mínimo venía imponiendo la CE.

En verdad, los escasos roces del Derecho
español con el Derecho social comunitario han
tenido poca trascendencia: la supuesta falta de
adaptación de nuestra regulación del despido
colectivo por exigencia de autorización no
constituía propiamente un incumplimiento
(por ser más favorable para los trabajadores), la
falta de cobertura por parte del FGS a los altos
directivos no deja de ser una anécdota en la
garantía del crédito salarial, la condena a
España por retraso en la transposición de la
Directiva de 1989 sobre seguridad y salud apa-
reció cuando ya se estaba procediendo a la
actualización de nuestras normas, y la contro-
versia a propósito de la sucesión de contratas
por una supuesta contradicción de nuestra
jurisprudencia con la norma comunitaria ha
dado como resultado final, curiosamente, la
aceptación por parte del TJCE de las tesis de
nuestro Tribunal Supremo.

En todo caso, y al margen ya de valoracio-
nes, lo cierto es que la entrada de España en la
Comunidad Europea exigió la puesta en mar-
cha de un proceso de asunción plena del acer-
vo común, especialmente en lo tocante a los
Reglamentos Comunitarios (por ejemplo, en
materia de libre circulación y en materias cone-
xas, como la seguridad social de trabajadores
migrantes o el reconocimiento de títulos profe-
sionales), y, al mismo tiempo, un proceso de
adaptación, siquiera fuese formal, a las pautas
derivadas de las correspondientes Directivas
comunitarias. Lo primero ha supuesto sobre
todo una ordenación más especializada y mati-
zada de los flujos de personas con fines de tra-
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bajo, una ordenación legal en la que ha sido
preciso distinguir, como cabía imaginar, entre
las personas originarias de algún país comuni-
tario y los trabajadores venidos de terceros paí-
ses; también ha supuesto, por cierto, una nueva
tarea para los órganos jurisdiccionales, que han
empezado a enfrentarse a contenciosos de
seguridad social con implicaciones de Derecho
comunitario.

La transposición de las Directivas comunita-
rias ha provocado, por su parte, un cambio
notable en el semblante de nuestra legislación
laboral, fundamentalmente por la introducción
de reglas prácticamente desconocidas con ante-
rioridad (derechos de información del trabaja-
dor en el contexto de su contrato de trabajo) o
la apertura a los fenómenos transnacionales,
siempre dentro del ámbito europeo (comités de
empresa europeos, desplazamientos temporales
de trabajadores). También vale la pena poner de
relieve que a resultas de ese proceso la ordena-
ción legal de otras muchas cuestiones laborales
(despidos colectivos, movilidad y modificación
de condiciones de trabajo, transmisión de
empresa, ordenación del tiempo de trabajo,
modalidades de contrato de trabajo, concilia-
ción de la vida laboral y familiar, etc.) ha expe-
rimentado variaciones de relevancia, no tanto
por falta de adaptación o contradicción de nues-
tras normas, sino, más bien, por la inevitable
irradiación de las pautas o criterios de regula-
ción que, progresiva e imperceptiblemente, va
sentando el Derecho social comunitario.

Por lo demás, el Derecho social comunitario
viene ejerciendo desde hace tiempo una enorme
influencia en el plano de la interpretación y apli-
cación de las normas internas, especialmente en
lo que se refiere a principios o derechos básicos.
Un ejemplo señero de ello lo ofrece el principio
de igualdad y no discriminación entre hombre y
mujer y, al calor del mismo, el derecho de sin-
gular protección de la mujer en situación de
embarazo. En esta materia no ha sido precisa
una recepción explícita y formal del correspon-
diente Derecho social comunitario (las
Directivas sobre igualdad, en concreto) para que
nuestro ordenamiento se plegara de manera

entusiasta e inmediata a las exigencias de aque-
llos principios, que han calado hondo entre
nosotros a través de la interpretación jurispru-
dencial, particularmente de la que procede del
Tribunal Constitucional. Ello no ha sido obstá-
culo, desde luego, para que la labor jurisdiccio-
nal haya sido completada en más de un aspecto
por la tarea legislativa de transposición, como ha
ocurrido, en particular, en lo relativo a la pro-
tección de la mujer embarazada en materia de
seguridad y salud en el trabajo o, más reciente-
mente, en la delimitación del alcance material
de la igualdad retributiva.

LAS REFORMAS DEL SIGLO XXI: ESTA-
BILIZACIÓN Y MATIZACIÓN DE LAS
LÍNEAS DE TENDENCIA

Como hemos podido ver, la legislación
laboral española ha evolucionado en los últi-
mos tiempos a requerimiento de cuatro gran-
des factores o motivaciones, que han dado
lugar asimismo a cuatro grandes líneas de ten-
dencia: adaptación a la Constitución de 1978,
construcción de un sistema de representaciones
profesionales plenamente asentado en el prin-
cipio de autonomía colectiva, flexibilización y
adaptación de la norma a los cambios experi-
mentados por el sistema productivo y a las exi-
gencias del mercado de trabajo, y armoniza-
ción de la norma conforme a las directrices del
Derecho social comunitario. Como resultado
de ese amplio y profundo proceso de reformas
(algunas muy señaladas, como la de 1984, la
del bienio 1993/1994 o la del año 1997), hoy
en día puede decirse, por ejemplo, que la regu-
lación laboral española descansa en mayor
medida que antes en la autonomía colectiva
(convenios y acuerdos colectivos), que presta
mayor atención a los problemas de la coloca-
ción y el empleo, y que presenta un mayor
grado de armonización con el acervo normati-
vo de la Comunidad Europea. ¿Sigue respon-
diendo la legislación laboral del siglo XXI a
esos resortes?.

Vista en su conjunto, la respuesta debe ser
claramente afirmativa. Pero también es cierto
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que las reformas introducidas durante estos
pocos años de la nueva centuria empiezan a
revelar una nueva forma de intervención en la
legislación laboral o social, aun cuando los
objetivos sigan siendo similares. Tratando de
sintetizar, podría decirse que durante este
pequeño tramo del siglo XXI se han llevado a
cabo tres operaciones de reforma de ese sector
normativo, plasmadas, sucesivamente, en la
Ley 12/2001, de 9 de julio, en la Ley 35/2002,
de 12 de julio, y, finalmente, en la Ley
45/2002, de 12 de diciembre (precedidas, res-
pectivamente, del RDL 5/2001, del RDL
16/2001 y del RDL 5/2002). Entre todas estas
reformas pueden advertirse algunas caracterís-
ticas comunes (e incluso cierta similitud en sus
motivos y preocupaciones), pero también cabe
registrar algunas diferencias de relieve, más allá
de su contenido o ámbito material, que, sien-
do diverso y diferenciado, no deja de ofrecer
alguna inspiración común, como su atención
preferente a los problemas del empleo y del
mercado de trabajo, o su acomodación a direc-
trices y recomendaciones de la Unión Europea.

Esos dos objetivos han estado muy presen-
tes, por lo pronto, en la primera de esas nor-
mas: la Ley 12/2001, dedicada literalmente a la
“reforma del mercado de trabajo para el incre-
mento del empleo y la mejora de su calidad”,
aunque, como suele ocurrir, con un contenido
mucho más variado y heterogéneo. La Ley
12/2001 incluyó desde luego medidas de
fomento del empleo —de fomento del empleo
“indefinido” o de calidad, para más señas—,
pero también procedió a un amplio abanico de
reformas sobre el Estatuto de los Trabajadores,
en unos casos para precisar, ajustar o adaptar el
alcance de sus preceptos (por ejemplo, en
materia de trabajo a tiempo parcial), y en otros
para incorporar algunas directrices de armoni-
zación de la Comunidad Europea (por ejem-
plo, en materia de contratación temporal, o de
transmisión de empresas). En cualquier caso,
se trata de una reforma que, exigida en princi-
pio por la necesidad de renovar los programas
de empleo iniciados en 1997, actuó al mismo
tiempo en varios frentes, lo que dificulta enor-
memente un diagnóstico cierto acerca de sus

intenciones reales: si en algún aspecto entraña
una flexibilización notable respecto del régi-
men jurídico precedente (incluso en relación
con reformas cercanas en el tiempo, como la de
1998 sobre el trabajo a tiempo parcial), en
algunos otros supone una evidente “rejuridifi-
cación” o recarga de los correspondientes man-
datos normativos (como sucede en materia de
subcontratas de obras y servicios o de transmi-
sión de empresa).

Como hemos dicho, uno de los motivos
más inmediatos en la aprobación de la Ley
12/2001 fue la necesidad de renovar los pro-
gramas de fomento del empleo puestos en
marcha, en periodo de experimentación, en
el año 1997, a raíz de los Acuerdos alcanza-
dos entre el Gobierno y las organizaciones
sindicales y empresariales más representati-
vas. Con la Ley 12/2001 uno de esos progra-
mas pasa a tener carácter estable a partir de
2001, precisamente el que incentiva la con-
tratación con carácter indefinido de determi-
nados grupos de desempleados (jóvenes,
mayores de cuarenta y cinco años, minusváli-
dos, mujeres en sectores tradicionalmente
masculinizados, parados de larga duración) a
través de una rebaja sustancial en el coste del
despido por “causas objetivas” (causas relati-
vas a la empresa o a las necesidades del pues-
to de trabajo, independientes del comporta-
miento del trabajador). Por su parte, el
segundo de los  programas, consistente en la
aplicación de reducciones en las cuotas
empresariales a la seguridad social en los con-
tratos indefinidos celebrados con determina-
dos grupos de desempleados (no del todo
coincidentes con los anteriores), mantiene
con esta Ley el carácter temporal o coyuntu-
ral que tuvo desde el inicio, aunque tras la
Ley 12/2001 se prevé su renovación por
periodos anuales, como ha venido sucedien-
do desde entonces (la última, a través de la
Ley 53/2002).

Un apartado interesante dentro de la Ley
12/2001 es el que se dedica a la reforma del
art.44 del Estatuto de los Trabajadores, que trata
de la transmisión de empresa. La Ley 12/2001
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procede en este punto, básicamente, a la incor-
poración al Derecho interno español de buena
parte de las directrices que contiene la corres-
pondiente Directiva comunitaria (procedente
de 1977, como se sabe, pero con una importan-
te reforma en 1998 y una consolidación en
2001). Esa adaptación ha supuesto, sobre todo,
la inclusión en aquel precepto estatutario de
reglas expresas sobre los derechos de informa-
ción y consulta de los representantes de los tra-
bajadores, y, en su caso, sobre la conservación
del convenio colectivo que estuviera rigiendo las
relaciones de trabajo de los trabajadores afecta-
dos por la transmisión. Con la reforma se preci-
sa también que la transmisión de empresa no
extingue las obligaciones que tuviera el anterior
empresario en materia de “compromisos por
pensiones” o, en general, protección social com-
plementaria (que se unen así al conjunto de
obligaciones legales y convencionales que se
mantienen tras la transmisión).

Otras reformas interesantes llevadas a
cabo por la Ley 12/2001 son las que se refie-
ren a la equiparación de derechos entre los
trabajadores temporales y los trabajadores
fijos, resultado de la transposición de la
correspondiente Directiva comunitaria (art.
15.6 y 7 del Estatuto de los Trabajadores), las
que separan a cierto tipo de trabajadores fijos
discontinuos (o de temporada) de los trabaja-
dores a tiempo parcial (art.15.8 del Estatuto
de los Trabajadores), o las que reconocen
importantes derechos de información a los
representantes de los trabajadores de las
empresas (principal y contratista) vinculadas
por negocios de contrata o subcontrata de
obras o servicios (art.42 del Estatuto de los
Trabajadores).

LA ACTUACIÓN SOBRE EL OCASO DE
LA VIDA ACTIVA: HACIA LA JUBILA-
CIÓN GRADUAL Y FLEXIBLE

Siguiendo en buena medida las recomen-
daciones y propuestas de la Unión Europea,
un objetivo particular de las reformas del siglo
XXI ha sido el de proporcionar un régimen

más flexible, y también más complejo y sofis-
ticado, para la jubilación de los trabajadores.
Este ha sido el cometido, primordialmente,
de la Ley 45/2002, aunque a ello trató tam-
bién de contribuir, bien es verdad que con
una intervención mucho más limitada, la Ley
12/2001. Dentro de ese gran objetivo, varios
fines concretos se han perseguido conjunta-
mente con esta operación normativa: limitar
al máximo la jubilación de carácter forzoso,
fomentar la jubilación parcial y su combina-
ción con un trabajo a tiempo parcial, favore-
cer la permanencia de los trabajadores en el
empleo más allá de la edad ordinaria de jubi-
lación, y posibilitar, en ciertas condiciones, la
jubilación anticipada (antes de la edad ordi-
naria).

El primero de esos fines fue abordado por la
Ley 12/2001, que procedió a la derogación de
un precepto del Estatuto de los Trabajadores (la
disposición adicional décima) que habilitaba al
Gobierno para establecer edades de jubilación
forzosa de los trabajadores, y que también per-
mitía a los convenios colectivos que dispusiesen
la extinción forzosa del contrato de trabajo al
cumplimiento por parte del trabajador de la
edad de jubilación. Tales habilitaciones supo-
nían una matización muy importante a la regla
general existente en España en materia de jubi-
lación (que consagra su voluntariedad, salvo en
el ámbito de la función pública), y se justifica-
ban en el contexto de una política de reparto del
empleo, en la medida en que podían liberar
puestos de trabajo en favor de personas desem-
pleadas y, sobre todo, de jóvenes que aspiraban
a su primer empleo (según había entendido la
jurisprudencia constitucional). Tras la Ley
12/2001, el Gobierno ya no puede adoptar
medidas de ese tipo (en realidad, nunca llegó a
adoptarlas), y, en buena lógica, tampoco los
convenios colectivos podrían incluir cláusulas
de ese tenor (aunque sobre este último punto las
opiniones doctrinales discrepan, en función del
alcance atribuido al derecho a la negociación
colectiva).

Los restantes fines han sido abordados por la
Ley 35/2002, que trata de establecer en España
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un “sistema de jubilación gradual y flexible”, en
parte para fomentar “una presencia social activa
de los ciudadanos” más allá de los 65 años
(edad ordinaria de jubilación), y en parte para
contribuir a la reducción del gasto y al sanea-
miento del sistema de pensiones. La Ley
35/2002 incluye básicamente tres tipos de
reglas, con las consiguientes reformas en la
legislación laboral y, sobre todo, en la legisla-
ción de seguridad social: reglas sobre “jubila-
ción parcial”, para hacer compatible el cobro de
una pensión (reducida) de seguridad social con
el trabajo a tiempo parcial; reglas sobre “jubila-
ción anticipada”, ampliando las posibilidades
que, con carácter transitorio, ya ofrecía el siste-
ma español, y reglas sobre “jubilación retrasa-
da”, para incentivar que los trabajadores retra-
sen la decisión de retiro de la vida activa. Por lo
demás, la Ley 35/2002 incluye algunas medidas
que tratan de proteger al trabajador en las situa-
ciones de tránsito desde el cese “traumático” en
el trabajo (por despido o cierre de empresa)
hasta el acceso a la condición de jubilado (“pre-
jubilación”), garantizándole mientras tanto la
percepción de un subsidio y la continuidad de
su cotización a la seguridad social.

La jubilación parcial se admitía en el siste-
ma español desde los años ochenta, pero con-
dicionada a que el trabajador dispuesto a jubi-
larse tuviera más de 60 años y menos de 65
(además de acreditar cotización suficiente para
acceder a una pensión de jubilación en el siste-
ma de seguridad social), y a que la empresa
celebrara otro contrato de trabajo con un
desempleado para ocupar el tiempo vacante
(“contrato de relevo”). Como resultado de esas
decisiones, el trabajador jubilado pasaba a
tener un contrato de trabajo a tiempo parcial y
a percibir en parte salario y en parte pensión de
seguridad social, y la empresa debía contratar a
un nuevo trabajador con otro contrato a tiem-
po parcial. Este régimen inicial fue flexibilizán-
dose con el paso del tiempo, y se ha flexibiliza-
do más aún con la Ley 35/2002: pueden acce-
der al mismo –o permanecer, si lo hubieran
iniciado antes– también los trabajadores que
tengan 65 o más años, sin que en tal caso sea
necesario que la empresa concierte un contrato

de relevo; puede incrementarse progresivamen-
te el tiempo de jubilación, con la consiguiente
reducción del tiempo de trabajo, y puede cele-
brarse el contrato de relevo a tiempo parcial o
a tiempo completo, con carácter indefinido o
con carácter temporal.

La jubilación anticipada –esto es, a una
edad anterior a la que se contempla como ordi-
naria en el sistema de seguridad social, que es
de 65 años– estaba prevista con carácter transi-
torio en la legislación de seguridad social, que
concedía esa posibilidad a quienes, habiendo
cumplido sesenta años, hubieran estado afilia-
dos a un seguro social anterior a la creación del
actual sistema de seguridad social (que fue
puesto en marcha el 1 de enero de 1967); a
partir de esa edad, y dadas esas condiciones (y
acreditando cotización suficiente), podía
cobrarse pensión de jubilación, bien es verdad
que con un coeficiente reductor respecto de la
ordinaria. La Ley 45/2002 mantiene ese régi-
men tradicional (con notables mejoras), pero
además, habida cuenta que es una situación
meramente transitoria, amplía las posibilidades
de jubilación anticipada a quienes hubieran
empezado a trabajar y a cotizar a la seguridad
social después de aquella fecha, siempre que
cumplan tres condiciones básicas: cese en el
trabajo por causas no imputables al trabajador
(en los términos que dispone y aclara la propia
ley), inscripción en la oficina de empleo en
busca de nueva colocación durante un periodo
mínimo de 6 meses anteriores a la solicitud de
la pensión, y cotización efectiva de al menos 30
años (para garantizar una aportación mínima
del beneficiario y, seguramente, para reducir el
impacto económico de la medida). Aunque a la
pensión de jubilación que se devengue por esta
vía le son aplicables también coeficientes
reductores, no cabe duda de que es una medi-
da favorable para quienes se encuentren en esa
situación; también puede servir para generar
nuevas oportunidades de empleo (reparto del
empleo), aunque es obvio que entraña nuevas
cargas para el sistema de seguridad social.

La Ley 45/2002 también incluye algunas
previsiones que tratan de retrasar la decisión de
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jubilación, más allá de la edad ordinaria. Tal vez
el motivo esencial para ello sea el de aligerar el
gasto en pensiones, posponiendo su percepción
y reduciendo a la postre el coste de las mismas.
Pero también está presente el propósito de con-
ceder a las personas de cierta edad (como decía
un Acuerdo Social alcanzado en 2001, y suelen
decir los textos comunitarios de los últimos
años) una “presencia social más intensa y acti-
va”. La Ley 45/2002 no ha alterado ni elevado la
edad “ordinaria” de jubilación, que se mantiene
en los 65 años (como en las primeras normas de
previsión social en España), sino que se limita a
conceder incentivos para que el interesado pos-
ponga su jubilación, y también para que la
empresa no presione al trabajador en ese senti-
do. Estos incentivos consisten en el incremento
de la cuantía de la pensión de jubilación cuando
se acceda a ella a una edad superior a los 65 años
(con la posibilidad de que supere, incluso, el
tope tradicional del 100 por 100 de la base regu-
ladora), y en la exención de una parte impor-
tante de la cotización a la seguridad social res-
pecto de los trabajadores que con 65 o más años,
y con una cotización efectiva de 35 o más años,
sean contratados “por tiempo indefinido”.

CAMBIOS EN EL SISTEMA DE PRESTA-
CIONES Y SUBSIDIOS DE DESEMPLEO

La Ley 45/2002, la última de la que nos
vamos a ocupar en este breve recorrido por la
más reciente legislación social española, ha
incidido sobre todo en el sistema de protección
por desempleo, aunque también ha supuesto
algunas modificaciones de relieve en las dispo-
siciones básicas del ordenamiento laboral
(como el Estatuto de los Trabajadores, la Ley
de Procedimiento Laboral o la Ley de
Infracciones y Sanciones en el Orden Social),
generalmente por razones de coherencia o
conexión normativa. En cualquier caso, el
objetivo principal de la Ley 45/2002 no es otro
que combinar el sistema de prestaciones y sub-
sidios de desempleo con el desarrollo de una
política “activa” de empleo, tratando de que el
acceso a dichas ayudas públicas por parte de los
desempleados no actúe como desincentivo o

freno a la hora de buscar un nuevo empleo, o
de responder a ofertas de colocación proceden-
tes de los servicios de empleo. Ello implica,
sobre todo, nuevas obligaciones para los
desempleados, pero al mismo tiempo entraña
la necesidad de que los servicios públicos de
empleo (gestionados en la actualidad por el
Estado y por las Comunidades Autónomas)
sean más activos y eficaces en sus funciones de
formación, orientación y oferta de nuevas posi-
bilidades de colocación. Todo ello conecta,
como es fácil de comprender, con algunas de
las directrices aprobadas por la Unión Europea
en los últimos años.

Una de las modificaciones más significativas
dentro de la Ley 45/2002 es la que afecta a las
obligaciones de los solicitantes y beneficiarios de
prestaciones y subsidios de desempleo, a las que
se añaden ahora la de suscribir y cumplir un
“compromiso de actividad”, obligación formal-
mente novedosa pero que guarda una estrecha
conexión con el deber tradicional de aceptar las
ofertas de “colocación adecuada”. El compromi-
so de actividad –que es una especie de “contra-
to”, sui generis, que el desempleado debe firmar
con la oficina de empleo– es, de cualquier
modo, un semillero de obligaciones más concre-
tas: además de aceptar ese tipo de ofertas, impli-
ca que el desempleado debe buscar activamente
empleo y “participar en acciones específicas de
motivación, información, orientación, forma-
ción, reconversión o inserción profesional para
incrementar su ocupabilidad”.

La Ley 45/2002 también ha dado una
nueva definición de “colocación adecuada”,
concepto que procede, como es sabido, de los
Convenios de la OIT y que ya se encontraba,
desde hace tiempo, en la legislación española.
En principio, colocación adecuada –la que
debe aceptar el desempleado, en definitiva– es
aquella colocación que se ajusta a “la profesión
demandada por el trabajador”, pero también es
aquella que se corresponda con su profesión
habitual o cualquier otra que se ajuste a sus
aptitudes físicas y formativas, y, en todo caso,
“la coincidente con la última actividad laboral
desempeñada”, siempre que hubiese durado al
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menos seis meses. No obstante, transcurrido
un año de percepción ininterrumpida de las
prestaciones, además de las profesiones ante-
riores, también podrán ser consideradas ade-
cuadas otras colocaciones que a juicio del
Servicio Público de Empleo puedan ser ejerci-
das por el trabajador, siempre que cumplan
unas condiciones: que se ofrezcan en la locali-
dad de residencia habitual del trabajador o en
otra localidad situada en un radio inferior a 30
kilómetros a su residencia habitual (salvo que
el tiempo o el coste de desplazamiento sean
excesivos), y que impliquen un salario equiva-
lente al aplicable al puesto de trabajo que se
ofrezca, con independencia de la cuantía de la
prestación a que tenga derecho el trabajador.
En cualquier caso, el servicio de empleo com-
petente deberá tener en cuenta, al efectuar la
oferta, las circunstancias profesionales y perso-
nales del trabajador, y las posibilidades o nece-
sidades de conciliación de su vida laboral y
familiar, entre otros factores.

Una segunda novedad de la Ley 45/2002 es
la consideración del despido –y, en especial, del
despido “disciplinario”, por incumplimiento
previo del trabajador– como situación que da
derecho, directamente, a las prestaciones de
desempleo, sin necesidad de que el trabajador
despedido impugne ante el juez la decisión
empresarial, y sin necesidad de esperar el trans-
curso de un “plazo de espera” en caso de
improcedencia (no justificación) del despido.
Con este cambio, el legislador pretendía a fin
de cuentas eliminar las incertidumbres que
normalmente se plantean cuando el trabajador
impugna el despido ante el juez, en cuyo caso
no se sabe con certeza si el trabajador volverá o
no a la empresa (readmisión) y, sobre todo, si
el trabajador tendrá derecho o no a cobrar
“salarios” por el tiempo que dure el proceso
(los llamados “salarios de tramitación”), pues
una y otra circunstancia quedan pendientes de
la calificación judicial del despido (procedente,
improcedente o nulo). Por ello, en un momen-
to inicial no sólo dispuso que el trabajador des-
pedido pasara a cobrar en todo caso las presta-
ciones de desempleo, sino que también proce-
dió a la supresión del derecho a cobrar aquellos

“salarios de tramitación” (RDL 5/2002). Esta
segunda medida no llegó a consolidarse (por
los efectos de la huelga general de junio de
2002), pero, en cualquier caso, la Ley 45/2002
(la versión final de la reforma) brinda al empre-
sario la oportunidad de dejar de pagar esos
salarios adicionales si reconoce desde el primer
momento la improcedencia del despido y pone
a disposición del trabajador la indemnización
que marca la ley. Con ello se logra, en parte,
uno de los objetivos latentes de la reforma: la
reducción del coste del despido.

Otro objetivo de la Ley 45/2002 es que las
prestaciones y subsidios de desempleo no actú-
en exclusivamente como medio de subsistencia
de los desempleados en sustitución del salario,
sino que contribuyan también a fomentar la
colocación de los trabajadores, dándoles así
una importante dimensión “activa”, más allá de
su concepción “pasiva” o meramente asegura-
toria. La regla que incorpora la Ley 45/2002 a
estos efectos (regla que, dicho sea de paso, no
es absolutamente novedosa) es la posibilidad
de compatibilizar el disfrute de prestaciones o
subsidios de desempleo con el trabajo o con el
desarrollo de una actividad profesional. Con
ese fin, se permite el pago de una sola vez de la
prestación para poner en marcha actividades de
carácter autónomo o crear cooperativas de tra-
bajo (o para integrarse en las mismas), se
fomenta la contratación de trabajadores que
cobren prestaciones o subsidios por parte de las
empresas (que habrán de abonar la diferencia
entre esas ayudas y el salario que corresponda),
se permite a las empresas contratar a beneficia-
rios de prestaciones y subsidios para sustituir a
trabajadores en periodo de formación (con la
obligación, de nuevo, de abonar la diferencia
hasta el salario correspondiente), y se prevé la
posibilidad de abonar parte de la prestación o
del subsidio pendientes de percibir para cubrir
los costes de “movilidad geográfica” de los
beneficiarios que acepten un empleo que
implique cambio en la localidad de residencia.

La Ley 45/2002 incluye otras dos medidas
de cierto interés en relación con el sistema de
protección por desempleo. La primera de ellas
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ha sido la inclusión de los trabajadores even-
tuales del sector agrario en dicho sistema. En
caso de desempleo, estos trabajadores –no así
los de carácter fijo– tan sólo podían beneficiar-
se hasta ahora de un subsidio muy singular,
que además restringía su aplicación a las
Comunidades Autónomas de Andalucía y
Extremadura. Con la reforma de 2002 ese
“subsidio agrario” se declara a extinguir (de tal
manera que no podrán acceder al mismo los
trabajadores que no lo hubieran disfrutado en
años anteriores), y en su lugar se ha implanta-
do un sistema más “normalizado”, en el senti-
do de más equiparable a los esquemas ordina-
rios de la protección por desempleo; un siste-
ma que conjuga el de acceso a las prestaciones
de desempleo (cuando se acrediten los requisi-
tos habituales de las mismas, particularmente
de cotización mínima, y en una cuantía que
inicialmente es algo más reducida que la ordi-
naria) con el acceso, como vía residual y com-
plementaria, a rentas activas de inserción (que
en este ámbito han recibido la denominación
de “renta agraria”, regulada por RD 426/2003,
de 11 de abril).

La segunda medida de la Ley 45/2002 ha
sido, precisamente, la puesta en marcha de un
programa de “renta activa de inserción”, que ya
se había utilizado en ejercicios anteriores (2000
y 2001, concretamente) y que parece llamado
a adquirir carácter estable, como una vía adi-
cional de protección del desempleo. Es un pro-
grama que arranca en última instancia de las
directrices comunitarias de empleo (como una
expresión más de las medidas de política “acti-
va” que allí se preconizan), y que se dirige a los
desempleados que se encuentren con especiales
necesidades económicas y en una situación de
particular dificultad para encontrar empleo. Si
acceden a este programa, tales desempleados
adquieren el compromiso de realizar actuacio-
nes favorecedoras de su inserción laboral, que
son de contenido muy variado (formación y
orientación profesional, prestación de servi-
cios, prácticas profesionales, etc.), y que tratan
en definitiva de que el desempleado mejore su
capacidad y su aptitud profesional y, en su
caso, adquiera alguna experiencia laboral, con

el objetivo final de incrementar sus oportuni-
dades de empleo. Los trabajadores admitidos a
estos programas tienen derecho a un subsidio
de desempleo equivalente al 75 por 100 del
salario mínimo interprofesional, que es compa-
tible con becas y ayudas por asistencia a accio-
nes de formación profesional, y con ciertos
ingresos procedentes del trabajo. La contrata-
ción de estos trabajadores goza, asimismo, de
bonificaciones en las cuotas empresariales de
seguridad social.

SOBRE LA PREVISIBLE EVOLUCIÓN
FUTURA DE LA LEGISLACIÓN LABO-
RAL

Una vez rastreada su evolución durante las
últimas décadas, y conocidos los cambios de
mayor envergadura sufridos en estos últimos
años, cabría plantearse también cuál es la evo-
lución previsible de la legislación laboral en un
futuro más o menos próximo. Es una pregun-
ta que con frecuencia se suscita, y que ha dado
lugar a largos y tendidos debates doctrinales en
los últimos tiempos, por dos razones básica-
mente: por un lado, por la aparente reducción
del campo de juego propio del contrato de tra-
bajo en el sistema productivo, contrato que ha
sido y sigue siendo desde luego el primer y
principal foco de atención para el Derecho del
Trabajo, y que en ocasiones parece ceder en
favor de otras formas de vinculación a la
empresa y, en general, en favor de otras formas
de trabajo no “laboralizadas”, como el trabajo
autónomo; por otro, por el (también supuesto
o aparente) progresivo adelgazamiento de la
legislación laboral, esto es, de la norma (gene-
ralmente imperativa y de irradiación general)
aprobada por el Estado, en favor de una regu-
lación más autónoma y sectorializada, proce-
dente en su mayor parte de la autonomía colec-
tiva (o, incluso, en ocasiones, de la autonomía
individual), a la que se supone más flexible y
con mayor capacidad de adaptación a los pro-
blemas de su ámbito profesional o productivo.

La cuestión relativa al devenir posible del
ordenamiento laboral se ha planteado de
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muchas formas y bajo numerosas advocacio-
nes. A veces se ha llegado a plantear de mane-
ra muy contundente y dramática: ¿tiene futuro
el Derecho del Trabajo?; ¿está llamado a desa-
parecer por desaparición de su objeto? La cues-
tión, otras veces, se ha suscitado de manera un
poco más discreta y más limitada materialmen-
te: ¿debe agrandarse el espacio propio de la
autonomía individual?; ¿debe reorientarse el
papel de la autonomía colectiva y la función
propia del convenio colectivo?; ¿debe retirarse
en mayor grado la ley?; ¿debe preservarse a
cualquier precio la representación colectiva
aun a costa de intereses individuales legítimos?.
Son preguntas que, como es fácil de compren-
der, esconden también una particular valora-
ción acerca de los fines y la estructura tradicio-
nal del Derecho del Trabajo.

Ciertamente, una respuesta mínimamente
fundada y segura sobre lo que vaya a suceder
con la legislación laboral es difícil; es complica-
do incluso un mero pronóstico acerca de los
cambios que pueden avecinarse en el futuro más
inmediato, cuando menos si uno tiene a la vista
las reformas de los años más recientes y si se
repara en la falta de una programación propia-
mente dicha. En cualquier caso, no parece aven-
turado decir que la legislación laboral cuenta
con futuro, por varias razones. En primer térmi-
no porque, pese a las transformaciones experi-
mentadas por el sistema productivo, no está a la
vista ni mucho menos la desaparición de su
objeto (trabajo asalariado) ni de sus fines (tutela
de la persona que trabaja, compensación de su
debilidad contractual, racionalización del traba-
jo en la empresa, canalización de las reivindica-
ciones y prácticas colectivas, etc.). En segundo
lugar, porque la experiencia no demuestra pro-
ceso alguno de merma y menos aún de desapa-
rición de la norma laboral, sino más bien de cre-
cimiento o intensificación, aunque con cierta
reorientación en su contenido (retirada progre-
siva de las condiciones de trabajo más básicas y
atención más intensa a otros intereses más
“avanzados”: trabajo y familia, igualdad de opor-
tunidades y de trato, intimidad, expresión y
otros derechos fundamentales del trabajador
como persona, etc.). Por último, y ya en un

plano más institucional, porque no es viable
jurídicamente la desaparición de la legislación
laboral, por exigencias constitucionales: el
art.35.2 CE es un mandato del momento cons-
tituyente pero con una clara dimensión de per-
manencia en el tiempo, que desde este punto de
vista exige que siempre exista la correspondien-
te cobertura legal de esa parcela de la vida social.

Lo que sí parece acercarse, de cualquier
modo, es una especie de reorientación del
Derecho del Trabajo y del Derecho “social” en
su conjunto, al menos en alguno de sus com-
ponentes. Es patente, por ejemplo, la preocu-
pación creciente de las normas laborales (espe-
cialmente, de las que tienen mayor proyección
sobre el mercado de trabajo y el empleo) por el
trabajo de carácter autónomo, no sólo para
impulsarlo, sino también para dotarlo de unas
mínimas condiciones de tutela (por ejemplo,
en materia de seguridad y salud en el trabajo, o
en relación con las responsabilidades familia-
res). Es evidente también el interés del legisla-
dor más moderno por la preservación de dere-
chos básicos de los trabajadores como perso-
nas, como ponen de relieve las iniciativas ten-
dentes hacia una mejor conciliación de la vida
laboral y familiar, hacia la eliminación de prác-
ticas discriminatorias o atentatorias a la digni-
dad de las personas, o, en general, a la tutela de
la intimidad del trabajador, parcelas todas ellas
en las que la incidencia de la ley no podrá más
que intensificarse progresivamente.

EL PROCEDIMIENTO DE REFORMA:
DE LA CONCERTACIÓN Y DEL USO
DEL DECRETO-LEY

La capacidad legislativa y, en concreto, la
capacidad para innovar o renovar el ordena-
miento laboral reside por supuesto en el corres-
pondiente órgano del Estado, esto es, en el
Parlamento. Pero la aprobación y puesta en mar-
cha de reformas de la legislación laboral ha com-
binado en muchos casos esta potestad de las ins-
tituciones legislativas del Estado con otros pro-
cedimientos o habilitaciones. La reforma labo-
ral, para ser más concretos, ha resultado en bas-
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tantes ocasiones de un proceso previo de diálo-
go o concertación con los agentes sociales, y en
muchos casos ha sido puesta en marcha median-
te un decreto-ley aprobado por el Gobierno
(1986, 1993, 1997, 2001…), al que por lo
general ha seguido la correspondiente ley for-
mal. Conviene decir también que en algunas
ocasiones la reforma, aun siendo fruto directo y
exclusivo del Parlamento, se ha plasmado en
normas de carácter especial, como las llamadas
“leyes de acompañamiento”.

La concertación o diálogo social con los
interlocutores sociales, aun no siendo una exi-
gencia (ni legal ni constitucional, pues es cosa
distinta del dictamen preceptivo que ha de emi-
tir el Consejo Económico y Social del Estado),
se ha convertido ya en una práctica habitual en
la conformación de nuestro Derecho del
Trabajo, hasta el punto de que ya la primera ver-
sión del Estatuto de los Trabajadores, de 1980,
fue en buena medida trasunto de lo acordado
previamente entre los interlocutores sociales y,
bien es verdad que de modo tácito, entre éstos y
el Gobierno de turno. Es, además, una práctica
sumamente conveniente, por lo que puede
suponer de atención a los grandes conglomera-
dos de intereses presentes en el mercado de tra-
bajo y de asunción real en el medio de trabajo de
los correspondientes mandatos legales. Esa con-
veniencia adquiere mayor grado, incluso, en
operaciones coyunturales de reforma, donde el
consenso entre los afectados o interesados es
poco menos que imprescindible para el éxito de
las medidas adoptadas. Debe quedar claro, en
todo caso, que la responsabilidad de legislar
recae sobre el Estado (sobre el Gobierno como
promotor y sobre el Parlamento como ejecutor,
básicamente), y que por ello mismo la concerta-
ción no puede ser utilizada como mero subter-
fugio para frustrar operaciones de reforma, ni
siquiera para posponerlas indefinidamente,
como a veces ha podido suceder.

La valoración del decreto-ley como instru-
mento de reforma seguramente debe ser más
negativa. El decreto-ley se justifica, como es
sabido, por la concurrencia de circunstancias
que de extraordinaria y urgente necesidad, cir-
cunstancias que raramente cabe apreciar en el
ámbito del empleo y las relaciones de trabajo.
Tan sólo las consecuencias negativas que
pudiera acarrear el anuncio de una determina-
da medida podría justificar su aprobación
urgente y con efectos inmediatos, sin perjuicio
de su posterior tramitación como ley formal.
Pero no es ésa una circunstancia habitual en las
medidas laborales, con la salvedad, quizá, de
aquellas que entrañan un cambio sustancial en
el plano de los costes económicos o de las ven-
tajas institucionales, y siempre que la medida
sea estrictamente necesaria. Por razones simila-
res, tampoco parece que leyes de configuración
y tramitación tan singular como las de presu-
puestos o “de acompañamiento” sean un vehí-
culo acertado para la introducción de reformas
en el ordenamiento laboral y social, excepto en
aquellos aspectos que requieran o sean suscep-
tibles de una renovación periódica o por ejerci-
cios anuales.

En todo caso, la crítica de esas intervencio-
nes extraordinarias, especialmente de las que se
llevan a cabo a través de decreto-ley, no debe
ser ajena a dos circunstancias que ofrece la
experiencia de las últimas décadas: de un lado,
el hecho de que el decreto-ley ha sido utiliza-
do, en términos y condiciones muy similares,
por parte de todos los Gobiernos que ha teni-
do nuestro país desde la puesta en marcha del
actual sistema constitucional; por otro, el
hecho de que en ocasiones el decreto-ley ha
sido no sólo el resultado de un proceso de con-
certación social, sino también el instrumento
que los participantes en dicho proceso han
considerado más apropiado para la implanta-
ción de las medidas acordadas.

Evolución de la legislación laboral

45



Sociedad de Bolsas Informe Mensual 08/2003 3



3
ESPAÑA Y LA POLÍTICA SOCIAL EUROPEA

D. Cándido Méndez Rodríguez
Secretario General de UGT

Fecha conferencia: 15-1-2003



D. Cándido Méndez Rodríguez nace en 1952. Es Ingeniero Técnico Industrial, especializado en
Química.

Afiliado a UGT en 1970, comenzó su actividad sindical en la Federación de la Construcción de
Jaén.

En 1978 pasa a ser miembro de la Comisión Ejecutiva Provincial como Secretario de Acción
Reivindicativa, primero, y, posteriormente, en 1980, como Secretario General de UGT-Jaén.

En el Tercer Congreso Regional de UGT-Andalucía celebrado en 1986 es elegido Secretario
General, cargo que fue ratificado en 1990.

Ha sido diputado socialista en el Parlamento del Estado Español desde 1980 hasta 1986 y parla-
mentario andaluz (en el Parlamento Regional de Andalucía), desde 1986 a 1987.

En la actualidad es Secretario General de UGT desde el 36 Congreso Confederal, celebrado en
abril de 1994.



INTRODUCCIÓN

Lo que más ha distinguido a Europa de
otras áreas del mundo donde también rige una
democracia política y una economía de merca-
do, como Estados Unidos o Japón, es su mode-
lo social.

Es un modelo que se ha caracterizado por
una economía mixta, en la que el Estado ha
desempeñado un importante papel en la regu-
lación del mercado (sector público empresarial,
fiscalidad, normas laborales, infraestructuras),
en la provisión de ingresos ante las situaciones
básicas de la vida en sociedad (educación, sani-
dad, vivienda, vejez, desempleo) y en el que se
ha combinado en las empresas la iniciativa pri-
vada y el poder de decisión del empresario con
la seguridad y la participación de los trabaja-
dores.

El modelo social Europeo se ha distinguido
porque junto a la ciudadanía civil que cubre
derechos relativos a la libertad individual
(libertad de la persona, de expresión, de pen-
samiento y expresión cultural, de credo reli-
gioso, derecho a la justicia ...) y a la ciudada-
nía política que ampara los derechos necesa-
rios para la participación y el ejercicio del
poder político (libertad de asociación y reu-
nión, de prensa, libertad de elegir y de ser ele-
gido, libertad de constitución de partidos
políticos, libertad sindical ... ), pretende una
ciudadanía social definida por derechos desti-
nados a asegurar una existencia digna en el
plano económico (por ejemplo, derecho al tra-
bajo), al bienestar material (salario mínimo,
ayudas a la familia para la crianza y educación
de los hijos, igualdad de oportunidades ...), a
la seguridad ante la existencia (enfermedad,
riesgos laborales, jubilación ...).

La ciudadanía social se ha asentado sobre el
empleo, la protección social y la familia.  Y
sobre una concepción, un pacto previo de dis-
tribución de todos los ciudadanos.  Se ha basa-
do en la convicción de que la solidaridad no
sólo genera mayor cohesión social sino tam-
bién mayor eficiencia económica.

La ciudadanía social ha sido la gran con-
quista del Movimiento obrero -sindicatos, y
partidos obreros- en Europa, que en ciento
cincuenta años de luchas ha logrado sustituir el
Estado Liberal por el Estado Social.

En este contexto se han ido asentando espa-
cios de “democracia económica” y de participa-
ción de las organizaciones de los trabajadores,
los sindicatos, tanto en las decisiones en la
empresa-condiciones de trabajo, formación,
salud laboral, introducción de nuevas tecnolo-
gías, procedimientos de despidos individuales
y colectivos, garantías y derechos sindicales,
decisiones económicas, como en la sociedad
-normas laborales y sociales, protección social,
educación, sanidad, protección al desempleo,
etc.- en los países europeos, en distintos gra-
dos, y paulatinamente en el propio ámbito de
la Unión Europea.

Actualmente, sin embargo, esta estructura
se ve afectada por tres clases de fenómenos.

De un lado, por el elevado desempleo que
genera, además de los parados, los trabajadores
precarios y los sujetos a distintas modalidades
de “tratamiento social del paro”, los estudian-
tes eternos que no pueden encontrar trabajo,
los prejubilados involuntariamente y los “desa-
nimados” que ni se apuntan a las oficinas de
empleo.

De otro lado, la crisis del modelo fordista va
acompañada de la implantación de nuevos sis-
temas en la organización del trabajo que afec-
tan directamente a la necesidad de un aprendi-
zaje permanente, a los sistemas de remunera-
ción, al tiempo de trabajo, a las cargas sociales
vinculadas al trabajo, a la salud y seguridad en
el trabajo.  Y que exigen una modificación de
las relaciones laborales y, por ende, de las facul-
tades de participación de los trabajadores en las
decisiones de las empresas.

Finalmente, hechos como la transnacionaliza-
ción de las decisiones económicas y del ámbito
de actuación de las empresas, la implantación de
la moneda única, con sus repercusiones sobre la
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negociación colectiva nacional, el proceso de
fusiones, absorciones y acuerdos entre empresas,
el creciente fenómeno de los trabajadores trans-
fronterizos, el desplazamiento temporal de traba-
jadores, plantean el desafío de adecuar la actua-
ción de las organizaciones sindicales y las instan-
cias de información, consulta, participación y
negociación al mismo nivel en el que se toman
las decisiones, tanto en las empresas como en el
campo de las políticas monetarias y económicas. 

Es decir, adecuar todo ello al ámbito de la
Unión Europea.

EVOLUCIÓN HISTÓRICA

En una perspectiva temporal, la evolución
de la política social europea no ha sido lineal.
Avanzó en el ámbito nacional -en los países
más desarrollados, de forma muy importante-
pero no tuvo el mismo ritmo en el ámbito de
las instituciones europeas.

Y ello fue así por la propia evolución histó-
rica.

La Comunidad Europea nació de una
ambición política, la de poner fin a una histo-
ria salpicada de guerras fratricidas y de enfren-
tamientos entre los países europeos.

Y la ambición de consolidar la democracia.
Basta recordar que en 1944 la democracia, tal
y como ahora la entendemos, existía tan sólo
en Gran Bretaña, Irlanda y Suecia.  La libera-
ción aliada dio un vuelco a todo el oeste del
continente, quedando las dictaduras confina-
das a algunos países del sur.  Mientras que en
el este europeo, bajo la hegemonía soviética, se
consolidaban las “democracias populares”.

En ese contexto, la unidad europea aparecía
como el vehículo para asentar la paz y cimen-
tar la democracia.

Esta ambición política se apoyaba en un
detonante económico, se pensaba que los pue-
blos podrían ir uniendo también sus destinos

entrelazando sus intereses materiales, abriendo
sus mercados.  Los “padres fundadores” de la
Comunidad Económica Europea veían en el
comercio un medio, no solamente para hacer
circular las mercancías, sino para aproximar a
las personas.

Según esta perspectiva, el progreso de las
personas vendría dado, de forma natural, por la
apertura de los mercados no siendo, por lo
tanto, necesario dotar a Europa de una política
social: bastaba con que la Comunidad se con-
solidara económicamente para que de ello se
derivara el progreso social.

El Tratado de Roma lo explicaba muy clara-
mente: “la mejora de las condiciones de vida y
de trabajo de los trabajadores, que permita su
igualación en el progreso -señalaba-... resultará
.... del funcionamiento del mercado común”.
Es decir, para que el Mercado Común funcio-
ne es necesario asegurar únicamente la libre
circulación: de mercancías, de personas, de ser-
vicios y de capitales.

De esta manera, el único principio reconoci-
do en el terreno social por la Comunidad en
aquel Tratado fundacional fue el de la libre cir-
culación de los trabajadores.  La “igualación en
el progreso” prometido en el Tratado debía, de
esta manera, ser la consecuencia natural de la
igualdad formal entre los agentes económicos
implícita en la realización del Mercado Común.

Pero el optimismo de los padres fundadores
del Mercado Común no ha sido corroborado
por los hechos.

La promesa de la “igualdad en el progreso”
no se ha producido.  En lugar de avanzar en la
igualdad, se ha asistido en las últimas décadas
al incremento de las desigualdades.  Ciertamente,
Europa no ha dejado de crecer; el PIB de la UE
se duplica en un periodo de tiempo cada vez
más corto, pero las riquezas están desigual-
mente repartidas.

En lugar del progreso se asiste, en no pocas
cuestiones, a la degradación de las condiciones
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de vida y de trabajo.  Este deterioro es eviden-
te para los desempleados y para los “trabajado-
res precarios”.  Pero es también, frecuentemen-
te, la suerte que amenaza a quienes “tienen la
suerte de tener un empleo”.

Tras la adopción de la moneda única, de
nuevo la cuestión de los derechos sociales se
sitúa en el centro del debate en la construcción
europea.

Algo se ha comenzado a hacer en este sen-
tido, aunque tímidamente en opinión de
muchos, primero con el Acuerdo Social ane-
xado al Tratado de Maastricht, y posterior-
mente con la inclusión en el tratado de
Amsterdam de una coordinación de las polí-
ticas de empleo.

Estas consideraciones ponen de manifiesto
el carácter artificial de la separación entre lo
económico y lo social sobre la que estaba fun-
damentado el Tratado de Roma.  En aquel
entonces se pensó que era posible poner en
común los aspectos económicos, dejando los
aspectos sociales en una especie de “reservas”
nacionales.  Los hechos han demostrado que
resulta imposible disociar lo uno de lo otro.

Desde el principio la política social ha sido
la “pariente pobre” del entramado comunita-
rio.  Aun cuando el Tratado de Roma recogió
finalmente algunos aspectos de política social,
lo cierto es que la misma aparecía como un
corolario del mercado, sin entidad propia.
Refiriéndose al Tratado de Roma, el profesor
francés Lyon-Caen ha afirmado, con fina iro-
nía, que “las preocupaciones sociales no fueron
enteramente ajenas a sus redactores”.

Desde entonces y durante muchos años la
política social comunitaria se mantuvo en
hibernación hasta 1971 en que la Comisión
Europea elaboró un memorándum señalando
que “es inadmisible que la Comunidad preten-
da construirse y fortalecerse en el aspecto eco-
nómico y monetario sin integrar las preocupa-
ciones de orden social, mientras que en los
Estados Miembros estas preocupaciones jue-

gan un papel creciente en las orientaciones de
la vida económica”.

En la larga marcha hacia los derechos socia-
les en la Unión Europea pueden identificarse
varias etapas.

La primera, desde 1956 hasta 1973, abarca
la libertad de circulación de los trabajadores,
incluida en el Tratado de Roma, y que se refe-
ría a los trabajadores por cuenta ajena, al dere-
cho de establecimiento y a la libre prestación
de servicios, relativos a los trabajadores no asa-
lariados y a la creación y gestión de empresas.

La segunda etapa comenzó con la aproba-
ción, en el año 1974, del primer Programa de
Acción Social, cuyo preámbulo atribuyó a la
política social una función propia dentro de la
Comunidad Europea.  En esta fase, los avances
de mayor importancia se produjeron, en el
ámbito laboral, con tres directivas sobre igual-
dad de trato y las tres directivas llamadas
“estructurales” sobre despidos colectivos, man-
tenimiento de los derechos de los trabajadores
en caso de sucesión de empresa y protección
del salario ante la insolvencia del empresario.

Los primeros años 80 estuvieron marcados
por la paralización del impulso iniciado en la
década anterior.  A pesar de la reivindicación
de un “espacio social europeo” por parte de F.
Miterrand, en 1981, fue necesario esperar a la
llegada de J. Delors a la presidencia de la
Comisión, en 1985, para que de nuevo la polí-
tica social se pusiera en movimiento, comen-
zando por el inicio del Diálogo Social
Europeo.

Delors fue, además de un gran europeísta y
el mejor presidente que ha tenido la Comisión
Europea, un hombre (y esto se conoce menos)
estrechamente ligado al movimiento sindical.

Con la aprobación del Acta Única Europea,
en 1986, se inicia la tercera etapa de la política
social europea. El Acta única no aportó modi-
ficaciones sustanciales en los fundamentos jurí-
dicos de la política social comunitaria, pero
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introdujo algunos conceptos importantes
como el de la cohesión social y el diálogo
social, y puso el acento en aspectos tales como
la salud y la seguridad de los trabajadores, ade-
más de marcar el objetivo, para 1992, de la rea-
lización del mercado interior, en el que debería
estar garantizada la libre circulación de las per-
sonas, lo que dio lugar a que se avanzara hacia
la deslaboralización y generalización del dere-
cho de residencia.

El comienzo de la cuarta etapa puede iden-
tificarse con la aprobación, en 1989, de la
Carta Comunitaria de los Derechos Sociales
Fundamentales de los Trabajadores.  La Carta
tuvo un carácter meramente declarativo, pero
supuso un factor favorable para el avance de los
derechos sociales en su dimensión comunitaria
en cuanto introdujo tres ideas-fuerza:

– Aproximación de los ordenamientos
laborales nacionales,

– Establecimiento de una normativa laboral
comunitaria mínima que asegure, en un alinea-
miento desde abajo, el mantenimiento de nive-
les sociales mínimos que impidan formas de
dumping social y desequilibrios de mercado- y

– El reconocimiento a nivel comunitario
de unos derechos fundamentales de carácter
social.

Estas ideas-fuerza son una base que puede
ser retomada hoy para la constitucionalización
de los derechos sociales comunitarios.

La voluntad originaria era convertir la Carta
Comunitaria de los Derechos Sociales
Fundamentales en una red normativa de míni-
mos destinada a evitar el deterioro de las con-
diciones sociales en nombre de la competencia
económica.  Pero tan noble finalidad se vio
frustrada por la falta de unanimidad de los
Estados miembros.

De la cumbre de Estrasburgo en 1989, en
lugar de un conjunto de derechos sociales salió,
gracias en gran parte al empeño puesto por la

Comisión, un Programa de Acción de cuaren-
ta y siete medidas.

La quinta etapa se inaugura con la firma del
Tratado de la Unión Tratado de Maastricht
–en 1992–, que produjo tres innovaciones
principales:

En primer lugar, lo social entra a formar parte
del frontispicio del Tratado en los apartados
nobles dedicados a las disposiciones comunes y a
la definición de objetivos de la Comunidad.

En segundo lugar, se ampliaron las materias
que pueden ser adoptadas por mayoría cualifica-
da del Consejo (salud y seguridad, condiciones
de trabajo, información y consulta de trabajado-
res, igualdad hombre / mujer, integración de las
personas excluidas del mercado de trabajo).

Y en tercer lugar, el Tratado de Maastricht
recoge el compromiso rubricado el 31 de
Octubre de 1991 por los interlocutores socia-
les, CES, UNICE y CEEP.

Este acuerdo supuso un cambio fundamen-
tal en la dimensión otorgada hasta entonces al
diálogo social en cuanto supone:

– Que el diálogo desemboque en negocia-
ción y acuerdos y éstos se conviertan en direc-
tivas comunitarias;

– Que el diálogo sirva para aplicar en cada
país las directivas comunitarias y

– Que lo acordado se inserte, a través de la
negociación colectiva, en los sectores comuni-
tarios o en los ámbitos nacionales.

La última etapa de la política social europea
se abre con la aprobación, en Octubre de 1997,
del Tratado de Amsterdam, cuya aportación
más singular es la incorporación a la Carta
constitutiva de la Unión Europea de un título
sobre Empleo.

El nuevo Tratado incluye entre las referen-
cias de su política social la Carta Comunitaria
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de los derechos sociales fundamentales de los
trabajadores y también incorpora el contenido
del Acuerdo Social respaldado en Maastricht.

La estructura de las materias en las que la
Comunidad puede apoyar y completar la acción de
los Estados miembros es ciertamente compleja.
Algunas pueden aprobarse por mayoría cualifica-
da (es el caso de la mejora del entorno de trabajo,
la información y la consulta de los trabajadores, la
integración de las personas excluidas del mercado
laboral y la igualdad entre hombres y mujeres en
el mercado laboral); otras, requieren la unanimi-
dad (seguridad social y protección de los trabaja-
dores, protección de los trabajadores en caso de
despido, representación y defensa colectiva de los
intereses de los trabajadores y de los empresarios,
incluida la cogestión, condiciones de empleo de
los nacionales de terceros países que residan legal-
mente en el territorio de la Comunidad y contri-
buciones financieras dirigidas al fomento del
empleo y a la creación de empleo).

Dentro del ámbito de la colaboración entre
los Estados Miembros y la coordinación de sus
acciones se señalan cuestiones como el empleo,
la formación profesional, la protección de la
Salud y Seguridad en el trabajo, el derecho de
Sindicación y la negociación colectiva.

Siguen quedando fuera de las disposiciones
sociales comunitarias las remuneraciones, el
derecho de asociación y sindicación, la huelga
y el cierre patronal.

¿Cuál es la situación actual? Y, sobre todo,
¿cuáles son las perspectivas de futuro?.

LA POLÍTICA SOCIAL EUROPEA EN LA
HORA ACTUAL

Teniendo en cuenta esa evolución, la políti-
ca social europea tiene que afrontar varios retos
en la actualidad.

El primero es revitalizar el diálogo social y
dar un impulso a la negociación colectiva
europea.

Aun cuando la experiencia del diálogo
social, al menos del diálogo centralizado,
fuera iniciada con anterioridad a la aproba-
ción del Acta Única, fue la reforma del
Tratado establecida por ésta la que suministró
las bases normativas para su ejercicio regular
asignando a la Comisión la tarea de promo-
verlo y estimularlo.

El Acta Única estableció que el diálogo
social podría dar lugar, si las partes lo conside-
rasen deseable, “ al establecimiento de relacio-
nes basadas en un acuerdo”.  Pero, pese a las
invocaciones a un resultado vinculante, no se
consagró a nivel europeo la contratación colec-
tiva, ni tampoco se dotó a los acuerdos colecti-
vos celebrados en ese ámbito de un estatuto
jurídico.

De tal manera, el diálogo social de la etapa
llamada de Val Duchesse (es decir, desde su ini-
cio en 1985 hasta la aprobación del Tratado de
Maastricht), no produjo frutos que puedan
calificarse como contractuales: acuerdos, pac-
tos y convenios, es decir, instrumentos vincu-
lantes de los que pudieran derivarse derechos y
obligaciones jurídicamente exigibles.

Los elementos de consenso alcanzados en
este tipo de diálogo se materializaron en opi-
niones o pareceres comunes sobre cuestiones
como la estructura del mercado de trabajo en
Europa, las repercusiones de las nuevas tecno-
logías en la organización del trabajo, la cons-
trucción de un espacio europeo para la movili-
dad profesional y geográfica, etc.

Como primer resultado no fue desdeñable y
sirvió, sobre todo, para ir afirmando la presen-
cia de los interlocutores sociales europeos.

Pero es difícil equiparar esas opiniones con
los procedimientos contractuales imperantes
en cada país dado que, por otra parte, no han
tenido prolongación ni por la vía de la ley ni de
la negociación colectiva.

Únicamente cuando, en la fase preparatoria
de la Conferencia Intergubernamental la
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Comisión invitó a los agentes sociales europeos
(la Confederación Europea de Sindicatos, la
patronal de empresas privadas UNICE y el
Centro Europeo de Empresas Públicas) a crear
un grupo de reflexión, dentro del Diálogo
Social, encargado de estudiar las funciones que
la actividad colectiva habría de cumplir en el
nuevo Tratado, se inició el camino hacia la
creación de las bases para una negociación
colectiva europea.

Las nuevas reglas transformaron el alcance
del diálogo social europeo, instituyendo un sis-
tema que, al revalorizar la autonomía contrac-
tual, reorganizaron los poderes normativos de
las instancias comunitarias.

De tener un contenido débil, el diálogo
social ha pasado a tener un contenido fuerte.

De concebirse como una modalidad de par-
ticipación ajena al proceso de formación del
derecho comunitario, se ha transformado en
una institución pre-normadora, que actúa,
además, como antesala del ejercicio de la auto-
nomía colectiva.

Las normas establecen ahora que la
Comisión tendrá como función promover la
consulta con y entre los interlocutores sociales
“a nivel comunitario”, adoptando “todas las
medidas útiles para facilitar el diálogo” articu-
lando ese deber de consulta en una doble y
sucesiva vía.

La primera consulta tiene lugar antes de la
presentación de cualquier propuesta en mate-
ria de política social.  En estos casos, la
Comisión ha de abrir una fase de consulta
preceptiva con los interlocutores sociales
“sobre las posibles orientaciones de una
acción comunitaria”.  La consulta versa aquí
sobre la viabilidad y oportunidad de la acción
prevista.

Concluida esta primera consulta, la
Comisión, valoradas las opiniones emitidas
por los interlocutores sociales consultados,
decide o no iniciar el procedimiento comuni-

tario.  En caso afirmativo, ha de consultar por
segunda vez a los mismos sujetos “sobre el con-
tenido de la propuesta contemplada”.

Con ocasión de esta nueva consulta, a las
partes sociales se les abren dos opciones: pue-
den, en un caso, limitarse a emitir un dictamen
o una recomendación.

Pero también pueden manifestar su volun-
tad de iniciar un proceso de negociación en
cuyo caso esta comunicación suspende el poder
de iniciativa legislativa de la Comisión, si bien
sólo por una duración limitada - 9 meses - pro-
rrogable “de común acuerdo con la Comisión”.

De lo dicho se deduce claramente que el sis-
tema diseñado produce una redistribución de
los poderes normativos comunitarios en mate-
ria social.  A la Comisión, corresponde el poder
de iniciativa legislativa.  Pero a las partes socia-
les se les atribuye un poder normativo, que
momentáneamente desplaza al de la Comisión,
y que se manifiesta mediante la negociación de
actos propios de la autonomía contractual
colectiva.  Esto es, mediante acuerdos que son
traducidos en normas jurídicas a través de deci-
siones comunitarias

Como consecuencia de este procedimiento
se han producido, hasta ahora, tres acuerdos.
El acuerdo sobre el permiso parental, de 1996,
el acuerdo sobre el trabajo a tiempo parcial, de
1997, –ambos convertidos en directivas
comunitarias– y el preacuerdo de 1999, sobre
los contratos de trabajo de duración determi-
nada.

Actualmente, el fortalecimiento del diálogo
social requiere de dos elementos.

Uno de ellos, muy importante, es vencer la
resistencia de la patronal UNICE que se resis-
te a abordar una negociación sobre cuestiones
fundamentales de la política social.  El fracaso
de las recientes negociaciones sobre empresas
de trabajo temporal plantea al movimiento sin-
dical europeo la necesidad de recurrir a sus
armas tradicionales, la movilización y la pre-
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sión para obligar a las patronales a que nego-
cien, a la vez que denunciamos cierta pasividad
de la Comisión en el uso de las competencias
que tiene atribuidas.

Imagínense ustedes qué podría haber ocu-
rrido si el gobierno español, en su momento,
hubiera dicho a los empresarios y a los sindica-
tos: “pónganse ustedes de acuerdo para elabo-
rar el Estatuto de los Trabajadores y si no hay
acuerdo no hay legislación”.  En cierta medida,
eso es lo que está haciendo la Comisión en este
momento.

El otro elemento es conferir un carácter más
ejecutivo a las instancias de diálogo que ya
están establecidas.  Es lo que ocurre, por ejem-
plo, con el llamado Diálogo Macroeconómico
de Colonia, entre los ministros de economía
europeos, el Banco Central Europeo, la
Comisión y los interlocutores sociales.

Existen propuestas de los sindicatos en las
que se concede a empresarios y sindicatos un
papel más activo en el proceso de consulta
sobre las políticas monetarias y las políticas
económicas de la Unión Europea.

El segundo gran reto es la política de
empleo.

Como he señalado, el elemento más signifi-
cativo, en sí, introducido en Ámsterdam fue el
relacionado con la política de empleo, aspecto
sobre el cual incorpora tres novedades.

En primer lugar, el alcanzar un elevado
nivel de empleo se convierte en uno de los
objetivos de la Unión Europea.

En segundo lugar, la política de empleo
pasa a ser considerada como una política de
interés común para los quince Estados miem-
bros.

Y en tercer lugar, se establece un procedi-
miento, un tanto complejo, para la coordina-
ción de las políticas nacionales de empleo, alre-
dedor de una serie de pilares comunes y de

líneas directrices que los desarrollan confor-
mando todo ello la estrategia europea en mate-
ria de empleo.

Estos avances, sin embargo, quedan lejos de
una completa asunción de responsabilidades
por parte de la Unión Europea en materia de
empleo, aunque constituyen una base de parti-
da que deberá ser utilizada en los diferentes
ámbitos (europeo, nacional, regional o local)
para luchar contra el paro.  Es importante, en
especial, el carácter anualmente revisable con el
que se concibe el procedimiento de coordina-
ción y de examen de los planes nacionales de
empleo.  En efecto, se establece que la
Comisión y el Consejo revisarán y evaluarán la
aplicación en cada país de las líneas directrices
europeas, redefiniendo las mismas cada año y
estableciendo sistemas que mejoren progresiva-
mente la comparación entre los planes nacio-
nales.

Las mejoras producidas en Ámsterdam tie-
nen, no obstante, profundas limitaciones que
deben tenerse presentes.

Una de las sustanciales es que la política de
empleo sigue siendo competencia de los
Estados miembros.  Lo que no deja de ser una
profunda contradicción en una integración
europea en la que, tras la instauración de una
moneda única, los Estados verán fundamental-
mente cercenada su capacidad para determinar
la política monetaria, presupuestaria y, por
ende, social y de empleo.

Esta limitación podría ser contrarrestada si
el procedimiento de coordinación establecido
fuera realmente eficaz, como lo fue la coordi-
nación de los criterios de convergencia nomi-
nal para acceder a la moneda única.  Las dife-
rencias entre uno y otro procedimiento son, sin
embargo, grandes.  En el establecido para el
empleo, a diferencia del que se articuló para la
moneda, ni existen criterios únicos, ni hay
parámetros cuantificables, ni hay “premios” o
“castigos” al final del camino para quienes
cumplan o queden fuera de los objetivos prefi-
jados.
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En estas condiciones, el destinar el mismo
empeño al objetivo del empleo que al de la
moneda no pasa de ser un buen deseo de algu-
nos políticos.

Pero la limitación con mayores aplicaciones
es, seguramente, la desvinculación que se esta-
blece entre la política de empleo y la política eco-
nómica. No ciertamente en el terreno concep-
tual, que sería imposible de sostener, sino en el
político. El objetivo de la política económica es,
según Ámsterdam, la estabilidad macroeconómica
(que es, en el mejor de los casos, un requisito
para facilitar el crecimiento) pero no propiamen-
te el crecimiento y el empleo.  La coordinación
de las políticas económicas no tiene, en definiti-
va, como objetivo directo (sino sólo enunciativo
o subsidiario) la creación de empleo.

Situadas así las cosas, el Consejo Europeo
Extraordinario sobre el empleo de
Luxemburgo (decidido en Ámsterdam como
una compensación a Francia, que había plante-
ado objetivos más ambiciosos en política de
empleo de los aprobados finalmente en aquella
cumbre) sólo podía limitarse a establecer una
estrategia para intentar aumentar la intensidad
en la creación de empleo.  En efecto, si el empleo
no es el objetivo directo de la política econó-
mica europea, si queda fuera de las orientacio-
nes y criterios de coordinación de las políticas
económicas, sólo resta intentar que el creci-
miento sea más intensivo en empleo.

Esto es justamente lo que se propone tras la
Cumbre de Luxemburgo estableciendo unas
líneas directrices para el empleo en 1998, conti-
nuadas en 1999, que se articulan en cuatro pilares:

– Mejorar la capacidad de inserción profe-
sional;

– Desarrollar el espíritu de empresa;
– Fomentar la capacidad de adaptación de

los trabajadores y de las empresas;
– Reforzar la política de igualdad de opor-

tunidades.

Las organizaciones sindicales y empresariales
son consultadas a nivel de cada país en la elabo-

ración de los consiguientes Planes Nacionales de
Empleo, que se establecen siguiendo dichas
directrices, emanadas desde Bruselas.

Tercero. Lisboa: la sociedad del conoci-
miento.

Y un tercer reto, muy importante, es dar prio-
ridad a la estrategia de Lisboa, que no está sien-
do seguida por los Estados miembros de la Unión,
e impulsar el relanzamiento económico frente a la
pasividad actual.

Hace poco menos de tres años en Lisboa se
trazaron objetivos loables- una sociedad de la
información para todo, creación de una zona
europea de investigación e innovación, estable-
cimiento de un entorno propicio para las
empresas innovadoras, en particular, PYMES,
reformas económicas para el logro de un mer-
cado interior acabado y plenamente operativo,
mercados financieros eficaces e integrados.

Y una coordinación de las políticas macroe-
conómicas orientada al saneamiento presu-
puestario y la sostenibilidad de las finanzas
públicas.

Desafortunadamente, la realidad ha ido por
otro lado.  El objetivo de crecimiento un 3%
del PIB anual agregado, dista de cumplirse.  En
2003 corremos el riesgo de estar cerca del 1 %.

Y el paro ha vuelto al primer plano de la
actualidad europea.

En 2001, la cifra de parados se había redu-
cido hasta los 13 millones desde 17 millones en
1994.  Pero un año más tarde, esa cifra se ha
incrementado en un millón.  Y los pronósticos
apuntan que seguirá subiendo.

A los discursos sobre el fin del trabajo, de
mediados de los años 90, siguió el objetivo,
proclamado en la cumbre europea de Lisboa, el
año 2000, de alcanzar el pleno empleo en diez
años.  Ahora, retornamos de nuevo al debate
sobre las fórmulas para solucionar el paro.  Y si
observamos lo que se está haciendo, o lo que se
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anuncia, en la mayoría de los países integrantes
de la Unión Europea esas fórmulas consisten
en redoblar las recetas neoliberales ya aplicadas
en los últimos veinte años.

Dejando de lado los buenos deseos recogi-
dos en la estrategia de Lisboa, basada en el
pleno empleo, la formación a lo largo de la
vida, el empleo de calidad, la cohesión social,
se está volviendo a las recetas clásicas: “activar”
las políticas de empleo, actuar contra la “desin-
centivación” al trabajo, reducir las prestaciones
sociales, más flexibilidad laboral y más mode-
ración salarial.

Frente a la recesión económica, Europa
renuncia de nuevo a aplicar políticas de relan-
zamiento monetario y presupuestario, volvien-
do a apostar por las políticas de reforma del
mercado de trabajo para hacer frente al aumen-
to del paro.  El Banco Central Europeo no
imita la audacia de su homólogo norteamerica-
no en la reducción de los tipos de interés y el
Pacto de Estabilidad empuja a Europa a pro-
fundizar en el círculo vicioso, de atonía econó-
mica y de degradación del empleo, del que no
ha salido desde hace muchos años.

La Convención sobre el futuro de Europa

Expuesto todo esto y como parte final de
mi intervención haré una referencia a las dos
grandes cuestiones que tiene pendientes la
Unión Europea y que están estrechamente
ligadas: la ampliación y la Convención sobre
el Futuro de Europa, que ya ha pasado el
Ecuador.  Señalaré también mi opinión sobre
la posición española.

Estoy totalmente a favor de la decisión
adoptada en Copenhague de incluir 10 nue-
vos socios en este selecto club que es la Unión
Europea.  La medida tiene un carácter histó-
rico y debemos aplaudirla porque nos fortale-
ce a todos.  Cierto es que provocará tensiones
presupuestarias - y los españoles podemos
salir perjudicados en materia de fondos
estructurales si no negociamos con habilidad
y firmeza - pero la postura adecuada es luchar

para que se amplíen los recursos y la solidari-
dad se extienda también a los nuevos miem-
bros y no cuestionar en modo alguno la
ampliación.

En cuanto a la Convención tiene, sin duda,
una gran responsabilidad sentar las bases para
una Constitución Europea adecuada para
afrontar los retos del siglo XXI y proyectar a la
Unión como una gran potencia mundial.

El movimiento sindical, concretamente, la
Confederación Europea de Sindicatos, consi-
dera que existen ahora grandes objetivos que
deben enmarcar los debates de la Convención:

– Establecer una economía innovadora y
competitiva capaz de crear más empleos y de
mejor calidad;

– Aumentar los derechos de los trabajado-
res, la protección social y la cohesión, tanto
social como económica;

– Consolidar el principio de que los servi-
cios de interés general son la base de la socie-
dad europea;

– Ser capaces de tener un activo protago-
nismo en la construcción de un nuevo orden
mundial basado en el desarrollo sostenible, la
justicia social, y la democracia.

A nuestro juicio, la Convención debe evitar
dos peligros que pueden afectar sus resultados:
los planteamientos neoliberales, cuyo cuestio-
namiento del Estado y el fomento del indivi-
dualismo ponen en peligro el modelo social
europeo y la ofensiva de los euroescépticos (en
realidad, enemigos de la construcción europea)
que cuestionan todo fortalecimiento de las ins-
tituciones comunitarias.

Las demandas del movimiento sindical,
puedo resumirlas en los siguientes puntos.

Primero, demandamos una Unión que reco-
nozca las garantías de los derechos fundamentales
inherentes a la ciudadanía europea.

España y la política social europea

57



Apoyamos, por lo tanto, la inclusión de la
Carta aprobada en Niza en el Tratado para que
tenga plena eficacia jurídica.

Segundo, queremos una Unión con un sistema
de relaciones laborales basado en la autonomía de
los interlocutores sociales y el reconocimiento de
los derechos sindicales transnacionales.

Tercero, creemos que es imperativo cubrir un
vacío creando un Gobierno Económico Europeo con
capacidad para coordinar las políticas económicas,
establecer una senda sostenida de crecimiento y ser
el gran interlocutor en los foros internacionales.

Cuarto, la Unión debe asumir una posición de
liderazgo en el respeto y la promoción de los servi-
cios de interés general.

Y en quinto lugar, la Unión debe ser un gran
actor global.  No sólo en el plano económico, al
que ya me he referido, sino en la configuración de
un nuevo orden mundial que la humanidad
necesita como una alternativa frente a la globali-
zación económica caótica que actualmente se está
desarrollando.

A todo esto, debo añadir que apoyo y sus-
cribo plenamente la demanda que ha formula-
do la Red de Ciudadanas de Europa dirigida a
lograr que la Convención aborde sin paliativos
la cuestión de la igualdad de género.  Con ello
se salvaría un déficit actual porque la
Convención, salvo una declaración de igualdad
y prohibición de la discriminación de género,
no está considerando medidas concretas.

Esas demandas son tres:

Que se incorpore al Tratado o texto
Constitucional la llamada transversalidad de
género, es decir, la obligatoriedad de que las
medidas de igualdad de género formen parte
de todas las políticas comunitarias.

Segundo, para que esa transversalidad de
género sea efectiva, hay que hacer que se tra-
duzca en igualdad en la conformación de las
instituciones comunitarias.

Y tercero, que el principio de igualdad en la
representación forme parte del acervo comuni-
tario.

Respecto de las instituciones no se trata de
que Bruselas  asuma competencias típicamente
locales o regionales (como la ordenación del
territorio) o cuestiones que tienen que ver con
la idiosincrasia de cada pueblo (como el dere-
cho de familia) sino que se establezcan marcos
obligatorios para las que son grandes políticas
europeas:

– La investigación, el desarrollo y la inno-
vación.

– La política de transporte.
– La preservación del medio ambiente, que

no puede estar sujeta a fronteras administrati-
vas.

– La política de empleo.
– El fomento de la cohesión territorial, etc.
– El refuerzo institucional se traduce bási-

camente en Mayor poder para la Comisión.
– Mayor capacidad legislativa para el

Parlamento.
– Y la extensión de la mayoría cualificada

en el Consejo.

Todo ello es totalmente compatible con una
mayor transparencia y controles democráticos
de las instituciones, que son exigibles.

Entre las medidas en esta dirección puede
pensarse, como se ha sugerido, en la elección
por el voto popular del Presidente de la
Comisión.

Final-. El papel de España en la política
social.

Termino, con una breve referencia al papel
de España en todo este complejo proceso.

Como una consideración global debo decir
sin ambages que el gobierno del Partido
Popular no ha expuesto con el debido rigor y
decisión una visión de Europa que nos sitúe en
posiciones de liderazgo.
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El gobierno socialista - que mantenía la
iniciativa y llevó a cabo una política inteli-
gente de alianzas con los gobiernos más euro-
peístas - lo hacía mucho mejor y esto se tra-
dujo en resultados.  El concepto de ciudada-
nía europea que ahora la Convención está
desarrollando, se introdujo en el Tratado por
su iniciativa.  Y el Fondo de Cohesión - que
ha beneficiado a España enormemente - se
obtuvo por una combinación de habilidad
diplomática y sentido de la oportunidad para
plantear las cosas.

Carecemos de esa visión en estos momen-
tos.  El señor Aznar no define una política clara
de alianzas de manera que no sabemos exacta-
mente qué estrategia estamos defendiendo.  En
general, tiende a seguir los pasos de Blair, sien-
do notorio que el gobierno inglés es uno de los
mayores frenos a todos los avances en la conso-
lidación de la Unión.

Y en nada ayuda, por supuesto, su respaldo
incondicional a los planteamientos de Bush.

Específicamente, el actual gobierno espa-
ñol comparte la visión neoliberal de
Berlusconi y de Blair que es, en general, con-
traria al desarrollo de una política social
europea.  Puso objeciones - y logró una
modificación regresiva - a una directiva cru-
cial como es la de participación de los traba-
jadores en las sociedades y exhibe una clara
falta de voluntad para que se elaboren nor-
mas que tiendan a consolidar un derecho del
trabajo europeo.

Ha presentado en la Convención un docu-
mento junto a otros dos gobiernos - el del
Reino Unido y el de Estonia - dejando claro su
distanciamiento de las posiciones más progre-
sistas.

Todo esto no es bueno para la Unión por-
que España es un país importante.  Y no es
bueno para nosotros.

Sería muy necesario un cambio total de
rumbo en esta materia.
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Cuando el presidente del CES de Asturias
me propuso participar en este ciclo, aparte de
agradecerle que me incluyera en una nómina
tan ilustre, se me planteó una alternativa. Mi
primera intención fue proponer un tema muy
específico, de esos de sociólogo especializado,
por decirlo de alguna manera; en definitiva, un
asunto bien delimitado y en el que yo pudiera
sentirme seguro de sus límites y ustedes tuvie-
ran la garantía de que les aportaba algo razona-
blemente nuevo. Pero luego me pareció que el
contexto de estas conferencias requería un
poco más de riesgo y que debía atreverme con
un cuadro de problemas más indefinido, de
márgenes más borrosos, aún a riesgo de defrau-
darles; algo que ocurrirá, muy probablemente
por no hacerlo con la finura que estos temas
requieren, y seguramente porque las cosas que
van a oír en muy poco les parecerán nuevas u
originales.

No les oculto, además, que hablaré con cier-
to sesgo hacia los temas que ahora estamos tra-
bajando en el Consejo Económico y Social de
España; aunque sólo puedo darles opiniones
personales, no posiciones institucionales.

España está en un momento denso en cuan-
to al papel y la orientación de las políticas de
bienestar. También en cuanto al recurso al diá-
logo social como un instrumento básico para
orientar o diseñar esas políticas. En este senti-
do vivimos una encrucijada mucho más com-
partida con los países de nuestro entorno que
en el pasado. Los cambios económicos y socia-
les de las dos últimas décadas nos han librado
de algunos déficit históricos de bienestar y de
diálogo. Pero en las sociedades post-industria-
les los éxitos abren siempre la puerta a nuevos
problemas. Por otra parte, aunque podemos
estar de acuerdo en que una cierta reorienta-
ción de las políticas de bienestar es imprescin-
dible, no es tan fácil afrontar esa reorientación
con respuestas muy sistemáticas. Seguro que
compartimos también la idea de que el buen
gobierno requiere ampliar el campo de forma-
ción de políticas a participantes que están fuera
de las instituciones y de la competencia políti-
ca, pero  hay que ser muy modesto al afrontar

asuntos de esta envergadura y reconocer abier-
tamente que no tenemos grandes respuestas
para los principales problemas del diálogo
social o del buen gobierno. 

Es cierto que hay terreno abonado para
debates ideológicos en este campo: son muchas,
y muy poderosas en el ambiente mediático las
llamadas a planteamientos neo-paternalistas o
residuales de las políticas sociales y los intentos
por eliminar la voluntad universalista de las mis-
mas. También hay intentos de desmantelar las
instituciones y los planteamientos del diálogo
social por identificarlos con recursos corporati-
vistas.

Intentaré desbrozar un poco el terreno que
quiero explorar con algún ejercicio conceptual
que espero no les resulte demasiado académico.

1. LAS DOS CARAS: POLÍTICAS DE BIE-
NESTAR Y DIÁLOGO SOCIAL

Hablo de políticas de bienestar como equi-
valente de políticas sociales en su sentido más
amplio: las políticas de bienestar son el con-
junto de instituciones y reglas con las que se
gestionan públicamente los principales riesgos
sociales. 

Esta mirada amplia a las políticas de bienes-
tar se puede expresar mejor recurriendo a una
de esas tipologías tan del gusto de los sociólo-
gos, que ayudan mucho a costa de simplificar
otro tanto. El enfoque de los llamados regíme-
nes de bienestar, propuesto por el sociólogo
Esping-Andersen, ha dominado el debate con-
ceptual y metodológico sobre esta cuestión en
los últimos años. Es una buena ayuda para este
acercamiento amplio a las políticas de bienes-
tar. Los regímenes de bienestar son variantes
nacionales típicas de gestión de riesgos sociales
en el contexto del capitalismo postindustrial.
Cada variante representa una combinación
específica de encajes e interacciones institucio-
nales de carácter económico,  social y político,
principalmente del mercado de trabajo (en
participación y pauta de desigualdad), del
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reparto de funciones de bienestar entre la fami-
lia, el mercado y el estado.

Encontraríamos, según este planteamiento,
tres variantes nacionales de regímenes de bie-
nestar: el anglosajón (liberal), escandinavo (o
socialdemócrata) y el continental (o conserva-
dor). El debate posterior a este planteamiento
ha permitido tipificar el régimen de bienestar
mediterráneo o latino (de Francia, Italia y
España, sobre todo) como una variedad algo
diferente del continental europeo, principal-
mente por el importante papel de la familia
como proveedora de servicios de bienestar.

Lo que ahora nos importa es esta variante
mediterránea o latina, que se caracterizaría por
estos tres rasgos:

• Mercados de trabajo que acortan los ciclos
de vida laboral en la entrada y en la salida
y que reducen o protegen generosamente
los riesgos dentro de esos cortos ciclos;

• Sistemas familiares que favorecen la familia
típica de un solo proveedor de rentas y que
la hace responsable en alto grado de los ser-
vicios de cuidado de niños y mayores;

• Sistemas de protección social centrados en
los riesgos de los ciclos de vida adulta y en
derechos derivados de la ocupación.

Este planteamiento de los regímenes de bie-
nestar tiene algunos aspectos muy positivos.
Por un lado, enseña que ni los mercados, ni los
estados ni las familias crean bienestar por sí
solos. El diseño y la eficacia de las políticas de
bienestar hay que verlos como un régimen, es
decir en la interacción de la tríada mercado,
instituciones de protección social, y familia
(ésta  en un sentido amplio, como unidad de
convivencia y de intercambio de renta y ayu-
das). El centro de las políticas de bienestar es
este triángulo. Esto tiene su importancia por-
que va ganando terreno, incluso, en el marco
de la UE, un discurso que quiere hablar sólo de
política social de segundo orden: pobreza  y
familia o igualdad de oportunidades (según el
tono). Por otro lado, este planteamiento afirma
que la distinción entre welfare activo y pasivo

es ficticia. No hay welfare pasivo; sólo es soste-
nible un bienestar que active la participación
en el empleo y unos sistemas de protección
social que no “hagan crónica” la dependencia.

Pero esta idea de los regímenes de bienestar
tiene también aspectos más criticables. Ese
modelo implica una especie de equilibrio rígi-
do y subóptimo (un círculo vicioso sería
mejor) que nos impedía mejorar simultánea-
mente el empleo en cantidad y calidad, la for-
mación de familias de doble renta, la fecundi-
dad y la protección social. En cierto sentido,
esta es una mirada de los años 70-80 que ha
dominado el debate en los ambientes de opi-
nión pública: parecía que a los españoles en
asuntos de bienestar sólo nos cabía hacernos
“más suecos” o “más americanos” y, puesto que
no reuníamos condiciones históricas ni para lo
uno ni para lo otro, lo más probable es que nos
quedáramos dónde estábamos.

Hay varios puntos de conexión de las polí-
ticas de bienestar y del diálogo social. Uno es
que hay un problema creciente de formación
de las políticas de bienestar por la propia com-
plejidad asociada a esa condición de regímenes
de bienestar. Es cada día más difícil legitimar,
predecir y evaluar una política social. Otro
hecho que no debe despreciarse en absoluto es
que en España hay escenario favorable para el
diálogo social, porque hay un modelo consoli-
dado tanto en el ámbito estricto de la negocia-
ción colectiva como en el ámbito más amplio
de la concertación, éste con una tupida red de
dispositivos institucionales. Pero también hay
un aspecto ambivalente en la situación de los
agentes sociales al respecto; por un lado, su
unidad de representación es sólida, su lideraz-
go sensato, su integración territorial muy alta;
pero también ofrecen síntomas de incertidum-
bre o de rechazo del riesgo en sus agendas de
asuntos de protección social.

Un hecho más a favor del diálogo social es el
propio entramado institucional y político de la
UE, que tiene un planteamiento ambicioso,
aunque difuso, de estímulo del diálogo social,
vinculado al proceso de la gobernanza, que lo
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promueve en la propia arquitectura institucional
de la futura UE y que ha llevado recientemente
a establecer una Cumbre Tripartita previa a la
reunión del Consejo Europeo de primavera.

Esta reflexión intenta incorporar este elemen-
to del diálogo social en relación a un único
aspecto: indagar qué contribuciones puede hacer
a algunos problemas típicos y desde qué esfera
(negociación colectiva o concertación social)

2. MERCADO DE TRABAJO Y PAUTAS DE
DESIGUALDAD

Hay dos hechos difícilmente discutibles en
cuanto al papel de los mercados de trabajo en
la configuración de las pautas de desigualdad.
Por un lado, la participación en el trabajo
extradoméstico sigue siendo el esqueleto de
cualquier política de bienestar. Por otro lado,
los mercados de trabajo originan desigualdad
de muy diversas fuentes: la sociedad del cono-
cimiento y las mayores desigualdades proce-
dentes de las capacidades cognitivas; la econo-
mía de servicios y la proliferación de los
macempleos; la alternativa entre malos empleos
o empleos externos; los mercados emergentes y
erosión de las carreras profesionales. Son for-

mas de desigualdad para las que no conocemos
una respuesta clara que las equilibre mejor con
el crecimiento del empleo.

España ha cambiado notoriamente en esta
esfera durante los últimos diez años. Hay una
extraordinaria modificación de la ocupación
(que prueba que era posible ampliar la partici-
pación sin hacerse suecos o americanos) que
nos acerca a Europa en tasa de empleo, pero
que nos diferencia fuertemente en la participa-
ción laboral de la mujer, sobre todo de la mujer
con bajo nivel educativo y de edad adulta
(Cuadro 1). Además, parece muy consolidada
como forma dominante de flexibilidad y de
inserción laboral, la contratación temporal.

¿Qué puede hacerse desde el diálogo social
en esta situación?

Creo que no hay una forma intervencionis-
ta de solventar estos problemas. Tampoco hay
ya mucho margen por la vía del diálogo social
para reformar el mercado de trabajo en una
dirección de desregulación y desprotección.
Hay, sin embargo una esfera en que la negocia-
ción colectiva centralizada puede jugar un
papel en relación con un aspecto fundamental
de nuestra pauta dominante de desigualdad (la
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Cuadro n° 1
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temporalidad): en la mejora de la gestión y la
eficacia de la formación ocupacional y, lo que
va directamente asociado a ella, una pauta más
eficaz de inserción y de progreso laboral de los
jóvenes.

La cuestión importante es si este patrón de
flexibilidad está asociado a un problema fuerte
de desigualdad, si puede hablarse con funda-
mento de un riesgo social importante vincula-
do a la temporalidad. Hasta ahora, no se ha
encontrado (bien es cierto que con una pers-
pectiva longitudinal corta) un fenómeno de
trampa de  malos trabajos temporales. Sin
embargo, sí resulta evidente una brecha salarial
muy alta y un acceso muy desigual a la forma-
ción ocupacional (Cuadro 2) entre temporales
y no temporales.

Las cosas pueden empezara a ser algo dife-
rentes después de la oleada de inmigración de
los últimos tres años. En parte se ha conjurado
el peligro de pobreza de ocupados abriendo las
puertas, pero ahora tenemos una pirámide con
una base muy amplia compuesta casi exclusiva-
mente por inmigrantes y no sabemos cuáles

van a ser, o están siendo ya, sus trayectorias de
inserción laboral

3. EMPLEO FEMENINO Y CONCILIA-
CIÓN

Hacer más compatible familia y trabajo es
otro de los asuntos centrales de la agenda espa-
ñola de políticas de bienestar. Cuando se pone
en relación familia y participación en el empleo
nos aparece una de las singularidades mayores
de nuestro régimen de bienestar (Cuadro 3).

Para activar el empleo femenino es impres-
cindible armonizar mejor el empleo remunera-
do y la maternidad. Eso tendría beneficios en
varias direcciones. Las familias de doble renta,
en una situación de menor seguridad en el
empleo permiten ajustes más flexible reducien-
do los riesgos de períodos de desempleo o for-
mación. Además, el empleo de las madres es el
medio más efectivo de defensa contra la pobre-
za infantil: el hogar con dos perceptores redu-
ce ese riesgo por un factor de 3 a 4 respecto al
hogar de un solo perceptor; en el caso de fami-
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Cuadro n° 2

OCUPADOS QUE NO HAN RECIBIDO FORMACION DE PARTE DE LA EMPRESA 

EN PAISES DE LA UE (1996-2001)

Fuente: Eurostat, Eurobarometer 56.1

Alemania
Austria
Bélgica
Dinamarca
España
Finlandia
Francia
Gran Bretaña
Grecia
Holanda
Irlanda
Italia
Luxemburgo
Portugal
Suecia

1996 2001 2001-1996

51,7
53,5
68,2
35,8
69,8
28,5
61,7
52,6
76,5
49,3
58,7
78,8
66,8
70,6
30,9

44,5
51,4
65,1
22,9
71,1
26,2
67,1
45,6
77,5
45,9
62,5
62,0
48,9
78,2
34,2

-7,2
-2,1
-3,1

-12,9
1,3

-2,3
5,4

-7,0
1,0

-3,4
3,8

-16,8
-17,9

7,6
3,3



lias monoparentales ese efecto reductor es aún
mayor. Hay también, un efecto multiplicador
del empleo femenino sobre el empleo total por
la externalización de servicios domésticos: “la
familia moderna es la gran creadora de
empleo”. 

Lo que ocurre en España presenta una situa-
ción de déficit relativo muy alto de dispositivos
privados y públicos de conciliación  (Cuadro
4). Aunque hay varios indicios de que han
mejorado recientemente, los recursos no públi-
cos y que se ubican no tanto en las regulacio-
nes del trabajo o en el sistema de protección
sino en las mejoras de la organización del tra-
bajo en las empresas (horario flexible y trabajo
a tiempo parcial, por ejemplo) están en los
niveles relativos más bajos. 

De todos modos, la conciliación en el
ámbito de las familias ya plenamente consti-
tuidas es sólo un aspecto del problema. Tanto
o más importante que eso son las dificultades
para la formación y consolidación de nuevas
familias o unidades de convivencia. Los datos
españoles son muy llamativos al respecto:
actualmente casi 2 de cada 5 personas de 30 a
34 años en España no conviven en pareja y ya
no van a convivir “a tiempo”,  porque no van

a volver a los 25 años, podrán hacerlo las
generaciones futuras pero no las que deberían
haberlo hecho ya. 

La bajísima fertilidad, que es también un
problema de bienestar, es un efecto de esos
problemas para la formación temprana de
familias: en 1998 nacieron en España 362.000
niños, la mitad de los nacidos sólo veinte años
antes. Pero la causa principal de una caída tan
extraordinaria está en el retraso en la formación
de unidades de convivencia: en aquellos años
en el grupo de 25 a 29 años había un 35% de
solteros, mientras ahora hay un 75%. 

Este problema de la formación de familias
tiene una barrera muy alta y agravada en los años
más recientes, en el acceso a la vivienda. Todos
los estudios que están apareciendo sobre el parti-
cular sitúan la accesibilidad de la vivienda para
parejas jóvenes en niveles que la hacen casi invia-
ble en los niveles de rentas medias y bajas.

En suma, se enfrentan dos problemas en la
esfera de la familia que son relativamente inde-
pendientes: la conciliación (ayudar a las familias
constituidas, tienen trabajo e hijos) es una parte
de las políticas de bienestar; la formación de
familias (reducir las barreras para hacer y conso-
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Cuadro n° 3

PORCENTAJE DE HOGARES CON HIJOS Y CON EMPLEO DE LOS DOS MIEMBROS DE LA PAREJA
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lidar unidades de convivencia) es otra parte de
importancia aún superior en términos de bienes-
tar. El primero de estos problemas puede ser
mejor atendido que el segundo desde el diálogo
social. La esfera de la negociación colectiva
podría jugar un papel mucho mayor en la pro-
moción de la conciliación ya que los dispositivos
más favorables al respecto son, como se señalaba,
los que se refieren a la flexibilidad en la organiza-

ción del tiempo de trabajo. Otro aspecto de la
conciliación, la mejor provisión de servicios
públicos o semipúblicos para el cuidado de niños
y mayores es otra dimensión de este problema
que debe ser atendido desde la esfera pública,
como luego comentaré en relación con el gasto
social. La formación de familias, al menos en esa
parte central del acceso a la vivienda puede ser
más difícilmente atendida desde el diálogo social.
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Cuadro n° 4

INDICADORES DE CONCILIACIÓN FAMILIA/TRABAJO (1998-1999)
Media OCDE = 0

Cuadro n° 5

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL PER CÁPITA EN LA UE (1999)
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El tema de la conciliación y de la formación
de familias nos conduce a  mirar al sistema de
protección social, la tercera pieza de nuestro
régimen de bienestar

4. PROTECCIÓN SOCIAL: NIÑOS Y
MAYORES

En casi todo lo comentado hasta ahora, tanto
en mercado de trabajo como en conciliación, ha
ido apareciendo el problema del bienestar a lo
largo del ciclo de la vida. Han sido los riesgos de
las partes intermedias de ese ciclo, en la juven-
tud y en las primeras etapas adultas, los que han
llamado nuestra atención como problemas típi-
cos de bienestar. La pregunta que sigue viene de
la mano: ¿cómo cubre esos riesgos nuestro siste-
ma de protección social?

Tratándose de España esa pregunta tiene
que ir precedida de una información compara-
da que es inevitable: nuestro sistema de protec-
ción social es débil en recursos y, además, ha
detenido su crecimiento (Cuadro 5).

Con esa perspectiva comparada, el debate
sobre el incremento de este gasto no debe ser
un capricho; máxime si se pone en relación con
otra referencia básica de necesidades o riesgos
de bienestar como son los niveles comparados
de pobreza (Cuadro 6).

Pero aún cuando decidiéramos que no sería
adecuado aumentar nuestro gasto en protec-
ción social, no se debería obviar el asunto del
sesgo que hay en su reparto funcional hacia los
riesgos de los mayores frente a los riesgos de los
niños y los jóvenes (Cuadro 7).

La cuestión importante en relación con esa
composición del gasto social es que, se quiera o
no, los riesgos de las etapas anteriores del ciclo
vital se van a incrementar casi inevitablemente;
con toda seguridad se incrementarán en un esce-
nario de incremento sustantivo del empleo por
el efecto asociado de flexibilización y ajuste.

Este problema de la reorientación del gasto
social hacia niños y jóvenes es verdaderamente
un reto para el diálogo social. Pero les dejo ya
a ustedes estas conjeturas para sí solos...
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Cuadro n° 6

TASA DE RIESGO DE POBREZA DESPUÉS DE LAS TRANSFERENCIAS SOCIALES EN LA UE (1997)
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5. CONCLUSIÓN

Unas últimas reflexiones para concluir. En
primer lugar, la interacción entre estos tres
“subsistemas del bienestar”  es tan compleja
que no tenemos una respuesta única y global
para afrontar la mejora de nuestras políticas de
bienestar. Hay muchas tentaciones para el
debate ideológico en este terreno, pero es un
debate con frecuencia basado en seguridades
ficticias sobre el funcionamiento de nuestras
sociedades. Las posiciones más pro-igualitaris-
tas o más progresistas no son propiedad de
quien propone soluciones sistemáticas en esa
dirección, sino de quien es simplemente capaz
de afrontar honestamente nuevas preguntas.
Sólo una actitud de modernización reflexiva
nos sirve y muy parcialmente.

En segundo lugar, los principales problemas de
bienestar de España no proceden todos de nuestro
pasado, de nuestra condición de haber llegado en
el penúltimo furgón de la sociedad postindustrial.
Proceden también de nuestra historia reciente, del
comportamiento reciente de nuestras decisiones
colectivas y de nuestras políticas. No puede ser
planteado sólo como un asunto de “correr más
deprisa” en la dirección sueca o americana.

Finalmente, el problema central en la for-
mación de las políticas de bienestar, acrecenta-
do con esa complejidad de nuestras sociedades,
es el problema del equilibrio: ¿cómo no perju-
dicar a nadie? o ¿cómo hacer que sin perjudicar
a nadie mejoren los que están en peores situa-
ciones?  Por eso es tan crucial construir políti-
cas de bienestar desde el diálogo social.
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Cuadro n° 7

PORCENTAJE DE GASTO EN PRESTACIÓN SOCIAL SEGÚN FUNCIÓN
EN DIVERSOS PAÍSES EUROPEOS (1999)
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Deseo en primer lugar, agradecer al Consejo
Económico y Social del Principado de Asturias
la invitación cursada para participar en el Ciclo
de Conferencias, bajo el titulo de Mercado de
Trabajo, Estado de Bienestar y Diálogo Social.

El programa que se ha elaborado es muy
atractivo y aborda cuestiones de indudable
interés, no solo para el trabajo del Consejo
Económico y Social, sino para la sociedad en
general.

De forma particular, para las empresas
resulta de una especial significación asociar
políticas de mercado de trabajo, estado de bie-
nestar y diálogo social.

Las Organizaciones Empresariales han con-
siderado al diálogo social como una herra-
mienta de extraordinaria utilidad para afrontar
situaciones difíciles tanto en el ámbito de las
relaciones laborales como en el de la protección
social, manifestando este sentir a través de una
activa participación en todas las Mesas de diá-
logo y negociación que se han abierto sobre
esta materia en los últimos 20 años.

En estas dos décadas hemos aportado nues-
tra opinión sobre el mercado de trabajo o sobre
las políticas de bienestar, ya sea en el terreno de
la financiación de la Seguridad Social, ya sobre
las prestaciones en su conjunto.

El último Acuerdo que hemos suscrito, aún
en vigor, abordó el fortalecimiento y la viabili-
dad futura del sistema público de pensiones.

En todo momento, y de manera constante,
hemos pretendido aunar la garantía de las pres-
taciones con las dos prioridades de la economía
española: crear más empleo y ser competitivos
en mercados internacionales cada vez más inte-
grados.

Las razones que sustentan nuestras priorida-
des son de fácil comprensión. Basta recordar
que en las últimas décadas España ha venido
siendo el país con la tasa de desempleo más ele-
vada en el ámbito de la Unión Europea.

La sociedad española ha contemplado con
lógica preocupación el desarrollo de este fenó-
meno que ha sido considerado, reiteradamen-
te, el primer problema en nuestro país y, en esa
medida, ha otorgado prioridad absoluta a su
solución.

En 1994 se alcanzó la cota más alta de
desempleo: un 23,7% (3,7 millones de desem-
pleados).

Esta situación tuvo el correspondiente refle-
jo en nuestro Sistema de Seguridad Social, con
pérdidas significativas de afiliados, importantes
déficits económicos en las liquidaciones presu-
puestarias e incrementos de gasto en prestacio-
nes, fundamentalmente en protección por
desempleo.

Pese a ello, durante ese periodo se realizó un
esfuerzo importante, incluso por encima de
nuestras posibilidades económicas, para aten-
der las situaciones generadas por la ausencia de
salud o de empleo, o por razón de vejez. En ese
esfuerzo participaron de forma significativa las
empresas y los trabajadores a través de la finan-
ciación mayoritaria del gasto de Seguridad
Social mediante cotizaciones.

Afortunadamente, durante el ultimo quin-
quenio venimos asistiendo a un cambio sus-
tancial del mercado de trabajo, paralelo a la
evolución de nuestra economía, con un creci-
miento significativo del empleo.

Esta situación es el resultado de diferentes
factores, entre los que se incluye el control del
déficit publico, la moderación salarial y un
fructífero diálogo social, expresado en el com-
promiso de las empresas, los trabajadores y sus
respectivas Organizaciones.

Los rasgos más significativos durante este
tiempo han sido:

– Reducción de la tasa de desempleo:
hemos pasado del 22,2% en 1996 al
11,35% en Diciembre de 2002. No obs-
tante la cifra continúa siendo elevada.
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– Creación en España del 50% del empleo
generado en todo el ámbito de la Unión
Europea.

– Cifras récord de afiliación (mas de 16
millones de afiliados en Diciembre 2002)
y también cifra récord de recaudación por
cuotas a la Seguridad Social, (casi 65.000
millones de euros-Noviembre 2002).

– En los últimos seis años la cifra de empleo
neto creado asciende a 3,4 millones de
contratos, de los cuales 2,7 millones
corresponden a indefinidos.

Como decía anteriormente, a la consecu-
ción de estos logros no ha sido ajeno el diálogo
social entre las Organizaciones Empresariales y
Sindicales.

Quiero recordar que en 1997 apostamos
conjuntamente, a través de la firma del
Acuerdo Interconfederal para la Estabilidad en
el Empleo (AIEE), por dotar de mayor estabi-
lidad al empleo mediante fórmulas innovado-
ras en materia de contratación y reduciendo el
coste del despido, entre otras medidas. Estas
medidas se completaron a través de la norma-
tiva correspondiente, en el ámbito laboral y en
materia de Seguridad Social referidas, tanto a
extensión de la protección social, como a boni-
ficaciones en la cotización empresarial para
incentivar la contratación, con los resultados
que acabo de citar.

Esta nueva situación ha permitido contem-
plar desde el año 2000 sucesivas situaciones de
superávit en las liquidaciones presupuestarias
de la Seguridad Social, lo que era impensable
en años no tan lejanos.

A nuestro juicio, resulta evidente que la intro-
ducción de mayores dosis de flexibilidad en las
relaciones laborales, unidas a políticas de reduc-
ción de los costes no salariales se traduce de forma
efectiva en creación de empleo.

Ha aparecido en escena un círculo virtuoso
consistente en aligerar las cargas sociales para
crear empleo y allegar más recursos al Sistema,
frente a otro discurso consistente en incremen-

tar las cuotas sociales para financiar la deman-
da de un mayor gasto social.

Sin duda, de ambos modelos tenemos expe-
riencias con resultados diametralmente opuestos.

Coinciden con nosotros en este enfoque
diversas instituciones tan prestigiosas como la
Comisión Europea, el Fondo Monetario
Internacional o la OCDE, que entienden que
la mayor participación de las cotizaciones en la
financiación de los sistemas de protección
social constituye un impuesto sobre el trabajo
que penaliza la creación de empleo, por lo que,
en sentido inverso, consideran que la reducción
de los costes laborales no salariales constituye una
política apropiada para favorecer la creación de
empleo.

Si estas recomendaciones resultan validas
para el conjunto de los países, en España
adquiere una mayor relevancia, dado que, pese
al cambio positivo registrado en la tendencia del
empleo, aun guardamos un diferencial negativo
en tasa de desempleo con la media de los países
de la Unión Europea, lo que nos obliga a inten-
sificar los esfuerzos, no solo de mantenimiento
del empleo existente sino de creación del
mismo.

Por ello, en los diferentes momentos de
nuestra participación en el diálogo social en
materia de protección social, hemos defendido
que el debate no debería diluirse en medidas de
carácter coyuntural cuya rentabilidad a corto
plazo puede condicionar seriamente su viabili-
dad futura, sino centrarse en un objetivo a
largo y medio plazo.

En otras palabras, el empleo constituye el
principal elemento que garantiza tanto la sos-
tenibilidad como la viabilidad futura de nues-
tro Sistema de protección social.

Este reto es compartido por el conjunto de
países de la Unión Europea que establecieron
en la Cumbre de Lisboa (Marzo de 2000) el
objetivo global de alcanzar altos niveles de
empleo en un plazo de 10 años.
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Ahora bien, no habrá creación de empleo si
no tenemos un tejido empresarial fuerte, si éste
no es competitivo, y no lo será si el modelo
económico y social no es flexible y adecuado
para estar presentes en todos los mercados
posibles.

Por eso, se requieren actuaciones por parte
de los responsables políticos, y también por
parte de los interlocutores sociales que, como
ya he indicado al principio de mi intervención,
venimos considerando al diálogo social como
el cauce más adecuado para resolver conflictos
y afrontar en mejores condiciones los cambios
y las diferentes coyunturas por las que atravie-
sa la economía y el empleo.

En coherencia con este criterio, hemos lle-
gado a acuerdos recientes en el ámbito de las
relaciones laborales y en el de la protección
social.

Por lo que se refiere a las relaciones labora-
les, suscribimos el Acuerdo Interconfederal
para la Negociación Colectiva 2002, en un
momento de incertidumbres económicas, y de
inicio de deterioro de las expectativas de creci-
miento y empleo para la economía mundial,
con descensos en los ritmos de actividad eco-
nómica en nuestro país.

Considerábamos oportuno dar conjunta-
mente una señal de confianza para contribuir
a alargar el ciclo de crecimiento económico,
generando un mayor nivel de empleo, mejo-
rando su calidad, y promoviendo la igualdad
de oportunidades.

También pretendíamos orientar la negocia-
ción colectiva de 2002 con propuestas que per-
mitiesen conjugar el empleo con el poder
adquisitivo de los salarios, de tal forma que se
consiguiera el mejor resultado en términos de
creación de empleo.

Finalizada su vigencia, cabe señalar que el
menor crecimiento económico ha influido
durante el año 2002 en la reducción del ritmo
de creación de empleo, especialmente en el sec-

tor de la industria, habiéndose producido tam-
bién incremento del paro.

No obstante, el año 2002 ha finalizado con
una ligera creación de empleo. Empresarios y
Sindicatos queremos creer que el Acuerdo ha
colaborado en la mayor resistencia a la desace-
leración de la economía española.

Este balance junto a la persistencia de la
situación económica, con nuevas incertidum-
bres, han justificado la conveniencia de suscri-
bir un Acuerdo Interconfederal para la
Negociación Colectiva en el año 2003.

Con el objetivo de minimizar los efectos
negativos de la situación económica y dar de
nuevo una serial de confianza, las
Organizaciones Sindicales y las Organizaciones
Empresariales hemos establecido unos crite-
rios en materia salarial que contribuyan al
control de la inflación, al crecimiento del
empleo, al aumento de las inversiones pro-
ductivas, y a la mejora de la situación de las
empresas y de la capacidad adquisitiva de los
salarios.

En ese sentido, estamos convencidos de que
la negociación colectiva constituye un instru-
mento de primera magnitud para la consecu-
ción de esos objetivos, y nos hemos compro-
metido a afrontarla durante este año teniendo
en cuenta el contexto económico y del empleo,
formulando una serie de criterios, orientacio-
nes y recomendaciones.

En el ámbito de la protección social, hemos
realizado una participación activa en las dos
etapas del proceso de diálogo social abierto a la
luz del Pacto de Toledo. Especialmente signifi-
cativo ha sido el Acuerdo para la Mejora y
Desarrollo del Sistema de Protección Social de
Abril de 2001, que hemos suscrito con el
Gobierno y con CC.OO., aún en vigor.

Quiero detenerme unos instantes para for-
mular algunas consideraciones sobre nuestro
Sistema de Protección Social, y en particular
sobre los retos que se le plantean.
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Empezaré diciendo que, en España, al igual
que en los demás países de la Unión Europea,
se ha consolidado, a lo largo de más de un
siglo, un modelo “europeo” de protección
social que otorga a los ciudadanos, especial-
mente a las personas mayores, un nivel de bie-
nestar e independencia económica sin prece-
dentes y, por tanto, muy positivamente valora-
do por el conjunto de los ciudadanos.

Su sostenimiento de futuro ha de hacerse compa-
tible con el crecimiento económico y para su viabili-
dad es necesario un alto nivel de empleo.

Para afrontar con garantías esta tarea resulta
esencial estudiar los factores de impacto futuro
ya que adoptar las correspondientes medidas
conlleva tiempo, diálogo y búsqueda de con-
senso, con el fin de alcanzar el grado máximo
de aceptación.

Este proceso exige una constante evaluación
así como correcciones graduales. No son dese-
ables, ni tampoco, efectivas, las reformas radi-
cales y, menos aún, en el terreno de la protec-
ción social.

Siguiendo esta línea de comportamiento,
desde el año 1994 la mayor parte de los países
de la Unión Europea han ido abordando refor-
mas de diferente intensidad.

La Comisión Europea ha colaborado en
estos procesos marcando orientaciones y crite-
rios que se pueden resumir en tres principios
básicos para garantizar la viabilidad de los siste-
mas a largo plazo:

– Mantener la capacidad de los sistemas de
pensiones para cumplir sus objetivos, es
decir, otorgar prestaciones suficientes,

– Garantizar la viabilidad financiera de los
sistemas de pensiones de manera que no
peligre a largo plazo el equilibrio de las
finanzas públicas, o los objetivos de las
políticas de convergencia,

– Mejorar la capacidad de respuesta de los
sistemas de Seguridad Social ante los cam-
bios en las necesidades de las personas.

Nuestro país ha sido partícipe de estas
inquietudes y debates, que se han traducido en
diversas reformas.

Una básica, a nuestro juicio, ha sido la sepa-
ración y clarificación de fuentes de financiación,
cuyo mayor impulso, en términos jurídicos y
económicos es reciente. Esto significa que las
prestaciones contributivas deben financiarse
básicamente con las cotizaciones sociales y las
prestaciones no contributivas o asistenciales
deben financiarse exclusivamente con impuestos.

Como ya he señalado, a través del Acuerdo de
Abril de 2001, se determinó con carácter defini-
tivo la naturaleza no contributiva de los comple-
mentos a mínimos. Consecuentemente, se
estableció un plazo no superior a 12 años para
su consolidación financiera con cargo a
impuestos.

A partir de la configuración de una clara y
adecuada estructura de financiación del
Sistema de protección social, su viabilidad se
enfrenta, fundamentalmente, a tres retos:

– Primero: La evolución demográfica.
– Segundo: La consecución de un alto nivel

de empleo.
– Tercero: La modernización de los siste-

mas de protección social para su adapta-
ción a los cambios del mercado laboral.

Algunas consideraciones sobre estos retos:

Primero: Por lo que respecta a la evolución
demográfica nos enfrentamos a dos hechos:

– Por una parte, el envejecimiento de la
población y el consiguiente aumento de la
esperanza de vida, que conlleva incremen-
tos en el gasto por pensiones, asistencia
sanitaria, servicios sociales y nuevas situa-
ciones de riesgo a proteger por las institu-
ciones públicas y privadas, como la
dependencia.

– Por otra parte, las bajas tasas de natalidad
que plantean una menor incorporación
de jóvenes al mercado laboral, o más tar-
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día como consecuencia de la prolonga-
ción de los procesos formativos.

Recientes estudios demográficos nacionales
y europeos ponen de manifiesto que en nues-
tro país el mayor impacto del envejecimiento
de la población se producirá a partir del año
2015, y con mayor intensidad a partir del año
2040.

Entre estas dos fechas se duplicará el ritmo
actual de incorporación de pasivos (pasando de
un crecimiento medio acumulativo anual del
0,6% al 1,6%) lo que indudablemente origina-
rá tensiones sobre el Sistema.

Aun tenemos un margen temporal, mayor
que en otros países europeos, para establecer
medidas que suavicen y amortigüen los efectos
negativos del envejecimiento de la población
sobre la viabilidad financiera del Sistema de
Seguridad Social.

Algunas han sido ya establecidas como desa-
rrollos del Acuerdo de Abril de 2001, dirigidas a
mantener en el empleo y en la vida activa a los
trabajadores mayores como son la prolongación
de la vida laboral, la introducción de compatibi-
lidad entre el trabajo y la jubilación parcial,
junto a los incentivos para mantener en el
empleo a los trabajadores mayores de 55 años.

Pero aún estas reformas adoptadas podrían
resultar insuficientes si al envejecimiento de la
población unimos la desventaja derivada de
nuestro mayor desempleo, lo que nos da una
mayor tasa global de dependencia económica.

Con el fin de equilibrar esta situación y, en
su caso, afrontar ciclos económicos débiles sin
acudir al incremento en cotizaciones sociales,
se acordó asimismo dotar prioritariamente al
Fondo de Reserva de la Seguridad Social con
los excedentes en cotizaciones sociales. En este
momento la cuantía del Fondo supera los
6.000 millones de Euros.

Conjuntamente con el análisis del envejeci-
miento de la población y del mantenimiento

de un alto nivel de empleo, aparece el reto de
elevar las tasas de natalidad.

Este objetivo guarda estrecha relación con la
incorporación de las mujeres al mercado de trabajo.

La comparación de nuestras tasas de actividad,
ocupación y desempleo, femeninas y masculinas,
con las de la Unión Europea, pone de manifiesto
que nuestro diferencial de empleo se centra, de
manera casi exclusiva, en el colectivo femenino.

Estas diferencias se relacionan parcialmente
con el retraso histórico de nuestro país en el
proceso de incorporación de la mujer al
empleo, ya que la evolución en el reparto tra-
dicional de roles sociales, se ha producido en la
sociedad española mas tardíamente que en
otros países de la Unión Europea

La sociedad española ha evolucionado asu-
miendo lentamente estos cambios, e incorpo-
rando en su seno otros más profundos en las
relaciones familiares, en el tamaño de las fami-
lias, en los patrones de nupcialidad y fertilidad,
así como el cambio radical producido en el
nivel educativo de las mujeres.

Todo ello, ha influido sin duda en la cre-
ciente incorporación de las mujeres al mundo
laboral durante los últimos 20 años.

En el año 2002 el número de mujeres activas
superó los 6 millones, registrando una tasa de
actividad femenina del 42,1%. La tasa prome-
dio de la Unión Europea es del 54%.

Este diferencial constituye un potencial de
empleo muy beneficioso para el Sistema de
Seguridad Social.

Para que ese empleo se haga realidad, tanto
para los jóvenes como para las mujeres en
todos los tramos de edad, es preciso incremen-
tar nuestro crecimiento económico y articular
políticas especificas en diversos campos.

Hasta ahora únicamente se han aprobado
una serie de normas dirigidas a compaginar la
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vida laboral y la familiar, que se han traducido
en un nuevo régimen de permisos cuyo coste se
soporta, exclusivamente, por las empresas y los
trabajadores.

Pero este no es un tema que deba tener un
enfoque exclusivamente laboral.

Las carencias existentes en materia de
infraestructura de servicios sociales públicos,
ya sean dirigidas a los menores y a la atención
de mayores o discapacitados (atención socio-
sanitaria, hospitalización a  domicilio, guar-
derías, ampliación de horarios escolares,
etc,...) dificultan la efectividad de otras
medidas dirigidas a compatibilizar la vida
laboral y familiar, resultando por ello clara-
mente insuficiente el mero establecimiento
de medidas en el ámbito de las relaciones
laborales.

Son necesarias, pues, políticas públicas que
articulen una buena dotación de servicios
sociales, financiadas por el conjunto de la
sociedad, ya que los bienes jurídicos a proteger
son de interés social general.

Cabe realizar idéntica reflexión respecto a
los incentivos en cotizaciones sociales vincula-
dos a la situación de maternidad, para afrontar
la fuerte caída de las tasas de natalidad.

No se trata meramente de una cuestión
situada en el ámbito de las relaciones laborales
ya que en esta caída influyen diferentes facto-
res (retraso en edad de maternidad por alarga-
miento de periodos de estudios, cuestiones
relativas a la vivienda, costes económicos de
educación de los hijos, y compatibilizar la vida
laboral y familiar, etc,...).

Este fuerte ajuste de la población tiene
importantes repercusiones económicas y socia-
les, tanto en términos de equilibrio financiero
del Sistema de Seguridad Social por ser éste un
modelo de reparto, como en términos de
empleo, por el envejecimiento de la población
laboral y la menor incorporación de población
más joven.

Segundo: Otro reto que señalaba anterior-
mente, junto a la evolución demográfica, es el
referido a la consecución de un alto nivel de
empleo.

Superarlo comporta actuaciones políticas
para fomentar la incorporación y el manteni-
miento en el empleo de la población más joven
y de la población de edad más avanzada. Es
decir, aumentar tanto nuestras tasas de activi-
dad como de ocupación.

El ámbito de estas políticas es diverso, pero
en el campo de la Seguridad Social me gustaría
incidir en algo ya comentado, y es el de los
efectos positivos que para el empleo tiene la
reducción de las cotizaciones sociales.

En este año 2003, las cotizaciones sociales
representan el 93% de los ingresos del Sistema
de Seguridad Social, con un montante total de
72.000 millones de Euros.

La suma ingente que representan las cotiza-
ciones sociales es, con diferencia, la más impor-
tante contribución que anualmente reciben los
Presupuestos Generales del Estado y de la
Seguridad Social, muy superior al montante
total de IRPF o el de los impuestos indirectos.

De este total las cotizaciones empresariales
ascienden a 57.000 millones de Euros repre-
sentando casi el 80% del total de los recursos
por cotizaciones sociales.

Informes de la OCDE, y del propio sistema
estadístico europeo, muestran que la contribu-
ción empresarial a la Seguridad Social en
España representa, en relación total de los
ingresos fiscales, un porcentaje superior en 9
puntos al que representa en los países de la
Unión Europea.

Con los últimos datos disponibles de la
Seguridad Social, en 1999 los ingresos por
cotizaciones empresariales en España eran 24
puntos porcentuales superiores a los del Reino
Unido, 15 puntos porcentuales superiores a los
que aportan los empresarios alemanes, 8 pun-
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tos superiores a los italianos y, finalmente, 6
puntos porcentuales superiores a los franceses.

Como contraste a lo anterior, las aportacio-
nes de los trabajadores españoles eran 11 pun-
tos inferiores a las de los alemanes, 7 puntos a
los del Reino Unido, 3 puntos a los de Francia
y superiores a los de los italianos en 3 puntos.

Las aportaciones de las Administraciones
Públicas en España eran también inferiores en
varios puntos porcentuales a las que realizan
los países que acabo de señalar.

Su participación en el gasto de protección
social se sitúa casi 11 puntos   por   encima   de
la   participación   de   las   cotizaciones empre-
sariales de los países de la Unión Europea.

El elevado montante de las cotizaciones
empresariales encarece los costes laborales difi-
cultando la competitividad de nuestros pro-
ductos en los mercados internacionales.

A veces se argumenta que España parte de
unos niveles absolutos de costes laborales infe-
riores a los de nuestros competidores.

Pero también es cierto que el nivel de pro-
ductividad general, condicionado por nuestro
nivel de infraestructuras, nuestro desarrollo
tecnológico, nuestro nivel de formación, etc.,
es también inferior al de nuestros competido-
res más directos.

Resultado de todo ello es que nuestros cos-
tes laborales unitarios se sitúan ligeramente por
encima de la media de la Unión Europea, en
una constante tendencia alcista.

Ha habido alguna experiencia de reducción
generalizada del tipo de cotización al Régimen
General (1995) pero esta medida tuvo escasa
traducción en términos de empleo ya que se
compensó con la elevación de un punto en el
IVA.

Hasta ahora, sucesivos Gobiernos han opta-
do por mantener una política de bonificacio-

nes en cotizaciones sociales de carácter selecti-
vo, para incentivar la contratación de determi-
nados colectivos, en lugar de abordar una
reducción generalizada de las cotizaciones
sociales empresariales.

Pero esas bonificaciones se financian con los
excedentes de las propias cotizaciones por
desempleo, pese a que la Recomendación
Primera del Pacto de Toledo señala a la fiscali-
dad general como fuente de financiación de
tales incentivos.

Desde el año 2000, el Sistema de
Seguridad Social, incluyendo la protección
por desempleo, presenta liquidaciones exce-
dentarias en cotizaciones sociales, que a nues-
tro juicio debieran propiciar una progresiva
reducción de carácter generalizado en las
cotizaciones empresariales, y aquí entraría-
mos en el círculo virtuoso, menos cotizacio-
nes, más empleo.

El criterio del Gobierno ha sido distinto,
propiciando que el superávit del Sistema de la
Seguridad Social contribuya a alcanzar el obje-
tivo de equilibrio presupuestario conocido
como “déficit cero”.

Esta decisión política produce algunos efec-
tos destacables:

Por una parte se traduce en una menor
aportación del Estado para la financiación del
gasto de prestaciones de naturaleza no contri-
butiva, (complementos de mínimos de pensio-
nes y gasto no contributivo de desempleo) que
es financiado mayoritariamente con cotizacio-
nes sociales (en torno a 6.000 millones de
Euros)

En paralelo, se produce un efecto de mayor
carga para las cotizaciones sociales. Al retrasar
en el tiempo la financiación total por el Estado
de las prestaciones no contributivas, se dificul-
ta el compromiso de aplicar excedentes a la
reducción de cotizaciones sociales, en cuantías
suficientemente significativas a efectos de crea-
ción de empleo.
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Pese a la aplicación de este mecanismo
compensatorio del déficit publico, el presu-
puesto del Sistema de Seguridad Social en
este año 2003 se presenta, una vez mas, en
términos excedentarios en cotizaciones
sociales.

Considerando que nuestro Sistema de
Seguridad Social responde al modelo de repar-
to, los excedentes en cotizaciones sociales sig-
nifican una recaudación superior a las necesi-
dades de gasto. Dicho de otra manera, la pre-
sión de las cotizaciones sociales resulta “excesi-
va” dado que podría reducirse, sin afectar con
ello la satisfacción del gasto social comprome-
tido.

Cuando hablamos del nivel contributivo la
presión recaudatoria debe guardar equilibrio
con el gasto. Si en el marco de este equilibrio
se producen excedentes, éstos deben aplicarse,
de forma equilibrada, a tres objetivos: la dota-
ción del Fondo de Reserva, la mejora de pres-
taciones y la reducción de las cotizaciones
empresariales. Las dos primeras aplicaciones se
han hecho efectivas, permaneciendo pendiente
la última.

Quedan otros apartados del Acuerdo suscri-
to en Abril de 2001 pendientes de desarrollo.
Entre ellos el reforzamiento del principio de
contributividad, es decir, buscar una mayor
proporcionalidad y ajuste entre el esfuerzo eco-
nómico aportado al sistema durante la vida de
activo y la prestación recibida del mismo en la
situación de pasivo.

Por otra parte, tal y como ya han hecho
otros países europeos (Alemania, Holanda), es
necesario abrir un debate a fondo sobre la
reforma de los Sistemas de Previsión Social
Complementaria.

Hasta la fecha, se han abordado reformas
parciales sobre los planes de pensiones colecti-
vos. A pesar de estas reformas, alguna reciente,
los planes de pensiones colectivos continúan
siendo escasamente incentivadores para las
empresas.

Se ha configurado un modelo que adolece
de problemas estructurales y comporta eleva-
dos costes económicos, adicionales a los ya ele-
vados costes sociales empresariales de financia-
ción del Sistema Público de Pensiones.

Por esta razón la extensión generalizada de
los sistemas de previsión social complementa-
ria exige, previamente, abordar su estrecha
relación con el Sistema Público de Seguridad
Social. El debate en estos términos sigue sin
plantearse, y se trata como si fueran dos fenó-
menos distintos y sin conexión.

Tercero: El último de los retos planteados es
el que en términos europeos, responde a la
denominación de “modernización” de los siste-
mas de protección social.

Bajo esta terminología se integra la necesi-
dad de dotar de mayor flexibilidad a los siste-
mas de protección social de cara a los cambios
sociales, de manera que puedan adaptarse no
sólo a los cambios previsibles del entorno eco-
nómico y demográfico, sino también acomo-
darse a la movilidad profesional y geográfica de
los trabajadores, a los cambios introducidos en
el mercado laboral por las nuevas tecnologías y
a las nuevas formas de organización del traba-
jo.

Los Sistemas de Seguridad Social europeos,
incluido el nuestro, se concibieron básicamen-
te para la protección de trabajadores depen-
dientes, estables, y a tiempo completo.

Pero el número creciente de trabajadores
independientes, y otras formas de organización
no convencional del trabajo como el teletraba-
jo, el trabajo a tiempo parcial, etc..., ponen de
manifiesto lagunas y carencias en el modelo
vigente que deben ser analizadas.

Estas nuevas situaciones, denominadas atí-
picas, son cada día más habituales, por lo que
los sistemas de Seguridad Social deben buscar
respuesta de forma equilibrada entre esas exi-
gencias del mercado laboral y las demandas de
protección adecuada de los nuevos colectivos.
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Para concluir mi intervención, me gustaría
transmitirles que la visión del mundo empresa-
rial sobre el futuro de la Seguridad Social no es
pesimista, es esperanzadora si seguimos vigi-
lantes para que el Sistema pueda, con equili-
brio financiero, soportar los incrementos de
prestaciones futuras.

Creemos que será posible superar los retos
que se le plantean con la introducción de
reformas graduales, a través del consenso y el
diálogo social con el objetivo de sostener una
sociedad de bienestar compatible con el cre-
cimiento económico y un alto nivel de
empleo.
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1. LOS ESTADOS DE BIENESTAR

Desde la publicación de la primera ley de
pobres británica promulgada en 1601 -y con
mayor intensidad desde las leyes de seguros
sociales de Bismark aprobadas en 1883-, el
debate sobre los efectos de la intervención
pública en el campo social ha sido continuo
entre aquellos que opinan que los gastos socia-
les propician la estabilidad social y generan un
buen funcionamiento de la economía y aque-
llos otros que creen que este tipo de gastos son
la fuente de muchos de los males que aquejan
a las sociedades desarrolladas de economía de
mercado. Las distintas respuestas políticas
dadas a este debate a lo largo del tiempo en
cada uno de los quince países que forman parte
de la Unión Europea actual han conformado
diferentes modelos de política social y de
Estados de Bienestar.

El término Estado de Bienestar -Welfare
State- constituye la forma en la que los gobier-
nos hacen frente a los problemas de la asistencia
social y la protección social. En la transforma-
ción de cada país –desde el Estado liberal al de
bienestar- han estado presentes una serie de fac-
tores políticos específicos que se han desarrolla-
do con un grado considerable de independen-
cia. El resultado es que se debe hablar de la exis-
tencia de diferentes Estados de Bienestar, más
que de un Estado de Bienestar ideal concebido
especialmente para proporcionar una mayor
calidad de vida a los ciudadanos. 

Según Henry Pelling, el término Welfare
State fue utilizado por primera vez en 1934 por
Alfred Zimmern en Quo Vadimus y poco tiem-
po después por Sir George Shuster durante una
conferencia que después fue publicada en 1937
con el titulo de Unites Empire. Así pues, en el
momento en que el arzobispo Temple llevó a
cabo sus famosas campañas sobre la asistencia
social a finales de los años treinta, el término
era ya de uso bastante extendido en Gran
Bretaña.

Las transformaciones políticas y administra-
tivas que tuvieron lugar durante el periodo de

entreguerras mundiales son esenciales  para la
compresión de cómo fueron reconstruidos los
Estados de Bienestar en la mayoría de los paí-
ses europeos a partir de 1945. Con distintos
niveles de intensidad, los Estados  europeos
habían dado ya pasos irreversibles hacia la
aceptación de nuevas responsabilidades sociales
entre 1890 y 1914, comprometiendo así los
valores liberales clásicos que cimentaron el pri-
mer desarrollo de los gobiernos democráticos.

Un elemento a tener en cuenta a la hora de
explicar el nacimiento del Estado de Bienestar
es el impacto que en la redefinición de los obje-
tivos del Estado haya podido tener la aparición
de alternativas globales a la economía de mer-
cado en la primera mitad del siglo pasado.
Como señala Rafael Muñoz de Bustillo en su
documentado trabajo sobre Retos y restricciones
del Estado de Bienestar en el cambio de siglo, esta
redefinición de las funciones del Estado se rea-
lizó con el objetivo de minimizar los resultados
menos atractivos derivados del funcionamien-
to del mercado y de ese modo aumentar su
legitimación y, al mismo tiempo, tratar de eli-
minar el riesgo de que triunfasen alternativas
revolucionarias al sistema capitalista. 

En el mencionado trabajo, Rafael Muñoz
de Bustillo recoge una cita de John Maynard
Keynes bastante significativa al respecto. Al
referirse a la filosofía social en su Teoría
General, Keynes apuntaba posibles alternativas
para preservar el sistema de mercado: “Los sis-
temas de los estados totalitarios de la actuali-
dad parecen resolver el problema de la desocu-
pación a expensas de la eficiencia y la libertad.
En verdad el mundo no tolerará mucho tiem-
po más la desocupación que, aparte de breves
intervalos de excitación, va unida –y en mi opi-
nión inevitablemente- al capitalismo indivi-
dualista; pero puede ser posible que la enfer-
medad se cure con un análisis adecuado del
problema, conservando al mismo tiempo la efi-
ciencia y la libertad”.

La gran acogida popular con que fue recibi-
do el denominado Plan Beveridge y los inten-
tos posteriores del gobierno laborista elegido
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en 1945 para dar una nueva orientación al
Estado de Bienestar británico hicieron posible
que las transformaciones de éste durante la
posguerra mundial alcanzasen la aureola de
una política consensuada. En este sentido, y
con el fin de precisar las cuestiones a las que se
hará referencia en los párrafos siguientes, cabe
señalar que lo que se conoce como Estado de
Bienestar incluye un amplio conjunto de inter-
venciones de los poderes públicos orientadas a
mejorar el bienestar y la calidad de vida de los
ciudadanos, las cuales pueden agruparse en
cinco grandes rubricas.

Una primera dimensión del Estado de
Bienestar es la constituida por las denominadas
transferencias sociales, que engloban diferentes
tipos de prestaciones sociales en metálico,
sobresaliendo por su importancia las pensio-
nes. En una segunda dimensión se englobarían
los servicios sociales, que son prestaciones socia-
les en especie, destacando por su importancia
la sanidad, la educación y los servicios destina-
dos a la familia. En tercer lugar, el Estado de
Bienestar también incluye las intervenciones
normativas destinadas a proteger la salud y
seguridad de los trabajadores y consumidores,
así como las relacionadas con un medio
ambiente adecuado. La cuarta dimensión del
Estado de Bienestar se corresponde con las
políticas de empleo destinadas a fomentar y
garantizar los niveles de ocupación. Por últi-
mo, la familia juega en muchas sociedades un
papel importante como suministradora de ser-
vicios sociales gratuitos en lo relacionado con
el cuidado de ancianos y niños.

En definitiva, el Estado de Bienestar está
conformado en los países más desarrollados por
un conjunto de interacciones entre mercado de
trabajo, protección social y familia. Así pues, las
políticas dirigidas a garantizar el pleno empleo,
los incentivos fiscales a la creación de fondos
internos de pensiones en las empresas, la nor-
mativa sobre seguridad en el trabajo y protec-
ción ambiental, la legislación sobre salarios
mínimos o la protección del empleo frente a
recesiones económicas forman parte del Estado
de Bienestar entendido en forma amplia.

Sin embargo, una de las grandes dificulta-
des para llegar a una definición satisfactoria del
Estado de Bienestar surge de la dificultad para
definir adecuadamente los objetivos sociales. A
este respecto, cabe señalar que no ha existido
nunca una concepción unitaria de cómo con-
seguir realizar la justicia social, igual que no ha
existido nunca un acuerdo unánime sobre el
proceso de cambio para alcanzar un sistema de
gobierno democrático. Por tanto, las múltiples
formas del Estado de Bienestar contemporáneo
son otras tantas manifestaciones de los com-
plejos y variados compromisos forjados por la
gestión política a lo largo de muchos años.

Con relación al Estado de Bienestar, la
cuestión que ha generado los mayores debates
se puede concretar en el interrogante siguien-
te: ¿se puede afirmar que los países con un
Estado de Bienestar avanzado, que implica un
elevado gasto público, son menos competiti-
vos que los caracterizados por un bajo nivel de
intervención pública en este campo?. Como
señalaba Katzenstein hace ya casi veinte años,
la respuesta no es simple, puesto que durante
varias décadas de la segunda mitad del siglo
XX los Estados del norte y centro de Europa,
que han disfrutado de Estados de Bienestar
plenamente desarrollados, se han colocado
entre los países más ricos del mundo, a pesar
de estar sometidos a una fuerte competencia
internacional. 

Un ejemplo de ello lo ponía de relieve en
1987 la revista The Economist al señalar que
Suecia era una paradoja económica. Este país
tenía el sector público más grande de cualquier
economía industrial, los impuestos más eleva-
dos, el Estado de Bienestar más generoso, las
diferencias salariales más reducidas y unos sin-
dicatos poderosos. De acuerdo con el saber
económico dominante debería estar sufriendo
de un brote agudo de euroesclerosis, con merca-
dos de trabajo rígidos y una industria poco
competitiva. En vez de eso, la economía sueca
de aquellos momentos se caracterizaba por la
presencia de numerosas grandes empresas fuer-
temente competitivas y por una de las tasas de
paro más bajas de Europa.
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Finalmente, y como señalaba recientemente
el premio Nóbel en Economía, Amartya Sen, el
Estado de Bienestar, tal como lo conocemos, es
uno de los grandes logros de la civilización euro-
pea y es una de las grandes contribuciones de
Europa al mundo. El resto del mundo -continua
Sen- ha tomado esta dirección, imitando cada
vez más, al valorarlo positivamente, en muchos
aspectos lo que ha sucedido en Europa desde
que concluyera la Segunda Guerra Mundial.

2. LA PROTECCIÓN SOCIAL

Dejando a un lado el intenso y amplio
debate sobre los efectos de la intervención del
Estado en la economía, este trabajo pretende
centrarse en una de las parcelas más significati-
vas del Estado de Bienestar como es la protec-
ción social, intentando dibujar el perfil que
presenta en los distintos Estados miembros de
la Unión Europea.

De acuerdo con la definición realizada por
el Sistema Europeo de Estadísticas Integradas de
Protección Social (SEEPROS) se entiende por
protección social toda intervención de organis-
mos públicos o privados destinada a disminuir
la carga que supone la aparición de ciertos ries-
gos o necesidades para los hogares y los indivi-
duos con la condición de que la misma no
tenga contrapartida y no proceda de disponibi-
lidades personales. 

La protección social –al contrario de lo que
sucede en los seguros privados- aspira, a través
de un sistema de mutualización de riesgos a
gran escala, a separar el nivel de riesgo indivi-
dual de cada asegurado de las cotizaciones efec-
tuadas por los trabajadores o los empresarios.
Así pues, la protección social tiene como obje-
tivo fundamental el asegurar el mantenimiento
de un determinado nivel de renta a los ciuda-
danos mediante la garantía de unos ingresos y
la prestación de servicios que tienden a cubrir
carencias o necesidades sociales.

En la definición y ámbito de la protección
social influyen distintas tradiciones, culturas y

estructuras organizativas y políticas específicas
para cada país. En el informe del Secretario
General del Consejo Económico y Social de las
Naciones Unidas del año 2000 se entendía por
protección social, en un sentido amplio, el
conjunto de políticas y programas guberna-
mentales y privados con los que las sociedades
dan respuestas a diversas contingencias a fin de
compensar la falta o reducción substancial de
ingresos provenientes del trabajo, brindar asis-
tencia a las familias con hijos y ofrecer atención
médica y vivienda a la población. 

Existen dos subcategorías principales de la
protección social. Por un lado, la asistencia
social, que consiste en la adopción de medidas
públicas concebidas para transferir recursos a
los grupos que reúnen las condiciones exigidas
debido a sus privaciones. Por otro, el seguro
social, que equivale a la seguridad social finan-
ciada por cotizaciones sociales vinculadas al
trabajo y que se fundamenta en el principio del
seguro, es decir, los individuos o las familias se
protegen contra cierto tipo de riesgos manco-
munando los recursos de un amplio grupo de
personas expuestas a los mismos.

Debido a limitaciones de interpretación, en
muchos países la protección social ha quedado
circunscrita, en mayor o menor medida, a los
sistemas de seguridad social. Sin embargo, la
protección social es más global y amplia que la
seguridad social ya que comprende también
programas de asistencia social para las personas
más necesitadas. Estos programas se basan en
planes en los que los beneficiarios no hacen
aportaciones y han sido creados para garantizar
un nivel mínimo de dignidad mediante la pres-
tación de servicios sociales a los ancianos, los
niños y otros grupos vulnerables. 

Puede afirmarse que la protección social es
uno de los grandes logros sociales del siglo
XX. La protección social es un objetivo
importante de la política social de muchos
países y suele considerarse como un derecho
fundamental de las personas a tener acceso a
programas efectivos y eficaces que alivien los
padecimientos derivados de riesgos sociales,
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tales como las enfermedades, la vejez, el
desempleo y la exclusión social, así como a
programas que protejan los ingresos de la
población proporcionando a ésta seguridad
alimentaria, educación, formación profesional
y viviendas a precios razonables.

En resumen, la protección social constituye
una intervención colectiva de la sociedad a fin
de proteger a sus ciudadanos de diferentes ries-
gos o contingencias, manteniendo su bienestar
y aumentando su capacidad de hacer frente a
los mismos. La protección social comprende la
adopción de medidas tanto públicas como pri-
vadas. Un enfoque global de esta parcela del
Estado de Bienestar puede ayudar a definir las
funciones en la protección social del gobierno,
del sector privado, de la comunidad y la fami-
lia. A este respecto, cabe señalar que, pese a los
cambios que se han registrado en la naturaleza
de la familia -y a sus limites poco precisos-, ésta
sigue siendo en muchas sociedades el elemento
esencial y decisivo que protege a las personas
en circunstancias extraordinarias. 

El objetivo final de la protección social es
aumentar la capacidad y las oportunidades de
la población y, por ende, promover el desa-
rrollo humano. Sin embargo, en opinión de
las Naciones Unidas, la protección social no
debería considerarse tan solo una función
residual de la política encaminada a garantizar
el bienestar de los más pobres, sino una base
para fomentar la justicia social y la cohesión
social, desarrollar la capacidad del ser huma-
no y promover la creatividad y el dinamismo
económico.

Las funciones de la protección social pue-
den apreciarse con arreglo a cuatro dimensio-
nes: una protección primaria dinámica que
ampare a las personas de imprevistos y riesgos;
una función de mantenimiento para satisfacer
necesidades básicas; una función de desarrollo
dirigida al fomento de la capacidad de la
población y una función de justicia social enca-
minada a lograr la solidaridad y la integración
social. Todas estas funciones están estrecha-
mente relacionadas entre sí, aunque su conse-

cución depende de instrumentos diferentes.
Además, es inevitable que en muchas ocasiones
se produzca una cierta superposición de los
instrumentos utilizados.

La protección social facilita el proceso de
cambios sociales y económicos, puesto que
reduce los costes de la transición económica y
los cambios estructurales en los diferentes paí-
ses. A este respecto, no debería olvidarse que la
falta de protección social puede conllevar un
alto coste de oportunidad al generar niveles
elevados de intranquilidad y conflictividad
social. Por lo tanto, los recursos destinados a la
protección social no se deben considerar gastos
improductivos sino una inversión importante
en capital humano y cohesión social, así como
un requisito necesario para alcanzar una socie-
dad solidaria.

A riesgo de caer en simplificaciones, se
puede intentar clasificar las características de
los sistemas de protección social de los países
comunitarios según cuatro modelos de Estado
de Bienestar. En primer lugar, estaría el mode-
lo nórdico-escandinavo, también llamado
modelo socialdemócrata o modelo institucio-
nal, que se caracteriza fundamentalmente por-
que distribuye a todos los ciudadanos las mis-
mas prestaciones sociales y éstas son financia-
das básicamente con impuestos. 

En segundo lugar, tendríamos el modelo
Beveridge, que toma su nombre del funciona-
rio británico que elaboró el famoso informe
que sentó los principios de este modelo y cuyo
rasgo más característico es que las ayudas socia-
les  solo se conceden a las personas más necesi-
tadas. Este modelo también se conoce con el
nombre de modelo anglosajón, modelo liberal
o modelo de protección social residual. 

En tercer lugar, nos encontramos con el
modelo Bismark, que debe su nombre al can-
ciller alemán que puso en marcha las prime-
ras leyes relacionadas con la seguridad social.
Este modelo, que solo concede prestaciones
sociales a los ciudadanos que previamente
han disfrutado de un empleo y realizado las
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correspondientes cotizaciones sociales, se
conoce también como modelo centroeuro-
peo, modelo conservador o modelo orienta-
do al rendimiento. 

Finalmente, estaría el denominado modelo
de subsidiariedad, que defiende el que una
parte significativa de las labores sociales deben
ser asumidas por la propia familia o tan cerca
de la familia como sea posible. Este modelo
también se denomina en ocasiones modelo
meridional o modelo católico.

Sin embargo, los perfiles básicos de estos
cuatro modelos han ido evolucionando con el
tiempo, incorporando en unos casos regímenes
complementarios de protección social privada
y en otros mayores niveles de universalización
en el caso de ciertas prestaciones sociales.
Actualmente, los países de la Unión Europea
combinan –aunque en proporciones diferen-
tes- los seguros sociales con la asistencia social
también denominada caridad de Estado.

3. FUENTES ESTADÍSTICAS SOBRE EL
GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL

Uno de los mayores problemas a la hora de
analizar la evolución de la protección social en
los diferentes países se deriva de la falta de armo-
nización de los datos y la falta de series homo-
géneas a lo largo del tiempo. A este respecto,
debe tenerse muy presente que no todo el gasto
público es gasto social y no todo el gasto social
se computa como protección social. Así pues,
para poder comparar los gastos en protección
social entre diferentes países hay que previa-
mente homogeneizar los conceptos y estadísticas
utilizadas. En el ámbito internacional las fuentes
estadísticas que presentan datos armonizados
son las tres siguientes: 

• La Organización Internacional del Trabajo
(OIT) que elabora el Coste de la Seguridad
Social. Esta base de datos es la referencia para
las estadísticas de ingresos y gastos que elabora
la OIT en materia de protección social para sus
Estados miembros.

• La Organización para la Cooperación y el
Desarrollo Económico (OCDE) elabora la
Base de Datos del Gasto Social (SOCX) que se
utiliza para suministrar un sistema contable
para el gasto social realizado por los Estados
miembros de la OCDE.

• La Oficina Estadística de las Comunidades
Europeas –Eurostat- publica el Sistema Europeo
de Estadísticas Integradas de Protección Social
(SEEPROS)1 que es el instrumento de obser-
vación estadística de la protección social en los
Estados miembros de la Unión Europea.

El ámbito actual del Coste de la Seguridad
Social de la OIT está limitado a las institucio-
nes que han sido establecidas mediante norma-
tiva pública y, por lo tanto, no incluyen el
gasto social de las instituciones privadas, mien-
tras que la base de datos SEEPROS incluye
esquemas privados que no están controlados
por una autoridad pública. Por otra parte, las
estadísticas de la OCDE se limitan a registrar
solamente el gasto en protección social, mien-
tras que la base de datos del Coste de la
Seguridad Social de la OIT incluye también los
ingresos por protección social. Los ingresos en
el caso de la OIT se clasifican por programas
(sistemas que cubren riesgos o necesidades
especificas), mientras que en la base de datos
SEEPROS los ingresos son registrados de
forma agregada. 

El SOCX de la OCDE suministra una cla-
sificación del gasto social en 13 áreas de políti-
ca social frente a las 9 categorías de riesgos
cubiertas por la encuesta del Coste de la
Seguridad Social de la OIT. Las diferencias
residen fundamentalmente en la estructura cla-
sificatoria que debería ser posible reagrupar
bajo la clasificación de la OIT. Así, en la base
de datos SOCX de la OCDE, las prestaciones
en especie para las personas mayores y discapa-
citadas son consideradas como un área política
específica y también las prestaciones familiares
en especie.
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En la OCDE, el área de las Políticas Activas
de Mercado de Trabajo (ALMP) incluye una
cobertura más amplia que la que es utilizada en
la encuesta del Coste de la Seguridad Social de
la OIT: por ejemplo, los programas especiales
para jóvenes que se encuentran en transición
de la escuela al trabajo no son computados por
las estadísticas del Coste de la Seguridad Social
y si en cambio se incluyen en la base de datos
SOCX. Por otra parte, la versión vigente del
sistema SEEPROS no incluye la función de
promoción del empleo, lo que le diferencia de
la base de datos SOCX que, como se ha seña-
lado anteriormente, si incluye esta función de
políticas activas de mercado de trabajo.

En general, la base de datos SOCX de la
OCDE excluye los costes administrativos rela-
cionados con la protección social. Sin embar-
go, en el caso de aquellas áreas de política social
donde son incluidos este tipo de gastos, como
son la sanidad y los programas activos de mer-
cado de trabajo, dichos gastos están agregados
a los totales y no se suministra ninguna desa-
gregación de los mismos.

Como se puede comprobar con lo comen-
tado hasta aquí, no existe una definición uni-
versalmente aceptada del ámbito de la protec-
ción social, ni existe ninguna que sea apropia-
da para todas las finalidades. Las estadísticas
del gasto en protección social que son recopila-
das por la OIT siguen, en general, la nueva
metodología SEEPROS que ha sido revisada
en 19962. De acuerdo con este sistema, la pro-
tección social engloba todas las intervenciones
de las instituciones públicas y privadas intere-
sadas en mitigar a las familias y a los individuos
la carga de un conjunto determinado de riesgos
o contingencias, con la condición de que no se
abone simultáneamente ninguna cantidad, ni

se incluya una provisión individual mediante
contrato. 

Las prestaciones dentro de la estructura de
la protección social pueden adoptar diferentes
formas, si bien normalmente están limitadas a
pagos en metálico a las personas protegidas, a
reembolsos de gastos realizados por dichas per-
sonas y a los bienes y servicios suministrados
directamente a las mismas. Por ejemplo, las
deducciones de impuestos y los préstamos con
intereses subvencionados no son considerados
como protección social dentro de la metodolo-
gía SEEPROS. Tampoco el gasto realizado por
los empresarios en prestaciones a los trabajado-
res que pueda razonablemente considerarse
como una compensación en especie por el tra-
bajo realizado no es considerado como una
prestación social. 

Sin embargo, las prestaciones de protección
social pueden estar condicionadas a alguna
acción para ser disfrutadas por el beneficiario,
tal como participar en un curso de formación
profesional. Por otra parte, la protección social
excluye todas las políticas de seguro que son
acometidas por iniciativa privada de los indivi-
duos o de las familias en forma aislada y en su
propio interés.

En la metodología SEEPROS los riesgos o
necesidades cuya provisión se considera un
campo de la protección social son las funciones
siguientes: enfermedad y asistencia sanitaria;
incapacidad; vejez; supervivencia; familia e
infancia; desempleo; vivienda y exclusión
social no considerada en otra parte. Así pues,
las funciones son definidas en términos de su
objetivo final y cada función es evaluada según
el tipo de prestaciones realizadas: prestaciones
en metálico o prestaciones en especie.

En la base de datos de la OIT los gastos son
computados en términos netos, es decir,
excluidas las cotizaciones de los beneficiarios,
siendo presentadas las cotizaciones de forma
separada en la información elaborada por esta
agencia de las Naciones Unidas. Por el contra-
rio, las cifras de las estadísticas SOCX de la
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2 La primera versión de la metodología SEEPROS fue aproba-
da en 1980 y publicada en 1981 y se refería a las operaciones
de ingresos y gastos. Desde su origen el  SEEPROS ha mante-
nido una fuerte coordinación con el Sistema Europeo de
Cuentas Económicas Integradas (SEC), hasta el punto de que
algunas definiciones del SEEPROS se han tomado directa-
mente del SEC. La versión vigente del SEEPROS data del año
1996 y está adaptada al SEC-95.



OCDE registran el gasto en términos brutos.
Finalmente, cabe señalar que existe una edi-
ción actualizada de la base de datos sobre el
gasto social de la OCDE que incluye series his-
tóricas para el periodo 1980-1998 de los países
miembros.

3. 1. El sistema armonizado SEEPROS

Una vez comentadas las principales diferen-
cias entre las tres bases de datos que contienen
información armonizada sobre la protección
social en el ámbito internacional, nos centrare-
mos en un análisis más detallado de la fuente
estadística que hace referencia a los países
comunitarios objeto de este trabajo. Por tanto,
en este epígrafe se incluye una aproximación al
Sistema Europeo de Estadísticas Integradas de
Protección Social (SEEPROS) con el objetivo de
poder describir los rasgos más característicos del
modelo social europeo en cada Estado miem-
bro y en el conjunto de la Unión Europea.

Como se señaló anteriormente, el SEE-
PROS es un instrumento diseñado por la
Oficina Estadística de la Unión Europea
(Eurostat) para hacer posible la presentación
de los datos de protección social de los Estados
miembros, de modo que la comparación entre
ellos pueda realizarse en las mejores condicio-
nes estadísticas. Según la metodología de 1996
los gastos en protección social incluyen todas
aquellas intervenciones de organismos públicos
o privados destinados a aligerar la carga que
representan para los hogares e individuos una
serie de riesgos o contingencias, previamente
determinados, siempre que no exista una con-
trapartida simultánea y recíproca por parte del
beneficiario.

Los datos SEEPROS proceden de los presu-
puestos liquidados de los distintos países
comunitarios. Se trata, por tanto, de cifras de
gasto realizado. Hecha la aclaración metodoló-
gica y estadística sobre el contenido de los gas-
tos sociales, se trata de analizar lo que éstos en
conjunto y en cada una de sus funciones repre-
sentan. Sin embargo, para que estas cifras sean
comparables y representativas deben someterse

a procesos de homogeneización mediante la
conversión a una unidad de cuenta (euro), a un
patrón de poder estándar de compra (PPS) y
también a la referencia a una magnitud común
como es el Producto Interior Bruto (PIB).

Para poder realizar la comparación en el
tiempo se deben transformar a unidades cons-
tantes, aplicando el pertinente índice de pre-
cios con el fin de expresarlo de acuerdo con las
posibilidades adquisitivas de la moneda de
cada país, es decir, en función de una unidad
de poder adquisitivo común, expresándolas
con respecto al patrón de poder estándar de
compra (PPS) al aplicar los tipos de cambio. El
esfuerzo relativo de los países se mide ponien-
do las cifras así calculadas en relación con una
magnitud económica de aceptación general
como es el PIB. La misma sistemática se sigue
en el tratamiento de las distintas funciones de
gasto social que considera el SEEPROS.

La protección social tiene como objetivo
fundamental el asegurar el mantenimiento de
un determinado nivel de renta a los individuos.
Es decir, ofrece la garantía de unos recursos y la
prestación de servicios tendentes a cubrir
carencias o necesidades sociales. Es por ello que
su traducción en gasto público no tiene una
forma unívoca, siendo importante la estructu-
ra que adopta en cada país. Tampoco es unívo-
ca la función social de todas las actividades y
prestaciones ligadas a la protección social, sien-
do relevantes los factores que condicionan la
utilización de los recursos en una u otra finali-
dad, ya que -en última instancia-, son los
determinantes del gasto social.

Los gastos en protección social compren-
den tres categorías o grupos básicos: las trans-
ferencias, los servicios prestados y las exencio-
nes fiscales, los cuales, a su vez, tienen acep-
ciones no coincidentes en los diferentes
sistemas de contabilidad social. De ahí la nece-
sidad de utilizar sistemas de armonización
como el SEEPROS.

En terminología SEEPROS, el conjunto de
transferencias sociales se denominan prestacio-
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nes sociales en metálico, porque la función que
realiza el organismo prestador se limita a una
asignación financiera a los beneficiarios, los
cuales pueden utilizarla a su libre elección. En
definitiva, es un sistema que, suponiendo la
utilización racional por parte del usuario,
prima su libertad de decisión personal. Por el
contrario, los servicios sociales, como presta-
ción real de un servicio, se denominan presta-
ciones sociales en especie. En este caso no se
trata de una simple financiación, sino que lleva
implícita directa o indirectamente un control
de la misma. 

El volumen relativo de uno u otro tipo de
prestación refleja el resultado de una determi-
nada combinación de políticas sociales. Por
una parte, que la existencia de bienes y servi-
cios con características determinadas (bienes
públicos o sociales, bienes de mérito, bienes
preferentes) exige la intervención del sector
público. Por otra, es la expresión de la decisión
política sobre la forma de instrumentar la polí-
tica social de un Gobierno. Sin embargo, cabe
señalar que dentro del epígrafe de prestaciones
en metálico se incluyen los emolumentos de
mayor peso de la política social y general de un
Gobierno: las pensiones.

La terminología SEEPROS incluye un ter-
cer componente de prestaciones de protección
social como son las denominadas prestaciones
(bonificaciones) fiscales. Se trata de gastos fis-
cales, entendiendo por tales a los gastos públi-
cos efectuados a través del sistema fiscal, desti-
nados a la realización de objetivos económicos
y sociales concretos y que son derogaciones de
la normativa fiscal que tienden a favorecer una
actividad o grupo de personas determinado.
Así, mediante la aplicación de actuaciones con-
cretas y específicas en la normativa que regula
las diferentes figuras impositivas, los sujetos
pasivos que cumplen las condiciones exigidas
pueden beneficiarse de una reducción en el
impuesto a pagar por la cuantía establecida de
beneficio fiscal. En definitiva, es como si
hubiera pagado la cuota íntegra y en el mismo
momento le hubieran entregado una cantidad
en efectivo en concepto de subvención.

El concepto de gastos fiscales y su aplica-
ción en el sistema impositivo en los países de la
Unión Europea es relativamente reciente y está
poco definida. Por ello no es posible determi-
nar ni analizar comparativamente su cuantía
entre los países que tienen implantada su utili-
zación, además en algunos casos ni siquiera
está definido el sentido económico o social de
algunos de estos gastos, su delimitación y
mucho menos su cuantificación o estimación.

Por todas estas razones, el SEEPROS hasta
ahora no presenta estadísticas sobre esta cate-
goría de gastos sociales, ya que solo se maneja
al nivel de concepto, por lo que el vacío numé-
rico en esta campo debe tenerse en cuenta si se
pretende llegar a una cuantificación global.

Tanto las prestaciones sociales en metálico
como en especie tienen una función, ya que
están destinadas a prestar un determinado ser-
vicio o dirigidas a cubrir una determinada
necesidad. La forma de plasmar el gasto públi-
co a través de su naturaleza final, es decir, la
clasificación funcional, es una expresión del
gasto que tiene una gran incidencia en la socie-
dad, por eso se la ha venido en llamar la clasi-
ficación del ciudadano.

Sin embargo, la expresión funcional es una
decisión arbitraria, pues depende de la valora-
ción de la importancia relativa de las funciones
fiscales del gasto y del detalle o desglose del
mismo. La intervención de los organismos
internacionales, entre ellos la Unión Europea,
favorecen la convergencia de este tratamiento
por parte de los países, aunque persistan
nomenclaturas y niveles de detalle diferentes
según el objetivo de cada entidad. La clasifica-
ción por funciones que utiliza el sistema SEE-
PROS es la que se reseña a continuación.

Enfermedad y atención sanitaria

En la contingencia de enfermedad, la pro-
tección social debe entenderse como un man-
tenimiento de la renta mediante pagos en
metálico ante el supuesto de enfermedades físi-
cas y mentales de los individuos, excluida la
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incapacidad. La atención sanitaria está orienta-
da a mantener, restaurar o mejorar la salud,
cualquiera que sea el origen de la enfermedad,
incluyendo, entre otros, pagos por baja de
enfermedad, cuidados médicos y productos
farmacéuticos. La versión de 1996 incluye
también en esta función los accidentes labora-
les y las enfermedades profesionales.

Incapacidad

Hace referencia a la falta de aptitud pata ejer-
cer una actividad de un grado prescrito o para
llevar una vida social normal, cuando es proba-
ble que esta falta de aptitud sea permanente o
cuando subsista más allá de un periodo limitado,
tal como se define, en su caso, en la legislación
relativa a la cobertura del riesgo de enfermedad.
La incapacidad puede ser congénita o resultar de
una enfermedad (salvo enfermedad profesional),
de un accidente (salvo de trabajo) o de un acon-
tecimiento determinado. Esta función pretende
mantener la renta a través de pagos en metálico
o en especie (excepto atención sanitaria) ante el
supuesto de incapacidad de individuos con una
discapacidad física o mental para desempeñar
actividades económicas o sociales, incluyendo,
entre otros, pensiones de incapacidad y la provi-
sión de bienes y servicios, distintos de la asisten-
cia sanitaria, a los discapacitados.

Vejez

Corresponde al hecho de haber alcanzado
una cierta edad mínima a partir de la cual, en
la mayor parte de los casos, puede cesar en la
actividad profesional principal. Consiste en el
mantenimiento de los ingresos mediante pagos
en metálico o en especie (excepto atención
sanitaria) en el supuesto de vejez, incluyendo,
entre otros, pensiones de jubilación y la provi-
sión de bienes y servicios, distintos de la asis-
tencia sanitaria, a las personas mayores.

Supervivencia

Una prestación de supervivencia es una
prestación concedida en virtud de un derecho
derivado, es decir, adquirido originariamente

por otra persona, cuyo fallecimiento condicio-
na la atribución de la prestación. En algunos
casos el derecho puede ser directo: no existen-
cia de vínculo entre prestación recibida y aque-
lla a la que hubiera podido aspirar el miembro
de la familia fallecido. Consiste en el manteni-
miento de los ingresos mediante pagos en
metálico o en especie ante el supuesto del falle-
cimiento de un miembro de la familia. Un
ejemplo encuadrado en esta función serían las
pensiones de supervivencia en los supuestos de
viudedad y de orfandad.

Familia e hijos

Comprende todas las prestaciones que tie-
nen por objeto las cargas que resultan de la
crianza de los hijos y, eventualmente, si la legis-
lación lo prevé, del mantenimiento de otros
miembros de la familia (cónyuge, ascendientes,
etc.). La versión de 1996 incluye también en
esta función las prestaciones relacionadas con
la maternidad. Se trata de todas las prestacio-
nes que tienen por objeto los gastos que resul-
tan de la concepción y del nacimiento de los
hijos, así como las de la misma naturaleza que
se conceden en caso de aborto o con ocasión de
adopción.

Desempleo

Comprende todas las prestaciones destina-
das a garantizar la subsistencia de las personas
protegidas en caso de pérdida total o parcial de
los ingresos obtenidos del trabajo por causa de
desempleo. Consiste en el mantenimiento de
los ingresos mediante pagos en metálico o en
especie en el supuesto de desempleo, incluyen-
do, entre otros, las prestaciones por desempleo
y la formación profesional para parados finan-
ciada por instituciones públicas.

Vivienda

Se incluyen los pagos efectuados por las
administraciones públicas a favor de ciertas
categorías de familias, especialmente las de
recursos modestos, con el fin de disminuir el
coste de utilización de su vivienda.
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Exclusión social no clasificada en otra parte

Incluye los importes de las prestaciones que,
por destinarse simultáneamente a funciones
diversas, no pueden afectarse separadamente a
ninguna de ellas, ni siquiera por estimación.
Incluye además los importes de prestaciones
que afectan a áreas distintas de las cubiertas por
las demás funciones, pero cuyo objetivo se
aproxima al de la protección social en sentido
amplio: prestaciones de apoyo a las rentas, ayu-
das a favor de indigentes, medidas de lucha
contra la pobreza, gastos de reinserción de
delincuentes juveniles, rehabilitación de alco-
hólicos y de adictos a las drogas, así como otras
formas de asistencia social en favor de personas
desprovistas de recursos, de personas sin hogar
y de disminuidos sociales.

Otra forma de clasificar las prestaciones socia-
les es aquella en la que se desglosan en prestacio-
nes sociales con o sin condición de recursos, sien-
do las primeras las que están condicionadas,
explícita o implícitamente, por la legislación de
cada país, a que la renta y/o el patrimonio del
beneficiario se sitúe por debajo de un nivel deter-
minado. Por otra parte, dentro de cada función
la clasificación de las prestaciones sociales por
tipos tiene dos niveles. En primer lugar, existe
una clasificación general aplicable a todas las
funciones que distingue entre prestaciones en
metálico (periódicas o de carácter único); presta-
ciones en especie y cotizaciones sociales reasigna-
das. En segundo lugar, el SEEPROS contempla
una clasificación más detallada en la que las
rúbricas son especificadas para cada función o
para un número determinado de éstas.

El SEEPROS registra en euros las cuantías
de ingresos y gastos en materia de protección
social, así como el gasto en prestaciones socia-
les en metálico y en especie para cada función.
Además, la información estadística manejada
en este trabajo está expresada también, en cier-
tas ocasiones, en unidades de Poder Estándar de
Compra (PPS)3 y, en su caso, a precios del año

1995, que es el año base establecido por la últi-
ma versión del Sistema Europeo de Cuentas
Integradas (SEC-95). 

La transformación a unidades PPS a precios
de 1995 de las series temporales manejadas para
cada Estado miembro se ha efectuado convir-
tiendo primero los importes nacionales de cada
año a cifras expresadas a precios de 1995, utili-
zando para ello el índice nacional respectivo de
precios al consumo. Posteriormente, a dichos
importes nacionales expresados en términos
reales se le aplicó la tasa de conversión del PPS
para 1995. A través de este proceso de conver-
sión se consigue, por un lado, que un mismo
importe represente en todos los países comuni-
tarios un poder adquisitivo similar a efectos del
consumo privado de los hogares y, por otro, que
la evolución en el tiempo se ofrezca en términos
reales4.

Los ingresos contemplados en el sistema
SEEPROS comprenden cotizaciones sociales
tanto reales como ficticias, aportaciones públi-
cas financiadas con impuestos y otros ingresos,
fundamentalmente rentas patrimoniales. En
concreto, y de acuerdo con la metodología
SEEPROS, la clasificación de los ingresos liga-
dos a la protección social presenta la estructu-
ra siguiente:

1. Cotizaciones sociales
a. Cotizaciones sociales a cargo de los

empleadores 
I Cotizaciones reales
II Cotizaciones ficticias
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el poder de compra hay que eliminar las diferencias en los
niveles de precios. Por tanto, las PPS realizan dos funciones: la
conversión de monedas a una divisa común y la eliminación de
las diferencias en los niveles de precios. Por otra parte, cuando
los países comparten la misma moneda, como es el caso de los
doce Estados de la zona euro, la primera función desaparece.
Sin embargo, si se desea reconstruir series históricas compara-
bles de los Estados miembros de la Unión Europea en materia
de protección social sigue siendo necesario recurrir a las PPS
incluso en los países de la zona euro.
4 La mayor parte de la información estadística utilizada en este
trabajo se ha tomado de European social statistics. Social protec-
tion. Expenditure and receipts. Data 1991-2000, elaborada por
Eurostat y que se ha publicado en febrero de 2003



b. Cotizaciones a cargo de las personas pro-
tegidas

I Asalariados
II Autónomos
III Pensionistas y desempleados

2. Cotizaciones sociales reasignadas

3. Aportaciones de las administraciones públicas

4. Transferencias entre regímenes

5. Otros ingresos

Las cotizaciones sociales reales de los emple-
adores son los pagos que éstos realizan a las ins-
tituciones públicas que administran los siste-
mas de protección social, mientras que las coti-
zaciones sociales ficticias representan la contra-
partida de las prestaciones sociales directas
suministradas por los propios empresarios a sus
trabajadores, menos, en su caso, las aportacio-
nes de los trabajadores beneficiarios.

Las cotizaciones sociales reasignadas reco-
gen como ingresos del régimen receptor las
cuantías de gastos que hace un régimen de pro-
tección social a otro régimen con el fin de

mantener o incrementar los derechos de las
personas que protege.

Además, tanto las cotizaciones sociales de
los empleadores como las aportaciones de las
administraciones públicas y los otros ingresos
se subclasifican por el sector de procedencia,
distinguiendo entre empresas, administración
central, administraciones territoriales, admi-
nistraciones de seguridad social, hogares, insti-
tuciones privadas sin fines de lucro y resto del
mundo.

Por último, el gasto total en protección social
expresado como porcentaje sobre el Producto
Interior Bruto (PIB) constituye un indicador del
esfuerzo relativo que realiza cada país en materia
de protección social. Sin embargo, su interpreta-
ción debe hacerse con cautela, ya que, por un
lado, cuanto más rico es un país menos esfuerzo
le cuesta dedicar una parte de su renta a financiar
funciones de protección social y, por otro, este
indicador está midiendo, al mismo tiempo, la
evolución de la protección social y de la econo-
mía general del país, por lo que basta un buen
crecimiento interanual del PIB en términos rea-
les para que la protección social aparezca infrava-
lorada y viceversa.
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Gráfico n° 1

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL SEGÚN LA OCDE
Año 1998. Porcentaje sobre el PIB

Fuente: Elaboración propia a partir de OCDE. The OECD Database, 1980-1998, 20 Years of Social Expenditure



4. LA PROTECCIÓN SOCIAL EN LA
UNIÓN EUROPEA

Es una opinión bastante extendida que, en
general, los Estados miembros de la Unión
Europea se caracterizan por sistemas de protec-
ción social que han permitido durante décadas
compaginar la prosperidad económica con un
elevado grado de cohesión social. Sin embargo,
esta afirmación requiere de matizaciones cuan-
do se desciende al nivel de cada país comunita-
rio, pues si se comparan las cifras de la protec-
ción social europea con las que registran otros
países industrializados los resultados no son
tan homogéneos. 

Utilizando las cifras de gasto en protección
social que elabora la OCDE, los últimos datos
disponibles señalan que los niveles de protec-
ción social, en general, eran superiores en los
países de la Unión Europea con relación a los
exhibidos por los Estados Unidos y Japón. 

Los niveles de protección social en Irlanda
–los más bajos de los países de la Unión
Europea– son los que más se aproximaban en
1998 a los indicadores de Estados Unidos y
Japón. Por el contrario, los valores de Australia y

Nueva Zelanda se asemejan bastante a los alcan-
zados por España y Portugal. Finalmente,
México es el país de la OCDE con los niveles de
protección social más bajos, ya que el gasto en
este campo solo supone el 8,2 por ciento del PIB
mexicano.

Si las comparaciones se centran en el
interior de la Unión Europea5 y se toma
como referencia los datos elaborados por
Eurostat sobre gasto público total, la infor-
mación disponible permite descomponer
esta partida en tres grandes componentes.
Por un lado, tendríamos el gasto en protec-
ción social expresado en términos SEE-
PROS y el gasto público en educación,
representando la suma de ambos la cifra del
gasto público social. Por otro, estaría el
resto del gasto público no destinado a pres-
taciones sociales. 
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5 En los gráficos incluidos en este trabajo los Estados miem-
bros de la Unión Europea (EU15) se presentan normalmente
en el orden en que aparecen en las estadísticas que publica
Eurostat y con las siglas que son utilizadas en las publicaciones
comunitarias: Bélgica (B), Dinamarca (DK), Alemania (D),
Grecia (EL), España (E), Francia (F), Irlanda (IRL), Italia (I),
Luxemburgo (L), Holanda (NL), Austria (A), Portugal (P),
Finlandia (FIN), Suecia (S) y Reino Unido (UK)

Gráfico n° 2

COMPONENTES DEL GASTO PÚBLICO EN LA UNIÓN EUROPEA
Año 1999. Porcentaje sobre el PIB

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburg



Los datos correspondientes al año 1999 pre-
sentaban el perfil que se recoge en el gráfico n°
2. En dicho gráfico se observan diferencias muy
acusadas en el ámbito de la Unión Europea, des-
tacando Suecia (60,3 por ciento del PIB) y
Dinamarca (56,0 por ciento) como los países

con mayores niveles relativos de gasto público,
mientras que Irlanda (35,0 por ciento), Reino
Unido (39,1 por ciento) y España (40,9 por
ciento) ocupan los últimos lugares. En el caso de
nuestro país, el indicador se sitúa a 7 puntos
porcentuales de la media comunitaria.
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Gráfico n° 3

EVOLUCIÓN DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LA UNIÓN EUROPEA
Media comunitaria en porcentaje sobre el PIB

Gráfico n° 4

EVOLUCIÓN DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LOS ESTADOS DE LA UNIÓN EUROPEA
En porcentaje sobre el PIB

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



Las diferencias se mantienen si se consi-
dera el gasto público educativo: Suecia y
Dinamarca son los países en los que este
tipo de gasto es más elevado; representa el
7,7 y 8,1 por ciento del PIB, respectivamen-
te. El último lugar lo ocupa Grecia, con un
3,6 por ciento del PIB, mientras que
España, con un 4,5 por ciento se sitúa a un
punto porcentual de la media comunitaria,
dentro de un grupo de seis países
(Alemania, Irlanda, Italia, Holanda y Reino
Unido) que presentan niveles de gasto
público educativo muy similar. Por último,
existe un conjunto de cinco países (Bélgica,
Francia, Austria, Portugal y Finlandia) en
los que el gasto público en educación en
relación al PIB supera el valor de la media
comunitaria, pero sin llegar a los niveles de
los dos países de cabeza.

4. 1. El gasto en protección social y el
Producto Interior Bruto

Frente a lo sucedido en etapas anteriores, a
lo largo del último quinquenio el gasto en pro-
tección social en el conjunto de la Unión
Europea se ha caracterizado generalmente por
tasas reducidas de crecimiento. Durante este

periodo el crecimiento real del gasto en protec-
ción social ha sido positivo, pero se ha situado
ligeramente por debajo del crecimiento experi-
mentado por el Producto Interior Bruto (PIB).
Como resultado de esta tendencia, el gasto
bruto en protección social con relación al PIB
se ha reducido del 28,3 por ciento alcanzado
en 1995 al 27,3 por ciento en 2000. Si se
excluyen los costes administrativos y se consi-
dera únicamente el gasto en prestaciones socia-
les, la cifra en 2000 se sitúa en torno al 26,5
por ciento del PIB.

El gráfico n° 3 presenta la evolución del gasto
medio comunitario en protección social a lo
largo de los años noventa. En la pasada década
se pueden diferenciar claramente dos periodos
desde el punto de vista de la evolución del gasto
en protección social. Un primer periodo que va
desde 1990 a 1993, en el que la importancia del
gasto en protección social en términos de PIB
experimenta un incremento de más de tres pun-
tos porcentuales, alcanzando un valor máximo
en 1993 al situarse en un 28,8 por ciento. Un
segundo periodo que va desde 1994 a 2000, en
el que citado indicador registra una evolución
descendente que se ha traducido en una reduc-
ción de 1,5 puntos porcentuales.
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Gráfico n° 5

EVOLUCIÓN DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LOS ESTADOS DE LA UNIÓN EUROPEA
En porcentaje sobre el PIB

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



Como puede observarse en el gráfico n° 4, en
el año 2000 continúan existiendo grandes dife-
rencias dentro de la Unión Europea, con gastos
que oscilan entre el 32,3 por ciento del PIB en
Suecia y el 14,1 por ciento en Irlanda. Además
de Suecia, la participación más alta se registra en
Francia (29,7 por ciento) y en Alemania (29,5
por ciento). España, con un gasto en protección
social que representa el 20,1 por ciento del PIB,

ocupa el penúltimo lugar de la Unión Europea
superando solamente a Irlanda en el valor de
esta ratio de esfuerzo relativo en materia de pro-
tección social.

Por otra parte, el gráfico n° 4 ofrece la evolu-
ción del gasto relativo en protección social
tomando como referencia los valores de los años
1990 y 2000. En el citado gráfico se puede apre-
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Gráfico n° 6

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LOS ESTADOS DE LA UNIÓN EUROPEA
Gasto por habitante en PPS. Año 2000

Gráfico n° 7

GASTO PER CÁPITA EN PROTECCIÓN SOCIAL Y PRODUCTO INTERIOR BRUTO POR HABITANTE EN LA

UNIÓN EUROPEA
Media de la Unión Europea igual a 100. Año 2000

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



ciar que en cuatro países (Bélgica, Dinamarca,
España y Finlandia) el valor del indicador perma-
nece prácticamente inalterado en ambas fechas.
En siete países (Alemania, Grecia, Francia, Italia,
Austria, Portugal y Reino Unido) la ratio del
gasto social con respecto al PIB experimentó un
crecimiento apreciable si se comparan las cifras de
1990 y 2000, mientras que en los cuatro países
restantes (Irlanda, Luxemburgo, Holanda y
Suecia) los valores del año 2000 representan una
reducción del indicador analizado con respecto a
las cifras registradas diez años antes. 

Los comportamientos más extremos se
han producido en Portugal, que ha experi-
mentado un crecimiento de 5 puntos porcen-
tuales en el valor del indicador de esfuerzo
relativo en protección social y en Holanda e
Irlanda, cuyos niveles de gasto en protección
social con respecto al PIB han sufrido una
reducción de más de 5 puntos porcentuales
entre 1990 y 2000.

Si se toma como referencia el comporta-
miento del indicador del gasto en protección
social en términos de PIB en tres momentos
diferentes de la década de los noventa, el gráfi-
co n° 5 muestra las cifras de la media comuni-
taria y de seis países europeos para los años
1990, 1993 y 2000. Se puede observar como,
salvo en el caso de Portugal, todos los países
representados en el gráfico exhiben la misma
tendencia: crecimiento del gasto relativo en

protección social en los primeros años noven-
ta, cota máxima en 1993 y descenso más o
menos acusado entre 1994 y 2000. 

La reducción más significativa se produce
en Suecia, país que pasó de un gasto del 39 por
ciento del PIB en 1993 a un 32,3 por ciento en
2000, lo que equivale a una reducción de casi
7 puntos porcentuales en tan solo siete años.
Le sigue Holanda, en donde la reducción en el
mismo periodo fue de algo más de 6 puntos
porcentuales, al pasar de un gasto de un 33,6
por ciento del PIB en 1993 a una ratio del 27,4
por ciento en 2000.

En el caso de España, se paso de un gasto en
protección social del 24 por ciento del PIB en
1993 a un 20,1 por ciento en 2000, lo que
supuso una reducción de casi 4 puntos porcen-
tuales. Por el contrario, en Portugal el compor-
tamiento que siguió el gasto en protección
social fue distinto al resto de los países de la
Unión Europea, puesto que el indicador con
respecto al PIB se incrementó en 1,7 puntos
porcentuales, situándose en un nivel del 22,7
por ciento del PIB en el 2000.

A pesar de la tendencia negativa observada
en la segunda mitad de los noventa, el gasto en
protección social había experimentado un cre-
cimiento continuado en la mayoría de los paí-
ses durante las décadas anteriores. En general,
este comportamiento expansivo del gasto en
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Gráfico n° 8

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LA UNIÓN EUROPEA
Tasas de crecimiento anual del gasto total durante el período 1990-1999

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



protección social reflejaba una participación
creciente en el gasto de las prestaciones ligadas
a las personas mayores, los costes crecientes
asociados con la asistencia sanitaria y el cuida-
do de los ancianos, así como la extensión gra-
dual de las ayudas sociales a personas no elegi-
bles por la vía de la Seguridad Social.

No obstante, existe una opinión bastante
aceptada acerca de que la prosperidad econó-
mica en la Unión Europea debe ir acompaña-
da por una mayor cohesión social, en orden no
solamente a mantener la estabilidad política y
económica sobre las bases de un amplio con-
senso social sino para reforzar al propio proce-
so de crecimiento, facilitando los cambios
estructurales inducidos por la transformación
industrial, las tecnologías de la información y
el propio proceso de globalización.

Al mismo tiempo, también está bastante
extendida la idea de que el gasto en protección
social no debería crecer a ritmos que puedan
comprometer la competitividad de la economía
europea. Las últimas cifras parecen confirmar
esta preocupación, ya que como se apuntó ante-
riormente la senda de crecimiento del gasto en
protección social se ha reducido considerable-
mente en la segunda mitad de los años noventa. 

4. 2. El gasto en protección social por habi-
tante

El gasto medio por habitante en protección
social en la Unión Europea durante el 2000
ascendió a 6.155 euros. Teniendo en cuenta las
diferencias en los niveles entre países –es decir,
midiendo el gasto en términos de unidades de
Poder Estándar de Compra (PPS)- el gasto
varia desde las 9.235 unidades de PPS por
habitante de Luxemburgo a las 3.675 unidades
de PPS de Portugal. España se sitúa en el
penúltimo lugar con 3.713 unidades de PPS. 

Tomando como referencia los datos del grá-
fico n° 6, que registran el gasto nacional en
protección social por habitante para el año
2000 expresado en unidades de poder estándar
de compra, se pueden considerar cuatro grupos
de países:

• Los cuatro países de la cohesión (Grecia,
España, Irlanda y Portugal) en los que el
gasto se sitúa entre las 3.600 y 4.800 uni-
dades PPS.

• Italia, Finlandia y el Reino Unido, en los
que el gasto en protección social oscila
entre las 5.900 y 6.100 unidades de PPS
por habitante.
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Gráfico n° 9

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL EN LA UNIÓN EUROPEA
Tasas de crecimiento anual del gasto por habitante en PPS a precios constantes de 1995 durante el período 1990-1999

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



• Bélgica, Alemania, Francia y Holanda,
en los que este tipo de gasto social se
mantiene entre las 6.400 y 7.100 unida-
des de PPS por habitante.

• Dinamarca, Luxemburgo, Austria y
Suecia, en los que el gasto social se
encuentra en el intervalo de 7.300 a
9.300 unidades de PPS por habitante.

Normalmente, las diferencias observadas
entre los países comunitarios en los niveles de
gasto por habitante en protección social refle-
jan las diferencias en los estándares de vida,
pero también son indicativos de la diversidad
de sistemas nacionales de protección social y de
las estructuras demográficas, económicas,
sociales e institucionales de cada país. 

En general, se puede afirmar que existe una
relación positiva entre el gasto en protección
social por habitante y el PIB per cápita dentro de
los Estados miembros de la Unión Europea, si
bien existen ciertas excepciones. En este sentido,
debe tenerse presente que otros factores, además
del nivel del PIB per cápita, influyen en el gasto
social, tales como la estructura de la pirámide de
edades, el nivel de desempleo o la tasa de partici-
pación de los servicios sociales privados.

Como se puede apreciar en el gráfico n° 7,
las principales excepciones a esta relación posi-
tiva entre renta por habitante y nivel de la pro-
tección social son Irlanda y Luxemburgo. 

En el caso de Irlanda, las diferencias de
ambas variables con respecto a la media comu-
nitaria pueden deberse a un conjunto de facto-
res. En primer lugar, el nivel de prosperidad
irlandés medido en términos de PIB refleja el
rapidísimo incremento que ha experimentado
el PIB per cápita de este país en los últimos
años, sobrepasando ampliamente el crecimien-
to del gasto en protección social en el mismo
período. En segundo lugar, Irlanda tiene una
tasa relativamente reducida de personas en
situación de jubilación anticipada, lo que tien-
de a reducir la necesidad de gasto en asistencia
sanitaria y en pensiones de vejez, a lo que se
une la utilización bastante extendida en este
país de los sistemas privados de pensiones y la
provisión privada de asistencia sanitaria. 

Otro aspecto que incide en las diferencias
de nivel de renta y gasto en protección social
viene dado por el hecho de que en Irlanda una
parte relativamente importante del PIB repre-
senta los beneficios obtenidos por empresas de
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Gráfico n° 10

COMPONENTES DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL 
Porcentaje sobre el total. Año 2000

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



capital extranjero, que al ser transferidos al país
de la sociedad matriz no están disponibles para
financiar el gasto en protección social dentro
de Irlanda. En relación al Producto Nacional
Bruto (PNB) irlandés, que excluye tales rentas
y transferencias al extranjero y que fue un 13
por ciento menor que el PIB en 1999 –es la
mayor diferencia entre ambos conceptos en la
Unión Europea-, el gasto en protección social
se elevó en 1999 al 17 por ciento, mientras que
esta ratio sólo representó el 14,5 por ciento si
se computaba en términos del PIB. 

En Luxemburgo, el hecho de que el PIB per
cápita sobrepase en más de 40 puntos porcen-
tuales al valor del gasto en protección social
por habitante con respecto a la media comuni-
taria, le convierte en un líder en solitario den-
tro de la Unión Europea, a gran distancia del
resto de los países comunitarios. Por otra parte,
y al margen de estas dos excepciones, los datos
del gráfico n° 7 verifican que existe una corre-
lación positiva entre los niveles de gasto social
y los estándares medios de vida que se mantie-
nen en los diferentes Estados miembros. 

Los tres países con el PIB per cápita más
bajo (Grecia, Portugal y España) también pre-

sentan los niveles relativos más bajos de gasto
en protección social por habitante. Los países
con gasto en protección social por habitante
superior a la media comunitaria (Bélgica,
Dinamarca, Alemania, Francia, Holanda,
Austria y Suecia) exhiben también niveles
medios de PIB per cápita superiores a dicha
media, aunque las diferencias entre ambas
variables varían de unos países a otros.

4. 3. Evolución del gasto en protección social

El gasto total en protección social a lo largo
de la década de los noventa se ha caracterizado
por seguir un comportamiento positivo,
habiendo experimentado el conjunto de la
Unión Europea un crecimiento real del 2,9 por
ciento entre 1990 y 1999. Sin embargo, tal
como puede observarse en el gráfico n° 8, seis
países han superado las tasas de crecimiento de
la media comunitaria: Austria (3,1 por ciento),
Grecia (3,4 por ciento), Reino Unido (3,9 por
ciento), Irlanda (5,4 por ciento), Luxemburgo
(6,0 por ciento) y Portugal (8,9 por ciento). 

Los incrementos del gasto en protección
social durante el período citado en España y
Alemania fueron similares a los que sufrió el
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Gráfico n° 11

FUNCIONES DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL
Porcentaje sobre el PIB. Año 2000

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



conjunto de la Unión Europea. Por otra parte,
resulta bastante significativo que países caracte-
rizados tradicionalmente por altos niveles de
protección social, cómo Holanda y Suecia,
hayan experimentado las tasas más reducidas
de crecimiento del gasto en protección social a
lo largo de los años noventa.

Sin embargo, el gasto en protección social
ha seguido un comportamiento bastante dife-
rente si se diferencian dos subperíodos en la
década pasada, a saber, el cuatrienio 1990-
1994 y el quinquenio 1994-1999. En el pri-
mer subperíodo, todos los países, salvo Grecia,
Italia, Holanda y Suecia, experimentaron tasas
de crecimiento superiores al 3 por ciento, des-
tacando los casos de Luxemburgo y Portugal
con crecimientos del 7,2 y 10,5 por ciento, res-
pectivamente. España, con un aumento del 4,7
por ciento se situó en un lugar intermedio.

Por el contrario, en la segunda mitad de los
años noventa –y a pesar de que se registró un
período de fuerte crecimiento económico en la
Unión Europea- el gasto en protección social,
salvo en el caso de Grecia, experimentó un
comportamiento mucho menos expansivo que
en la primera mitad. A este respecto, y tal
como puede observarse en el gráfico n° 8, des-

tacan los 5 puntos de diferencia entre los dos
subperíodos que se registran en Dinamarca, o
los 4 puntos en el caso de Portugal y el Reino
Unido. España solamente experimentó un
incremento del 1,4 por ciento en el quinque-
nio 1994-1999 frente al 4,7 por ciento regis-
trado en el cuatrienio 1990-1994.

Los resultados son bastantes diferentes si
se analiza la evolución del gasto en protec-
ción social por habitante en términos reales.
En el gráfico n° 9 se presenta esta evolución
para el período 1990-1999, observándose
que el crecimiento ha sido negativo en cinco
países: Italia (–14,0 por ciento), Finlandia
(–9,0 por ciento), España (–8,0 por ciento),
Suecia (–1,0 por ciento) y Grecia (–0,5 por
ciento). Entre los países que han experimen-
tado una tasa de crecimiento positivo desta-
can el Reino Unido (56,1 por ciento) y
Portugal (45,7 por ciento), seguidos a distan-
cia por Irlanda (37,7 por ciento) y
Luxemburgo (35,7 por ciento).  

4. 4. Estructura del gasto en protección social

El principal componente de las funciones
de protección social lo constituyen las pensio-
nes –de vejez y supervivencia-, que representan
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Gráfico n° 12

GASTO EN PENSIONES EN LA UNIÓN EUROPEA
Gasto en euros por habitante en 1999 

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat, News Release. No. 134/2000. Diciembre de 2000



el 46,4 por ciento del total del gasto realizado
en el conjunto de la Unión Europea durante el
año 2000. Sin embargo, esta ratio presenta
valores bastante dispares al descender al nivel
de cada país. Así, mientras que en el caso de
Italia, en donde existe un elevado porcentaje de
población con más de 60 años, el valor de este
indicador se dispara hasta un 63,4 por ciento,
en Irlanda, con la población más joven de la
Unión Europea, las pensiones sólo significaban
el 25,4 por ciento del gasto total en protección
social realizado en el año 2000.  

En otros dos países, Finlandia y Dinamarca,
la importancia relativa del gasto en pensiones es
relativamente baja: 35,8 y 38,0 por ciento, res-
pectivamente. En España, al igual que ocurre en
los restantes países comunitarios, esta ratio fluc-
túa alrededor de cifras muy próximas al valor
registrado por la media de la Unión Europea.

El segundo componente en importancia del
gasto en protección social es la atención sanitaria
y los gastos relacionados con la contingencia de
enfermedad, incluidos los derivados de los acci-
dentes de trabajo y de las enfermedades profesio-
nales. En el conjunto de la Unión Europea esta
función del gasto social representó el 27,3 por
ciento en el año 2000. En este caso, Irlanda regis-
tra el mayor peso relativo del gasto sanitario: el
41,2 por ciento del gasto total en protección
social. Por el contrario, los valores relativos más
reducidos se observan en Dinamarca (20,2 por
ciento) y Finlandia (23,8 por ciento). 

España presenta una ratio de gasto sanitario
que se sitúa 2 puntos por encima del valor de
la media comunitaria. Por otra parte, en el grá-
fico n° 10 se puede observar que el resto de los
países muestra unos indicadores relativos de la
función de gasto sanitario que también se
aproximan bastante a los valores medios.

El resto de funciones de la protección
social, representadas por el gasto en invalidez,
familia, desempleo y vivienda y exclusión
social tienen una importancia mucho menor
y su peso relativo varia bastante de un país a
otro en función de las distintas prioridades

nacionales en materia de política social. El
conjunto de estas funciones sólo significó el
26,3 por ciento del gasto total en protección
social realizado por los países de la Unión
Europea en el año 2000. 

En el caso de España, dentro de este tipo
de gastos sociales destaca por su importancia
relativa el gasto en protección por desempleo,
que representa el 12,2 por ciento de nuestro
gasto total en protección social; solamente
Dinamarca (10,5 por ciento) y Finlandia
(10,4 por ciento) se aproximan a las cifras
españolas, situándose la ratio de la media de
la Unión Europea en un 6,3 por ciento. 

Por el contrario, en el caso de las funciones
de familia e infancia, así como en el de vivien-
da y exclusión social, el gasto en nuestro país
registra valores mucho más reducidos que los
exhibidos por la media comunitaria y una gran
parte del resto de los países comunitarios.

El gráfico n° 11 muestra la desagregación
por funciones del gasto en protección social en
relación con su peso relativo en términos de
PIB. Una vez más queda patente la importan-
cia de las pensiones dentro de los gastos en pro-
tección social, pues este tipo de gasto suponía
el 12,2 por ciento del PIB comunitario en el
año 2000. En el caso de Italia, esta ratio se ele-
vaba hasta un 15,4 por ciento, mientras que los
países en los que las pensiones acaparan un
menor nivel relativo de recursos son Irlanda
(3,4 por ciento), Luxemburgo (8,1 por ciento),
Finlandia (8,8 por ciento). A continuación se
sitúan España y Portugal, con unas tasas que
superan ligeramente el 9 por ciento.

En cuanto a la sanidad -segunda función en
importancia del gasto en protección social-, los
resultados que arroja el gráfico n° 11 ponen de
manifiesto de nuevo las diferencias nacionales.
Así, frente a un gasto medio sanitario comuni-
tario que representa el 7,2 por ciento del PIB de
la Unión Europea, países como Suecia destina-
ban el 8,6 por ciento de su PIB a la atención
sanitaria pública de sus ciudadanos. Francia,
con un 8,2 por ciento y Alemania, con un 8,1
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por ciento, son los países que siguen a Suecia en
importancia relativa del gasto en sanidad. Por el
contrario, los Estados miembros en los que la
importancia relativa del gasto sanitario expresa-
do en términos de PIB es más reducido son los
cinco siguientes: Luxemburgo, Irlanda,
Dinamarca, Finlandia y España.

Centrándonos en el gasto por habitante en
pensiones, el gráfico n° 12 pone de relieve que
subsisten importantes diferencias entre los
quince Estados que actualmente forman parte
de la Unión Europea. En 1999, el gasto públi-
co por habitante en pensiones ascendía a 2.685
euros en el conjunto de la Unión Europea.
Tomando como referencia esta ratio, se puede
clasificar a los quince Estados miembros en los
tres grupos siguientes:

• Un primer grupo de cuatro países en los
que el gasto público en pensiones por habitan-
te supera los 3.000 euros. En primer lugar se
sitúa  Luxemburgo, con un gasto per cápita
que supera en un 57 por ciento a la media
comunitaria. Le siguen en orden de importan-
cia Italia, Austria y Holanda, con gastos por
habitante que rebasan en algo más del 20 por
ciento a la media de la Unión Europea.

• Un segundo grupo de siete países en los
que el gasto por habitante en pensiones oscila
entre los 2.000 y 3.000 euros. Dentro de este
grupo, cabe destacar que tres países -Finlandia,
el Reino Unido y Suecia- se sitúan por debajo
de la media comunitaria, mientras que los cua-
tro países restantes que componen este grupo -
Dinamarca, Bélgica, Francia y Alemania- supe-
ran el valor de la citada media.

• Un tercer grupo de cuatro países en los que
el gasto por habitante en pensiones se sitúa por
debajo de los 2.000 euros. Irlanda es el país con
un gasto en pensiones por habitante más bajo de
toda la Unión Europea, representando solamen-
te un tercio del gasto medio comunitario. A con-
tinuación se encuentra los otros tres países de la
cohesión: Portugal, España y Grecia.

Para el conjunto de la Unión Europea, y

tomando como referencia el periodo com-
prendido entre 1995 y 2000, las estadísticas
armonizadas publicadas por Eurostat ponen
de relieve que las prestaciones sociales por
habitante se han incrementado –en términos
reales- un 8,9 por ciento. Sin embargo, las
tasas de crecimiento han variado dependien-
do del tipo de función. Los incrementos más
significativos en términos per cápita se han
producido en las prestaciones sociales relacio-
nadas con la familia y la infancia (17,2 por
ciento), la vivienda y la exclusión social (13,1
por ciento) y las pensiones de vejez y super-
vivencia (12, 1 por ciento). 

Los aumentos entre 1995 y 2000 en el
gasto de las funciones de sanidad (9,5 por
ciento) e incapacidad (8,7 por ciento) se sitú-
an en torno a las cifras experimentadas por el
gasto total en protección social por habitante
durante el citado período, mientras que las
prestaciones por desempleo han caído un
14,5 por ciento debido a la mejora gradual
que se ha producido en la situación econó-
mica en la segunda mitad de los noventa, así
como consecuencia de las reformas empren-
didas por algunos países en estos últimos
años.

4. 5. La ampliación al Este y la protección
social

Las diferencias observadas en los epígra-
fes anteriores entre los distintos sistemas
nacionales de protección social en el ámbito
de la Unión Europea actual se van a ver
ampliados cuando se materialice la integra-
ción de los países candidatos, diez de los
cuales han firmado los respectivos Tratados
de Adhesión el pasado 16 de abril de 2003
en Atenas. 

A partir de un informe publicado por la
Comisión Europea sobre la protección social
en los países candidatos se ha podido elaborar
el gráfico n° 13, en el que figura el porcentaje
del PIB que cada país –no existen datos para
Chipre y Eslovenia- dedica a la protección
social.
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Todos los países candidatos, sin excepción,
presentan un porcentaje de gasto en protección
social sobre el PIB inferior a la media de la
Unión Europea actual. Sin embargo, en tres
países, a saber, Polonia, Hungría y Eslovaquia,
esta ratio supera a la registrada por España
(20,1 por ciento) al oscilar entre el 21-24 por
ciento de su respectivo PIB. 

A continuación se encuentra un grupo de
seis países con porcentajes de gasto en protec-
ción social sobre el PIB que se sitúa entre el 15-
20 por ciento: Malta, Chequia, Bulgaria,
Letonia, Estonia y Lituania. Como se puede
apreciar este grupo de países candidatos pre-
senta una ratio superior a la de Irlanda (14,1
por ciento). Los últimos lugares son ocupados
por Rumania (13,9 por ciento) y Turquía
(11,6 por ciento).

4. 6. Gasto bruto versus gasto neto en pro-
tección social

Las cifras presentadas en los apartados ante-
riores deben interpretarse con precaución, ya
que las cifras de gasto manejadas están registra-
das –siguiendo el método convencional del sis-

tema SEEPROS- en términos de gasto bruto y,
por tanto, no tienen en cuenta ni los impuestos
ni las cotizaciones sociales ligadas a su percep-
ción. A este respecto, debe tenerse en cuenta que
estos impuestos y cotizaciones sociales reducen
tanto la cantidad recibida por los beneficiarios
como el coste efectivo en el que incurre la
correspondiente administración pública.

Como ya se comentó anteriormente, los
datos incluidos en la base de datos SEEPROS
cubren solamente el gasto directo ligado a las
prestaciones sociales y no incluyen los denomi-
nados gastos fiscales, o transferencias hechas por
medio de exenciones o desgravaciones fiscales
en vez de realizar desembolsos directos en
metálico. En principio, no existe una diferen-
cia significativa entre estas dos formas de trans-
ferencias sociales, en la medida en que ambas
realizan la misma función de distribución de
poder compra a aquellas personas que lo nece-
sitan y frecuentemente constituyen alternativas
políticas, si bien sus efectos distributivos pue-
den ser bastante diferentes. En efecto, existen
bastantes ejemplos de cambios de orientación
política a lo largo del tiempo en ciertos países
de uno a otro tipo de transferencia social, espe-
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Gráfico n° 13

GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL DE LOS PAÍSES CANDIDATOS
Porcentaje sobre el PIB. Año 2000 

Fuente: Elaboración propia a partir del informe de la Comisión Europea, Study on the SocialProtection Systems in the 13 Applicant Countries, Synthesis Report,
noviembre de 2002



cialmente en lo que respecta a las políticas de
protección a la familia, donde se han puesto en
marcha para los niños –o personas dependien-
tes- deducciones fiscales como sustitutos o
complementos a las prestaciones familiares
directas. 

Sin embargo, las exenciones fiscales son
generalmente utilizadas en la mayoría de los
países de la Unión Europea como un medio
para estimular a los ciudadanos a comportarse
en una determinada forma con respecto a obje-
tivos sociales adicionales, tales como contribuir
a mejorar la ocupación por la vía de la conci-
liación de la vida familiar y laboral o a fomen-
tar esquemas personales con respecto a las pen-
siones de jubilación mediante sistemas com-
plementarios de carácter privado.

De acuerdo con todo lo anterior, las cifras
de gasto bruto no miden ni la cantidad trans-
ferida neta bajo los sistemas de protección
social ni el coste efectivo de la política en cues-
tión para el gobierno. Sin embargo, dado que
la combinación política entre financiación del
gasto en protección social vía impuestos o coti-
zaciones sociales y de prestaciones sociales
directas y exenciones fiscales difiere de unos
países a otros de la Unión Europea y que esta
combinación puede haber variado a lo largo
del tiempo, las cifras de gasto bruto presenta-
das en los gráficos incluidos en los epígrafes
anteriores y elaborados a partir de los datos de
la base de datos SEEPROS no son necesaria-
mente indicativas de los niveles de gasto neto
en los diferentes Estados miembros o incluso
de cómo estos han cambiado en los últimos
años.

La Comisión Europea ha realizado reciente-
mente estimaciones de la medida en que los
impuestos y las cotizaciones sociales gravan las
prestaciones y los gastos fiscales en el caso de
algunos Estados miembros de la Unión
Europea. Hay que decir que los citados traba-
jos no constituyen ninguna aproximación sis-
temática y global a la cuestión e inevitable-
mente incurren en una cierta imprecisión, ya
que los impuestos y cotizaciones sociales que

gravan las prestaciones sociales no se registran
normalmente con detalle. Por lo tanto, la com-
paración entre los Estados miembros a partir
de esta información resulta en cierta medida
cuestionable y debería ser interpretada con
mucha precaución. 

En la medida en que está pendiente de
concluir el trabajo de Eurostat para desarro-
llar un módulo especial de SEEPROS sobre
el gasto neto en protección social, en este
momento las estimaciones realizadas sólo
permiten ofrecer las bases para un primer
ajuste de las cifras del gasto social bruto a los
efectos de los impuestos. Por tanto, los resul-
tados deben ser considerados como mera-
mente indicativos y son presentados aquí
únicamente para mostrar una aproximación a
la magnitud de las diferencias que se derivan
de ajustar las cifras del gasto social bruto a
una base neta.

Los resultados obtenidos en las estimacio-
nes realizadas por Eurostat para algunos países
sugieren que los impuestos y/o las cotizaciones
sociales que gravan las prestaciones sociales son
generalmente más importantes que las transfe-
rencias vía bonificaciones fiscales, excepto en
los casos de Irlanda y el Reino Unido. En
Dinamarca, Holanda y Suecia se estima que las
cargas o gravámenes ligados a las prestaciones
sociales suponen entre el 4 y el 4,5 por ciento
del PIB, en Austria y Finlandia esta ratio varía
entre el 3,5 y el 4 por ciento del PIB, mientras
que en Irlanda y el Reino Unido fueron muy
reducidas y se situaron por debajo del 0,5 por
ciento del PIB.  A partir de estas cifras Eurostat
ha realizado una estimación del gasto neto en
protección social.

Los resultados de estas estimaciones mues-
tran que en el caso del gasto neto en protección
social se producen diferencias entre los Estados
miembros de menor intensidad que cuando se
manejan cifras de gasto social bruto y además
se registra una ordenación distinta de los
Estados miembros en términos de gasto social
relativo con respecto al PIB. Así, el gasto en
Suecia correspondiente al año 1999 se reduce a
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un nivel más bajo que el de Alemania, país que
tiene un gasto fiscal relativamente alto. Por
otra parte, el gasto en Dinamarca, Holanda y
Austria se reduce por debajo del nivel estimado
para el Reino Unido. 

No obstante, estas estimaciones sobre el
gasto social neto deben ser tratadas con gran
prudencia y deberían ser consideradas sola-
mente como resultados muy preliminares. En
opinión de Eurostat, si tales estimaciones se
extienden a otros Estados miembros podrían
revelar ciertamente diferencias en cuanto a la
comparación ínter países. En aquellos países
–como, por ejemplo, España- en los que la
mayoría de las prestaciones sociales -y, en
particular, las pensiones- no son objeto de
cotizaciones sociales y en los que existe una
deducción fiscal amplia para las familias,
podría ocurrir que su gasto social resultase
incrementado significativamente en términos
de PIB.

4. 7. Financiación del gasto en protección
social

Las diferencias observadas en materia de
gasto en protección social entre los quince
Estados miembros de la Unión Europea actual
se mantienen cuando se analizan las fuentes de

financiación de sus sistemas de protección
social. En el gráfico n° 14 se recoge la estruc-
tura porcentual de las fuentes de financiación
de cada país de la Unión Europea. 

El mencionado gráfico se ha elaborado a
partir de la información contenida en la base
de datos SEEPROS y que diferencia entre coti-
zaciones pagadas por las empresas, cotizaciones
pagadas por las personas protegidas –asalaria-
dos y trabajadores autónomos, fundamental-
mente-, aportaciones presupuestarias de las
administraciones públicas financiadas con
impuestos y otros ingresos, principalmente
rentas patrimoniales.

En el año 2000, las principales fuentes de
financiación de la protección social para el
conjunto de la Unión Europea fueron las coti-
zaciones sociales, que representaron el 60 por
ciento del total de los ingresos y las aportacio-
nes de las administraciones públicas derivadas
de impuestos, que alcanzaron un peso relativo
del 36 por ciento.

En el conjunto de la Unión Europea las
cotizaciones sociales han reducido su impor-
tancia relativa a lo largo de los años noventa:
pasaron de representar  el 66 por ciento en
1990 a solo el 60 por ciento en el año 2000.
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Gráfico n° 14

FINANCIACIÓN DEL GASTO EN PROTECCIÓN SOCIAL
Porcentaje sobre el total. Año 2000 

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat (2003), European Social Statisitics. Social Protection Expenditure and Receipts. Data 1991-2000, Luxemburgo



Esta reducción es reflejo en parte del objetivo
reiteradamente recomendado de reducir los
impuestos y cargas sobre el trabajo con el fin de
promover una mayor creación de empleo.

Desde la perspectiva financiera, destaca por
su singularidad el caso de Dinamarca, país en
el que las aportaciones de las administraciones
públicas financiadas con impuestos represen-
tan casi dos tercios del coste total de la protec-
ción social, mientras que las cotizaciones a
cargo de las empresas sólo significaban el 9 por
ciento de dicho coste, ascendiendo a un 20 por
ciento la cuota de financiación de las cotizacio-
nes a cargo de las personas protegidas.

En el caso de las cotizaciones sociales a
cargo de las empresas, en cinco países se regis-
tra una ratio claramente superior a la media
comunitaria (38 por ciento). Dentro de este
grupo, figura en primer lugar España con un
53 por ciento del coste total, seguida de
Bélgica (49 por ciento), Francia (46 por cien-
to), Italia (43 por ciento) y Suecia (40 por
ciento). En torno al valor registrado por la
media de la Unión Europea se sitúa otro grupo
de cinco países: Alemania, Grecia, Austria,
Portugal y Finlandia. 

Los cinco países restantes presentan ratios
bastante por debajo del alcanzado por la media
comunitaria. En este grupo, además de
Dinamarca, destacan por la escasa significación
relativa de las cotizaciones sociales a cargo de los
empleadores, Irlanda y Luxemburgo, ya que en
estos dos países solamente representan el 25 por
ciento del coste total de la protección social. A
continuación figuran Holanda y el Reino Unido,
con un 29 y 30 por ciento, respectivamente.

Si se toma como referencia la importancia
relativa de las cotizaciones sociales a cargo de
las personas protegidas en la financiación del
gasto en protección social, los países que pre-
sentan una ratio claramente inferior al valor de
la media comunitaria (22 por ciento) son
Suecia, con un 9 por ciento, Finlandia (12 por
ciento), Portugal (18 por ciento), España (16
por ciento) e Irlanda (15  por ciento). Por el

contrario, Holanda destaca por el alto grado de
participación en la financiación que soportan
las personas protegidas: un 39 por ciento del
total de los ingresos ligados al sistema de pro-
tección social. Como se puede observar en el
gráfico n° 14, el resto de países presenta valores
muy similares a los de la media comunitaria.

Si se considera la significación de las apor-
taciones presupuestarias de las administracio-
nes públicas como fuente de financiación de
los sistemas de protección social, los resultados
que se presentan en el citado gráfico ponen de
relieve nuevamente apreciables diferencias
nacionales. Por un lado, existe un grupo de tres
países: Holanda, con una ratio del 14 por cien-
to, España (27 por ciento) y Grecia (29 por
ciento), en los que esta fuente de financiación
tiene una importancia relativa mucho menor
que el valor registrado por la media comunita-
ria (36 por ciento). 

Entre los países que superan los valores
medios del conjunto de la Unión Europea des-
taca, además de Dinamarca (64 por ciento), el
caso de Irlanda, que financia a través de apor-
taciones de sus administraciones públicas el 58
por ciento del coste total de la protección
social. Le siguen tres países: Luxemburgo,
Suecia y el Reino Unido, en los que esta fuen-
te de financiación supone el 47 por ciento del
gasto en protección social. A bastante distancia
se sitúan Finlandia e Italia, con un 43 y 40 por
ciento, respectivamente. El resto de países
registran valores muy próximos a los de la
media comunitaria. En cuanto a la partida de
otros ingresos, salvo en los casos de Holanda,
en donde representan casi el 18 por ciento de
los ingresos totales y de Dinamarca, que se ele-
van a un 10,1 por ciento, en el resto de los paí-
ses se sitúan por debajo del 10 por ciento,
alcanzando el valor de la media comunitaria
una cifra próxima al 4 por ciento.

4. 8. Redistribución de la renta y riesgo de
pobreza

Con anterioridad ya se ha hecho referencia
a la importante contribución que realizan las
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transferencias sociales en los países comunita-
rios, pues sin su existencia un 40 por ciento de
los hogares de la Unión Europea viviría en la
pobreza relativa. Si a esta función redistribui-
dora realizada a través del gasto social se le
añade la que se realiza a través del sistema fis-
cal, el resultado en términos de distribución
personal de la renta disponible supone cambios
apreciables con respecto al reparto de la renta
realizado originariamente por el mercado al
retribuir a los distintos factores de producción. 

Teniendo en cuenta que la distribución de
la carga fiscal y el volumen de gasto en protec-
ción social varían ampliamente entre los quin-
ce Estados miembros de la Unión Europea, es
de esperar que el perfil nacional de la distribu-
ción final de la renta también muestre acusadas
diferencias. A partir de los datos del Panel de
Hogares de la Comunidad Europea, Eurostat
ha elaborado unos indicadores de reparto de la
renta que han servido de base para elaborar el
gráfico n° 15. En concreto, se utilizó la rela-
ción entre el porcentaje de la renta nacional
que es recibido por el 20 por ciento más rico de
la población y el porcentaje que recibe el 20
por ciento más pobre. 

En 1998, y para el conjunto de la Unión
Europea, el 20 por ciento más pobre de la
población recibió solamente el 8 por ciento de

la renta total, mientras que el 20 por ciento
más rico obtuvo el 39 por ciento. Es decir, que
el colectivo  de ingresos más altos de la Unión
Europea recibió 5,4 veces más renta que el
estrato de menores ingresos. Sin embargo, y tal
como puede observarse en el gráfico n° 15, los
resultados publicados por Eurostat para 1999
muestran una reducción de esta ratio: la pro-
porción fue de 4,6 veces. Por países, las meno-
res diferencias entre las personas con rentas
superiores e inferiores se registran en
Dinamarca, en donde el estrato más rico reci-
be una porción de la renta que es 3,2 veces
superior a la que recibe el estrato más pobre. A
continuación figuran: Suecia, con una ratio del
3,2, Finlandia (3,4), Alemania (3,6), Holanda
(3,7) y Austria (3,7). 

Las diferencias son mayores en países
como Bélgica, Francia, Irlanda, Italia y el
Reino Unido, en donde el porcentaje que
recibe el 20 por ciento de la población más
rica supera entre cuatro y cinco veces al que
recibe el 20 por ciento de rentas más bajas.
Sin embargo, las mayores diferencias se obser-
van en tres países meridionales, a saber,
Portugal, país en donde este indicador se sitúa
en 6,4; Grecia, con una cifra ligeramente infe-
rior (6,2) y España, con una ratio que expre-
sa una diferencia de renta de 5,7 veces entre
los dos estratos considerados. 
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Gráfico n° 15

DISTRIBUCIÓN DE LA RENTA EN LA UNIÓN EUROPEA
Relación entre el 20 por ciento más rico y el 20 por ciento más pobre.Año 1999

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat. Panel de Hogares de la Comunidad Europea. UDB. Versión de diciembre de 2002



Esta visión estática de distribución de la
renta por grandes intervalos puede comple-
mentarse con la información sobre el distinto
riesgo de pobreza y exclusión social que pre-
sentan los Estados miembros de la Unión
Europea. A este respecto, el Consejo Europeo
de diciembre de 2001 celebrado en Laeken
aprobó un conjunto de 18 indicadores estadís-
ticos –conocidos como los indicadores de
Laeken– con el fin de seguir los progresos  en
la lucha contra la exclusión social. 

Recientemente, Eurostat, basándose en dos
encuestas: el Panel de los Hogares de la
Comunidad Europea y la Encuesta sobre la
Fuerza de Trabajo de la Unión Europea, ha
publicado un informe en el que se presentan
los 18 indicadores, con lo que se pretende ofre-
cer una perspectiva multidimensional sobre la
pobreza y la exclusión social en los Estados
miembros. La primera parte de este informe
incluye una serie de indicadores monetarios
sobre la pobreza, mientras que la segunda parte
está dedicada a indicadores no-monetarios
sobre exclusión social referidos al empleo, la
educación y la salud. 

Centrándonos en la cuestión de la pobreza,
el gráfico n° 16 muestra los riesgos de pobreza
de cada país antes y después de computar las
transferencias sociales, incluyendo o no las
pensiones. El umbral de ingresos utilizado por
Eurostat para definir el riesgo de pobreza de
cada Estado miembro se fijó en el 60 por cien-
to de la mediana de la renta nacional por adul-
to equivalente. Por tanto, el umbral de pobreza
relativa varía de un país a otro. El gráfico n° 16
muestra –de menor a mayor– a los Estados
miembros ordenados según la tasa de riesgo de
pobreza así definida.

Teniendo en cuenta esta medida, los resul-
tados muestran que el 15 por ciento de los
habitantes de la Unión Europea –aproximada-
mente 56 millones de personas– se encontra-
ban en 1999 en situación de riesgo de pobreza,
es decir, vivían en hogares con una renta dis-
ponible por debajo del umbral de pobreza.
Este indicador alcanzaba el valor más bajo en
países como Suecia, con una tasa de riesgo de
pobreza del 9 por ciento. En un segundo nivel
se situaban Dinamarca, Alemania, Holanda y
Finlandia, con una tasa del 11 por ciento. En

Estado de Bienestar, Diálogo Social y Mercado de Trabajo

112

Gráfico n° 16

RIESGO DE POBREZA EN 1999
Porcentaje de habitantes cuyos ingresos son inferiores al 60 por ciento de la mediana de la renta nacional por adulto equivalente

Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat. Statistics in focus, Population and social conditions, N° 8/2003: “Poverty and social exclusion in the EU after
Laeken –part 1”



el extremo opuesto, con los valores más altos,
se localizaban Grecia y Portugal, con tasas de
riesgo de pobreza del 21 por ciento. A conti-
nuación figuraban España y el Reino Unido,
con unas tasas del 19 por ciento.

Por otra parte, el informe de Eurostat seña-
la que más de la mitad de la población que se
encontraba en riesgo de pobreza en 1999, en
concreto un 9 por ciento del total –unos 33
millones de personas- se encontraban también
en esta situación en dos de los tres años prece-
dentes (1996-1998), por lo que se les puede
considerar en situación de riesgo de pobreza
persistente. Esta media comunitaria presenta
un rango bastante amplio al considerar los dis-
tintos países de la Unión Europea: la tasa de
riesgo persistente de pobreza variaba desde el 5
por ciento en Dinamarca, Finlandia y Holanda
hasta el 14 por ciento en Portugal. España
muestra una tasa de riesgo persistente de
pobreza del 11 por ciento, similar a la de Italia
y el Reino Unido y solo superada por Irlanda,
Grecia y Portugal.

En términos de reducción de la tasa del ries-
go de pobreza, los efectos de las transferencias
sociales varían ampliamente entre los Estados
miembros. Como puede observarse en el gráfico
n° 16, para el conjunto de la Unión Europea la
tasa de riesgo de pobreza antes de las transferen-
cias sociales era del 40 por ciento en 1999. Los
países en los que la tasa de riesgo de pobreza, sin
computar ningún tipo de transferencias sociales,
se situaba en niveles más bajos eran los tres
siguientes: Finlandia, con una tasa del 33 por
ciento; Dinamarca (34 por ciento) y Holanda
(35 por ciento). Frente a ello, las tasas de riesgo
de pobreza más elevadas antes de computar las
transferencias sociales se registraban en Suecia
(43 por ciento) y el Reino Unido (42 por cien-
to). A continuación se situaban tres países con
una tasa del 41 por ciento: Francia, Italia y
Luxemburgo. España exhibía una tasa del 39
por ciento, lo que la situaba un punto por deba-
jo de la media comunitaria.

Finalmente, en 1999, si se excluyen las
transferencias sociales, excepto las pensiones,

la tasa de riesgo de pobreza disminuye hasta el
24 por ciento de la población comunitaria. Si
se tiene en cuenta que después de computar
dichas transferencias la tasa de riesgo de
pobreza se reducía hasta el 15 por ciento, el
efecto de la protección social, excluidas las
pensiones, se concreta en una caída de dicha
tasa en 9 puntos porcentuales. En este senti-
do, cabe señalar que las transferencias socia-
les, sin incluir las pensiones, tienen un efecto
muy fuerte en Suecia –en donde se observa
una caída de la tasa en 19 puntos-, y
Dinamarca, con una reducción de 13 puntos
porcentuales. Por el contrario, el efecto de las
transferencias sociales, sin pensiones, sobre la
tasa de riesgo de pobreza es bastante débil en
Italia (3 puntos) y Grecia (1 punto). En
España la diferencia entre ambas situaciones
es de 4 puntos porcentuales.

5. LOS DESAFÍOS DE LA PROTECCIÓN
SOCIAL EN LA UNIÓN EUROPEA

A pesar de las notables diferencias que se
detectan entre los Estados miembros en cuan-
to a sus sistemas de protección social -descritas
en los epígrafes anteriores-, no obstante, existe
un conjunto de retos y desafíos que son comu-
nes a todos ellos y que están poniendo de
manifiesto la necesidad de abordar profundos
cambios en los mismos. 

Estos cambios en los esquemas de la protec-
ción social son inevitables si se tiene en cuenta
el intenso envejecimiento que experimentará la
población europea en los próximos años, las
nuevas estructuras familiares, la rápida innova-
ción tecnológica, especialmente en el campo de
las nuevas tecnologías de la información y las
comunicaciones, la transformación de los pro-
cesos productivos y las nuevas exigencias de
cualificaciones, la creciente globalización, así
como los efectos de la ampliación emprendida
por la Unión Europea hacia el Este.

En este sentido, según la Comisión europea
las necesidades de reforma de los sistemas de
protección social europeos están predominan-
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temente influenciadas por cuatro factores: la
naturaleza cambiante del trabajo, el envejeci-
miento de la población, la evolución de la par-
ticipación de hombres y mujeres en la vida
laboral, así como la necesidad de intensificar la
coordinación de los regímenes nacionales de
seguridad social para los ciudadanos que se
desplazan dentro de la Unión Europea.

Los modelos de vida laboral en los que se
basaban los esquemas de protección social
están experimentando cambios significativos.
Los nuevos puestos de trabajo se crean  princi-
palmente en las ramas de servicios, al tiempo
que disminuye el empleo industrial. Los perfi-
les de cualificaciones están cambiando: los tra-
bajos ligados a tareas sencillas, que requieren
un bajo nivel de formación, están dejando paso
a trabajos que exigen una mayor polivalencia y
por tanto un mayor nivel de formación. La
naturaleza del empleo se caracteriza cada vez
más por la presencia del empleo temporal y a
tiempo parcial. Se acorta la vida laboral, pues-
to que las personas dedican cada vez más tiem-
po a la educación y a la formación y comien-
zan a trabajar a edades más tardías, al tiempo
que abandonan antes su actividad profesional,
situándose en la práctica el promedio de la
edad de pensionista por debajo de los 60 años.

Asimismo, la protección social se enfrenta al
reto que representa el envejecimiento de la
mayoría de las sociedades europeas. En 1995
había 77 millones de personas mayores y se
estima que entre los años 1995 y 2025 el
número de ciudadanos de más de 60 años
aumentará entre un mínimo de 29 y un máxi-
mo de 44 millones de personas. En porcenta-
jes, significará pasar de un 21 a un 30 por cien-
to en cuanto al peso relativo de este grupo de
edad sobre la población total.

El gráfico n° 17 que recoge la tasa de depen-
dencia expresada como porcentaje de la pobla-
ción de 65 y más años sobre la población en
edad de trabajar (15-64 años), resulta bastante
expresivo del citado proceso de envejecimien-
to. La tasa de dependencia para el conjunto de
la Unión Europea se incrementará en 3 puntos,
pasando de un 24 por ciento en 2000 a un 27

por ciento en 2010. En el citado año habrá el
doble de personas mayores de 65 años que las
que había en 1960. Alemania e Italia serán los
países en los que mayores incrementos experi-
mentará la tasa de dependencia a lo largo de
esta década. En el primer caso, se elevará en 6
puntos porcentuales, pasando de un 24 a un
30 por ciento. En Italia, el aumento de la tasa
de dependencia será de 4 puntos, al incremen-
tarse de un 27 a un 31 por ciento.

Entre los países con menor tasa de dependen-
cia, destaca Irlanda con un porcentaje que se
mantiene estable en torno al 17 por ciento. A
continuación se sitúa Holanda, con una tasa pre-
vista de dependencia en el 2010 de un 22 por
ciento. España, que experimentará en esta déca-
da un incremento de 2 puntos porcentuales en
su tasa de dependencia, se situará en el año 2010
en una posición similar a la media comunitaria.

El proceso de envejecimiento al que se viene
haciendo referencia generará un mayor volu-
men de pensiones, más gasto en asistencia sani-
taria y más servicios sociales, lo que si bien dará
lugar a un potencial de creación de empleo,
planteará un problema de sostenibilidad de los
sistemas de protección social en la mayoría de
los Estados miembros.

Durante los últimos veinte años el empleo
femenino pasó de 46 a 61 millones de mujeres
ocupadas, lo que supuso un aumento de unos
15 millones de nuevos puestos de trabajo ocu-
pados por mujeres. El empleo masculino se esta-
bilizó en torno a los 86 millones de ocupados.
Esta nueva distribución del empleo por géneros
ha producido la obsolescencia del modelo tradi-
cional europeo de política social basado en la
familia tradicional en la que el marido trabajaba
fuera de casa y la esposa realizaba las tareas del
hogar. De ahí la necesidad de abordar profundas
reformas en las políticas familiares tradicionales
mediante la puesta en marcha de medidas que
traten de conciliar la vida profesional y la vida
familiar de los ciudadanos europeos.

Por otra parte, desde 1959 la Unión
Europea cuenta con un sistema de coordina-
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ción de los regímenes nacionales de
Seguridad Social con el fin de garantizar los
derechos sociales de los trabajadores migran-
tes y sus familias. Sin embargo, cada vez
resulta más necesario simplificar y reformar
este sistema de coordinación para adaptarlo a
las nuevas necesidades de los mercados de
trabajo comunitarios. En este campo, si se
desea incrementar la movilidad geográfica,
resulta especialmente perentoria la necesidad
de abordar la coordinación de los regímenes
complementarios de pensiones suscritos
nacionalmente por los potenciales migrantes
de alta cualificación.

En todo caso, no debe olvidarse que la pro-
tección social es una área política cuyo diseño,
contenido, gestión y financiación es exclusiva-
mente nacional y que hasta ahora el ámbito de
decisión comunitaria en esta materia sólo ha
sido utilizado en el plano de la mera coopera-
ción o en el establecimiento de unos niveles
mínimos de protección social. Cabe recordar
aquí lo problemático que resultó en su día el
intento de fijar estos mínimos en el marco de
la denominada Carta Social europea, como
consecuencia principalmente de la oposición

británica, que duró hasta la aprobación del
Tratado de Ámsterdam en 1997.

Si bien se reconoce que las reformas deben
ser abordadas y decididas en el ámbito de cada
Estado miembro, las conclusiones de los
Consejos Europeos de Lisboa y Niza han enfa-
tizado en la necesidad de modernizar el mode-
lo social europeo, invirtiendo en las personas y
combatiendo la exclusión social. El objetivo
general de la modernización impulsado en
estos dos Consejos es el de fortalecer el papel
de la protección social como una herramienta
efectiva en la gestión del cambio en la Unión
Europea al tratar de minimizar las consecuen-
cias sociales negativas del mismo.

A lo largo de la pasada década se han abor-
dado diversas reformas en materia de protec-
ción social, que han revestido mayor o menor
intensidad según los diferentes países. Sin
embargo, existe un acuerdo bastante generali-
zado de que son necesarias reformas adiciona-
les para asegurar las respuestas a medio y largo
plazo al cambio económico y social que está en
marcha. En este sentido, si se quieren alcanzar
los objetivos establecidos en los Consejos
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Fuente: Elaboración propia a partir de Eurostat, The social situation in the European Union 2002



Europeos de Lisboa y Estocolmo, las tasas de
empleo deben incrementarse substancialmente
y la oferta de trabajo, tanto en términos cuan-
titativos como de cualificaciones, debe maxi-
mizarse a lo largo de la década actual.

Teniendo presente las ventajas de una coo-
peración política en áreas fundamentales de la
protección social como son los beneficios de
analizar conjuntamente los problemas y el
intercambio de buenas prácticas para identifi-
car posibles soluciones, el ya reiteradamente
mencionado Consejo Europeo de marzo de
2000 celebrado en Lisboa estableció el método
abierto de coordinación como la principal herra-
mienta de cooperación en el área social. Este
método supone asignar un papel importante
de guía y coordinador al Consejo Europeo, de
forma que garantice una dirección estratégica
más coherente y un seguimiento efectivo de los
progresos alcanzados. Dentro de este marco de
cooperación se ha puesto en marcha en mate-
ria de inclusión social un proceso de aprendi-
zaje mutuo y de diálogo entre los colectivos
afectados dentro y entre los Estados miembros
y la Unión Europea y que posteriormente se ha
ampliado al área de las pensiones. 

Para ello se han desarrollado de forma con-
junta diversos indicadores para poder evaluar los
posibles avances en abordar los desafíos comu-
nes. En este campo de la cooperación política
un objetivo clave para incrementar la efectividad
y eficiencia de las distintas políticas es promover
y facilitar la identificación e intercambio de bue-
nas prácticas y de enfoques innovadores de inte-
rés común para los Estados miembros.

Sin embargo, esta preocupación por la coo-
peración y la coordinación en materia de polí-
ticas sociales no es algo que se haya planteado

recientemente en la Unión Europea: es una
preocupación que se ha venido manifestando a
lo largo de toda la década pasada. En 1992, la
Comisión europea aprobó una primera reco-
mendación relativa a la convergencia de los
objetivos y de las políticas nacionales de pro-
tección social. En 1994 se publicó el Libro
Blanco sobre Política social europea. Un paso
adelante para la Unión. En 1995, la Comisión
elaboró una Comunicación sobre El futuro de
la protección social. En 1997, la Comisión vol-
vió de nuevo sobre el tema con la
Comunicación titulada Modernización y mejo-
ra de la protección social en la Unión Europea. El
último pronunciamiento en esta materia se
produjo en 1999 con la aprobación de la
Comunicación Una estrategia concertada para
modernizar la protección social.

Los objetivos generales de esta estrategia
concertada para la modernización de la protec-
ción social en la Unión Europea son los cuatro
siguientes: hacer que trabajar sea rentable; con-
seguir pensiones seguras y sistemas de pensio-
nes viables; promover la inclusión social y
garantizar una atención sanitaria viable y de
alta calidad. Para llevar adelante este proceso
concertado de modernización social, la
Comisión europea ha propuesto, entre otras,
una serie de acciones, que van desde la aproba-
ción por el Consejo de Ministros de los cuatro
objetivos citados anteriormente, así como de
un marco para una cooperación más estrecha
en el campo de la protección social, hasta la
invitación a otras instituciones comunitarias
(Parlamento europeo, Consejo Económico y
Social y Comité de las Regiones) y a los inter-
locutores sociales, ONGs e instituciones de la
Seguridad Social a que colaboren y contribu-
yan en este proceso de modernización de la
protección social.
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RESUMEN

A lo largo del último lustro, la economía
asturiana ha experimentado un proceso de crea-
ción de empleo singular, tanto por su duración
como por su intensidad. La primera cuestión
que se analiza en este trabajo es si este creci-
miento responde simplemente a circunstancias
cíclicas o es también el reflejo de un cambio de
tendencia del empleo regional. La segunda
cuestión que se aborda es el alcance de dicho
proceso y las posibilidades de convergencia en
porcentaje de población ocupada con el resto
del país y de cumplir con los objetivos que en
esta materia se ha fijado la Unión Europea para
el año 2010.

Las conclusiones que se obtienen de esta inves-
tigación son que existen suficientes argumentos
para apoyar la hipótesis del cambio de tendencia
del empleo asturiano. No obstante, dado el
importante número de puestos de trabajo destrui-
dos hasta finales de los años noventa, será necesa-
rio la concurrencia de políticas específicas que ace-
leren sustancialmente la velocidad media de creci-
miento actual de la ocupación y propicien el logro
de los objetivos de convergencia. 

1. INTRODUCCIÓN

Desde 1997, Asturias está viviendo un pro-
ceso de creación de empleo que por su dura-
ción e intensidad representa un acontecimien-
to singular en el devenir de esta economía a lo
largo de las últimas décadas. Dicho crecimien-
to viene confirmado por las diversas fuentes
estadísticas disponibles que lo sitúan en torno
a un 17% entre 1997 y 2002 (véase la Figura
1), lo cual equivale, en promedio, a más de
50.000 empleos netos. Estos hechos, unidos al
dato de que, precisamente en 1997, la ocupa-
ción asturiana alcanzó el menor valor de las
últimas décadas, sugieren la primera cuestión
que se intenta discutir en este artículo: ¿el cre-
cimiento del empleo a lo largo del último lus-
tro responde simplemente a circunstancias
cíclicas o es también el reflejo de un cambio de
tendencia de la economía asturiana?. En este
último caso, la ocupación regional, con inde-
pendencia de variaciones coyunturales, debería
seguir una tendencia creciente que favorecería
la convergencia de Asturias en tasas de empleo
con el resto del país y el cumplimiento de los
objetivos a largo plazo propuestos por la Unión
Europea en esta materia.
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Este estudio se organiza de la siguiente
forma. En la segunda sección, se analiza la evo-
lución del empleo asturiano a lo largo de las
últimas décadas y se trata de sistematizar los
argumentos a favor de un comportamiento
puramente cíclico del empleo y aquellos que
fundamentan la existencia simultánea de un
cambio de tendencia. En la tercera sección, se
evalúa el alcance de la recuperación experi-
mentada por la ocupación y si ésta es suficien-
te para alcanzar los objetivos de convergencia
de la UE para el año 2010. En la cuarta sec-
ción, se proponen una serie de medidas que
favorecerían la aceleración del crecimiento del
empleo regional. Por último, en la quinta y
última sección, se presenta un amplio resumen
y las principales conclusiones de este trabajo.

2. ¿SIMPLEMENTE CAMBIO CÍCLICO
O TAMBIÉN CAMBIO TENDENCIAL? 

Para abordar la respuesta a esta pregunta es
preciso estudiar la evolución del empleo asturia-
no desde una perspectiva temporal más amplia,
a largo plazo, y analizar su relación con la evo-
lución del empleo del resto del país. Ambas
perspectivas permitirán centrar la discusión
acerca de la presencia o no de factores tenden-
ciales en el reciente repunte del empleo regional.

A lo largo de las últimas décadas, la econo-
mía asturiana ha ido creando y destruyendo
empleo siguiendo períodos de expansión y
recesión cuyo resultado neto, en términos de
número de ocupados, ha sido negativo como
se puede comprobar en la Figura 2. Este resul-
tado negativo puede calibrarse en una pérdida
de 40.000 personas empleadas desde el año
1977, esto, es un 10% aproximadamente del
empleo inicial. No obstante, también es fácil
observar que, durante el periodo considerado,
el nivel de ocupación regional registró cifras
muy inferiores a las actuales. Concretamente,
en 1997 el número de personas ocupadas se
situó en el mínimo de los últimos veinticinco
años: menos de 320.000 personas, lo que
representó una pérdida cercana a los 100.000
empleados con relación a 1977, casi un 25%.
De acuerdo con estos datos, en los últimos
cinco años se recuperó más de la mitad del
empleo perdido a lo largo de los veinte ante-
riores. 

Estas cifras ilustran con claridad la profun-
didad de la crisis vivida por la región permiten
centrar con precisión la cuestión que se trata de
explorar en esta sección: ¿Seguirá el ajuste de la
economía asturiana imponiendo la destrucción
de más puestos de trabajo que los que generen
las nuevas actividades productivas o, por lo
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contrario, el proceso de ajuste ha superado ya
dicha etapa crítica, de tal forma que el empleo
crecerá en términos netos a lo largo de los pró-
ximos lustros?. La primera opción implicaría
que el empleo seguirá fluctuando de forma
cíclica sobre la tendencia decreciente represen-
tada por la línea recta de pendiente negativa de
la Figura 2, mientras que la segunda opción,
implicaría que el empleo regional evolucionará
sobre una nueva tendencia que podría repre-
sentarse por una línea de pendiente positiva
como la que aparece en el mismo gráfico con
trazo discontinuo.

En la Figura 3, se puede comparar la evolu-
ción del empleo asturiano y la del resto de la
economía española y el País Vasco, con el que
Asturias compartía algunos rasgos relevantes.
En esta Figura es fácil comprobar que tales
áreas culminaron la etapa más crítica del ajuste
de sus estructuras productivas a mediados de la
década de los ochenta como revela el hecho de
que desde entonces el número de empleados
sigue una tendencia nítidamente creciente
mientras que Asturias continuó inmersa en la
tendencia contraria al menos hasta 1997, doce
años más1. 

2.1. Argumentos a favor del cambio cíclico

Obviamente, el tiempo transcurrido desde
entonces, 1997, no es suficiente para que, sin
más análisis, se pueda afirmar de forma inequí-
voca que en dicho año se inicia un cambio de
tendencia del empleo asturiano, máxime cuan-
do este periodo coincide con una fase alcista
del ciclo económico general. 

En efecto, en la Figura 3, se pueden cap-
tar con claridad los rasgos diferenciales del
comportamiento del empleo agregado de la
economía asturiana a lo largo del ciclo eco-
nómico. Por una parte, las fases de declive

siempre son menos intensas (obsérvese la
pendiente de las curvas) que en el resto de
España aunque son más extensas temporal-
mente (duran más) lo que se traduce en un
mayor descenso relativo del empleo y un
retraso en el inicio de las fases de auge. Por
otra, en dichos auges el ritmo del crecimien-
to del numero de ocupados también es
menor en el caso asturiano y también duran
menos tiempo. La conjunción de ambos
patrones determina que la recuperación del
empleo en las fases alcistas siempre es de
menor rango que en el conjunto de España. 

Estos patrones de comportamiento permi-
ten aquilatar las implicaciones de la hipótesis
que propugna el carácter exclusivamente
cíclico del incremento de la ocupación regis-
trado recientemente. Concretamente, si se
considera que tal incremento es simplemente
la plasmación del mismo comportamiento
seguido por la economía asturiana a lo largo
de ciclos anteriores ( `` más de lo mismo ´´),
se está sugiriendo que cuando la economía
del resto de España entre en la fase declinan-
te del ciclo, Asturias también lo hará y,
siguiendo aquellas pautas, el declive será un
poco menos intenso pero más prolongado
hasta perder más de lo ganado en el auge,
cayendo el empleo por debajo del nivel de
1997. En otras palabras, de acuerdo con esta
hipótesis, en la próxima fase depresiva el
empleo asturiano debería caer por debajo de
los 320.000 empleados correspondientes a
este año en el que se registró el menor nivel
de ocupación de los últimos treinta años,
manteniéndose así la tendencia decreciente
de las décadas anteriores. 

Desde nuestro punto de vista, en condicio-
nes normales, esto es, en ausencia de una rece-
sión generalizada de la economía española, es
muy poco probable que el empleo asturiano se
sitúe en niveles inferiores a los de 1997. Las
razones en que se apoya este punto de vista se
basan en el estudio de las transformaciones que
se han realizado en la economía asturiana a lo
largo de las últimas décadas y que se exponen
en el siguiente apartado. 
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2.2. Argumentos a favor del cambio cíclico y
tendencial simultáneamente

Los argumentos a favor del cambio tenden-
cial se basan, como se acaba de decir, en el aná-
lisis de las transformaciones operadas en la
estructura económica regional. Tales transfor-
maciones se pueden agrupar en dos amplios
conjuntos: un primer grupo de cambios que ha
supuesto una reasignación y reestructuración
profunda de la actividad económica asturiana y
otro segundo grupo de transformaciones que,
por una parte, ha dado lugar a cambios radica-
les en las formas más frecuentes de vinculación
de los asturianos con la actividad económica y,
por otra, han proporcionado el protagonismo
del crecimiento del empleo a la iniciativa pri-
vada. 

2.2.1. Reasignación y reestructuración de la
actividad económica 

La evolución del empleo de los grandes sec-
tores y actividades productivas proporciona
una imagen muy clara acerca del alcance de la
reasignación de recursos realizada en la econo-
mía regional a lo largo de los últimos veinti-

cinco años. En la Figura 4 se pueden observar
la evolución de la ocupación de cada uno de los
cuatro sectores económicos y los cambios pro-
ducidos en las participaciones de cada uno de
ellos en el empleo regional. 

En primer lugar destaca la evolución nega-
tiva del número de ocupados en el Sector
Primario y en el Sector Industrial frente a los
otros dos que registran importantes tasas de
crecimiento, en particular el Sector Servicios,
aunque tales incrementos no han permitido,
aún, compensar completamente las pérdidas
de los dos primeros por lo que, tal y como se
mostró antes, la región no pudo recuperar
todavía los niveles de empleo existentes a
mediados de los años setenta. 

Más concretamente, el Sector Primario y el
Industrial registraron una pérdida neta conjunta
del orden de 140.000 ocupados (90.000 y
50.000 respectivamente) durante el periodo, lo
que representa el 32% del empleo regional ini-
cial. Esta pérdida de empleados permite dimen-
sionar mejor la magnitud del esfuerzo y del coste
asumido por la región en el saneamiento de su
estructura económica. Coste que se ha traducido
también en el cierre de miles de explotaciones
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agropecuarias e industriales y en fuertes pérdidas
de actividad productiva. Esta amortización de
tejido productivo ineficiente ha sido compensa-
da parcialmente por los otros dos sectores
Servicios y Construcción, donde se ha generado
un volumen de empleo neto equivalente a más
de 100.000 personas. Restan, por tanto, unos
40.000 para alcanzar los niveles de empleo exis-
tentes a mediados de los años setenta.

El proceso reasignación de recursos entre los
grandes sectores ha generado una nueva estruc-
tura de la ocupación asturiana por actividades
económicas muy distinta de la original, en la
que el peso conjunto de los sectores básicos,
Primario e Industrial, ha pasado de representar
el 60% del empleo regional a tan solo un 27%,
en beneficio de una mayor participación del
Sector Servicios que supera en la actualidad el
62%, en sintonía con la evolución seguida por
las regiones más desarrolladas de España y la
UE. Esta es, a grandes rasgos, la primera gran
transformación que se ha realizado en la eco-
nomía regional durante las últimas décadas.
Transformación que se puede precisar aún más
a partir del análisis de la evolución del empleo
de las principales ramas de cada uno de dichos
sectores.

En la Figura 5 se exponen las series de
empleo de las principales ramas industriales.
Como es fácil observar, la caída del empleo de
este sector tiene su origen en la práctica totali-
dad de sus actividades. 

Destacan el comportamiento negativo de
las Industrias Extractivas y Producción de
Minerales Metálicos que pierden, respectiva-
mente, un 61% y un 34% de su ocupación.
Solamente experimenta un crecimiento signifi-
cativo del empleo la rama denominada Otras
Industrias del Metal que agrupa a diversa acti-
vidades transformadoras de los metales, gracias
al incremento acumulado a lo largo del último
lustro, durante el cual las Industrias Metálicas
Básicas también registraron un avance notable
aunque aún insuficiente para compensar sus
pérdidas anteriores2. 

Al contrario de lo ocurrido en el Sector
Industrial el comportamiento positivo del
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2 Para una descripción detallada de los problemas productivos
de las principales ramas industriales y su incidencia en la eco-
nomía regional se pueden consultar los siguientes trabajos:
Hernández, M (2001); Vázquez, J. A y Hernández, M (1991)
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Sector Servicios es el reflejo del crecimiento de
la ocupación en todas sus principales ramas de
actividad. En la Figura 6 se puede comprobar

que la aportación neta más voluminosa ha sido
la de Administraciones Públicas y Servicios
Sociales (sanidad y educación) que se dio fun-
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Figura 6

EVOLUCIÓN DEL EMPLEO EN LOS SERVICIOS POR RAMA DE ACTIVIDAD

(Asturias, 1977-2002, miles de trabajadores, EPA, 2º trimestre)
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damentalmente en la segunda mitad de la
década de los ochenta, en plena eclosión del
Estado de Bienestar español. A esta actividad le
sigue en volumen de aportación el Comercio y
Reparaciones, aunque el mayor incremento
relativo fue el correspondiente a Servicios a las
Empresas que aumentó su nivel de empleo en
un 77%3. 

Este último dato es de gran interés por un
doble motivo, en primer lugar, porque se trata
de uno de los sectores más directamente vincu-
lados con la modernización y el crecimiento
económico regional y, por otro, por ser el des-
tino laboral de un gran número de personas
con cualificaciones superiores cuya oferta ha
aumentado sustancialmente durante los años
noventa. No obstante, aún debe crecer mucho
más hasta alcanzar el peso que tiene en las
regiones más desarrolladas.

Complementariamente al análisis anterior, el
Cuadro 1 contiene datos que permiten comparar
la evolución del empleo global de la economía

asturiana con el resto de España y el País Vasco,
desde mediados de los años ochenta y en dos
periodos bien diferenciados. Concretamente,
el primero que abarca los doce años com-
prendidos entre 1985 y 1997. Años en los
que se inició y consolidó el cambio de ten-
dencia en el resto del país, aumentando el
empleo en más de un 21%, mientras que en
Asturias se siguió destruyendo empleo en tér-
minos netos, un 9,5%. El segundo periodo
abarca los años 1997-2002, durante los cua-
les se inicia el hipotético cambio tendencial
del empleo asturiano. Como se puede ver en
dicho Cuadro, en este último periodo, la
ocupación correspondiente al resto de
España y el País Vaco siguió aumentando a
buen ritmo pero ahora, a diferencia de lo
ocurrido en el primero, también aumenta en
Asturias y a una tasa de orden similar al que
se dio en esas otras dos áreas durante el relan-
zamiento de la ocupación. 

A lo largo del primero de estos dos perío-
dos, las actividades mayoritarias en el empleo
asturiano, el Sector Primario, las Industrias
Extractivas y las del Metal, sufrieron importan-
tes pérdidas de ocupación que representaron
más de un 23% del empleo regional. Pérdidas
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Cuadro 1

BALANCE: CONTRIBUCIONES A VARIACIONES DEL EMPLEO

(%, EPA)

3 Para conocer más detalles acerca de la evolución se los servi-
cios en Asturias se puede consultar el estudio de Martínez, S.
R y Rubiera, F. (2001).

Empleo total

Sector primario

Industrias extractivas

Industrias del metal

AAPP y servicios sociales

Servicios no sociales

1985-1997

Asturias Resto

España

País

Vasco

-9,5

-13,7

-4,2

-5,7

6,9

5,1

21,4

-8,2

0,0

0,4

9,1

16,0

18,0

-3,9

0,4

-1,5

10,2

12,5

1997-2002

Asturias Resto

España

País

Vasco

18,6

-2,8

-1,0

4,6

3,1

11,4

28,0

-0,7

0,0

2,1

4,9

13,6

22,8

0,0

-0,1

4,9

4,3

9,0



que fueron compensadas parcialmente por el
Sector Servicios, y en particular por la rama
Administraciones Públicas y Servicios Sociales.
En cambio, en el resto de España, la destruc-
ción de empleo se concentró fundamental-
mente en el Sector Primario y en una dimen-
sión muy inferior, un 8% frente a cerca de un
14% en el caso de Asturias. En el País Vasco, la
caída del empleo del sector Primario tuvo una
repercusión aún menor, menos del 4%.
Incluso en el caso de Industrias del Metal, la
contribución negativa a la evolución del
empleo total fue del 1,5% frente a 5,7% en el
caso de Asturias. Esto es, entre 1985 y 1997,
los tres sectores que constituían la base de la
estructura económica asturiana siguieron
inmersos en fuertes procesos de ajuste dando
lugar a una amortización de puestos de trabajo
mucho más importante, en términos relativos,
que en el resto de España y el País Vasco.
Amortizaciones de empleo que no pudieron ser
compensadas por las nuevas empresas y activi-
dades creadas4. 

Adicionalmente, en este mismo periodo, las
ramas de actividad terciarias que fueron las
principales fuentes de empleos alternativos en
todas los ámbitos de referencia también tuvie-
ron en Asturias un comportamiento diferen-
ciado con respecto al resto del país. En espe-
cial, las clasificadas como Servicios no Sociales
que aportaron al crecimiento del empleo regio-
nal solamente un 5%, mientras que en el resto
de España y País Vasco dichas ramas aportaron
porcentajes muy superiores un 16% y un
12,5%, respectivamente. Comportamiento
que es obvio si se tiene en cuenta que en aque-
llos momentos los sectores básicos estaban cul-
minando su ajuste introduciendo mucha incer-
tidumbre acerca del futuro de la región.

Por el contrario, es fácil comprobar cómo en
el segundo período objeto de estudio, de 1997 a
2002, los componentes de la evolución del
empleo global en Asturias han sido muy distin-

tos a las del periodo anterior y definen patrones
parecidos a los que registraron las otras dos áreas
durante el despegue. En primer lugar, las perdi-
das de empleo en los sectores y actividades bási-
cos ya no son tan voluminosas como en el pasa-
do, e incluso se compensan entre sí. Por ejem-
plo, el Sector Primario y las Industrias
Extractivas perdieron un volumen de empleo
equivalente a una aportación negativa del 3,8%,
disminución que se ha visto compensada no ya
por el sector servicios sino por la aportación
positiva de Industrias del Metal, un 4,6%. 

Por otra parte, es importante resaltar que el
crecimiento que ha experimentado reciente-
mente el empleo regional no ha dependido
tanto de lo ocurrido en el sector de Servicios
Sociales, donde el peso del sector público es
muy grande, que aportó sólo la mitad de lo que
aportado en el periodo anterior, un 3,1%,
como de los Servicios No Sociales que han
contribuido con un 11,4%, casi cuatro veces
más. Contribución, no obstante, un poco infe-
rior a la registrada en el resto de España,
13,6%, aunque superior a las correspondientes
al País Vasco, 9%. Estos hechos confirman que
el comportamiento seguido por el empleo
asturiano en estos últimos años de recupera-
ción responde a un patrón similar al seguido
por la ocupación de estas dos áreas en la etapa
del cambio de tendencia.

En síntesis, a lo largo de las últimas décadas
la economía asturiana ha registrado un proceso
de ajuste que afectó a la mayoría de sus activi-
dades productivas y que se ha traducido en una
amplia y profunda reasignación de los recursos
humanos regionales entre sectores y ramas,
cambiando radicalmente la estructura del
empleo asturiano. El Sector Primario y el
Industrial han reducido drásticamente su par-
ticipación en esta nueva estructura, en particu-
lar las Industrias Extractivas y Metálicas
Básicas, pasando de ser las principales fuentes
de ocupación para los asturianos a tener un
peso muy inferior al del Sector Servicios que se
ha convertido ahora en el principal empleador
de los asturianos. El creciente peso de este últi-
mo sector tiene su origen en el de la totalidad
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laridades del Sector Primario asturiano.



de sus actividades como ha sucedido en el caso
de las economías de las regiones más desarro-
lladas y en el resto del país desde mediados de
los años ochenta. En general se puede concluir
que a lo largo del último lustro el empleo astu-
riano ha seguido unas pautas muy semejantes a
las registradas durante el despegue de la econo-
mía española a partir de 1985. 

2.2.2. Cambios en la vinculación con la activi-
dad económica y mayor protagonismo de la
iniciativa privada

La adaptación de la estructura productiva
regional a las nuevas circunstancias competiti-
vas también ha modificado significativamente
las formas de vinculación de los asturianos con
la actividad económica y ha determinado el
aumento del peso de la iniciativa privada regio-
nal en la generación de empleo. 

En la Figura 7, se puede observar la evolu-
ción del número de personas ocupadas en
Asturias según las principales formas de encua-

dramiento laboral: Asalariado del Sector
Privado, Asalariado del Sector Público, Ayuda
Familiar y Autónomo.

Entre estos datos destaca, tanto por su volu-
men como por sus implicaciones cualitativas,
la fuerte caída de los Ayudas Familiares, tipo de
encuadramiento laboral se redujo drásticamen-
te durante el periodo, en cerca de 63.000 per-
sonas, más del 90 % de sus efectivos iniciales.
Este tipo de empleo, prácticamente residual en
las economías modernas, empleaba en Asturias
a un 17% de las personas ocupadas a mediados
de los setenta, mientras que, en la actualidad,
sólo alcanza el 2% del empleo regional.
También es destacable por los mismos motivos
la caída experimentada por Otros Asalariados
del Sector Público, en su mayoría trabajadores
industriales, que redujeron sus efectivos en más
de 50.000 personas, un 76% del volumen exis-
tente a mediados de los años setenta. Esta
reducción tan significativa de ambas formas de
vinculación laboral se produce como conse-
cuencia de la reducción experimentada por el
empleo del Sector Primario donde se concen-
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traban la mayor parte de las Ayudas Familiares,
y el de las Industrias Extractivas y del Metal
con una preponderancia clara de las empresas
públicas estatales. 

En ambos casos, tal como se puede observar
en la Figura 7, los procesos de ajuste están muy
avanzados y las previsibles amortizaciones adi-
cionales de puestos de trabajo tendrán poca
incidencia directa sobre la evolución del
empleo agregado. No obstante, la caída del
número de Otros Asalariados del Sector
Público, fue compensada en parte por los
Asalariados del Sector Público en Servicios
Sociales (Administraciones Públicas, Sanidad y
Educación fundamentalmente) que aumenta-
ron su volumen inicial en 30.000 empleados
aproximadamente. De tal forma que, la evolu-
ción del empleo público globalmente conside-
rado registra un saldo negativo de más de
20.000 personas, un 5%5. 

Por su parte los trabajadores autónomos
redujeron también su número en cerca de
16.000 personas, un 16% del volumen inicial
aunque el gran cambio vivido en este caso fue
su reasignación desde el sector primario hacia
el Sectores Servicios y Construcción. 

En síntesis, estas cifras indican que las for-
mas más frecuentes de encuadramiento laboral
de los asturianos que representaban hace vein-
ticinco años el 63% del empleo regional se
redujeron en 100.000 empleados, aproximada-
mente, pasando a representa en la actualidad
un porcentaje mucho menor, el 44%. 

Tales pérdidas han sido paulatinamente
compensadas por la forma de vinculación labo-
ral mayoritaria en las regiones desarrolladas del
mundo: Asalariado del Sector Privado. Como
se puede comprobar en la misma Figura, este
tipo de empleo sufrió un recorte considerable
durante la primera mitad de los años ochenta
para crecer después en cerca de 85.000 ocupa-

dos, especialmente durante el último quinque-
nio, alcanzando en la actualidad una cifra cer-
cana a los 215.000, un 40% más que a media-
dos de los setenta. Dichas cifras indican tam-
bién que el empleo Asalariado del Sector
Privado ya es la forma de vinculación predo-
minante en Asturias, el 58%, aunque debe
seguir creciendo mucho más para igualar su
peso con el que tiene en la media del resto del
país, 65% del empleo total.

Esta es la segunda gran transformación ope-
rada en la economía regional que refuerza el
carácter eficiente de la reestructuración realiza-
da en las actividades productivas. El protago-
nismo del sector privado en el crecimiento del
empleo demuestra que hoy Asturias ofrece
incentivos para el desarrollo de nuevos proyec-
tos empresariales y que poco a poco va sustitu-
yendo formulas de ocupación arcaicas y al
Sector Público como fuente de empleo pre-
ponderante6. 

Precisamente, las últimas estadísticas dispo-
nibles sobre la evolución del número de cen-
tros de trabajo con asalariados muestran unas
cifras que corroboran este relanzamiento de la
iniciativa privadas empresarial en la región.
Concretamente, de acuerdo con el Directorio
central de Empresas, este tipo de estableci-
mientos ha crecido, en Asturias, más de un
25% en los últimos tres años, porcentaje muy
superior al correspondiente al conjunto de la
economía española, 12,5%. Adicionalmente,
de acuerdo con esta misma fuente, han sido los
establecimientos pequeños y medianos los que
más han crecido. En el caso concreto de
Asturias este patrón es del mayor interés ya
que, por una parte, complementa y refuerza los
resultados anteriores acerca del relanzamiento
de la participación de la iniciativa privada
regional y, por otra, supone un nuevo rasgo
diferencial positivo de la estructura económica
actual, muchas empresas en muchas activida-
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5 Para una visión panorámica acerca del papel determinante
jugado por el Sector Público en Asturias a lo largo del periodo
se puede consultar Monasterio, C y Suárez Pandiello J (2001).



des diferentes, frente a pocas y pocas, respecti-
vamente que caracterizaban la anterior.

En resumen, a lo largo de las últimas déca-
das Asturias ha realizado una profunda trans-
formación de su economía. Concretamente, ha
sacrificado una gran parte de su tejido produc-
tivo que se había quedado fuera del mercado
por su carácter no competitivo y lo ha ido sus-
tituyendo por otro adaptado a las nuevas cir-
cunstancias imperantes en los mercados como
indica el hecho de que el protagonismo de esta
regeneración sea la iniciativa privada que
incentivada por las oportunidades de negocio
existentes en la región ha creado nuevas empre-
sas, sustituyendo el protagonismo del Sector
Público en la producción directa de bienes y
servicios no sociales y reemplazando formas de
vinculación con la actividad económica arcai-
cas por trabajo asalariado que implica la exis-
tencia de nuevos proyectos económicos solven-
tes a medio y largo plazo. Estas transformacio-
nes han perfilado una economía radicalmente
diferente de la existente en los años setenta y
con rasgos muy similares a las de las regiones
más desarrolladas por lo que se puede confiar
que, en condiciones normales y por encima de
las fluctuaciones cíclicas, mantendrá a largo
plazo una tendencia creciente del empleo que
le permita alcanzar niveles de ocupación con-
sistentes con el tamaño de su población y con
las tasas de ocupación convencionales en cual-
quier economía moderna.

3. CONVERGENCIA CON ESPAÑA Y
LOS OBJETIVOS DE LA UE

De acuerdo con las conclusiones de la sec-
ción anterior, el empleo asturiano estaría situa-
do en una nueva senda de crecimiento cuyo
alcance se trata de evaluar en esta sección. En
otros términos, en esta sección se plantean las
siguientes cuestiones: ¿Puede Asturias generar
suficiente empleo como para situar la propor-
ción de asturianos ocupados, la tasa de empleo,
en los niveles medios del resto de la economía
española, en un tiempo razonable? ¿Podrá la
región alcanzar los objetivos de convergencia

en tasas de empleo fijados por la Unión
Europea para el 2010?

3.1. Convergencia con el resto de España

La tasa de empleo asturiana ha evoluciona-
do de forma marcadamente diferenciada a la
del resto de España, tanto desde el punto de
vista del volumen de empleo como de la pobla-
ción en edad de trabajar (16-64 años), nume-
rador y denominador de la fracción, respecti-
vamente, que la define. 

Por una parte, tal y como se expuso en la
sección anterior, hasta 1997, Asturias ha estado
inmersa en un proceso de amortización de
puestos de trabajo mucho más intenso que el
de creación de nuevos empleos mientras que en
el resto del país, a partir de 1985, se ha generó
un importante volumen de empleo neto. Por
otra, Asturias también se ha caracterizado por
sufrir, con anterioridad y de forma más drásti-
ca, el envejecimiento de la población. Más en
concreto, la población en edad de trabajar ya
comenzó a disminuir en Asturias desde princi-
pios de los años 90, mientras que en el resto del
país, en promedio, este fenómeno no ha ocu-
rrido aún7. A pesar de todo, la destrucción de
empleo ha sido tan intensa y tan prolongada
que la evolución demográfica sólo ha servido
para atenuar ligeramente las disparidades entre
las tasas de empleo de Asturias y las de las
demás regiones españolas que se sitúan hoy en
el 52% y el 60%, respectivamente. La evolu-
ción de dichas disparidades se ilustran en la
Figura 8, en donde se representan las diferen-
cias entre las tasas de empleo del resto de
España y Asturias, por una parte, y del País
Vasco y Asturias, por otra. Como es fácil obser-
var, dichas diferencias han dejado de estar a
favor de Asturias en torno al comienzo de la
década de los noventa, y, desde entonces, han
evolucionado en contra de forma creciente. No
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7 Un análisis más pormenorizado acerca de los cambios demo-
gráficos de la población asturiana y del resto de España así
como su relación con el empleo durante el periodo se puede
consultar en Felgueroso, F y Lorences, J (2002).



obstante, también se puede apreciar que, desde
1997, este crecimiento es más lento debido al
relanzamiento del empleo asturiano. 

En resumen, para tener una tasa de empleo
equiparable a la del resto de España, Asturias
necesitaría en la actualidad elevar la suya en
más de ocho puntos porcentuales, equivalentes
a unos 55.000 empleados adicionales. Cifra

que al ritmo de crecimiento actual sería alcan-
zable en cinco años. No obstante, es preciso
tener en cuenta que la tasa de empleo del resto
del país también está creciendo y se orienta al
cumplimiento de los objetivos de la UE para
2010 lo que, como se comprobará en el apar-
tado siguiente, exigiría al empleo asturiano un
aumento significativo del ritmo actual de cre-
cimiento.
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La comparación de los diferenciales por
sexo y grupos de edad, tal como que se mues-
tra en la Figura 9, permite deducir que dicho
proceso de convergencia debe resolver impor-
tantes problemas de empleabilidad que afectan
a segmentos muy concretos y amplios de la
población potencialmente activa. Como se
puede apreciar, la práctica totalidad de las dife-
rencias existentes entre las tasa correspondien-
tes al resto de España y Asturias son de signo
positivo, indicando que en promedio el resto
del país tiene mayores porcentajes de empleo
tanto para mujeres como para varones de cual-
quier edad. En el caso de los varones, el histo-
grama presenta un claro perfil en forma de U
revelando que las mayores diferencias se pro-
ducen para las personas más maduras y las más
jóvenes. En el caso de las mujeres este patrón
no es tan claro, pero coincide para las más
jóvenes, el hecho de que no coincida para las
de edades más elevadas se puede deber a que
tanto en el ámbito asturiano como en el del
resto de España, el proceso de incorporación
de la mujer al mercado de trabajo es relativa-
mente reciente y el fenómeno no está tan
decantado como en el caso de los varones.
Estos datos indican que los más jóvenes de
ambos sexos y los varones de más edad encuen-
tran en Asturias más dificultades para ser con-
tratados que en el resto de España. Problemas
que se tratan en el apartado siguiente y pueden
afectar seriamente al ritmo de convergencia de
la región con el resto del país y al logro de los
objetivos de la UE.

3.2. Convergencia con la Unión Europea

Como consecuencia de los sucesivos
Consejos Europeos celebrados a partir de
Lisboa, 2000, se han definido objetivos de
convergencia en tasa de empleo para la Unión
Europea con un horizonte temporal situado en
el año 2010. Dichos objetivos se presentan en
el Cuadro 2, de forma global y desagregada,
por colectivos de especial relevancia. 

El objetivo global es que el 70% de la
población potencialmente activa (de 16 a 64

años) esté empleada en el año 2010, al mismo
tiempo que el 60% de las mujeres y el 50% de
la población de más de 55 años. Para cumplir
con estos tres objetivos, Asturias debería
aumentar sus tasas de empleo actuales en 18,
22 y 18 puntos porcentuales, respectivamente.
En concreto, para conseguir una tasa global de
ocupación del 70%, deberían aumentar en
unos 130.000 el número actual de personas
ocupadas, lo que implica un aumento neto del
empleo de un 35%. De dicho volumen, apro-
ximadamente 80.000 deberían ser mujeres y
más de 20.000 personas de ambos sexos mayo-
res de 55 años. Evidentemente, tanto el tama-
ño como la composición de la población expe-
rimentará cambios importantes a lo largo de
esta década. Teniendo en cuenta exclusivamen-
te los efectos del crecimiento demográfico
vegetativo (esto es, obviando los flujos migra-
torios que tendrán lugar a lo largo de década),
los objetivos en términos de creación de
empleo serían, en principio, menores: unos
110.000 ocupados adicionales en lugar de
130.000, de los cuales 68.000 deberían ser
mujeres y 32.000 mayores de 55 años. 

En resumen, en el caso de las mujeres y de la
población mayor de 55 años, las tasas de ocupa-
ción objetivo son menores que la global aunque
su logro, dado el retraso acumulado, exigirá un
importante esfuerzo tanto en términos cuantita-
tivos como cualitativos. Concretamente, a pesar
de que, a lo largo de los últimos años las muje-
res asturianas han realizado un enorme esfuerzo
en formación que sitúa a las más jóvenes en
niveles de post-obligatoria por encima de la
media de la UE, han encontrado muchas difi-
cultades para emplearse. Entre las razones de
este hecho tan trascendente se encuentran dos
fundamentales. Por una parte, la contratación a
tiempo parcial, régimen que mayor impacto
tiene sobre el empleo femenino en la UE, está
muy poco desarrollado en Asturias8. Por otra, la
orientación que ha seguido la mujer asturiana
en la realización de estudios profesionales ha
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estado demasiado concentrada en ciencias socia-
les y humanidades y muy pocas han cursado
estudios técnicos que son más demandadas por
el sistema productivo. En cuanto a la población
madura de ambos sexos, en el artículo citado, se
muestra también que el principal problema que
perjudica su empleabilidad es su escaso nivel de
educación y formación profesional cuya supera-
ción tropieza, entre otras dificultades, con las
abundantes prejubilaciones que adelanta la edad
en la que las personas dejan de considerar renta-
ble seguir invirtiendo en capital humano.  

De acuerdo con los datos anteriores, el logro
de los objetivos propuestos por la UE para el
2010 exige aumentar el ritmo de crecimiento
del empleo de los últimos cinco años en unos
6.000 empleos más en promedio anual, en total
16.000. ¿Es factible este aumento de ritmo?.
Dentro del contexto de este artículo, la respues-
ta también es clara, aceptando que la economía
asturiana está situada en una nueva tendencia
creciente del empelo y en condiciones normales,
el aumento de la velocidad de crecimiento del

empleo va a depender obviamente de la dinámi-
ca de la demanda de trabajo pero también de la
oferta, y de forma muy especial, de los avances
que se logren en la mejora de la empleabilidad
de las mujeres, los mayores de 55 años y los
jóvenes. Precisamente, en la próxima sección se
formulan algunas propuestas en esta dirección.
No obstante, lo que sí parece claro es que el
empleo a medio y largo plazo se situará por enci-
ma del nivel de 1997 de forma consistentemen-
te con el cambio de tendencia iniciado. 

4. RECOMENDACIONES PARA ACELE-
RAR EL RITMO DE CRECIMIENTO DEL
EMPLEO ASTURIANO 

Obviamente, la aceleración del ritmo de cre-
cimiento del empleo asturiano depende en pri-
mer lugar de la demanda de trabajo y por tanto
de la continuidad y ampliación de las políticas
de dinamización que viene desarrollando la
Administración en materias de infraestructuras
(comunicaciones de todo tipo y suelo industrial
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Cuadro 2 

OBJETIVOS DE LA UE PARA EL AÑO 2010

Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la EPA (2002, 2º trimestre) y de mortalidad por sexo y edad (SADEI).

Colectivo

Tasas de empleo Creación de empleo necesario

Población de 16 a
64 años

Mujeres de 16 a
64 años

Población de 55 a
64 años

UE

Objetivos

70%

60%

50%

2002

52%

38%

32%

Asturias

Población
2002

128.000
(35%)

77.000
(57%)

21.000
(58%)

Población
2010

108.000
(29%)

68.000
(50%)

32.000
(89%)

Asturias



fundamentalmente) y a los incentivos a la
inversión y a la apertura de nuevas empresas.
No obstante, el desenvolvimiento del mercado
de trabajo a lo largo de las últimas décadas ha
demostrado que el aumento del empleo tam-
bién está dificultado por problemas que afectan
a la oferta de trabajo. Concretamente, como se
ha expuesto en la sección anterior en Asturias
existen colectivos con dificultades particulares a
la hora de encontrar empleo. Dificultades que
se traducen en tasas de empleo muy inferiores a
las del resto de España para el caso de las muje-
res, los mayores de 55 años y los jóvenes.  En el
Cuadro 3 se proponen una serie de acciones
que contribuirían a atenuar tales dificultades y
favorecerían el crecimiento del empleo asturia-
no y la velocidad de convergencia con el resto
de España y la UE. 

En particular, para avanzar en la mejora de
la empleabilidad de las mujeres asturianas se
propone el fomento de la contratación a tiem-
po parcial que es el tipo de jornada que ha
impulsado sustancialmente el empleo femeni-
no en las principales economías europeas. El

desarrollo de la contratación a tiempo parcial a
través de la negociación colectiva favorecería
simultáneamente el crecimiento de las activi-
dades de servicios cuyo funcionamiento exige
un elevado grado de flexibilidad de la mano de
obra. Coherentemente con lo expuesto en la
sección anterior acerca de la especialización
profesional de las mujeres asturianas, otra línea
de actuación clave en este ámbito consiste en la
reorientación de los estudios post-obligatorios,
hoy excesivamente centrada en ciencias sociales
y humanidades, hacia perfiles más técnicos.
Sería recomendable que esta política reorienta-
dora se basara fundamentalmente en mejorar
la información acerca de la oferta formativa de
los diferentes subsistemas de formación profe-
sional (Universidad, F. P. Reglada, F. P.
Ocupacional y F. P. Continua), así como acer-
ca de las ocupaciones a las que dan acceso cada
una de las diferentes titulaciones ofertadas, las
condiciones de trabajo más frecuentes y la
situación del mercado de trabajo de cada una
de dichas ocupaciones. Toda esta información
facilitaría la elección de estudios de forma más
eficiente en el sentido de que cada persona
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Cuadro 3 

ACCIONES QUE CONTRIBUIRÍAN A UN MAYOR CRECIMIENTO DEL EMPLEO ASTURIANO

PROBLEMAS
SISTEMAS DE
FORMACIÓN

PROFESIONAL

NEGOCIACIÓN
COLECTIVA

Tiempo parcial
segregación

Reorientación
estudios

Flexibilidad
jornada

Prejubilación:
actividad/

productividad

Educación de
adultos, FP
continua

Cláusulas sobre
prejubilación.

Incentivos
Formación

COLECTIVO

MUJERES

POBLACIÓN
DE EDAD

AVANZADA

JÓVENES
Efectos

desplazamiento
Coordinación

FP/Universidad

Fomento del
aprendizaje,

diferenciación
salarial



podría elegir su especialización profesional en
función de sus posibilidades y teniendo en
cuenta las demandas del sistema productivo9. 

El aumento de la contratación de las perso-
nas de edades supriores a los 55 años segura-
mente define el objetivo más comprometido
para la región debido, por una parte, al bajo
nivel educativo y formativo de estas generacio-
nes, significativamente inferior al resto de
España, y por otra por las prejubilaciones que
además de reducir la población potencialmente
activa, adelantan, como ya se mencionó, la edad
en la que el individuo deja de considerar renta-
ble el seguir invirtiendo en capital humano.
Estos efectos directos e indirectos sobre el nivel
de cualificación de todos los asturianos aconse-
jan la reducción de las prejubilaciones a casos
excepcionales. En cualquier caso, el aumento del
empleo de las personas maduras demanda el
diseño de políticas específicas que favorezca el
incremento de su nivel educativo y formativo.
El importante retraso acumulado por los astu-
rianos de estas edades y el mayor envejecimien-
to relativo que afecta a la población potencial-
mente activa asturiana hace aconsejable que la
oferta formativa se oriente no solo a los registra-
dos como parados o a los que tienen empleo
sino también y de forma especial a los que ahora
son inactivos y cuya transición hacia el empleo
está hoy seriamente limitada por su nivel de cua-
lificación. El núcleo de esta política debería
basarse en mejorar la accesibilidad al sistema
formativo regional, ampliando la oferta de estu-
dios en las diferentes zonas, diversificando el
formato horario y la organización a lo largo del
año y clarificando las equivalencias entre los
títulos y certificados que expiden cada subsiste-
ma de formación profesional10. 

Por otra parte, la empleabilidad de los jóve-
nes asturianos está hoy también condicionada
por su formación y cualificaciones pero de
forma muy diferente al caso de los mayores de

55 años. Concretamente, la estructura de la
oferta de jóvenes titulados presenta un perfil de
pirámide invertida, de tal forma que son más
abundantes los titulados en estudios superiores
(Universitarios y F. P. Reglada Superior o asi-
milados generados por los subsistemas no
reglados) que los titulados medios, perfil que es
contrario a la estructura de ocupaciones con-
vencional donde predominan las aquellas de
nivel medio sobre las que exigen formación
superior. Este hecho, determina la existencia de
un “efecto desplazamiento” de acuerdo con el
cual, los titulados superiores ocupan empleos
que solamente exigen estudios medios, despla-
zando en muchos casos a los que han realizado
este tipo de estudios hacia niveles inferiores11.
Obviamente, dicho efecto perjudica la rentabi-
lidad de la inversión en formación y anima la
emigración de los mejor preparados y, en defi-
nitiva, dificulta a medio plazo la acumulación
de capital humano en condiciones de cantidad
y calidad suficiente para favorecer el despliegue
de nuevas actividades productivas. Este fenó-
meno está condicionado por un doble motivo.
En primer lugar, las dificultades para encontrar
empleo vividas por los asturianos a lo largo de
las últimas décadas favorecía que los jóvenes
permanecieran en el sistema educativo ”mien-
tras que fuera posible” recorriendo todos los
niveles hasta el más elevado. En segundo lugar,
también ha tenido una gran importancia el
hecho de que los diferentes subsistemas de for-
mación profesional hayan funcionado de
forma descoordinada, lo que ha provocado
solapamientos y redundancias al diseñar su
oferta formativa de forma independiente del
resto. La descoordinación entre los diferentes
subsistemas también ha determinado que la
oferta de titulados sea deficitaria en algunos
perfiles profesionales, especialmente algunos
técnicos, y excedentaria en otros. La elimina-
ción de tales ineficiencias exige, en primer
lugar, la integración de los diferentes subsiste-
mas formativos incluida la Universidad, en
segundo lugar, la planificación centralizada de
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la oferta formativa regional acorde con las
necesidades del sistema productivo y con las
demandas de los ciudadanos y, en tercer lugar,
el despliegue de un sistema integrado de orien-
tación profesional y laboral que parta de la
consideración de la formación y el empleo de
los asturianos como la cara y cruz de una
misma moneda que se denomina empleabili-
dad. En este mismo ámbito, sería del mayor
interés que los convenios colectivos contem-
plasen de forma específica el fomento de los
contratos de aprendizaje y en particular la
remuneración diferenciada de estos trabajado-
res respecto al resto de la plantilla.  

En síntesis, Asturias puede influir positiva-
mente sobre la velocidad de creación de empleo
animando la actividad económica y por tanto la
demanda de trabajo pero también y de forma
muy especial actuando sobre los obstáculos que
por el lado de la oferta de trabajo han venido
dificultando la contratación de las mujeres, las
personas de más de 55 años y los jóvenes.
Como se ha expuesto, las propuestas realizadas
para estos tres grupos tienen un componente
común que se traduce inequívocamente en la
mejora de la eficiencia del sistema formativo
tanto desde el punto de vista de su funciona-
miento interno como, sobre todo, su sintonía
con las necesidades del sistema productivo12. 

5. CONCLUSIONES

En las últimas décadas, Asturias ha realiza-
do profundas transformaciones de su econo-
mía que permiten confiar en que el crecimien-
to experimentado por el empleo a partir de
1997 no solo obedece a componentes cíclicas
sino también tendenciales. De acuerdo con
esta hipótesis la economía asturiana habría ter-
minado la fase crítica de su reconversión y ajus-
te, en la que la destrucción de empleo es más
intensa que la generación de nuevos ocupados,

y estaría comenzando otra en la que, indepen-
dientemente de fluctuaciones cíclicas, el
empleo crecería en términos netos a lo largo de
los próximos años. 

En síntesis, las transformaciones experi-
mentadas por la economía asturiana se pueden
sistematizar en dos grandes apartados. Por una
parte, se han reasignado los recursos producti-
vos regionales dando lugar a una estructura
económica muy diferente a la original y, por
otra, han cambiado radicalmente las formas
más frecuentes de encuadramiento laboral de
los asturianos y el sector privado ha sustituido
al público en la generación de empleo. 

Concretamente, Asturias ha amortizado
una gran parte de su tejido productivo que se
había quedado fuera del mercado por su carác-
ter no competitivo y lo ha ido sustituyendo por
otro adaptado a las nuevas circunstancias
imperantes. El resultado de este proceso de
ajuste ha sido la redefinición de las bases de la
economía regional. La nueva estructura econó-
mica se caracteriza, al igual que la de las regio-
nes y países más desarrollados, por el predomi-
nio del Sector Servicios como principal emple-
ador de los asturianos y con un peso creciente
de nuevas Industrias Transformadoras. Esta
mutación de la economía regional ha exigido
un enorme esfuerzo en términos de empleo
que se puede resumir en la pérdida de 140.000
empleados netos entre el Sector Primario y el
Industrial, un 35% del empleo existente a
mediados de los años setenta. De estos empleos
perdidos se han recuperado cerca de 100.000
en el Sector Servicios y Construcción. Restan,
por tanto 40.000 para alcanzar los niveles
empleo de hace veinticinco años. 

La segunda transformación que ha experi-
mentado la economía regional ha sido el cambio
drástico en las formas de vinculación de los astu-
rianos con la actividad económica y un mayor
protagonismo del Sector Privado. Estos cambios
han supuesto la reducción a niveles mínimos de
las formas de encuadramiento laboral que como
los Ayudas Familiares tienen carácter arcaico y
residuales en las economías modernas. Este tipo
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de ocupaciones pasó de representar un 17% de
empleo regional a tan solo un 2%.
Adicionalmente, el Sector Público ha reducido
de forma sustancial su participación en el
empleo industrial aunque, al mismo tiempo, lo
aumentó en la provisión de Servicios Sociales
dando lugar, no obstante, a un saldo global
negativo del 5%. En definitiva, las formas de
vinculación laboral más frecuentadas por los
asturianos han reducido sustancialmente su
peso en beneficio de la forma predominante en
las economías desarrolladas, Asalariado del
Sector Privado, que supone ya un 58% del total
de ocupados asturianos, aunque deberá crecer
mucho más hasta alcanzar el nivel del 65%
correspondiente al resto de España.  

El aumento de la participación del Sector
Privado en la economía regional constituye un
refrendo claro de la orientación que ha tomado
la economía asturiana por cuanto significa que
Asturias ofrece oportunidades de negocios
competitivos y rentables. En esta nueva senda
el Sector Público tiene un menor peso en la
producción directa de bienes y Servicios no
Sociales y se concentra en el desarrollo de fun-
ciones en las que es insustituibles, como la pro-
visión de Servicios Sociales y en la generación
de las condiciones oportunas (desarrollo de las
comunicaciones, aumento de la oferta de suelo
industrial, diseño de incentivos a la inversión y
al empleo, propiciar la concertación regional ..)
para que la actividad económica se desarrolle
acorde con las necesidades sociales y los recur-
sos disponibles.

Estas transformaciones sucintamente resu-
midas constituyen la base sobre la que se asien-
ta la hipótesis acerca de que en el crecimiento
experimentado por el empleo asturiano en el
último lustro responde simultáneamente a
componentes cíclicas y tendenciales. No obs-
tante, a pesar del gran esfuerzo modernizador
realizado es preciso puntualizar que aún queda
camino por recorrer en esta dirección como
demuestra el hecho de que sólo el 52% de los
asturianos en edad de trabajar (16-64 años)
tienen empleo. Porcentaje que sitúa a Asturias
entre las regiones de menor tasa de ocupación

de la UE. Concretamente, ocho puntos por-
centuales por debajo de la correspondiente al
resto del país y dieciocho por debajo de los
objetivos de la UE para el 2010. De tal forma
que la convergencia asturiana hacia tasas de
ocupación del 70% exige la generación de al
menos 110.000 empleados netos adicionales
para finales de la década. Volumen de empleo
que exige el aumento del ritmo actual de creci-
miento, más de 10.000 empleos netos al año,
en cerca de 6.000 ocupados adicionales. El
logro de este objetivo o aproximarse a él cons-
tituye un gran reto para la región y en esta
dirección será clave la colaboración entre el
Sector Público, el Sector Privado y los Agentes
Sociales para el desarrollo de políticas dinami-
zadoras de la actividad económica (comunica-
ciones, suelo industrial e incentivos a la inver-
sión y al establecimiento de nuevas empresas) y
para superar determinados problemas que han
venido perjudicando significativamente la
empleabilidad de ciertos colectivos. Colectivos
que, dada la estructura de la población asturia-
na, son imprescindibles para la consecución de
aquel objetivo, especialmente las mujeres, las
personas de ambos sexos mayores de 55 años y
los jóvenes. 

En tal dirección, en este artículo, se propo-
nen una serie de medidas dirigidas a atenuar
los problemas que dificultan la contratación de
estos colectivos en mayor medida que en el
resto del país. Esquemáticamente, se propone
el desarrollo de la contratación a tiempo par-
cial que beneficiaría enormemente el empleo
femenino y el aumento de tamaño del Sector
Servicios, la reducción de las prejubilaciones a
casos excepcionales y la mejora de la eficiencia
del funcionamiento del sistema de formación
profesional. Para terminar es muy conveniente
insistir en la importancia crítica que tiene el
diseño de una oferta formativa regional inte-
grada y basada en la coordinación de los dife-
rentes subsistemas de formación profesional,
incluida la Universidad, que, por una parte,
evite solapamientos y redundancias entre las
enseñanzas y, por otra, asegure la consistencia
entre oferta de titulados y las necesidades del
sistema productivo regional. 
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A lo largo de estos dos últimos años se ha
hablado mucho, tanto por parte de los partidos
políticos como de los propios signatarios del
Pacto Institucional por el Empleo (PIE), al res-
pecto del mismo, de sus cumplimientos, de sus
resultados o de los aspectos numéricos del
mismo, así como de  lo referido a los compro-
misos económicos y al número de personas
sobre las que tuvo incidencia.

No quiero ni voy a entrar hoy en este tipo de
cuestiones, no pretendo ni voy a entrar en el
balance cuantitativo y numérico de los tres años
de vigencia y ejecución del PIE, por una parte,
porque su seguimiento y evaluación se ha venido
realizando a través de los mecanismos contem-
plados en el mismo: la Comisión de
Seguimiento y la Comisión Delegada para
Asuntos Económicos (el próximo día 24 se ana-
lizarán los resultados correspondientes a los años
2000, 2001 y 2002), y también porque periódi-
camente los datos son reflejados por los distintos
medios de comunicación, por lo que más allá de
cualquier controversia son de sobra conocidos.

Pretendo en todo caso hacer una mínima
reflexión teórica de la importancia conceptual
del Pacto, los principios que lo informan, de su
concordancia con el pensamiento moderno
respecto de los modos de hacer y trabajar que
se preconiza en nuestro entorno europeo y ter-
minar con algunas consideraciones acerca del
futuro de un posible pacto.

Ello no impide que, inicialmente, como
reflexión global, tenga que decir que si como
parecen coincidir todos los analistas, Asturias
ha roto en estos últimos años las barreras que
nos anclaban en los sistemas tradicionales y
que impedían nuestro crecimiento, a saber:
estructuras de decisión poco participativas,
escasa apertura empresarial hacia el exterior y
mínimo uso y desarrollo de modernas infraes-
tructuras y tecnologías de información y
comunicación.

Y así, hoy día, sin haber naturalmente cul-
minado el proceso, nos encontramos, al con-
trario, con:

Estructuras más democráticas, no sólo en
legitimidad de origen sino en legitimidad de
ejercicio. En consecuencia más participativas
en la configuración de la toma de decisiones
como lo demuestra la incorporación de repre-
sentantes de los empresarios y los trabajadores
en órganos como el IDEPA, la FICYT, el
Consejo de la Formación Profesional, el
Consejo de Relaciones Laborales, Políticas
Activas y del Servicio Público de Empleo o el
Instituto Asturiano de Prevención de Riesgos
Laborales, por citar algunos.

La apertura de nuestra economía hacia el
exterior, con un crecimiento importante de las
exportaciones y un elevado  aumento de la tasa
de cobertura, es decir la mejora sustancial de
nuestra balanza comercial, generando un dina-
mismo que ha hecho que en el último trimes-
tre del pasado año hayan sido las exportaciones
asturianas las que lideraron las mismas en el
conjunto del país y que en el año 2.001 hayan
sido las que más han crecido porcentualmente
en el conjunto de España, muy por encima de
la media nacional que fue del 1,7% frente al
14,1% de Asturias.

El desarrollo de las infraestructuras de las
nuevas tecnologías de la comunicación, y la
información y la extensión de su uso nos colo-
ca según las estadísticas a la zona de cabeza de
las Comunidades Autónomas.

En consecuencia hoy transitamos por cami-
nos que nos conducen a situaciones de mayor
bonanza: más y más modernas empresas,
mayor número de afiliaciones a la seguridad
social, mayor competitividad de las empresas,
menos paro registrado y menor paro EPA,
mayor tasa de actividad, etc.

Si una buena parte de las políticas que pre-
tendían estos resultados estaban acordadas en
el PIE, no es posible denostarlo de la manera
que algunos pretenden, circunscribiendo el
resultado del mismo a aspectos parciales y pun-
tuales dependientes de la discrepancia, en más
o en menos, de una cifra concreta. Sin duda
algo tiene que haber tenido que ver el diálogo
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social que dio lugar al Pacto y que presidió su
desarrollo y ejecución, en que después de
transcurridos estos últimos cuatro años de
legislatura, la actividad económica, la creación
de empleo y el descenso del paro en nuestra
región, se encuentren en una situación mucho
más favorable de la que se encontraban al ini-
cio de la misma.

Dicho esto sin ánimo exhaustivo y siendo
consciente de que hay más factores que influ-
yen en la transformación citada como la recon-
versión de los sectores económicos tradiciona-
les o el desarrollo de las infraestructuras, etc.,
he tratado de ceñirme, al citar los tres anterio-
res, a los que han alcanzado un mayor desarro-
llo en estos últimos cuatro años y que se ajus-
tan a aspectos contemplados en el P.I.E.

El Diálogo Social, aunque no tiene una
formulación única y definitiva como concep-
to y en consecuencia éste varía en función del
país o la región de que se trate, de los inter-
locutores que participen en el mismo, del
tema que se trate, la forma que éste adopte,
etc, debemos entenderlo en este contexto
como: “el diálogo y la negociación entre
representantes de los sindicatos, los empre-
sarios y el gobierno para alcanzar acuerdos
relativos a las acciones a desarrollar para
conseguir una mejora cualitativa y cuantita-
tiva del empleo”.

Con independencia de las variaciones en el
concepto y de los contextos que lo condicio-
nan, para que exista Diálogo Social, son nece-
sarias, al menos, una serie de condiciones que
lo hacen posible:

- Existencia de organizaciones de trabajadores
y empresarios sólidas e independientes, capa-
ces de tomar decisiones, alcanzar acuerdos y
garantizar el cumplimiento de los mismos.

- Confianza de los interlocutores entre sí.

- Conciencia de la importancia que para
progresar más y más rápido, tiene el diálo-
go social y los acuerdos entre las partes.

- Voluntad política cierta de alcanzar acuer-
dos y compromisos.

Estas consideraciones que pueden parecer y
seguro son obvias, no deben sin embargo ser
obviadas pues entrañan en si mismas algunas
de las mayores dificultades capaces de entorpe-
cer, retrasar o impedir el diálogo y el acuerdo.

No podemos obviar que en el diálogo social
intervienen actores distintos y que cada uno de
ellos tiene:

– Lógicas internas propias que obedecen a
los contrapesos de poder en el seno de cada
organización, en virtud de las aspiraciones de
cada uno de los diversos colectivos que la con-
forman; cuestión que influye tanto en la orien-
tación como en la propia capacidad de los
representantes en la toma de decisiones sobre
posibles acuerdos.

– Colectivos distintos tienen objetivos e
intereses diferentes, e incluso a veces contra-
puestos, en las lógicas y legítimas aspiraciones
que cada organización defiende para la mejora
y el logro de las demandas del colectivo que
representa.

– Cada uno de los actores del diálogo social
tiene sus prioridades, por lo que en escenarios
de acuerdo que tienen necesariamente que
establecer prioridades, no es sencillo conjugar
unas y otras sin establecer unas premisas pre-
vias sobre las mismas.

– Por último cada una de las partes tiene
sus tiempos o momentos y en consecuencia en
cada organización existe un tiempo para cada
cosa y una cosa para cada tiempo, cuestión que
ha de tenerse en cuenta a la hora de elegir el
momento, los modos del diálogo, así como los
acuerdos a lograr.

Si del conocimiento de estos factores llega-
mos a la conclusión de entender que los acuer-
dos son: compromisos aceptables entre exi-
gencias contradictorias, nos daremos cuenta
que confianza, voluntad, capacidad y concien-
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cia, son requisitos imprescindibles para que el
diálogo social se produzca y fructifique.

Estos cuatro elementos han estado sin duda
presentes a la hora de elaborar, negociar y acor-
dar el Pacto institucional por el Empleo, como
producto de experiencias previas de desen-
cuentros e ignorancias mutuas de las partes y la
necesidad asumida de superarlas y como asun-
ción de la necesidad reconocida de converger
en esfuerzos y en ideas, en una situación de
capacidad y fortaleza de los interlocutores.

La necesidad del diálogo social, es decir del
acuerdo entre los interlocutores políticos, los
agentes sociales y económicos con el fin de aunar
esfuerzos en la lucha contra el desempleo y de
generar una confianza mutua entre todos los acto-
res, como condición indispensable para el com-
promiso y la cooperación para el desarrollo de
proyectos, ha sido puesta de manifiesto de mane-
ra reiterada, tanto por la propia Unión Europea
como por parte de todos los expertos en estas
cuestiones, a lo largo de los últimos años. Así:

En 1996 la Comisión Europea impulsa los
Pactos Territoriales por el Empleo, cuyo obje-
tivo era “impulsar una acción colectiva en la
que participen las autoridades públicas y los
interlocutores sociales, que definan sus com-
promisos respectivos en el marco de una estra-
tegia global y coordinada”.

Como todos Vds. saben Asturias, nuestra
región, participó de esta experiencia a través
del llamado Pacto Territorial por el Empleo en
las Comarcas Mineras que como su nombre
indica se circunscribió a los 27 municipios que
tienen calificación de RECHAR y fue firmado
por el Gobierno del Principado, los sindicatos
UGT y CCOO, la FADE y la Federación
Asturiana de Concejos.

Conscientes de que el problema del empleo
no era exclusivamente un problema de una
región europea o de un país concreto, sino un
problema con dimensión europea, la Comisión
se planteó una estrategia común. La llamada
Estrategia Europea para el Empleo (SEE).

Iniciada en 1997 la Estrategia Europea para
el Empleo, facilitó una nueva dinámica en
materia de política sobre el Empleo, en la
misma y fruto de experiencias anteriores como
los Pactos Territoriales para el Empleo, se indi-
có la necesidad de la participación en la misma,
no solo de los gobiernos sino de los interlocu-
tores sociales (Sindicatos y Empresarios).

Una vez más con el objetivo de impulsar
acciones colectivas en las que las que tanto las
autoridades públicas como los interlocutores
sociales debían definir sus compromisos res-
pectivos en el marco de una estrategia global
coordinada.

Por otra parte la existencia de diferencias en
cuanto a la situación de las distintas regiones
de los países europeos, así como la singularidad
de cada una de ellas en cuanto a potencialida-
des y debilidades en su proceso de desarrollo,
introdujo la dimensión territorial y la dimen-
sión local que debe permitir identificar en estos
espacios territoriales más reducidos, el poten-
cial de creación de empleo en esta escala y
hacerlo en instancias de participación e inter-
locución local.

El “Libro Blanco sobre la Gobernanza”
subraya la necesidad de una interacción más
acentuada entre las instituciones europeas, los
gobiernos nacionales, las autoridades regiona-
les y locales y los interlocutores sociales (euro-
peos, nacionales, regionales y locales), parte
integrante de la sociedad civil, y todo ello, de
conformidad con los principios de apertura,
participación, obligación de informar, eficacia
y coherencia. 

La necesidad de integrar nuevos protagonis-
tas en la SEE, deja de ser una recomendación
para ser una obligación y en 2001 es introdu-
cida en las líneas directrices para la confección
de los Programas Nacionales de Acción para el
empleo, a través de los cuales se desarrolla la
Estrategia Europea en cada uno de los países
miembros. La Comisión pone de manifiesto
que: todos los protagonistas regionales y loca-
les, incluyendo a los interlocutores sociales,
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deben movilizarse para poner en práctica la
estrategia europea en materia de empleo iden-
tificando el potencial de creación de empleos a
escala local y reforzando las asociaciones en
este nivel.

De esta breve introducción al respecto del
Diálogo Social y la necesidad del mismo, pues-
ta de manifiesto de manera reiterada por la
Unión Europea como hemos visto, se extraen
una serie de características que sin duda pue-
den estar y seguro de hecho lo están, sometidas
a ponderación, pero que son las que entiendo
que se debe y en este caso quiero analizar, para,
a la luz de las mismas, contrastar si el Pacto
Institucional para el Empleo, es o no, un ejem-
plo de Diálogo Social, como pone de manifies-
to el título de esta conferencia.

Ello más allá de su grado de cumplimiento,
de los resultados cuantitativos o cualitativos del
mismo, sean estos considerados buenos o
malos, o se tengan en mejor o peor considera-
ción, cuestiones que como decía al principio
creo no deben ser objeto del análisis que hoy
pretendo hacer y que en todo caso no deben
distorsionarlo en base a las distintas interpreta-
ciones que cada cual haga al respecto.

Cuales son pues esas características que
como decía se desprenden de lo dicho, sin
duda: la confianza, la voluntad de acuerdo, los
compromisos, la participación, la pertenencia a
una estrategia global y la toma en considera-
ción del factor local.

El Pacto Institucional por el Empleo, como
todos ustedes saben se firma en noviembre de
1999 entre el Gobierno Regional, los dos gran-
des sindicatos UGT y CC.OO y la FADE.

Se sustenta sobre la premisa, puesta de
manifiesto por escrito en el mismo acuerdo,
de: “coincidencia de todas las partes en valorar
la importancia para la situación actual de nues-
tra región de un amplio marco de consenso
entre todas las partes”. 

Al mismo tiempo las partes manifiestan el

compromiso de “desarrollar cauces de partici-
pación entre Gobierno Regional y Agentes
Sociales y Económicos en otras políticas secto-
riales de carácter transversal que afecte al
empleo para procurar el consenso necesario en
su posterior desarrollo”.

Este pacto dotado con 525.524.984 €,
87.440.000.000 ptas de las de antes, ha permi-
tido:

– La consideración del diálogo social como
elemento capital del desarrollo regional y
un mayor grado de participación, pero
también de implicación y compromiso de
los agentes sociales, en el diseño, la ges-
tión y ejecución de buena parte de las
políticas sectoriales relacionadas con el
empleo.

– Considerar un buen clima social como un
elemento de valor sustantivo para la efica-
cia de las medidas a poner en marcha a fin
de impulsar el desarrollo económico.

– El incremento de la capacidad de con-
fianza mutua entre las partes que facilitó
la confluencia de sinergias en el objetivo
de más y mejor empleo, después de una
larga etapa de desencuentros  e ignoran-
cias mutuas.

Estamos por lo tanto tal y como indica de
manera insistente la Unión Europea en todos
sus documentos e iniciativas, sean éstas la expe-
riencia piloto de los Pactos Territoriales por el
Empleo, los sucesivos documentos de la
Estrategia Europea para el Empleo, o el propio
Libro Blanco sobre la Gobernanza, ante una
práctica real y efectiva de participación, impli-
cación y compromiso en la estrategia para el
empleo de Asturias no sólo del Gobierno
Regional sino de los agentes sociales y econó-
micos.

La escala local se integró en el PIE por
medio de la línea denominada Recursos al
Desarrollo Local para la creación de empleo,
fundamentada en tres principios básicos
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– La importancia de completar la lucha
contra el desempleo desde el ámbito más
cercano a los ciudadanos, el local.

– La necesidad de reforzar la vinculación de
las acciones de políticas activas de empleo
a las de desarrollo económico.

– La potenciación del desarrollo sostenible
a través del asentamiento de la población
en las zonas rurales.

El desarrollo en la escala local se está ejecu-
tando a través de 8 acciones concretas, abiertas
por primera vez a todos los ayuntamientos
asturianos que participan de manera individual
o asociados, pasando de una concepción ante-
rior dedicada en exclusiva a la contratación de
desempleados para realizar obras de manteni-
miento municipales a unir la política de recur-
sos humanos a la del desarrollo del territorio.
Así:

– Se ponen en marcha subvenciones para la
realización de estudios de desarrollo local
y la elaboración de planes estratégicos glo-
bales o sectoriales como es el caso del Plan
Estratégico de Gijón, el del Navia-Porcía
o el Estudio de los Recursos Endógenos
de la Comarca Oriental para impulsar la
creación de empleo a través del desarrollo
local y el Turismo Cultural.

– Se extiende por todo el territorio la Red
de Agentes de Desarrollo que en este
momento cuenta con 150 Agentes para
los 78 municipios.

– Se establece en las distintas comarcas
asturianas, una red de Agentes de
Igualdad para el desarrollo de políticas de
género.

– Se presta especial atención al fomento del
espíritu emprendedor con la creación de
los centros de iniciativa empresarial
municipal, el apoyo a la creación de
empresas de innovación más empleo y a
los nuevos yacimientos de empleo y la red

de telecentros para ofrecer a todos los
territorios las oportunidades que brindan
las TIC.

– Se facilita la empleabilidad de las personas
a través de los Planes Locales de empleo
que a pesar de las reservas existentes al res-
pecto de los mismos y sus resultados hoy
puedo ofrecer algunos.

La incardinación del PIE con los IV Pilares
de la Estrategia Europea para el Empleo:
aumento la empleabilidad, desarrollo del espí-
ritu empresarial, fomento de la capacidad de
adaptación de los trabajadores y las empresas y
refuerzo de la política de igualdad de oportu-
nidades, se pone de manifiesto a lo largo de
todas las medidas contempladas en el pacto,
tanto en las referidas a las políticas activas de
empleo, como en las industriales y de forma-
ción contempladas en el mismo. Así, sin animo
de ser ni mucho menos exhaustivo, podemos
citar:

– Todas las acciones contempladas en las
medidas relativas a la formación profesio-
nal y ocupacional.

– Los programas de empleo formación.

– Las acciones de orientación e inserción.

– Los talleres de empresarios.

– Los apoyos al nacimiento de nuevas voca-
ciones empresariales.

– El apoyo a la implantación y ampliación
de empresas.

– La promoción de la innovación empresa-
rial.

– El fomento a la cooperación empresarial.

– El capital riesgo.

– Campañas para favorecer la inserción
laboral de la mujer.
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– El Plan PIMMA para la inserción de
mujeres en las profesiones en las que se
encuentran subrrepresentadas.

– La discriminación positiva contemplada
en todas las acciones cuando estas van
dirigidas a mujeres.

De acuerdo a lo expuesto en las líneas pre-
cedentes, me atrevo a afirmar que el Pacto
Institucional por el Empleo ha sido un autén-
tico Diálogo Social, en toda la expresión del
término, por cuanto que ha reunido las condi-
ciones que hacen y lo hicieron posible, tanto
en lo que a las características de los interlocu-
tores se refiere, como en lo relativo a las consi-
deraciones y requisitos exigidos para que se
produjese y fructificase.

Por otra parte creo también que puede cali-
ficarse de ejemplar, en el sentido que a este
concepto se le da dentro de las convocatorias y
recomendaciones de la Unión Europea de
“Buenas Prácticas”. Ello ha sido así porque
como hemos visto el PIE ha atendido tanto a
las recomendaciones de diálogo, participación
y compromiso que demanda la Unión Europea
para estas prácticas, como a todos y cada uno
de los cuatro pilares de la Estrategia Europea
para el empleo. Igualmente sus frutos han sido
sin duda positivos, como revelan los análisis
que se han venido haciendo del mismo, y han
contribuido a mejorar la actividad económica y
el empleo en nuestra región.

Decía al comienzo del análisis de las carac-
terísticas que ponían de manifiesto el PIE
como ejemplo de Diálogo Social, que estas
podían y seguro estaban, sometidas a pondera-
ción. Evidentemente el que una determinada
acción pueda ser considerada como buena
práctica y en consecuencia con capacidad de
ser no sólo ejemplar sino también transferible,
no quiere decir que no deba ser analizada y en
consecuencia, sobre la base de la experiencia
adquirida, mejorada.

Es por ello que me atrevo a poner de mani-
fiesto, seguidamente, algunas ideas como ele-

mento de reflexión para profundizar y mejorar
en el futuro el Diálogo Social en nuestra
región.

Cualquier pacto tiene que ser creíble, no
sólo por quienes lo firman sino también por la
sociedad a quien va dirigido. Por ello cuanta
mayor sea su solidez y menos erosiones sufra en
el transcurso de su tiempo de vigencia, más
credibilidad tendrá él y sus firmantes. En con-
secuencia entiendo que de cara al futuro se
debería:

Establecer, más allá de las evaluaciones
cuantitativas y cualitativas que deban ser reali-
zadas al finalizar el mismo para conocer su efi-
ciencia, unos objetivos cuantificables, un
método común de verificación y una metodo-
logía de valoración que evite, en el mayor
grado posible, interpretaciones basadas exclusi-
vamente en el interés inmediato de las partes y
puestas de relieve en cada uno de los periodos
preestablecidos para realizar las oportunas
comisiones de seguimiento.

El pacto que debe ser un auténtico pacto
social, debe ser con, por y para la sociedad, lo
cual obliga a que los interlocutores deban de
buscar fórmulas que permitan la participación
sectorial en la definición de medidas, a las ins-
tituciones o colectivos a los que van destinadas;
con independencia de que los firmantes y
garantes del nuevo Pacto sean los mismos que
en el que está vigente.

Asumir que el Pacto es fundamentalmente
un compromiso de confianza y en consecuencia
ésta no debe expresarse exclusivamente con la
firma de los documentos iniciales del acuerdo,
sino que debe también explicitarse externamen-
te a lo largo del mismo, excluyendo así el rece-
lo como principio de relación entre las partes,
de manera que unas duden del cumplimiento
de los compromisos por parte de las otras como
criterio general, siguiendo el clásico ejemplo de
Sto. Tomás de ver y tocar para creer.

Establecer un compromiso implícito y
explícito de preservar y defender el pacto de
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forma mutua, no únicamente al principio o en
los primeros tiempos del mismo sino durante
toda su vigencia, evitando por tanto su erosión
bien sea mediante la desvirtuación de los con-
tenidos del mismo o alterando o propugnando
la alteración de forma unilateral las cuantías
económicas pactadas.

Adaptar el compromiso a los marcos econó-
micos y presupuestarios existentes, evitando
planteamientos de escenarios nuevos y diferen-
tes cuyo desarrollo puede llevar a desgastes inú-
tiles en el proceso de la negociación, a forzar
acuerdos de difícil cumplimiento por impedi-
mentos legales, o a desembocar en enfrenta-
mientos y confrontación entre administracio-
nes que en todo caso deben tener ámbitos y
escenarios diferentes.

Evitar entender lo nuevo o innovador como
un fin en si mismo, de manera que este pensa-
miento o consideración propicie establecer,
por las partes o alguna de ellas, tal condición
como premisa “sine quanon”, de tal manera
que el nuevo pacto para lograrse deba ser un
pacto totalmente “ex novo”, cuando la realidad
nos dice que solo la permanencia en el tiempo
de acciones que dan resultados positivos nos
permite extraer de ellas toda su potencialidad.

Establecer un contrapeso adecuado entre lo
nuevo o innovador frente a las potencialidades
de lo viejo y existente, así como asumir la
potencialidad que significa y debe significar la
reorientación de parte de lo existente; reorien-
tación que permite ganar tanto en eficacia
como en eficiencia, al tiempo que sin necesi-
dad de nuevos recursos, cosa por otra parte
siempre difícil de conseguir, se pueden poner
en marcha líneas y acciones nuevas fruto del
proceso de eficiencia logrado.

Por último decir que un pacto de alcance
regional, debería también orientar la contribu-
ción que al logro de los objetivos de desarrollo
económico, empresarial y de empleo, tienen
que hacer no sólo las partes garantes y signata-
rias del pacto, sino también otros organismos e
instituciones que tienen participación y res-
ponsabilidad en nuestra región y en nuestra
sociedad.

Creo, consciente de que podrían citarse
muchos más elementos de análisis, que los
anteriores, con las matizaciones, alcance y el
mayor o menor grado de atención que cada
cual quiera prestarles, son elementos que mere-
cen una reflexión previa entre las partes, antes
de iniciar lo que llamamos “Dialogo Social”.
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Es un verdadero honor para mí estar aquí
hoy con todos Uds. en esta última conferencia
del excelente ciclo “Mercado de Trabajo,
Estado de Bienestar y Diálogo Social” organi-
zado por el Consejo Económico y Social de
Asturias.

Quiero aprovechar también esta inmejora-
ble ocasión para expresarles en mi nombre y
también en el de todo el Consejo Económico
y Social, una vez más, el interés que el Consejo
“estatal” tiene por colaborar y contribuir al
desarrollo y consolidación del trabajo consultivo
que se realiza desde los CES autonómicos.
Como Uds. seguro que conocen, el CES
mantiene una línea de trabajo y de coopera-
ción estable y consolidada con el Comité
Económico y Social de la Unión Europea,
con los Consejos Económicos y Sociales y
otras instituciones y organismos con funcio-
nes similares de los países miembros de la
Unión Europea así como con los de otros
muchos países, con los Consejos Económicos
y Sociales de las Comunidades Autónomas
españolas y también incluso con algún
Consejo local.

Con los CES de las Comunidades
Autónomas cooperamos estrechamente y
hace pocas semanas, por ejemplo, hemos
participado en el último de los encuentros
que periódicamente nos reúne a todos, cele-
brado en esta ocasión en Toledo. En esta
reunión se ha decidido realizar conjunta-
mente un informe sobre los efectos que ten-
drá para nuestro país la ampliación de la
Unión Europea a los países de Europa del
este.

En esta intervención, y con el fin de abor-
dar el papel de los CES en la realidad social
española revisaré, primero, cuales son los fun-
damentos legales, constitucionales, y también
políticos, que justifican y han llevado a la exis-
tencia del Consejo Económico y Social del
Estado español, y también de los de las
Comunidades Autónomas, para repasar después
sus principales trabajos y su encaje en la reali-
dad social de nuestro país.

El Consejo Económico y Social es un órgano
consultivo del Gobierno en materia socioeconómi-
ca y laboral, que fue creado a partir de la aproba-
ción de la Ley de 21/1991, de 17 de junio. Desde
entonces, se han desarrollado todas aquellas fun-
ciones propias encomendadas por su Ley de cre-
ación, tales como la emisión de dictámenes e
informes, a iniciativa propia o a instancias del
Gobierno, la elaboración de la Memoria sobre
la Situación Socioeconómica y Laboral que se
realiza cada año, y otras muchas, como, por
ejemplo, la publicación de boletines periódicos
de coyuntura económica y social o una intensa
actividad institucional en nuestro país y en el
exterior. Esta evolución ha llevado al Consejo a
alcanzar una etapa que se puede calificar como
de madurez institucional.

Quiero aprovechar también esta ocasión
aquí hoy para señalarles que el Consejo ha cele-
brado recientemente el 10º aniversario de su fun-
dación. En el transcurso de estos 10 años de
funcionamiento se han puesto de manifiesto
nuevas demandas y expectativas sobre su papel
en la sociedad civil, que han llevado a afianzar
el carácter del CES como órgano que, no sólo
da respuesta a la legítima aspiración de los
agentes sociales y económicos de que sus opi-
niones y planteamientos sean tenidos en cuen-
ta por el Gobierno, sino que facilita que estos
planteamientos sean conocidos y compartidos
por el conjunto de la sociedad.

Pero el camino recorrido hasta aquí no ha
sido sencillo. Nuestra política de diálogo nació
con la democracia, y en ese ambiente irrepeti-
ble de consenso que llevó a la adopción de la
Constitución de 1978, antes, incluso, se fra-
guaron los Pactos de la Moncloa. El sistema de
diálogo social español ha pasado por numerosas
etapas desde la apertura del periodo democrático.
Su comienzo se puede marcar con la firma de los
Pactos de la Moncloa, hace ahora 23 años, en
otoño de 1977, alcanzados en una situación
económica y política muy complicada. Aunque
estos acuerdos fueron firmados por todos los parti-
dos políticos con representación parlamentaria,
tuvieron sus principales repercusiones en el domi-
nio social y laboral, a través de la aplicación de
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una nueva política en materia de salarios y la
instauración de la participación institucional
de naturaleza tripartita. Los partidos relaciona-
dos con los sindicatos se comprometieron a
moderar sus exigencias tanto en materia labo-
ral como salarial, con el fin de garantizar la paz
social indispensable para evitar que la crisis
económica impidiera la puesta en marcha de
las reformas institucionales necesarias para la
instalación de la democracia política.

Nadie pone en duda, actualmente, la
importancia que los Pactos de la Moncloa
tuvieron para alcanzar los objetivos de consoli-
dación del sistema democrático. En lo referen-
te a su aspecto social, ejercieron también una sig-
nificativa influencia sobre el desarrollo ulterior
del diálogo social, término que no se empleaba
aún en los años 80, ya que el que se utilizaba
para definir los acuerdos entre las organizacio-
nes empresariales, los sindicatos y eventual-
mente el Gobierno era el de concertación
social, término también relativamente nuevo.
El concepto de diálogo social no comenzó a usar-
se en España hasta fechas relativamente recientes,
bajo la influencia del diálogo social en el seno de
la Unión Europea (UE).

La diferencia entre concertación y diálogo
reside en el hecho de que la concertación, la con-
sulta y la negociación son medios para llegar a un
acuerdo, lo que hace que la sola obtención del
acuerdo permita hablar de concertación; mien-
tras que en el diálogo social, el resultado no es
siempre la firma de un acuerdo, éste puede pro-
ducirse o no. El diálogo tiene valor en sí mismo
porque permite intercambiar puntos de vista e
informaciones sin que sea necesario llegar
siempre a un acuerdo. El diálogo responde a una
nueva cultura de cooperación social, en la cual se
resalta el valor de la participación y la colabo-
ración en la gestión, y en la resolución de los
problemas y conflictos en materia social y labo-
ral. Por el contrario, la concertación responde a
un concepto en el cual el conflicto ya está instala-
do en las relaciones entre los interlocutores econó-
micos y sociales, aunque en ciertos casos y por
diversas razones, sea necesario negociar y llegar
a acuerdos.

En España, lo que se designa bajo el térmi-
no de concertación social, dio sus primeros resul-
tados a partir de la primera mitad de los años
ochenta, antes de que se hablara del diálogo
social tal y como lo entendemos ahora. Entre
1979 y 1984 se firmaron un número significa-
tivo de importantes acuerdos sociales y el últi-
mo de ellos estuvo en vigor hasta 1986.

Con todo, tras los Pactos de la Moncloa,
hubo que esperar más de doce años desde la firma
del primer acuerdo alcanzado en democracia, el
Acuerdo Básico Interconfederal (ABI) de 1979,
para que se promulgara la Ley del CES.

En nuestro país, desde antes de aprobarse la
Ley de creación del Consejo Económico y Social, y
antes incluso de la vigencia del texto constitu-
cional, han existido mecanismos informales de
articulación de la representación de intereses. Las
prácticas de concertación social fructificaron
en España en diversos acuerdos desde el
comienzo del periodo democrático, algunos de
ellos tripartitos y, por tanto, con la interven-
ción formal del Gobierno y la asunción por el
mismo de determinados compromisos de
actuación en el complejo intercambio político
y económico que está en la base de dichos
acuerdos.

Por otra parte, han existido también prácticas
informales de consulta legislativa, en virtud de las
cuales las organizaciones sindicales y las asocia-
ciones empresariales más representativas han teni-
do ocasión de participar en el procedimiento de
elaboración de determinadas leyes. Estas consul-
tas informales, sobre anteproyectos o proyectos
de ley, normalmente sólo se contemplaron
materia laboral y, sobre todo, la regulación de
los derechos sindicales y de información y con-
trol de los representantes de los trabajadores. El
ejemplo más significativo es, probablemente, el
de la frustrada ley de huelga, aunque no hay
que olvidar que el título sobre la negociación
colectiva de la Ley del Estatuto de los
Trabajadores de 1.980 respondía a lo previa-
mente pactado entre la CEOE y la UGT. Estas
experiencias, que se llevaban a cabo unas veces
antes de su remisión a las Cámaras y otras en el
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curso de la discusión parlamentaria, han teni-
do una influencia notoria en nuestra legisla-
ción laboral.

Desde el comienzo de la transición, estas prác-
ticas se desarrollaron con el debate acerca de la
formalización de la representación de intereses
como fondo, y, al hilo del mismo, el del eventual
cumplimiento y desarrollo de las previsiones
del artículo 131.2. de la Constitución. Este
debate se enmarca en el más amplio acerca de
cómo organizar la representación de interés en
una democracia.

Tal y como ha señalado en numerosas oca-
siones el anterior Presidente del Consejo
Económico y Social, el profesor Federico
Durán López, en todo sistema político se estable-
ce o se reconoce algún mecanismo en virtud del
cual la representación de intereses organizados
puede influir en la adopción de las decisiones
políticas más relevantes. Las diferencias estriban,
fundamentalmente, en el grado de formaliza-
ción que se confiere a dichos mecanismos.

En un extremo, el de la máxima informali-
dad posible, nos encontramos con la influencia
de los intereses organizados a través de los gru-
pos de presión, que, de una manera más o
menos oculta, tratan de influir sobre las deci-
siones del Gobierno y, sobre todo, de los órga-
nos parlamentarios. 

En el otro extremo, el de la máxima forma-
lización, tendríamos la constitución de una
segunda o de una tercera, según los casos, Cámara
representativa, en este caso dedicada exclusiva-
mente a la representación de intereses, por
tanto de corporaciones o de organizaciones
representativas de los mismos, y no de volun-
tades a través de los habituales mecanismos
electorales.

Entre uno y otro extremo caben, lógicamente,
diversas posibilidades, la de integrar dentro de la
representación parlamentaria una representa-
ción de intereses, la de desarrollar la represen-
tación de intereses de una manera informal
pero en el terreno de la acción gubernativa y no

parlamentaria, o la que nos interesa más en este
momento, la de formalizar, institucionalizán-
dola, la participación de estas organizaciones,
instrumentando para ello un órgano en el que
se integran y a través del cual se expresan. Este
órgano es el que en la mayoría de las experiencias
se conoce con el nombre de Consejo Económico y
Social. Éste se configura, generalmente, como
órgano consultivo del Gobierno, y en su caso
del Parlamento, para asegurar la participación
de las organizaciones representativas de intere-
ses económicos y sociales en la adopción de
decisiones políticas, influyendo por tanto en el
proceso de formación de la voluntad corres-
pondiente.

En este contexto, el debate precedente a la crea-
ción del Consejo Económico y Social español, estuvo
estrechamente vinculado a la cuestión de la formali-
zación de la representación de intereses y al papel
reconocido en la Constitución española a sindi-
catos y organizaciones empresariales. En efecto,
la Constitución española, en su Título Preliminar,
se refiere expresamente a los sindicatos de trabaja-
dores y a las asociaciones empresariales, y afirma
que contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios.
En las bases de nuestro orden constitucional,
por tanto, se asigna un papel fundamental a los
sindicatos y a las asociaciones empresariales. Si
los partidos políticos, conforme al artículo 6 de la
Carta Magna, son el instrumento fundamental
para la participación política, expresando el plu-
ralismo político y concurriendo a la formación y
manifestación de la voluntad popular, sindicatos
y asociaciones empresariales, de acuerdo con lo
que expresa el artículo 7, ejercen una labor de
representación de intereses económicos y sociales,
que debe enriquecer y completar la anterior.

Por otra parte, el artículo 9 de la
Constitución impone a los poderes públicos el
deber de facilitar la participación de todos los
ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social. Y el artículo 131.2. concreta,
para las cuestiones económicas y sociales, estas
genéricas previsiones de participación. El
Gobierno, dice el artículo 131.1., elaborará los
proyectos de planificación, de acuerdo con las
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previsiones que le sean suministradas por las
Comunidades Autónomas y el asesoramiento y
colaboración de los sindicatos y otras organiza-
ciones profesionales, empresariales y económicas.
A tal fin se constituirá un Consejo cuya composi-
ción y funciones se desarrollarán por ley. Como
vemos, se concretan estas previsiones median-
te la exigencia de participación (identificada
como “asesoramiento y colaboración”) de los
sindicatos y de otras organizaciones profesio-
nales, empresariales y económicas, a través de
un “Consejo” que habrá de constituirse al
efecto (con la composición y funciones que
determine la ley), en los proyectos de planifi-
cación que el Gobierno elabore (de acuerdo
con las previsiones que le sean suministradas
por las Comunidades Autónomas).

Esta previsión del artículo 131.2. aporta, en
el terreno económico y social, la cobertura consti-
tucional para la representación formal de intere-
ses, esto es, para la participación de los intere-
ses organizados en la acción del Gobierno (lo
que marca la diferencia con los designios cons-
titucionales de promover la participación en la
empresa: artículo 129.2. C.E.). Y ello con un
alcance más general que el de otras previsiones
constitucionales referidas exclusivamente a un
aspecto o a un terreno específico, como es el
caso, por ejemplo, de la participación de los
interesados en la Seguridad Social y en la acti-
vidad de los organismos públicos cuya función
afecte a la calidad de vida o al bienestar gene-
ral (artículo 129.1. C.E.).

Nuestra Constitución, pues, como vemos, no
sólo permite sino que, en la práctica, exige que
se reconozca y se articule adecuadamente la repre-
sentación de intereses económicos y sociales. Que
se establezcan mecanismos en virtud de los
cuales los intereses económicos y sociales orga-
nizados puedan ser tenidos en cuenta a la hora
de la adopción de las decisiones políticas más
importantes, sobre todo las que se adoptan en
el terreno de la política económica. Se opta,
por tanto, por un modelo formal o formaliza-
do de representación de intereses que, sin
embargo, exigió varios años para ser desarrolla-
do y cuya gestación no fue una tarea sencilla.

Siguiendo el esquema del profesor y tam-
bién consejero del CES, José Luis García Ruiz,
eran muchas las cuestiones a debatir que dieron
lugar, al menos, a cuatro proyectos parlamenta-
rios sobre el Consejo Económico y Social  y a toda
una serie de discusiones acerca de su naturaleza,
composición y objetivos.

En grandes líneas éstas eran:

– Si se quería crear o no el Consejo del Art.
131, C.E.

– Cuales eran los cometidos que debía
desarrollar este organismo, además de
permitir y asegurar la participación de los
agentes sociales en el diseño de la políti-
ca económica.

– Cual debía ser su composición y funcio-
nes, en particular en relación al concepto
“planificación de la economía”, término
acuñado en el contexto de 1978 pero
superado ya cuando la Ley definitiva se
ultimaba.

– Si debía estar presente el Gobierno o no.

– Si, además de los Agentes Sociales, debía
darse espacio a otras entidades represen-
tativas de la llamada Sociedad Civil, etc.

– Qué ocurría con las Comunidades
Autónomas también citadas por el Art.
131.1. C.E.

El proceso parlamentario generó un Consejo
que responde a la exigencia constitucional del
artículo 131 de la Constitución Española y cuya
trayectoria, estoy convencido,  conocen Uds.
bien.

En este sentido, durante los años de vida del
CES se han ido sumando  esfuerzos, tanto eco-
nómicos como organizativos, en su labor de
divulgación de los trabajos realizados en el
marco de su ley constitutiva, así como promo-
viendo actos y actividades que impulsan la
labor de las organizaciones representadas, rea-
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firmando el papel del CES como órgano de
diálogo y deliberación permanente.

En este escenario, el CES se sitúa como un
órgano constitucional cuya labor se extiende más
allá del cumplimiento estricto de su función con-
sultiva. Ello se debe a que la necesidad de con-
solidar su presencia como órgano institucional
de debate y deliberación permanente de los
agentes sociales en el centro de la sociedad
española, así como las exigencias derivadas del
proceso de construcción europea y los compromisos
derivados de su presencia institucional en nuestro
país y también en el exterior, determinan el desa-
rrollo de nuevas tareas que complementan, conso-
lidan y prestigian su función consultiva legal.

Para seguir avanzando en el desarrollo de las
tareas encomendadas, y para lograr que el CES
se convierta en punto de referencia en materia
socioeconómica y laboral y sirva como marco del
diálogo institucionalizado, se hace necesario refle-
xionar y definir cuáles son los objetivos que el
CES desea alcanzar. Esta reflexión, que en el
CES se ha realizado con atención especial con
motivo del 10º aniversario, puede servir de
referencia a la hora de trazar el camino que el
resto de instituciones consultivas como los
Consejos autonómicos deben y pueden reco-
rrer con éxito, siempre al servicio de la socie-
dad. El papel de los CES en la realidad social
española, el objeto de esta conferencia, queda
así determinado claramente.

Los Consejos Económicos y Sociales, de cualquier
dimensión, constituimos una representación excep-
cional del tejido socioeconómico de nuestro país. A
tenor de todo lo que ha ocurrido durante el últi-
mo ejercicio –reformas legales, conflictos, ruptu-
ra del diálogo social, huelga general, recupera-
ción del clima de diálogo y firma del ANC
2003– en este momento resulta más oportuno que
nunca insistir en la necesidad de ir avanzando en el
camino del diálogo social y de la concertación. Y lo
hago sin ánimo de protagonismo, como podría
entenderse de mi calidad de Presidente del
Consejo pues el Consejo Económico y Social no
es sino el conjunto de los representantes de las
organizaciones que lo conforman.

Quiero insistir en esta idea, la necesidad de
ir avanzando en el camino del diálogo social y
de la concertación, porque este camino ha
dado ya frutos muy relevantes e importantes
así como provechosos acuerdos. Ya sea por la
vía del diálogo social institucionalizado o por la
de el que no lo es. Diálogo al fin y al cabo,
comunicación o entendimiento que debe pre-
sidir cualquier mesa de negociación, en cual-
quier ámbito y respecto de cualquier materia.

En cuanto a los Consejos Económicos y
Sociales autonómicos, es evidente que su natura-
leza es necesariamente distinta al mandato
constitucional que se sitúa en la esencia misma
de creación del CES estatal. No obstante, la
consulta a escala  autonómica, responde también
a esa voluntad expresa de nuestra sociedad mate-
rializada en nuestra Carta Magna de extender y,
lo que es más importante, garantizar, el proceso
de consulta y participación de los agentes sociales
a los ámbitos principales de determinación de las
normas económicas y sociales y de la política eco-
nómica. Por tanto, a medida que en nuestro sis-
tema político y ordenamiento jurídico y admi-
nistrativo van adquiriendo mayor relevancia las
Comunidades Autónomas, concentrando más
competencias, lo mismo debe suceder con la
consulta y el diálogo inspirados en nuestra
Constitución a esa escala.

Finalmente, no quiero terminar esta inter-
vención sin referirme, aunque sea brevemente,
a los principales ámbitos y cuestiones que con-
dicionan y en los que se desarrolla el diálogo
social en la actualidad, que constituyen el
marco en el que desarrollamos nuestra activi-
dad natural los CES.

En términos globales puede afirmarse que
nuestro país ha alcanzado un notable o alto
grado de desarrollo social que se hace paten-
te en numerosas áreas. Así, en los últimos
años, se ha logrado avanzar en los siguientes
indicadores:

a) Se está manteniendo el ritmo de creación
del empleo y consiguiente reducción de
la tasa de paro,
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b) se ha consolidado mediante pacto el sis-
tema de Seguridad Social pública y uni-
versal,

c) se ha procedido a una reforma en la edu-
cación,

d) se están identificando los fallos más
importantes de los sistemas de protec-
ción y de los servicios sociales,

e) se ha consolidado un patrón de consumo
desarrollado o maduro. 

Ahora bien, como demuestran los indicado-
res que hemos analizado, y a pesar de los avan-
ces detectados, subsisten todavía algunas cues-
tiones pendientes:

1) la temporalidad en el empleo,

2) el alto paro de jóvenes y mujeres,

3) la dificultad del acceso a la vivienda, 

4) los problemas de gestión y coordinación
que generan las transferencias de la sani-
dad pública a las CCAA,

5) las prestaciones y gasto social por debajo
de la media vigente en la Unión Europea,

6) el sobreendeudamiento,

7) la necesidad de prestar mayor atención a
los mecanismos de garantía de la seguri-
dad en el consumo, entre otros.

La situación demográfica de nuestro país,
que no es sino la muestra de los retos que se
nos plantean, principalmente en el área de la
protección social y también en el del sistema de
pensiones, nos obliga a prever las necesidades y
demandas sociales que se van a ir presentando
y materializando en el futuro. 

Algunos signos distintivos de nuestra estructu-
ra demográfica son la mayor presencia de per-
sonas en edad avanzada o envejecimiento de la

población, la baja natalidad provocada princi-
palmente por problema sociales muy concre-
tos, el fenómeno de la inmigración, la femini-
zación del mismo y su mayor procedencia de
países en desarrollo. Sin lugar a dudas, las tare-
as y los esfuerzos tendrán que dirigirse en el
futuro no sólo a seguir prestando atención a la
evolución de los indicadores demográficos,
sino principalmente a adelantarse, y a planifi-
car la gestión de las necesidades sociales que
vayan surgiendo. Sólo de esta manera podrá
afirmarse en el futuro que la España Social ha
alcanzado un alto grado de desarrollo. 

Es en este sentido en el que los Consejos
pueden desarrollar una tarea de altísimo interés
normativo y socieconómico. Me estoy refirien-
do a la capacidad y, yo diría que incluso res-
ponsabilidad, que tenemos los Consejos de ela-
borar precisos, objetivos y eficaces Informes o
Estudios por iniciativa propia que puedan ade-
lantarse a la tarea normativa, a la que servirán
de base de datos fiable y rigurosa ajena a la llu-
via de intereses sesgados y que pueda ofrecer
un resultado y análisis consensuado.

Recientemente hemos vivido también una
huelga general, en junio de 2002, convocada
tras la adopción de un conjunto de medidas de
reforma del mercado de trabajo, en especial del
sistema de prestación por desempleo y de los
requisitos de acceso al subsidio así como de su
modalidad agraria, que finalmente han sido
retiradas o modificadas por el Gobierno en los
últimos meses. El periodo de ruptura que se
abrió con la adopción de esas medidas sin consen-
so y la convocatoria de la huelga general ha con-
cluido con la firma del Acuerdo Nacional de
Negociación Colectiva para el año 2003. 

Ello representa toda una demostración de sen-
tido común y solvencia por los sindicatos y las
organizaciones empresariales.

Por todas estas razones es preciso profundizar
en los ámbitos en los que participan los agentes
sociales y que son su entorno propio de actuación
–formación, gestión interna de la flexibilidad,
mejora de la productividad, generalización de
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mejoras sociales–. Esta profundización la exige
la madurez democrática de la que ya hace tiem-
po gozamos, madurez que exige actitudes res-
ponsables continuadas para mantener esa cali-
ficación.

Y es que nuestra, todavía joven, democracia
atribuye un papel a los Agentes Sociales (Art. 7
C.E.) que es la expresión misma del Estado Social
y Democrático de Derecho, y que no es sino la
convicción en la consideración del diálogo
social como metodología más adecuada de
aproximación y solución de los conflictos que
conlleva el sistema de mercado.

Este diálogo, no obstante, exige el cuidado
de una serie de condiciones necesarias para su
mantenimiento:

• Existencia de organizaciones sólidas
–cuantitativa y cualitativamente– y repre-
sentativas.

• Firme convicción del valor del diálogo (en
nuestro caso vinculado a la defensa de la
democracia)

• Actitudes y estrategias claras en esa direc-
ción, las de los CES.

Es evidente que para promover y desarrollar el
diálogo social no es, en absoluto, precisa la exis-
tencia de instituciones como los Consejos
Económicos y Sociales, al menos tal y como los
entendemos. Es más, en determinados momen-
tos y circunstancias, y nuestra historia es escla-
recedora, el llamado diálogo social exige de vías
diversas, a veces más formalizadas y otras
menos, concretadas en grandes acuerdos tri-
partitos o bipartitos, o simplemente en la
adopción de estrategias por parte de sus auto-
res, que no siempre son compatibles con la for-
malización institucional de un Consejo.

Los agentes sociales, en uso de la autonomía
colectiva, que constituye su esencia constitucional-
mente afirmada, no precisan de institución algu-
na, ni siquiera de instituciones como los CES que
encuentran en dichos agentes su fundamento

esencial, para definir, promover y concretar su
voluntad de concertación y de diálogo.

Sin embargo, instituciones como los Consejos
manifiestan sin duda, la máxima expresión de la
participación institucional que, en un modelo
constitucional como el nuestro de Estado Social y
de Derecho, de democracia avanzada, se reconoce
a los agentes sociales –a los que se añaden otras ins-
tituciones de la sociedad civil–, llamadas de este
modo a participar en los procesos de formación y
adopción de estrategias y decisiones políticas.

Este aspecto adquiere la mayor relevancia y
da a los consejeros una particular bivalencia. El
CES es una instancia de colaboración con el
Gobierno y las instancias públicas, trasladándo-
le la opinión de los agentes sociales sobre los
proyectos normativos que son la expresión más
fiel de las estrategias políticas. Al mismo tiem-
po los CES expresan el poder que se reconoce a las
organizaciones que lo integran de emitir pública
y formalmente opiniones sobre dichos proyectos y
estrategias. Opiniones que pueden enriquecer y
condicionar el criterio propuesto por los pode-
res públicos. Todo ello, sin perjuicio del papel
de los Consejos en el desarrollo y promoción
de debates con implicaciones económicas y
sociales. 

Así es que, aceptada la plena autonomía de
los agentes sociales, la actividad en la que típi-
camente se expresa el CES contribuye a forta-
lecer la cultura de diálogo social que, además,
se extiende a ámbitos materiales, a contenidos
y materias que van más allá de los típicos de la
concertación social, enriqueciendo considera-
blemente las estrategias de los propios agentes
sociales. Esta actividad de los CES es la de
estudio, reflexión, discusión y toma de posicio-
nes, desarrollada conjuntamente por los agen-
tes sociales con carácter permanente.

Por ejemplo, el CES estatal ha dictaminado
recientemente, entre otras, las siguientes pro-
puestas normativas: el Anteproyecto de Ley del
sector ferroviario (Pleno 29 de enero 2003); el
Anteproyecto de Ley de las telecomunicacio-
nes; y el Anteproyecto de Ley reguladora del
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Fondo de Reserva de la Seguridad Social
(ambos en el Pleno del 26 de febrero de 2003);
el Anteproyecto de Ley de Disposiciones
Específicas en Materia de Seguridad Social así
como el Anteproyecto de Ley de Protección
Patrimonial de las personas con discapacidad y
de modificación del Código Civil, de la Ley de
Enjuiciamiento Civil y de la normativa tribu-
taria con esta finalidad (aprobados los dos en el
Pleno de 26 de marzo de 2003).

A través de los Dictámenes que elabora el
CES se garantiza la participación de todos los
agentes sociales y económicos del país en el proce-
dimiento legislativo, y se traslada al Gobierno, a
la hora de redactar el proyecto de ley corres-
pondiente, y también, aunque indirectamente,
al Parlamento, a la hora de tramitarlo (pues el
Dictamen del Consejo debe formar parte de
los antecedentes del Proyecto de Ley que se
remita al Parlamento), el “sentir social” com-
partido. A veces se trata del sentir social mayo-
ritario pues pueden emitirse votos particulares,
sin duda enriquecedores, que se unen al
Dictamen cuando existen posturas discrepan-
tes con el mismo.

El CES a su vez tiene atribuida la facultad
de elaborar, a iniciativa propia o por indicación
del Gobierno, Informes y Estudios sobre
temas concretos. De entre todos los Informes
elaborados por el Consejo me gustaría destacar
aquellos iniciales del año 1994, por iniciativa
propia, sobre  la situación y perspectivas de la
industria española (Informe 1/1994), sobre los
procedimientos autónomos de solución de
conflictos laborales (Informe 2/1994), Informe
que dio lugar a un importante acuerdo entre
agentes sociales y Gobierno que rompió un
periodo relativamente largo de distanciamien-
to (ASEC), y el Informe sobre la situación de
la mujer en la realidad socio laboral española
(Informe 3/1994), que ahora, 8 años después
se está actualizando. 

También por su trascendencia social, me
gustaría destacar el Informe sobre la situación
del empleo de las personas con discapacidad
(Informe 5/1995), y sobre la pobreza y la

exclusión social (Informe 8/1996). En el año
2001 se realizó otro informe sobre el mismo
tema en el marco del Plan Nacional para la
Exclusión Social (Informe 2/2001). En térmi-
nos similares, es relevante el Informe sobre
Unidad de mercado y cohesión social (Informe
3/2000), y el Informe sobre la Estrategia
Europea de Empleo (Informe 1/2001). Son
también muy significativos los Informes en
materia laboral como el del trabajo a tiempo
parcial (Informe 4/1996), el de Vida laboral y
las prejubilaciones (Informe 2/2000), el de
movilidad geográfica (Informe 1/2000), o el
relativo a la protección social de las mujeres
(Informe 4/2000).

El pasado mes de octubre se aprobó un
importantísimo informe sobre la emancipación
de los Jóvenes y la situación de la vivienda en
España (Informe 3/2002) en el que se hace
hincapié en los altos precios de la vivienda y
cómo éstos contribuyen en buena medida al
retraso en la emancipación de los jóvenes y en
la formación de nuevas familias. Este informe
ha tenido gran repercusión, no sólo en los
medios de cara a la opinión pública, sino tam-
bién en las instituciones y organismos públi-
cos, reabriendo debates un tanto olvidados.

En estos momentos se están elaborando los
siguientes Estudios e Informes: Estudio sobre
la negociación colectiva como mecanismo para
promover la igualdad entre hombres y mujeres,
y Estudio sobre adaptación del Mercado de
Trabajo a la promoción del empleo para situa-
ciones de dependencia, ambos a petición del
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.

También están en fase de elaboración los
siguientes Informes por propia iniciativa:
Informe sobre la situación de las personas con
discapacidad y las políticas activas para la
inclusión, Informe sobre la Inmigración, y el
Informe sobre los potenciales efectos de la
futura ampliación de la Unión Europea.

Creo que basta enumerar los ámbitos de
estudio que han tratado los estudios del CES y
los que están siendo objeto del mismo para
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hacerse una idea muy precisa de cual es su
papel en la realidad social española en la actua-
lidad.

Respecto a los Consejos autonómicos, como el
de Asturias, sus trabajos son también muy rele-
vantes, y puedo citar como ejemplo su dictá-
menes sobre el proyecto de Reglamento sobre
grandes establecimientos comerciales, el relativo
al proyecto de decreto por el que se regula la
organización y funcionamiento del consejo de
relaciones laborales, políticas activas y del servicio
público de empleo, el del anteproyecto de ley del
instituto asturiano de prevención de riesgos labo-
rales, el anteproyecto de ley de servicios socia-
les, o el anteproyecto de plan de acciones para la
inclusión social, entre muchos otros.

En definitiva, el diálogo social en sus múltiples
materializaciones constituye el único y más eficaz

instrumento que nos ha permitido en el pasado, y
nos permitirá en el futuro, abordar los diversos
avatares económicos, sociales y políticos que se
suceden. Y sigue siendo, el “entendimiento
social”, la única receta válida para hacer frente
a la rapidez de los cambios y a los retos a los
que nos depara el futuro.

Esta perspectiva no es exclusiva de nuestras
ciudades en la dimensión local, de la
Comunidades Autónomas, del Estado o de la
Unión Europea, sino de todos, y ahí debemos
estar los Consejos Económicos y Sociales. Por la
vía del diálogo y entendimiento mutuos, en
toda su amplitud y en todos los campos, se lle-
gará, hay que ser optimista, a la consolidación
de una ética mundial y de unos sistemas polí-
ticos, inclusivos y no excluyentes, cuya señas de
identidad sean, por encima de todo, la igual-
dad y la justicia social.
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